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Para el próximo ocho de marzo varios 

colectivos de todo el mundo han 

convocado actos de insumisión en 

defensa de los derechos de las mujeres, 

entre ellos paros simbólicos en varios 

países: http://parodemujeres.com/   
 

 

JURISDICCIÓN SOCIAL 
Revista de la Comisión de lo Social de Jueces para la Democracia 

Director: Miquel Falguera Baró: 
miquel.falgueraARROBAono.com 

 

Los números anteriores pueden 

consultarse en:  

http://publicacionesjuecesde

mocracia.blogspot.com.es/ 
 

SIGUE NUESTRO BLOG: 
Jurisdicción Social 

 

• Noticias y novedades 

 

• Artículos doctrinales 

en la red 

 

• Convenios colectivos 

 

• Legislación 

 

• Referencias de 

sentencias accesibles 

en la red 

 

• Colaboraciones 

doctrinales 

 

• Cuadros resúmenes de 

legislación 

  

http://parodemujeres.com/
http://publicacionesjuecesdemocracia.blogspot.com.es/
http://publicacionesjuecesdemocracia.blogspot.com.es/
http://jpdsocial.blogspot.com.es/
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NOTICIAS Y NOVEDADES 
 

 

 NUESTRA REVISTA ELECTRÓNICA TIENE UN NUEVO FORMATO, COINCIDENTE CON EL 

LANZAMIENTO DEL BLOG DE LA COMISIÓN SOCIAL DE JUECES PARA LA 

DEMOCRACIA 

 

 MANUEL DÍAZ DE RÁBAGO: Recopilación de reciente doctrina casacional (febrero 

2017): Ver artículo 

 

 CARLOS HUGO PRECIADO DOMÈNECH:  Resumen Mensual de Jurisprudencia Social 

(enero 2017): Ver artículo 

 

 GLORIA POYATOS MATAS: Alterne, prostitución y justicia  social,  a propósito de la 

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social) de 21 de diciembre de 2016: Ver 

artículo 

 

 CARLOS HUGO PRECIADO DOMÈNECH Y MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ: Despido 

colectivo y contratación temporal: una visión crítica de la STS 22 de diciembre de 

2016: Ver artículo 

 

 MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ: Efectos de las “reparaciones” o modificaciones 

de sentencia sobre los plazos del recurso: Ver artículo 

 

 PUBLICADO EL REGLAMENTO DE COTIZACIÓN A LA SEGURIDAD SOCIAL DEL 2017 

 

 RDL 4/2017: NUEVO RÉGIMEN REGULADOR DE LA ACTIVIDAD DE ESTIBA Y DESESTIMA 

(Vid. CUADRO RESUMEN COMPARATIVO) 

 

 STC 2/2017: VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE 

SEXO AL NO OFRECERSE A UNA TRABAJADORA EN SITUACIÓN DE BAJA POR 

MATERNIDAD LA POSIBILIDAD DE CAMBIO DE PUESTO DE TRABAJO Y JORNADA 

CONTEMPLADA EN EL CONVENIO COLECTIVO 
 

 ESTABLECE EL TC –EN SENTENCIA CON VOTO PARTICULAR, AUN INÉDITA EN EL BOE- 

QUE NO CONCURRE ESQUIROLAJE INTERNO POR LA SUSTITUCIÓN DE TRABAJADORES 

EN HUELGA POR QUIENES, SIN EFECTUAR FUNCIONES AJENAS A SU CARGO, NO 

EJERCEN ESE DERECHO Y EFECTÚAN UNA RETRANSMISIÓN TELEVISIVA DE UN PARTIDO 

HACIENDO USO DE LOS MEDIOS TÉCNICOS PRECISOS (COMENTARIO CRÍTICO DE 

CARLOS PRECIADO EN EL BLOG DE JPDSOCIAL)  
 

 STJUE (asunto C-503/15): INCOMPETENCIA FUNCIONAL DE LOS LETRADOS AL 

SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN JUSTICIA PARA ELEVAR CUESTIONES 

PREJUDICIALES. 
 

http://jpdsocial.blogspot.com.es/
http://jpdsocial.blogspot.com.es/
../../../../Downloads/BOE-A-2017-1369.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1933.pdf
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25231
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_007/2014-01168STC.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/NotasDePrensaDocumentos/NP_2017_007/2014-01168VPS.pdf
http://jpdsocial.blogspot.com.es/2017/02/el-esquirolaje-tecnologico-un-paso-mas.html
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187918&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312


 CONCLUSIONES PROVISIONALES DE LA COMISIÓN DE EXPERTOS SOBRE LA 

SENTENCIA TJUE DE DIEGO PORRAS (AUNQUE EL PRESIDENTE DE DICHO ÓRGANO 

JUDICIAL AFIRMA QUE EN ESE PRONUNCIAMIENTO SE PUDO INCURRIR EN ERROR) 
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ARTÍCULOS DOCTRINALES EN LA RED 
 

 
 

 

AGUSTÍ MARAGALL, J.; “La impugnación del despido colectivo por parte del trabajador/a afectado/a: 

puntos críticos”; Ponencia XXVIII Jornadas Catalanas de Derecho Social: http://www.iuslabor.org/wp-

content/plugins/download-monitor/download.php?id=359  

ALMOACID LAMELAS, V.; “Los últimos coletazos de la "huida del derecho administrativo"”; Legaltoday: 

http://www.legaltoday.com/blogs/transversal/blog-administracion-publica/los-ultimos-coletazos-de-la-

huida-del-derecho-administrativo  

ÁLVAREZ CUESTA, H.; “La oportunidad para los empleos verdes con la revolución industrial 4.0”; ADAPT: 

http://www.bollettinoadapt.it/la-oportunidad-para-los-empleos-verdes-con-la-revolucion-industrial-4-0/  

ARASTEY SAHÚN, L.; “Análisis de las reformas procesales introducidas por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”; Ponencia XXVIII Jornadas 

Catalanas de Derecho Social: http://www.iuslabor.org/wp-content/plugins/download-

monitor/download.php?id=364  

ARENAS, M.; “¿Deben abonar las mutuas los desplazamientos consecuencia del control de los procesos de 

I.T. por enfermedad común?”; Blog del autor: http://miguelonarenas.blogspot.com.es/2017/02/deben-

abonar-las-mutuas-los.html  

ARENAS, M.; “El gobernador del Banco de España comparece en el pacto de Toledo. Entre ese tipo y yo 

hay algo personal”; Blog del autor: http://miguelonarenas.blogspot.com.es/2017/02/el-gobernador-de-

espana-comparece-en-el.html  

ASNALA; “¿Puede la nueva adjudicataria realizar un despido objetivo tras la sucesión de contratas?”; El 

Laboralista: http://www.elaboralista.com/noticia/puede-la-nueva-adjudicataria-realizar-un-despido-

objetivo-tras-la-sucesion-de-contratas/  

ASNALA; “Efecto positivo de cosa juzgada”; El Laboralista: http://www.elaboralista.com/noticia/efecto-

positivo-de-cosa-juzgada/  

ASNALA; “La retribución variable: abono de la media ponderada del año durante la baja por maternidad 

o riesgo durante el embarazo”; El Laboralista: http://www.elaboralista.com/noticia/la-retribucion-variable-

abono-de-la-media-ponderada-del-ano-durante-la-baja-por-maternidad-o-riesgo-durante-el-embarazo/  

BAYLOS GRAU, A.; “Desigualdad, vulnerabilidad y precariedad en el análisis jurídico de género”; Editorial 

Bomarzo: http://editorialbomarzo.es/desigualdad-vulnerabilidad-y-precariedad-en-el-analisis-juridico-de-

genero/  

BAYLOS GRAU, A.; “El papel de los abogados laboralistas españoles (1973-1981)”; Ciudad Nativa: 

http://ciudadnativa.blogspot.com.es/2017/02/el-papel-de-los-abogados-laboralistas.html  

BAYLOS GRAU, A.; “La emoción de un encuentro: abogados laboralistas”; Blog del autor: 

http://baylos.blogspot.com.es/2017/02/la-emocion-de-un-encuentro-abogados.html  

BAYLOS GRAU, A.; “Redes empresariales y derecho del trabajo”; Blog del autor: 

http://baylos.blogspot.com.es/2017/02/redes-empresariales-y-derecho-del.html  

BAYLOS GRAU, A.; “Salarios mínimos en Europa, mínimos salarios en España”; Blog del autor: 

http://baylos.blogspot.com.es/2017/02/salarios-minimos-en-europa-minimos.html  

BAYLOS GRAU, A.; “Un nuevo blog de derecho del trabajo y la seguridad social”; Blog del autor: 

http://baylos.blogspot.com.es/2017/01/un-nuevo-blog-de-dereho-del-trabajo-y.html  

BAYLOS GRAU, A.; “Valoración sindical de la comisión de expertos sobre contratación temporal”; Blog del 

https://drive.google.com/file/d/0BydlsV99HVDybGJEU0RsVXVMaEk/view?usp=sharing
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autor: http://baylos.blogspot.com.es/2017/02/valoracion-sindical-de-la-comision-de.html  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Concurso y venta de unidades productivas anteriores a RDLey 11/2014: 

controversias interpretativas”; Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/23/concurso-y-venta-de-

unidades-productivas-anteriores-a-rdley-112014-controversias-interpretativas/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Contractualización del convenio colectivo: ¿’ab initio’ o latente?”; Blog del 

autor:  http://ignasibeltran.com/2017/02/01/contractualizacion-del-convenio-colectivo-ab-initio-o-latente/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Contratos temporales, Tribunales e incertidumbres (Tribuna Expansión)”; Blog 

del autor: http://ignasibeltran.com/2017/01/28/contratos-temporales-tribunales-e-incertidumbres-tribuna-

expansion/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Cuestión prejudicial sobre exoneración de responsabilidad en sucesión de 

plantilla ex Convenio Colectivo y Directiva 2001/23”; Blog del autor: 

http://ignasibeltran.com/2017/02/27/cuestion-prejudicial-sobre-exoneracion-de-responsabilidad-en-

sucesion-de-plantilla-ex-convenio-colectivo-y-directiva-200123/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Empleadas del hogar, desistimiento y embarazo/maternidad: discrepancias 

interpretativas sobre la nulidad”; Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/07/empleadas-del-hogar-

desistimiento-y-embarazomaternidad-discrepancias-interpretativas-alrededor-de-la-nulidad/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Huelga y esquirolaje interno y técnico: un paso atrás a la luz de la STC 2/2/17”; 

Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/20/huelga-y-esquirolaje-interno-y-tecnico-un-paso-atras-a-

la-luz-de-la-stc-2217/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Método de cómputo del plazo de 90 días en el despido colectivo: ¿es 

plenamente compatible con la Directiva 98/59?”; Blog del autor: 

http://ignasibeltran.com/2017/02/14/metodo-de-computo-del-plazo-de-90-dias-en-el-despido-colectivo-es-

plenamente-compatible-con-la-directiva-9859/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Relación de sentencias recientes (TJUE/TS/TSJ) sobre sucesión de empresa – 

art. 44 ET (FEB’17)”; Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/02/relacion-de-sentencias-recientes-

tjuetstsj-sobre-sucesion-de-empresa-art-44-et-feb17/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Relación de sentencias recientes (TS/TSJ) sobre grupo de empresas (FEB’17)”; 

Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/08/relacion-de-sentencias-recientes-tstsj-sobre-grupo-de-

empresas-feb17/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Relación de sentencias recientes (TS/AN/TSJ) sobre el fin de la vigencia de 

convenios colectivos – ultraactividad (FEB’17)”; Blog del autor: 

http://ignasibeltran.com/2017/02/13/relacion-de-sentencias-recientes-tsantsj-sobre-el-fin-de-la-vigencia-de-

convenios-colectivos-ultraactividad-feb17/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Responsabilidad solidaria por obligaciones preexistentes a sucesión de 

contrata”; Blog del autor: http://ignasibeltran.com/2017/02/06/responsabilidad-solidaria-por-obligaciones-

preexistentes-a-sucesion-de-contrata/  

BELTRÁN DE HEREDIA RUIZ, I.; “Reversión del servicio de comedor de escuela pública y no aplicación de la 

subrogación de empresa ‘ex’ art. 44 ET: objeciones a la STS 9/12/16”; Blog del autor: 

http://ignasibeltran.com/2017/02/09/reversion-del-servicio-de-comedor-de-escuela-publica-y-no-

aplicacion-de-la-subrogacion-de-empresa-ex-art-44-et-objeciones-a-la-sts-91216/  

BIURRUN ABAD, F.; “Cómo comenzar a adecuarse al Reglamento Europeo de protección de datos”; 

Legaltoday: http://www.legaltoday.com/gestion-del-despacho/nuevas-tecnologias/articulos/como-

comenzar-a-adecuarse-al-reglamento-europeo-de-proteccion-de-datos  

BLOG LEXA; “¿Es posible la absorción y compensación de conceptos retributivos heterogéneos?”; 

Legaltoday: http://www.legaltoday.com/blogs/transversal/blog-lexa-jurisprudencia-laboral-novedosa/es-

posible-la-absorcion-y-compensacion-de-conceptos-retributivos-heterogeneos  

BLOG LEXA; “¿Procede la imposición del recargo de prestaciones a la empresa si el accidente laboral tuvo 

lugar porque el trabajador no usó las medidas de seguridad?”; Legaltoday: 

http://www.legaltoday.com/blogs/transversal/blog-lexa-jurisprudencia-laboral-novedosa/procede-la-

imposicion-del-recargo-de-prestaciones-a-la-empresa-si-el-accidente-laboral-tuvo-lugar-porque-el-

trabajador-no-uso-las-medidas-de-seguridad  

BLOG LEXA; “¿Un despido objetivo por causas económicas puede ser declarado improcedente si la 

empresa realiza nuevas contrataciones temporales?”; Legaltoday: 

http://www.legaltoday.com/blogs/transversal/blog-lexa-jurisprudencia-laboral-novedosa/un-despido-

objetivo-por-causas-economicas-puede-ser-declarado-improcedente-si-la-empresa-realiza-nuevas-

contrataciones-temporales  
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General de Trabajadores 2015-

2016 

14.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1502 - 2 págs. - 
161 KB) 

UNIÓN MINERA 

DEL NORTE, SA 

Resolución de 2 de febrero de 

2017, de la Dirección General 

de Empleo, por la que se 

registra y publica el Convenio 

colectivo de Unión Minera del 

Norte, SA 

14.02.2017 PDF (BOE-A-2017-

1504 - 57 págs. - 
1.761 KB) 
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

NORMA DOUE LOCALIZACIÓN 
Directiva (UE) 2017/164 de la Comisión, de 

31 de enero de 2017, por la que se 

establece una cuarta lista de valores límite 

de exposición profesional indicativos de 

conformidad con la Directiva 98/24/CE del 

Consejo y por la que se modifican las 

Directivas 91/322/CEE, 2000/39/CE y 

2009/161/UE de la Comisión 

L 27 de 

01.02.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=OJ:L:2017:02

7:TOC  

Dictamen del Comité Económico y Social 

Europeo sobre «El mecanismo europeo de 

control del Estado de Derecho y los 

derechos fundamentales» (Dictamen de 

iniciativa) 

C 34 de 

02.02.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_

.2017.034.01.0008.01.SPA&toc=OJ

:C:2017:034:TOC  

Dictamen del Comité Económico y Social 

Europeo sobre «Observaciones finales del 

Comité sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad de las Naciones 

Unidas — Una nueva estrategia para las 

personas con discapacidad en la Unión 

Europea» (Dictamen de iniciativa) 

C 34 de 

02.02.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_

.2017.034.01.0015.01.SPA&toc=OJ

:C:2017:034:TOC  

Reglamento (UE) 2017/227 de la Comisión, 

de 9 de febrero de 2017, que modifica, por 

lo que respecta al 

bis(pentabromofenil)éter, el anexo XVII del 

Reglamento (CE) n.o 1907/2006 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, relativo 

al registro, la evaluación, la autorización y 

la restricción de las sustancias y preparados 

químicos (REACH) 

L 35 de 

10.02.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.

2017.035.01.0006.01.SPA&toc=OJ:

L:2017:035:TOC  

Corrección de errores de las versiones 

consolidadas del Tratado de la Unión 

Europea y del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea (DO C 202 de 7.6.2016) 

C 59 de 

23.02.2017 

http://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_

.2017.059.01.0001.01.SPA&toc=OJ

:C:2017:059:TOC  

   

   

 

ESTATAL 

NORMA BOE LOCALIZACIÓN 
Orden PRA/65/2017, de 31 de enero, por la que se modifica 

la Orden HAP/1337/2016, de 17 de julio, por la que se 

aprueban las bases reguladoras de las ayudas del Fondo 

Social Europeo previstas en el Programa Operativo de 

Empleo Juvenil, destinadas a la integración sostenible de 

personas jóvenes en el mercado de trabajo, en el contexto 

02.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1093 - 2 págs. - 

160 KB) 
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de la garantía juvenil 

Resolución de 25 de enero de 2017, de la Subsecretaría, por 

la que se publica el Acuerdo de encomienda de gestión 

entre la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del 

Estado y el Instituto Nacional de la Seguridad Social para la 

realización de determinados reconocimientos médicos 

02.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1094 - 6 págs. - 
195 KB) 

Orden ESS/77/2017, de 3 de febrero, por la que se establecen 

para el año 2017 las bases de cotización a la Seguridad 

Social de los trabajadores del Régimen Especial del Mar 

incluidos en los grupos segundo y tercero 

04.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1149 - 5 págs. - 
238 KB) 

Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por el que se 

desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación 

de la economía española 

04.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1150 - 14 págs. - 
273 KB) 

Orden SSI/81/2017, de 19 de enero, por la que se publica el 

Acuerdo de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema 

Nacional de Salud, por el que se aprueba el protocolo 

mediante el que se determinan pautas básicas destinadas a 

asegurar y proteger el derecho a la intimidad del paciente 

por los alumnos y residentes en Ciencias de la Salud 

06.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1200 - 13 págs. - 
333 KB) 

Resolución de 31 de enero de 2017, del Congreso de los 

Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo 

de convalidación del Real Decreto-ley 1/2017, de 20 de 

enero, de medidas urgentes de protección de consumidores 

en materia de cláusulas suelo 

07.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1203 - 1 pág. - 

143 KB) 

Resolución de 31 de enero de 2017, del Congreso de los 

Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo 

de convalidación del Real Decreto-ley 6/2016, de 23 de 

diciembre, de medidas urgentes para el impulso del Sistema 

Nacional de Garantía Juvenil 

07.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1204 - 1 pág. - 
144 KB) 

Resolución de 2 de enero de 2017, del Instituto de Mayores y 

Servicios Sociales, por la que se publican las cuentas anuales 

del ejercicio 2015 

07.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1246 - 86 págs. - 
17.165 KB) 

Orden HFP/105/2017, de 6 de febrero, por la que se aprueba 

el modelo 121 "Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas. Deducciones por familia numerosa o por personas 

con discapacidad a cargo. Comunicación de la cesión del 

derecho a la deducción por contribuyentes no obligados a 

presentar declaración", y el modelo 122 "Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas. Deducciones por familia 

numerosa, por personas con discapacidad a cargo o por 

ascendiente con dos hijos separado legalmente o sin vínculo 

matrimonial. Regularización del derecho a la deducción por 

contribuyentes no obligados a presentar declaración", se 

establece el lugar, forma y plazo para su presentación y se 

modifica otra normativa tributaria 

10.02.2017 PDF (BOE-A-2017-

1334 - 10 págs. - 
279 KB) 

Corrección de errores de la Orden HFP/105/2017, de 6 de 

febrero, por la que se aprueba el modelo 121 "Impuesto 

sobre la Renta de las Personas Físicas. Deducciones por 

familia numerosa o por personas con discapacidad a cargo. 

Comunicación de la cesión del derecho a la deducción por 

contribuyentes no obligados a presentar declaración", y el 

modelo 122 "Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

Deducciones por familia numerosa, por personas con 

discapacidad a cargo o por ascendiente con dos hijos 

separado legalmente o sin vínculo matrimonial. 

Regularización del derecho a la deducción por 

contribuyentes no obligados a presentar declaración", se 

establece el lugar, forma y plazo para su presentación y se 

modifica otra normativa tributaria 

21.01.2017 PDF (BOE-A-2017-
1748 - 1 pág. - 
148 KB) 

Orden ESS/106/2017, de 9 de febrero, por la que se 

desarrollan las normas legales de cotización a la Seguridad 

Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo 

11.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1369 - 34 págs. - 
840 KB) 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

de Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 

2017 

Orden HFP/114/2017, de 13 de febrero, por la que se dictan 

las normas para la elaboración de los Presupuestos Generales 

del Estado para 2017 

14.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1458 - 36 págs. - 

981 KB) 

Resolución 430/38026/2017, de 7 de febrero, de la 

Subsecretaría, por la que se modifica el anexo I de la Orden 

DEF/253/2015, de 9 de febrero, por la que se regula el 

régimen de vacaciones, permisos, reducciones de jornada y 

licencias de los miembros de las Fuerzas Armadas 

15.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1520 - 1 pág. - 
156 KB) 

Resolución de 9 de febrero de 2017, de la Intervención 

General de la Administración del Estado, por la que se 

modifica la de 1 de julio de 2011, por la que se aprueba la 

adaptación del Plan General de Contabilidad Pública a las 

entidades que integran el sistema de la Seguridad Social 

16.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1572 - 3 págs. - 
169 KB) 

Corrección de errores del Real Decreto 746/2016, de 30 de 

diciembre, sobre revalorización y complementos de 

pensiones de Clases Pasivas y sobre revalorización de las 

pensiones del sistema de la Seguridad Social y de otras 

prestaciones sociales públicas para el ejercicio 2017 

16.02.2017 PDF (BOE-A-2017-

1573 - 1 pág. - 
163 KB) 

Resolución de 1 de febrero de 2017, del Servicio Público de 

Empleo Estatal, por la que se prorroga la vigencia de la 

Resolución de 1 de agosto de 2013, modificada por la de 30 

de julio de 2014, por la que se determina la forma y plazos de 

presentación de solicitudes y de tramitación de las ayudas 

económicas de acompañamiento incluidas en el programa 

de recualificación profesional de las personas que agoten su 

protección por desempleo prorrogado por el Real Decreto-

ley 1/2013, de 25 de enero 

16.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1620 - 6 págs. - 
4.112 KB)  

Real Decreto-ley 3/2017, de 17 de febrero, por el que se 

modifica la Ley Orgánica 3/2013, de 20 de junio, de 

protección de la salud del deportista y lucha contra el 

dopaje en la actividad deportiva, y se adapta a las 

modificaciones introducidas por el Código Mundial 

Antidopaje de 2015 

18.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1674 - 32 págs. - 
495 KB) 

Cuestión de inconstitucionalidad nº. 929-2014, en relación 

con el artículo 8.2 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por 

la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la 

Administración de Justicia y del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses, en la redacción dada por el 

artículo 1.9 del Real Decreto-ley 3/2013, y del artículo 7 

apartados 1 y 2 de la Ley 10/2012, en la redacción dada por 

los apartados 6,7 y 8 del artículo 1 del Real Decreto-ley 

3/2013, por posible vulneración de los artículos 9.2, 14, 24.1 y 

31.1 de la Constitución 

18.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1675 - 1 pág. - 
149 KB) 

Cuestión de inconstitucionalidad nº. 3667-2015, en relación 

con el artículo 2e) y 7.1 y 3, de la Ley 10/2012, de 20 de 

noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el 

ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto 

Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, en la redacción 

dada por el Real Decreto-ley 3/2013, por posible vulneración 

del artículo 24.1 de la Constitución 

18.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1676 - 1 pág. - 
150 KB) 

Resolución de 30 de enero de 2017, de la Secretaría General 

del Fondo de Garantía Salarial, por la que se corrigen errores 

en la de 25 de noviembre de 2016, por la que se publican las 

cuentas anuales del ejercicio 2015 y el informe de auditoría 

20.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1735 - 2 págs. - 
194 KB) 

Resolución de 16 de febrero de 2017, del Congreso de los 

Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo 

de convalidación del Real Decreto-ley 2/2017, de 27 de 

enero, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar 

22.07.2017 PDF (BOE-A-2017-
1789 - 1 pág. - 
144 KB) 
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https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/20/pdfs/BOE-A-2017-1735.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/20/pdfs/BOE-A-2017-1735.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1789.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1789.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1789.pdf


los daños causados por los últimos temporales 

Conflicto entre órganos constitucionales n.º 356-2017, en 

relación con el Acuerdo de la Mesa del Congreso de los 

Diputados de 18 de octubre de 2016, ratificado el 20 de 

diciembre de 2016, por el que, rechazando la 

disconformidad expresada por el Gobierno, se toma en 

consideración para su tramitación por el Pleno la Proposición 

de ley presentada por el Grupo Parlamentario Socialista 

sobre modificación del artículo 42.1 del Estatuto de los 

Trabajadores para garantizar la igualdad en las condiciones 

laborales de los trabajadores subcontratados 

22.07.2017 PDF (BOE-A-2017-
1791 - 1 pág. - 
149 KB) 

Acuerdo de 9 de febrero de 2017, de la Comisión 

Permanente del Consejo General del Poder Judicial, por el 

que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del 

Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, que aprueba las 

normas de distribución de asuntos de la Sala de lo Social 

24.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1924 - 3 págs. - 
163 KB) 

Real Decreto-ley 4/2017, de 24 de febrero, por el que se 

modifica el régimen de los trabajadores para la prestación 

del servicio portuario de manipulación de mercancías dando 

cumplimiento a la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea de 11 de diciembre de 2014, recaída en el 

asunto C-576/13 (procedimiento de infracción 2009/4052): 

VER CUADRO-RESUMEN COMPARATIVO 

25.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1933 - 10 págs. - 
226 KB) 

Real Decreto 125/2017, de 24 de febrero, por el que se 

establecen los requisitos técnicos y las normas de actuación 

que deben cumplir los centros técnicos de tacógrafos 

25.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
1935 - 43 págs. - 
1.020 KB) 

Resolución de 17 de febrero de 2017, del Instituto Social de la 

Marina, por la que se modifica la de 19 de noviembre de 

2013, sobre delegación de competencias 

25.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
2009 - 2 págs. - 
159 KB) 

Resolución de 20 de febrero de 2017, de la Secretaría 

General Técnica, relativa a la retirada de la objeción de 

España a la adhesión de la República de Albania al 

Convenio suprimiendo la exigencia de legalización de los 

documentos públicos extranjeros, hecho en La Haya el 5 de 

octubre de 1961 

28.02.2017 PDF (BOE-A-2017-
2061 - 1 pág. - 
149 KB) 

 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

COMUNIDAD NORMA DIARIO OFICIAL 

CATALUÑA 

RESOLUCIÓN 95/XI del Parlamento de 

Cataluña, relativa al Informe de fiscalización 

4/2015, sobre el Servicio de Empleo de 

Cataluña 

DOGC 06.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7302/1584489.pdf  

EXTREMADURA 

Orden de 20 de enero de 2017 por la que se 

crea la Red Extremeña de Agentes 

Promotores de Seguridad y Salud en el 

Trabajo y se aprueba la creación del fichero 

de datos de carácter personal 

DOE 07.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/260o/17050028.pdf  

COMUNITAT 

VALENCIANA 

Orden 5/2017, de 2 de febrero, de la 

Conselleria de Justicia, Administración 

Pública, Reformas Democráticas y 

Libertades Públicas, por la que se completa 

el diseño, estructura y organización de la 

Oficina Judicial en la Comunitat Valenciana 

y se crean los Servicios Comunes Procesales 

de Ordenación del Procedimiento y de 

Ejecución 

DOCV 08.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.dogv.gva.es/datos/2017/02/08/pdf/2017_979.pdf  

CANARIAS Orden de 27 de enero de 2017, por la que se BOC 08.02.2017 

https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1791.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1791.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/22/pdfs/BOE-A-2017-1791.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/24/pdfs/BOE-A-2017-1924.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/24/pdfs/BOE-A-2017-1924.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/24/pdfs/BOE-A-2017-1924.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1933.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1933.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1933.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1935.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1935.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-1935.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-2009.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-2009.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/25/pdfs/BOE-A-2017-2009.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/28/pdfs/BOE-A-2017-2061.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/28/pdfs/BOE-A-2017-2061.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2017/02/28/pdfs/BOE-A-2017-2061.pdf
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7302/1584489.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/260o/17050028.pdf
http://www.dogv.gva.es/datos/2017/02/08/pdf/2017_979.pdf


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

regulan los anticipos reintegrables para el 

personal al servicio del sector público 

autonómico con presupuesto limitativo de la 

Comunidad Autónoma de Canarias 
LOCALIZACIÓN: http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-027-592.pdf 

ANDALUCÍA 

Orden de 7 de febrero de 2017, por la que 

por la que se establecen las bases 

reguladoras para la concesión de 

subvenciones públicas en régimen de 

concurrencia no competitiva dirigidas a 

personas con discapacidad 

BOJA 09.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/27/BOJA17-027-00046-2219-01_00107587.pdf  

ANDALUCÍA 

Orden de 7 de febrero de 2017, por la que 

se establecen las bases reguladoras para la 

concesión de subvenciones públicas por 

parte del Servicio Andaluz de Empleo, para 

personas con discapacidad en régimen de 

concurrencia competitiva 

BOJA 09.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/27/BOJA17-027-00030-2222-01_00107588.pdf  

EXTREMADURA 

Decreto 8/2017, de 7 de febrero, por el que 

se crea y regula la Mesa del Diálogo Civil del 

Tercer Sector de Extremadura 

DOE 10.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/290o/17040012.pdf  

EXTREMADURA 

Decreto 7/2017, de 7 de febrero, por el que 

se regula la estructura, composición y 

funcionamiento del Observatorio Extremeño 

contra la discriminación por orientación 

sexual e identidad de género 

DOE 13.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/300o/17040011.pdf  

CASTILLA Y LEÓN 

ORDEN EMP/71/2017, de 26 de enero, por la 

que se modifica la Orden EMP/1098/2016, 

de 27 de diciembre, por la que se 

establecen las bases reguladoras de las 

subvenciones del programa de prácticas no 

laborales realizadas por jóvenes incluidos en 

el Sistema Nacional de Garantía Juvenil 

BOCYL 15.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/02/15/pdf/BOCYL-D-15022017-1.pdf  

CASTILLA Y LEÓN 

Orden EMP/72/2017, de 8 de febrero, por la 

que se desarrolla la estructura orgánica de 

los Servicios Centrales del Servicio Público de 

Empleo de Castilla y León 

BOCYL 15.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/02/15/pdf/BOCYL-D-15022017-2.pdf  

ARAGÓN 

Ley 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de 

racionalización del régimen retributivo y de 

clasificación profesional del personal 

directivo y del resto del personal al servicio 

de los entes del sector público institucional 

de la Comunidad Autónoma de Aragón 

BOA 16.02.2017 

LOCALIZACIÓN: http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-

35&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170216  

CATALUÑA 

LEY 3/2017, de 15 de febrero, del libro sexto 

del Código civil de Cataluña, relativo a las 

obligaciones y los contratos, y de 

modificación de los libros primero, segundo, 

tercero, cuarto y quinto 

DOGC 22.07.2017 

LOCALIZACIÓN: http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7314/1591283.pdf  

CANTABRIA 

Decreto 5/2017, de 16 de febrero, por el que 

se modifican las bases de compensación 

previstas en el Anexo V del Decreto 86/2008, 

de 11 de septiembre, de Asistencia Jurídica 

Gratuita  

BOCA 24.02.2017 

LOCALIZACIÓN: https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=309807  

http://sede.gobcan.es/boc/boc-a-2017-027-592.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/27/BOJA17-027-00046-2219-01_00107587.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2017/27/BOJA17-027-00030-2222-01_00107588.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/290o/17040012.pdf
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2017/300o/17040011.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/02/15/pdf/BOCYL-D-15022017-1.pdf
http://bocyl.jcyl.es/boletines/2017/02/15/pdf/BOCYL-D-15022017-2.pdf
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-35&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170216
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-35&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&&PUBL=20170216
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7314/1591283.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=309807
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REFERENCIAS DE SENTENCIAS 

ACCESIBLES EN LA RED 

 
 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 
 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

MATERIA CONTENIDO 

SEGURIDAD 

SOCIAL 

COMUNITARIA 

Procedimiento prejudicial — Seguridad social — Reglamento 

(CEE) n.º 1408/71 — Componente de dependencia del 

subsidio de subsistencia para minusválidos (disability living 

allowance) — Persona asegurada contra el riesgo de vejez 

que ha abandonado definitivamente toda actividad 
profesional — Conceptos de ‟prestación de enfermedad” y 

de ‟prestación de invalidez” — Exportabilidad (Sentencia de 

01.02.2017, asunto C-430/15, Secretary of State for Work and 

Pensions): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=187342&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=512070 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS/ 

ESPACIO JUDICIAL 

EUROPEO 

Procedimiento prejudicial — Reglamento (CE) n.º 4/2009 — 

Artículo 41, apartado 1 — Reconocimiento y ejecución de las 

resoluciones y cooperación en materia de obligaciones de 

alimentos — Ejecución de una resolución en un Estado 

miembro — Presentación de la solicitud directamente a la 

autoridad competente del Estado miembro de ejecución — 

Legislación nacional que obliga a acudir a la autoridad 

central del Estado miembro de ejecución (Sentencia de 

09.02.2017, asunto C-293/15, M.S. y P.S.): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=187686&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=777265 

EXTRANJERÍA Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, seguridad y 

justicia — Directiva 2004/83/CE — Normas mínimas relativas a 

los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de 

nacionales de terceros países o apátridas como refugiados — 

Solicitud de protección subsidiaria — Regularidad del 

procedimiento nacional de examen de una solicitud de 

protección subsidiaria presentada tras la denegación de una 

solicitud de concesión del estatuto de refugiado — Derecho 

a ser oído — Alcance — Derecho a una audiencia oral — 

Derecho a designar y a repreguntar a testigos (Sentencia de 

09.02.2017, asunto C-560/14, M.): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187342&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=512070
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187342&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=512070
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187342&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=512070
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187686&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187686&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187686&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265


JURISDICIÓN SOCIAL 
 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=187687&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=777265  

ESPACIO JUDICIAL 

EUROPEO 

Procedimiento prejudicial — Artículo 267 TFUE — Secretario — 

Concepto de “órgano jurisdiccional nacional” — Jurisdicción 

obligatoria — Ejercicio de funciones judiciales — 

Independencia — Incompetencia del Tribunal de Justicia 

(Sentencia de 16.02.2017, asunto C-503/15, Margarit 

Panicello): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=187918&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=635312 

EXTRANJERÍA Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, de 

seguridad y de justicia– Fronteras, asilo e inmigración – 

Sistema de Dublín – Reglamento (UE) n° 604/2013 – Artículo 4 

de la carta de derechos fundamentales de la Unión europea 

– Tratos inhumanos o degradantes – Traslado de un 

demandante de asilo gravemente enfermo a un Estado 

responsable de la misma– Ausencia de serias razones que 

introduzcan a considerar la existencia de fallos sistémicos 

probados en este – Obligaciones impuestas a un Estado antes 

de proceder al traslado (Sentencia de 16.02.2017, asunto C-

578/16, C. K. e. a.): 
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid
=187916&pageIndex=0&doclang=FR&mode=lst&dir=&occ=first&
part=1&cid=635312 

LIBERTAD DE 

ESTABLECIMIENTO 

Procedimiento prejudicial — Agentes comerciales 

independientes — Directiva 86/653/CEE — Coordinación de 

los derechos de los Estados miembros — Ley de transposición 

belga — Contrato de agencia comercial — Poderdante 

establecido en Bélgica y agente establecido en Turquía — 

Cláusula de elección del Derecho belga — Inaplicabilidad de 

la Ley — Acuerdo de Asociación CEE-Turquía — 

Compatibilidad (Sentencia de 16.02.2017, asunto C-507/15, 

Agro Foreign Trade & Agency Ltd): 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&d

ocid=187917&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&oc

c=first&part=1&cid=1304083 

 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

MATERIA CONTENIDO 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(sentencias) 

Vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías: 

sentencia no fundada en Derecho porque inaplica una ley 

autonómica vigente sin plantear cuestión de 
inconstitucionalidad (STC 173/2002). Voto particular. Recurso 

de amparo 770-2015. Promovido por la Generalitat Valenciana 

en relación con la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la 

Comunidad Valenciana dictada en proceso sobre 

contratación pública (STC 1/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25230 

NO 

DISCRIMINACIÓN 

POR RAZÓN DE 

SEXO 

Vulneración del derecho a no padecer discriminación por 

razón de sexo: trabajadora a la que, con posterioridad a una 

baja por embarazo y maternidad, se le impide ejercer su 

derecho preferente de modificación de las condiciones 

laborales reconocido por convenio (STC 66/2014). Voto 

particular. Recurso de amparo 2723-2015. Promovido respecto 

de la Sentencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187687&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187687&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187687&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=777265
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187918&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187918&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187918&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187916&pageIndex=0&doclang=FR&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187916&pageIndex=0&doclang=FR&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187916&pageIndex=0&doclang=FR&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=635312
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187917&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1304083
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187917&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1304083
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=187917&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1304083
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25230


Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, que 

desestimó, en suplicación, demanda de indemnización por 

daños y perjuicios (STC 2/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25231 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(litispendencia) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a 
la justicia): STC 148/2016 (apreciación de una situación de 

prejudicialidad o litispendencia basada en una interpretación 

irrazonable de la ley procesal y contraria a la doctrina del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea). Recurso de amparo 

3398-2015. Promovido en relación con los Autos dictados por la 

Audiencia Provincial y un Juzgado de lo Mercantil de 

Barcelona en proceso sobre validez de cláusula suelo de un 

préstamo hipotecario (STC 3/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25223 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(litispendencia) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a 

la justicia): STC 148/2016 (apreciación de una situación de 

prejudicialidad o litispendencia basada en una interpretación 

irrazonable de la ley procesal y contraria a la doctrina del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea). Recurso de amparo 

4033-2015. Promovido en relación con los Autos dictados por la 

Audiencia Provincial y un Juzgado de lo Mercantil de 

Barcelona en proceso sobre validez de cláusula suelo de un 

préstamo hipotecario (STC 4/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25225 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(citaciones y 

notificaciones) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: 

emplazamiento mediante edictos de demandado cuyo 

domicilio figuraba en la documentación aportada con la 
demanda (STC 122/2013). Recurso de amparo 4591-2015. 

Promovido respecto del Auto de un Juzgado de Primera 

Instancia de Fuengirola (Málaga) denegatorio de un incidente 

de nulidad de actuaciones en procedimiento de ejecución 

hipotecaria (STC  5/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25224 

DERECHO A LA 

TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

(citaciones y 

notificaciones) 

Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: 

emplazamiento mediante edictos de demandado cuyo 

domicilio figuraba en la documentación aportada con la 

demanda (STC 122/2013). Recurso de amparo 1881-2016. 

Promovido respecto del Auto de un Juzgado de Primera 

Instancia de Palma de Mallorca denegatorio de un incidente 

de nulidad de actuaciones en procedimiento de ejecución 

hipotecaria (STC  6/2017, de 16 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25227 

AUTONOMÍAS/ 

ASISTENCIA 

SANITARIA 

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, 

sanidad, farmacia y Seguridad Social: 

STC 210/2016 (constitucionalidad de las previsiones legales 

autonómicas relativas a la selección, mediante la 

correspondiente convocatoria pública, por el servicio de salud, 

de los medicamentos o productos sanitarios a dispensar por las 

oficinas de farmacia cuando se prescriban por principio activo 

o denominación genérica). Conflicto positivo de competencia 

1923-2012. Planteado por el Gobierno de la Nación en relación 

con la resolución de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz 

de Salud, de 25 de enero de 2012, por la que se anuncia 

convocatoria para la selección de medicamentos a dispensar 

por las oficinas de farmacia de Andalucía, cuando, en las 

recetas médicas y órdenes de dispensación oficiales del 

Sistema Nacional de Salud, sean prescritos o indicados por 

principio activo (STC  7/2017, de 19 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25228 

AUTONOMÍAS/ 

ASISTENCIA 

SOCIAL 

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad y 

asistencia social: preceptos reglamentarios que vulneran 

competencias autonómicas al atribuir al Estado el ejercicio de 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25231
http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25223
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http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25224
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potestades ejecutivas (STC 13/1992). Conflicto positivo de 

competencia 4777-2016. Planteado por el Gobierno de la 

Generalitat de Cataluña respecto de la resolución de la 

Secretaría de Estado de servicios sociales e igualdad de 18 de 

mayo de 2016, por la que se convocan subvenciones estatales 

destinadas a la realización de programas de interés general 

con cargo a la asignación tributaria del impuesto sobre la 

renta de las personas físicas (STC  9/2017, de 19 de enero): 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/es/Resolucion/Show/25229 

 
TRIBUNAL SUPREMO 

MATERIA FECHA/ 

NÚM. 

RECURSO 

PONENTE CONTENIDO ID. 

CENDOJ 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

29/11/2016 

(Rec. 

1881/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Derechos. Impugnación de convocatoria para 

concurso interno entre trabajadores fijos de la 

Xunta de Galicia. Se estima. La plaza ocupada 

con carácter temporal con anterioridad al 1 de 

enero de 2005 está sujeta a reserva para los 

procesos de consolidación en virtud de la 

Disposición Transitoria Décimo Cuarta del DL 

1/2008 de 13 de marzo (Normativa específica 

territorio de Galicia) 

STS  

5810/2016 

DESPIDO OBJETIVO 30/11/2016 

(Rec. 

868/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Despido objetivo: causas económicas. 

Disminución continuada de ingresos. Suficiencia 

de la causa y razonabilidad de la medida. Sobre 

la misma empresa: STS/4ª de 28 junio 2016 (rcud. 

354/2015) 

STS  

5787/2016 

“MATERNIDAD” Y 

“PATERNIDAD” 

30/11/2016 

(Rec. 

3183/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestación de maternidad. Gestación por 

sustitución. El actor, en alta en el Régimen 

General de la Seguridad Social, solicita 
prestación por maternidad con motivo de ser 

padre biológico, tras gestación por sustitución 

mediante técnicas de reproducción humana 

asistida en Illinois. En su momento solicitó la 

prestación por paternidad que le fue concedida, 

pero se le denegó la prestación por maternidad. 

Se desestima el recurso del INSS y se confirma la 

sentencia recurrida en aplicación de la doctrina 

sentada por el pleno de la Sala en sendas 

sentencias votadas el 19 de octubre de 2016 

(Rcud. Núms. 3146/2014 y 3818/2015). Voto 

Particular 

STS  

5805/2016 

“MATERNIDAD” Y 

“PATERNIDAD” 

30/11/2016 

(Rec. 

3219/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestación de maternidad. Gestación por 

sustitución. El actor afiliado al RETA y casado con 

otro varón fueron padres de dos menores que 

nacieron en un hospital de California mediante 

técnicas de reproducción asistida. Figuran ambos 

como progenitores en las inscripciones de los 

menores del Registro Civil Consular de Los 

Ángeles (EE.UU.) y en el libro de familia español 

constan ambos también como progenitores A y 

B. Uno de ellos solicitó la prestación de 

paternidad que le fue concedida; el otro -ahora 

actor- solicitó la prestación de maternidad que le 

fue denegada por el INSS, resolución que 

confirmada en la instancia fue revocada por la 

STSJ de Cataluña aquí recurrida. Se desestima el 

recurso del INSS y se confirma la sentencia 

recurrida en aplicación de la doctrina sentada 

por el pleno de la Sala en sendas sentencias 

votadas el 19 de octubre de 2016 (Rcud. Núms. 

3146/2014 y 3818/2015) 

STS  

5801/2016 

MOVILIDAD 02/12/2016 MORALO Conflicto colectivo ADIF. En calidad de empresa STS  
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FUNCIONAL/ 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

(Rec. 

273/2015) 

GALLEGO principal RENFE operadora subcontrata con ADIF 

el servicio de inspección visual de trenes. Para 

llevar a efecto esa actividad se firma un pacto 

entre ADIF y el comité de empresa en el que se 

acuerda atribuir tales tareas a los trabajadores 

con categoría de ayudante ferroviario y capataz 

de maniobras, tras la realización del necesario 

curso de formación y sin que ello suponga la 

encomienda de funciones ajenas al grupo 

profesional. Se trata de un supuesto ordinario de 
movilidad funcional del art. 39 ET por acuerdo 

entre la empresa y la representación legal de los 

trabajadores, que no constituye modificación 

sustancial de condiciones de trabajo que deba 

seguir las reglas del art. 41 ET 

5816/2016 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

07/12/2016 

(Rec. 

3765/2014) 

MORALO 

GALLEGO 

Viudedad: parejas de hecho. Acreditación 

existencia pareja de hecho: ha de efectuarse 

bien mediante "inscripción en registro" o 

mediante "documento público en el que conste 

la constitución" de la pareja.- Reitera doctrina 

unificada (tres SSTS/IV 22-septiembre-2014 -rcud 

1752/2012, 1958/2012 y 1098/2012 y STS/IV 22-

octubre-2014 -rcud 1025/2012, de Pleno) 

concordante con jurisprudencia constitucional 

(SSTC 40/2014, 44/2014, 45/2014) y sentencias más 

recientes de esta Sala de 04-02-2015 (rcud. 

1339/2014); 10-02-2015 (rcud. 2690/2014); 10-03-

2015 (rcud. 2309/2014); 28-04-2015 (rcud. 

2414/2014), 29-04-2015 (rcud. 2687/2014); 29-06-

2015 (rcud. 2684/2014); 16-12-2015 (rcud. 

3453/2014); 11/05/2016 (rcud. 2585/2014); 

01/06/2016 (rcud. 207/2015). 

STS  

5784/2016 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

09/12/2016 

(Rec. 

1102/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Procedimiento Laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad. Reitera doctrina 

SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno) y 15-

junio-2015 (rcud 2648/2014, Pleno), 20-julio-2015 

(rcud.3420/2014) y 9-septiembre-2015 (rcud. 

3775/2014) 

STS  

5783/2016 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS/ 

DESPIDO 

09/12/2016 

(Rec. 

1102/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Despido. Inexistencia de sucesión de empresas, la 

principal, una Administración Pública pone fin a 

la adjudicación y asume directamente el servicio 

con sus medios materiales y sin hacerse cargo de 
trabajador alguno de la adjudicataria. Reitera 

doctrina STS 12-7-2016 (rcud. 349/2015) 

STS  

5800/2016 

TIEMPO DE 

TRABAJO/ SALARIO 

13/12/2016 

(Rec. 

934/2012) 

SOUTO PRIETO PROSEGUR CIA. DE SEGURIDAD, S.A. horas 

extraordinarias en empresas de seguridad, forma 

de cálculo de la hora extraordinaria (pluses de 

nocturnidad y festivos), estimación del recurso y 

estimación parcial de la demanda. Reitera 

doctrina 

STS  

5797/2016 

CONFLICTO 

COLECTIVO/ 

SALARIO 

14/12/2016 

(Rec. 

275/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

RENFE OPERADORA. Conflicto Colectivo - 

complemento por servicios de asistencia en línea 

de manera eventual -, desestima el recurso de los 

sindicatos demandantes 

STS  

5799/2016 

JUBILACIÓN 

PARCIAL/ 

15/12/2016 

(Rec. 

AGUSTI JULIA RCUD. Contrato de Relevo : Ley 40/2007. 

Exigencia de carácter indefinido del contrato de 

STS  

5789/2016 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7938053&links=&optimize=20170220&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923452&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923452&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923451&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923451&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926597&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926597&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923463&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923463&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926596&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926596&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923456&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923456&links=&optimize=20170201&publicinterface=true


JURISDICIÓN SOCIAL 
 
CONTRATO DE 

RELEVO  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

856/2015) relevo cuando la reducción de jornada del 

relevista sea del 85%. Normas transitorias (DT 17.3 

LGSS). Desestimación del recurso empresarial 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL 

/EMPLEADOS 

PÚBLICOS 

16/12/2016 

(Rec. 

65/2016) 

AGUSTI JULIA Despido colectivo en una Administración pública. 

Criterios aplicativos.  Modalidad procesal de 

despido colectivo: prueba. Declara el despido 

ajustado a derecho 

STS  

5696/2016 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

16/12/2016 

(Rec. 
1900/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Procedimiento Laboral. Si por resolución del INSS 

se declara la responsabilidad de una Mutua 
respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en plazo legal obsta para que la Mutua reinicie el 

procedimiento con ulterior reclamación, porque 

la previsión del art. 71 LRJS, limitando los efectos 

del defecto de formulación de demanda a la 

exclusiva caducidad del expediente y dejando 

intacto el derecho sustantivo, únicamente se 

refiere al reconocimiento/denegación de 

prestaciones y a las personas individuales 

interesadas, no a las entidades colaboradoras y a 

reclamaciones por imputación de 

responsabilidad. Reitera doctrina SSTS/IV 15-junio-

2015 (rcud. 2766/2014, Pleno) y 15-junio-2015 (rcud 

2648/2014, Pleno), 14-septiembre-2015 

(rcud.377/2014) y 1-junio-2016 (rcud. 1189/2015) 

STS  

5807/2016 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

MEJORAS 

VOLUNTARIAS Y 

FONDOS Y PLANES 

DE PENSIONES 

19/12/2016 

(Rec. 

965/2015) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Extinción de contratos de trabajo en el marco de 

un ERE, en el que se pacta un Plan de 

Prejubilaciones obligatorio y de aplicación 

exclusivamente a aquellos afectados de Poliseda 

que tengan 52 o más años, que comporta a 

cargo de esa empresa el pago de 

complementos de las prestaciones por 

desempleo o de subsidio por desempleo hasta la 

edad reglamentaria de jubilación y del Convenio 

Especial de Seguridad Social, pero acordándose 

que esas prestaciones se garantizarían con una 

aseguradora, Apra Leven, que asumiría las 

mismas, pactándose de manera expresa la 

exoneración de Poliseda con el abono puntual 

de la prima, como ocurrió en el desarrollo de los 

compromisos adoptados. Con la aplicación del 

artículo 8.6 y la DA Primera del RD Legislativo 

1/2000, Ley de Planes y Fondos de pensiones se 

llega a la conclusión de que la naturaleza de lo 

acordado fue la de un plan de prejubilación 

encuadrable en los referidos preceptos, con 

responsabilidad de la aseguradora 

exclusivamente 

STS  

5730/2016 

“MATERNIDAD” Y 

“PATERNIDAD”/ 

REGÍMENES 

ESPECIALES DE LA 

SEGURIDAD SOCIAL 

19/12/2016 

(Rec. 

602/2015) 

VIROLES PIÑOL RETA. Derecho a la prestación de Maternidad. 

Situación asimilada al alta. A efectos de la 

prestación de maternidad es situación asimilada 

al alta la de la trabajadora en los noventa días 

siguientes a la baja en el sistema incluso tras la 

promulgación del RD. 295/2009; así como 
también cuando entre la extinción de la 

incapacidad temporal por alta médica y el inicio 

de la situación por maternidad no haya solución 

de continuidad, bien por producirse el alta 

médica por incapacidad temporal y el inicio del 

descanso por maternidad el mismo día, bien por 

tener lugar ésta al día siguiente de aquélla. 

Principio de especialidad de la norma aplicable. 

Reitera doctrina, entre otras, STS/IV de 10-junio-

STS  

5802/2016 
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2014 (rcud. 2546/2013) 

CONVENIOS 

COLECTIVOS  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

20/12/2016 

(Rec. 

217/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

AIR EUROPA LÍNEAS AÉREAS SAU, transcurrido el 

plazo de ultraactividad del Convenio Colectivo, 

el 8 de julio de 2013 la empresa comunica a la 

representación legal de los trabajadores que el III 

Convenio Colectivo de empresa ha perdido 

vigencia y que se dejará de aplicar todo lo 

contenido en el Anexo IV -representación de los 

tripulantes técnicos- y en el Anexo XII -

reconocimiento a la representación sindical- 

siendo de aplicación lo establecido en la 

normativa legal vigente. El 26 de julio de 2013 la 

empresa comunica a los tripulantes técnicos de 

vuelo que algunas de las condiciones 

establecidas en el III Convenio Colectivo e 

inaplicadas, se van a restablecer a partir del 8 de 

julio de 2013, sin concretar qué condiciones se 

van a restablecer. La sentencia de instancia 

estima en parte la demanda del SEPLA y de D 

BERARDO JESÚS PEÑALBA AGUILERA declarando 

la obligación de la demandada de aplicar, 

íntegra y no selectivamente, el contenido 

material del III Convenio Colectivo, hasta la firma 

del IV Convenio. condenando a la demandada 

a reparar las consecuencias negativas derivadas 

de la citada inaplicación del Convenio. Recurre 

AIR EUROPA LÍNEAS AÉREAS SAU, alegando, en 

esencia, los siguientes motivos: -Caducidad de la 

acción, al tratarse de una impugnación de 

modificaciones sustanciales del contrato de 

trabajo; Se estima en parte, solo ha caducado la 

impugnación referente a la inaplicación del 

contenido del Anexo IV -representación de los 
tripulantes técnicos- y del Anexo XX -

reconocimiento a la representación sindical- ya 

que fue la única modificación que la empresa 

notificó por escrito a los representantes de los 

trabajadores el 8 de julio de 2013. -Litisconsorcio 

pasivo necesario por no haber demandado al 

sindicato UPPA. Se desestima. El citado sindicato 

no participó en la negociación del III Convenio 

Colectivo, ni en la de sus posteriores Anexos, ni en 

los acuerdos adoptados por la Comisión paritaria 

del Convenio., ni en la Comisión negociadora del 

IV Convenio Colectivo, que se constituyó el 28 de 

octubre de 2011, ya que la sección sindical del 

mismo en la empresa se constituyó en el mes de 

marzo de 2014. -Infracción del artículo 86.3 del ET. 

Se desestima, Alega que no todo el clausulado 

del convenio colectivo se contractualiza, 

existiendo determinadas cláusulas del Convenio 

que no pueden ser contractualizados, que son las 

que la empresa inaplica. -Vulneración del artículo 

1256 del Código Civil porque no estamos ante un 

contrato sino ante un Convenio Colectivo. -

Vulneración del artículo 1261 del Código Civil, por 

defectuosa interpretación de la voluntad de las 

partes, porque ni la empresa quiso mantener el 

Convenio, ni los representantes de los 

trabajadores querían otra cosa sino el 

mantenimiento de su vigencia plena y completa. 

- Nulidad del contrato "sui generis" que la Sala ha 

considerado que se ha producido, por el que se 

aplica una parte de los preceptos del fenecido 

Convenio Colectivo, por contradecir el artículo 

1256 del Código Civil 

STS  

5709/2016 

DESPIDO 

COLECTIVO 

20/12/2016 

(Rec. 

128/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Despido Colectivo. Periodo de consultas. 

Documentación que se debe aportar. Defectos 

formalización por no combatirse hechos y razones 

STS  

5727/2016 
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que la sentencia da para fundar existencia 

razones económicas de un despido colectivo 

fundado en razones económicas derivadas de la 

rescisión del contrato de suministro que el grupo 

empresas tenía con quien era su mejor cliente, lo 

que afecta a la comercializadora y al grupo en 

general 

SALARIO 20/12/2016 

(Rec. 

2290/2015) 

VIROLES PIÑOL Profesores de Religión del Principado de Asturias. 

Complemento específico de formación 

(sexenios).- Equiparación con el régimen 

retributivo de los profesores funcionarios interinos: 

estimación del recurso.- Reitera doctrina SSTS/IV 

de 21-abril-2014 (RRCUD. 3533/2014 y 3531/2014) 

STS  

5732/2016 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN/  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

20/12/2016 

(Rec. 

3194/2014) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Suplicabilidad en sentencia sobre 

impugnación de sanción laboral por falta grave. 

PUNTOS ABORDADOS.- 1) Control de la 

competencia funcional en casación unificadora. 

Aplica doctrina.2) Suplicación por razones 

procedimentales cuando no está abierto el 

recurso ratione materiae. Aplica doctrina.3) 

Suplicación posible cuando se acumula a la 

demanda sobre materia especial la tutela de 

derechos fundamentales. Aplica doctrina.4) 

Doctrina constitucional sobre sentencias 

recurribles (STC 149/2016, validando criterio de STS 

3 noviembre 2015 (rec. 2753/2014). FALLO.- Estima 

recurso, separándose del Informe del Fiscal, 

devolviendo actuaciones para que se conozca 

del recurso de suplicación interpuesto 

STS  

5739/2016 

INCAPACIDAD 
PERMANENTE/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

20/12/2016 
(Rec. 

525/2015) 

BLASCO 
PELLICER 

ADIF. GRUPO EMPRESARIAL RENFE Trabajador de 
empresa pública declarado en situación de 

Incapacidad Permanente Total. Compromiso de 

recolocación establecido en el Convenio 

Colectivo de aplicación y asumido por circular 

interna de la empresa. Prohibición legal de 

nuevas contrataciones. Falta de contradicción 

STS  
5750/2016 

DESPIDO 20/12/2016 

(Rec. 

3522/2014) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

DESPIDO calificado de procedente al entender el 

Juzgado, confirmado por la Sala de suplicación, 

que la ausencia del actor a su puesto de trabajo 

durante dos meses, tras ser dado de alta médica, 

aunque impugnó dicha alta, no está justificado 

por las dolencias que había padecido. Se 

incorpora en este recurso sentencia firme del 

Juzgado de lo Social número 1 de Alicante 

revocando el alta médica, expedida el 23 de 

enero de 2014, al considerar que era prematura 

ya que no se trata de un proceso con secuelas 

definitivas sino susceptibles de mejora. También 

se incorpora resolución de la Dirección Provincial 

del INSS de, 24 de octubre de 2014 

reconociéndole en situación de incapacidad 

permanente total. Se declara la nulidad de 

actuaciones reponiéndolas al momento anterior 

a dictar sentencia por el Juzgado de instancia a 

fin de que dicte una nueva sentencia integrando 

la relación de probanza con el contenido de los 

documentos incorporados. Se adopta el mismo 

criterio que el seguido en la sentencia de 9 de 

mayo de 2011, recurso 2408/2008 

STS  

5752/2016 

INDEFINIDOS NO 

FIJOS/ DESPIDO 

COLECTIVO 

20/12/2016 

(Rec. 

103/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Ayuntamiento de Calp. Cese de indefinidos no 

fijos. Amortización de la plaza: debió seguirse el 

trámite del despido colectivo. Nulidad de los 

despidos sólo los trabajadores recurrentes. 

Alcance del art. 19.2 LRJS 

STS  

5694/2016 

INCAPACIDAD 

PERMANENTE  
20/12/2016 

(Rec. 

535/2015) 

VIROLES PIÑOL Futbolista profesional. Incapacidad permanente 

Total derivada de Accidente de Trabajo. No se 

discute ni la contingencia ni las lesiones 

STS  

5773/2016 
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SENTENCIA 
DESTACABLE 

 

invalidantes. Se plantea si un futbolista profesional 

que ha cumplido ya los treinta años puede ser 

declarado en situación de IPT/AT. Se estima el 

recurso formulado por el demandante de 

acuerdo con el informe del Ministerio Fiscal 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES/ 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS 

20/12/2016 

(Rec. 

1794/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Ejecución de sentencia firme que declara la 

existencia de cesión ilegal de trabajadores y el 

derecho a integrarse en la empresa cesionaria, 

cuando en el momento de solicitar la ejecución 

ya se ha extinguido la relación laboral. Procede 
la ejecución. Reitera la doctrina STS 11-12-2012, 

rec. 271/2012, que es la invocada de contraste, y 

de la anterior STS 3-10-2012, rec. 4286/2011 

STS  

5785/2016 

CONFLICTO 

COLECTIVO/ 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN 

20/12/2016 

(Rec. 

19/2016) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Competencia. Carece de ella la Audiencia 

Nacional cuando la reclamación afecta a 

trabajadores del Ministerio de Asuntos Exteriores y 

Cooperación que prestan servicios en distintas 

ciudades de Argentina 

STS  

5808/2016 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

20/12/2016 

(Rec. 9/2016) 

AGUSTI JULIA Recurso de casación ordinario. Se pretende la 

impugnación de acuerdos de prórroga de 

ultractividad de regulación convencional 

suscritos entre "Andalucía Emprende Fundación 

Pública Andaluza -AEFPA-", y la "Federación de 

Servicios Públicos de UGT de Andalucía", sin instar 

la revisión del relato factico de la sentencia 

recurrida, en donde se describe la forma en que 

se tomaron dichos acuerdos y su contenido 

(garantizar la vigencia de los Dos Convenios 

Colectivos aplicables en la actualidad al personal 

de Andalucía Emprende, Fundación Pública 

Andaluza, manteniendo de forma expresa su 

ultraactividad hasta el 15 de septiembre de 

2013"). Se desestima el recurso interpuesto por la 

"Confederación Sindical de Comisiones Obreras 

de Andalucía" 

STS  

5809/2016 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS/ 

DESPIDO/ RECURSO 

DE CASACIÓN Y 

RCUD 

20/12/2016 

(Rec. 

1986/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Ejecución de sentencia. Salarios de tramitación. 

Trabajador fijo discontinuo en programas de 

televisión. Falta de contradicción respecto de 

otra sentencia relativa a trabajador fijo 

discontinuo en campañas de hortocultura y 

procesado 

STS  

5812/2016 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

20/12/2016 

(Rec. 

2795/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Desempleo. Subsidio. Cómputo de rentas o 

rendimientos. Importe íntegro o bruto con arreglo 

a la redacción dada al art. 215 de la LGSS en 

virtud de la Disposición Final 3.8 de la Ley 3/2010 

de 20 de diciembre. Falta de contradicción al 

aplicar la sentencia de contraste el artículo 

215.3.2 de la LGSS en su redacción anterior a la 

reforma 

STS  

5813/2016 

DESPIDO 

COLECTIVO 

20/12/2016 

(Rec. 

964/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Despido colectivo. Impugnación del despido 

individual. Inexigencia de comunicación a la rlt. 

Reitera doctrina SSTS de 8/9/2015 (r. 250/15), 

23/6/2015 (r. 251/15), 18/6/15 (r. 759/15), 11/6/15 

(r. 428/15), 11/6/15 (r. 3938/14), 19/2/15 (r. 

3020/14) 25/5/15 (r. 3667/14), 21/5/15 (r. 249/15), 
9/4/15 (r. 2797/14) y de 30/3/ 2016 ( r. 2797/2014) 

STS  

5817/2016 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS 

21/12/2016 

(Rec. 

706/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Reclamación de cantidad. La extinción del ente 

público «MINTRA» para la que la actora prestaba 

servicios dentro de la CAM, y su integración como 

personal de la DG de infraestructuras, también de 

la CAM, justifica que se le suprima el plus de 

«actividad» que previamente percibía, aún sin 

cumplir los requisitos previstos para su devengo 

en el convenio colectivo de aplicación, y ello 

tanto por aplicación de expresa previsión de la 

da cuarta de la ley CAM 8/2010, cuanto porque 

no puede sostenerse la existencia de CMB. 

Reitera doctrina [STS 05/07/16 RCUD 3841/14]. 

 

STS  

5772/2016 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923453&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923453&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926603&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926603&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926604&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7926604&links=&optimize=20170206&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7938050&links=&optimize=20170220&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7938050&links=&optimize=20170220&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7938051&links=&optimize=20170220&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7938051&links=&optimize=20170220&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7941516&links=&optimize=20170223&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7941516&links=&optimize=20170223&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7915807&links=&optimize=20170124&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7915807&links=&optimize=20170124&publicinterface=true


JURISDICIÓN SOCIAL 
 
RELACIÓN 

LABORAL/ 

CONTRATO DE 

TRABAJO/ 

PROCESO SOCIAL 

EN GENERAL  

21/12/2016 

(Rec. 

1778/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

PROCEDIMIENTO DE OFICIO. Primer motivo. En la 

interposición de la demanda por parte de la 

autoridad laboral no es de aplicación el plazo de 

prescripción de un año del art. 59.1º ET. Reitera 

doctrina SSTS 12/07/2004, rec. 2756/2003; 

21/10/2004, rec. 4567/2003; 25/10/2005, rec. 

3078/2005; 15/11/2006, rec. 3331/2005. Segundo 

motivo. Inexistencia de contradicción respecto a 

la calificación como laboral de la actividad de 

alterne. Se reitera en este extremo la doctrina de 

la Sala que aprecia la falta de contradicción 

cuando en la sentencia referencial se considera 

probado el ejercicio de la prostitución. STS 29-10-

2013, rec. 61/2013; Autos 11-5-2016, rec. 

2833/2015; 15-12-2015, rec. 1413/2015; 11-9-2014, 

rec. 232/2014; 18-6-2014, rec. 2590/2013, entre 

otros muchos 

STS  

5782/2016 

SALARIO/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

21/12/2016 

(Rec. 

451/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Junta de Andalucía. Plus de peligrosidad, 

penosidad y toxicidad del art. 58.14 del VI 

Convenio Colectivo. Es de aplicación a los 

intérpretes informadores del espacio natural de 

Sierra Nevada, en atención a las singulares 

características de las funciones que desempeñan 

y a las excepcionales condiciones en las que se 

desarrollan, asumiendo riesgos que no son 

inherentes al puesto de trabajo y 

manifiestamente diferentes a otros trabajadores 

de la misma categoría profesional 

STS  

5786/2016 

FONDO DE 

GARANTÍA 
SALARIAL 

21/12/2016 

(Rec. 
1800/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Cantidades debidas a los trabajadores en 

concepto de parte proporcional de paga extra e 
indemnización por despido. Reconocimiento de 

deuda en escritura pública y posterior impago de 

parte de aquélla. Condena de la empresa y 

exoneración de responsabilidad del Fogasa: 

procede al no articularse dicho reconocimiento 

del modo normativamente previsto 

STS  

5790/2016 

RECLAMACIÓN 

PREVIA 

21/12/2016 

(Rec. 

2335/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Procedimiento social.- Si por resolución del INSS se 

declara la responsabilidad de una Mutua 

respecto de prestaciones por enfermedad 

profesional, la ausencia de reclamación previa 

en el plazo legal obsta para que la Mutua reinicie 

el procedimiento con ulterior reclamación, 

porque la previsión del art. 71 LRJS, limitando los 

efectos del defecto de formulación de demanda 

a la exclusiva caducidad del expediente y 

dejando intacto el derecho sustantivo, 

únicamente se refiere al 

reconocimiento/denegación de prestaciones y a 

las personas individuales interesadas, no a las 

entidades colaboradoras y a reclamaciones por 

imputación de responsabilidad.- Reitera doctrina 

SSTS/IV 15-junio-2015 (rcud 2766/2014, Pleno), 15-

junio-2015 (rcud 2648/2014, Pleno), 14-septiembre-

2015 (rcud 3775/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 

3477/2014), 15-septiembre-2015 (rcud 86/2015), 

15-octubre-2015 (rcud 3852/2014), 14-diciembre-

2015 (rcud 11562/2015), 15-diciembre-2015 (rcud 

288/2015), 16-diciembre-2015 (rcud 44/2015), 1-

marzo-2016 (rcud 1526/2015), 3-mayo-2016 (rcud 

346/2015), 9-mayo-2016 (rcud 3871/2014), 28-

junio-2016 (rcud 443/2015), 5-julio-2016 (rcud 

29/2015), 11-octubre-2016 (rcud 2682/2015), 26-

octubre-2016 (rcud 878/2015) 

STS  

5794/2016 

MEJORAS 

VOLUNTARIAS Y 

FONDOS Y PLANES 

DE PENSIONES 

21/12/2016 

(Rec. 

616/2015) 

LUELMO 

MILLAN 

Plan de prejubilación de empresa afectada por 

ERE que extingue 127 contratos de trabajo y 

póliza de seguros que garantiza que las 

prestaciones del plan tienen la consideración de 

STS  

5788/2016 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923450&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923450&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923454&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923454&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923457&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923457&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923461&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923461&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923468&links=&optimize=20170201&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923468&links=&optimize=20170201&publicinterface=true


complemento por pensiones. Condena de la 

aseguradora al abono de las sumas adeudadas 

"en el marco del proceso de liquidación" abierto 

en Bélgica, con absolución de los demás 

demandados, incluida la empresa empleadora: 

es procedente, no cabiendo extender la 

responsabilidad a ésta 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

RECURSO DE 
CASACIÓN Y RCUD 

21/12/2016 

(Rec. 

1936/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Trabajadores indefinidos no fijos de la Xunta de 

Galicia que solicitan convocatoria especial. Falta 

de contradicción 

STS  

5818/2016 

EXTINCIÓN DEL 

CONTRATO A 

INSTANCIA DEL 

TRABAJADOR/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

22/12/2016 

(Rec. 

469/2014) 

GILOLMO 

LOPEZ 

RCUD. Extinción de contrato ex art. 50 ET. Falta de 

contradicción respecto al primer motivo de 

casación. Sentencia no idónea por no invocarse 

en el escrito de preparación respecto al segundo 

motivo 

STS  

5791/2016 

ACOSO/ 

PRESCRIPCIÓN/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN 

22/12/2016 

(Rec. 

658/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA: Prescripción del acoso sexual realizado por 

trabajador de CORREOS, despedido tras 

expediente disciplinario. NO 

CONTRADICCIÓN.PUNTOS DESARROLLADOS.- 1) 

Posible identidad de supuestos porque aplican 

convenios distintos, pero semejantes en la 

regulación relevante.2) Examen de la interrupción 

de la prescripción sin necesidad de que las 

conductas laborales sean similares.3) Valor dispar 

de los Informes elaborados por Jefe sectorial que 

advierte sobre conducta acosadora o por 

Responsable de Auditoría que acredita las 

anomalías previamente detectadas. FALLO.- 

Desestimación, por falta de contradicción, de 

acuerdo con Ministerio Fiscal 

STS  

5792/2016 

DESPIDO/ RECURSO 

DE CASACIÓN Y 

RCUD 

22/12/2016 

(Rec. 

3268/2014) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Incorporación de sentencia penal firme 

sobre riña laboral de la que deriva el despido 

disciplinario. PUNTOS ABORDADOS.- 1) 

Consecuencias de que se admita, en el seno del 

rcud, la aportación de sentencia penal firme (art. 

233.1 LRJS).2) Aplicación de la doctrina de la Sala 

sobre difícil existencia de contradicción en 

causas de despido disciplinario.3) Aplicación de 

la doctrina de la Sala sobre incongruencia extra 

petita. FALLO.- Desestimatorio, por falta de 

contradicción, de acuerdo con informe del 

Ministerio Fiscal 

STS  

5793/2016 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

22/12/2016 

(Rec. 

3982/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

Xunta de Galicia. Personal laboral. Convocatoria 

para la cobertura de vacantes. Exclusión de 

quien se halla en el mismo grupo profesional. 

Contravención del V Convenio Colectivo del 

personal laboral por parte de las bases de la 

convocatoria. No exigibilidad de impugnación 

previa de dichas bases 

STS  

5798/2016 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

22/12/2016 

(Rec. 

10/2016) 

ARASTEY 

SAHUN 

DESPIDO COLECTIVO: Competencia objetiva. 

Impugnación de la terminación de los contratos 

temporales. No resulta adecuado el cauce del 

art. 124 LRJS, debiendo acudirse a la acción 
individual de despido. Incompetencia de la Sala 

del TSJ. Voto particular 

STS  

5795/2016 

LIBERTAD SINDICAL/ 

SINDICATOS 

22/12/2016 

(Rec. 

201/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Demanda de la ASOCIACIÓN DE PROFESORES DE 

RELIGIÓN DE CENTROS ESTATALES -APPRECE- en 

reclamación de tutela de la libertad sindical 

contra otro Sindicato USIT-EP, el Presidente y el 

Secretario del Comité de Empresa. Primer motivo: 

No someter a votación una propuesta de 

APPRECE que había sido incluida en el orden del 

día. No constituye vulneración de la libertad 

sindical. Segundo motivo: No transcribir en el acta 

el tenor literal de la comunicación dirigida por 

APPRECE al Comité de Empresa. Se desestima por 

STS  

5804/2016 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

los mismos argumentos que el motivo anterior. 

Tercer motivo: El Comité de Empresa no ha 

informado a APPRECE, entregándole fotocopias, 

de los contratos celebrados durante 2013 y 2014. 

Se desestima. Los artículos 8.1 c) de la Ley 

Orgánica de Libertad Sindical y 63.1 y 64.1 del 

Estatuto de los Trabajadores no imponen dicha 

obligación. Cuarto motivo: El artículo publicado 

en la página web del sindicato USIT-EP, titulado 

"APPRECE: Los cantos de sirena", no vulnera la 

libertad sindical. Se desestima 

CONFLICTO 

COLECTIVO 

/CONVENIOS 

COLECTIVOS 

22/12/2016 

(Rec. 

282/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto colectivo. Iberia, SAU. Dietas e 

indemnización por recogida y transporte de 

tripulantes de cabina de pasajeros (TPCS). 

Acuerdo de mediación en el marco de un 

expediente de despido colectivo. Sentencia 

estimatoria de la audiencia nacional. Recurre la 

empresa. Se confirma la interpretación de la 

sentencia recurrida por ajustarse a la legalidad y 

por aplicación de la reiterada doctrina de la sala 

sobre el margen de apreciación del tribunal de 

instancia en la interpretación de convenios y 

acuerdos colectivos 

STS  

5806/2016 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

22/12/2016 

(Rec. 

1466/2015) 

DE CASTRO 

FERNANDEZ 

Pensión de viudedad. La DT 18 LGSS es aplicable 

tanto a quienes en el periodo transitorio 

rompieron la relación matrimonial sin 

reconocimiento de pensión compensatoria, 

cuanto a los que son titulares de ella, también 

reúnen los requisitos impuestos por el art. 174.2, 

pues si bien la finalidad de la DT es permitir el 
acceso a la pensión a quienes -con 

determinados requisitos- no tienen reconocida 

compensatoria por causa de su separación o 

divorcio, no lo es menos que la finalidad de la 

reforma de la Ley 40/2007, origen de la transitoria, 

es retomar la situación de necesidad como base 

de la pensión de Viudedad, por lo que es 

contrario a esa finalidad que se privilegie a quien 

aparentemente carece de necesidad [el importe 

de la pensión no tiene límite en la compensatoria] 

frente a quien en principio la acredita [tendría el 

límite de su compensatoria]. Ratificación del 

criterio de la Sala (SSTS 27/06/13 -rcud 2936/12-; 

30/10/13 -rcud 2783/12-; y 15/10/14 -rcud 1648/13-

) 

STS  

5803/2016 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

22/12/2016 

(Rec. 

3998/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Personal laboral de la Xunta de Galicia excluido 

de un concurso de cobertura de vacantes. Las 

bases de la convocatoria solo permiten solicitar 

plazas de la misma categoría profesional, 

mientras que el art. 7 del Convenio Colectivo 

reconoce el derecho a poder concursar a todas 

las vacantes del grupo profesional. Con ello 

resulta que las bases contravienen el Convenio y 

el trabajador afectado puede combatir la 

resolución de exclusión, aunque no hubiere 

impugnado en el momento la convocatoria. 

Mismo criterio rcud. 3982/2015, deliberado misma 

fecha 

STS  

5814/2016 

CONTRATOS 

TEMPORALES/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

27/12/2016  

(Rec. 

3076/2014) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Contratación temporal: sucesivos contratos de 

obra o servicio determinado: no contradicción y, 

en último extremo, cuestión nueva 

STS  

5796/2016 

MEJORAS 

VOLUNTARIAS Y 

FONDOS Y PLANES 

DE PENSIONES 

03/01/2017 

(Rec. 

1849/2015) 

ARASTEY 

SAHUN 

POLISEDA: Prejubilaciones de un ERE. Contrato de 

seguro para hacer frente a rentas 

complementarias de las prestaciones públicas 

durante la prejubilación. El abono de la póliza 

comporta el desplazamiento de la 

STS  

249/2017 
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responsabilidad a la compañía aseguradora. RD 

Leg. 1/2002. Absolución de ambas empresas. 

Reitera STS/4ª/Pleno (rcud. 1514/2015) 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

09/01/2017 

(Rec. 

3697/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Derechos. A participar en un concurso de 

consolidación de empleo no convocado. Se 

desestima. Falta de contradicción porque en el 

caso de la sentencia de contraste se impugnaba 

parcialmente la convocatoria de un concurso 

para cubrir una plaza concreta 

STS  

250/2017 

SUCESIÓN DE 
EMPRESAS/ 

CONTRATAS/ 

EXTERNALIZACIÓN 

09/01/2017 
(Rec. 

1077/2015) 

LOPEZ GARCIA 
DE LA 

SERRANA 

Sucesión de contratas. Deber de subrogación 
impuesto por convenio colectivo. Reducción del 

volumen de la contrata en nuevo pliego de 

condiciones. La nueva adjudicataria no se libera 

de su deber por ese motivo, pero puede acudir a 

un despido objetivo con base en esa causa para 

reducir la plantilla, al igual que podría haberlo 

hecho la empresa en cuyos derechos y 

obligaciones se subrogó 

STS  
251/2017 

IGUALDAD Y NO 

DISCRIMINACIÓN 

POR RAZON DE 

SEXO  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

10/01/2017 

(Rec. 

10/2017) 

ARASTEY 

SAHUN 

Discriminación: baja maternal y por riesgo 

durante el embarazo. Pérdida de incentivos en el 

momento inmediato posterior a la 

reincorporación 

STS  

84/2017 

SALARIO  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

10/01/2017 

(Rec. 

4255/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Absorción y compensación de 

"complemento personal" aplicándose el 

Convenio de Consultoría. ATOS SPAIN.PUNTOS 

ABORDADOS.-1) Alcance de la compensación 

contemplada en los arts. 26.5 y 3.1.c ET.2) 

Interpretación de los artículos 7 y 8 del XVI 

Convenio Colectivo Estatal de Empresas 

Consultoras de Planificación, Organización de 

Empresas y Contable, Empresas de Servicios de 

Informática y de Estudios de Mercado y de la 

Opinión Pública.3) Posibilidad de que una 

condición retributiva más beneficiosa surja siendo 
intrínsecamente compensable, incluso respecto 

de magnitudes heterogéneas.4) Evolución de la 

doctrina de la Sala: inicial rechazo de la 

neutralización en SSTS 19 abril 2012 (rec. 526/2011) 

y 20 julio 2012 (rec. 43/2011). Actual viabilidad de 

la compensación conforme a SSTS 03 julio 2013 

(rec. 279/2011), 21 enero 2014 (rec. 99/2013), 13 

marzo 2014 (rec. 122/2013), 8 mayo 2015 (rcud. 

1347/2014) y 9 marzo 2016 (rec. 138/2015).FALLO.- 

De acuerdo con Fiscal, desestima recurso frente a 

STSJ Madrid 

STS  

144/2017 

SALARIO  10/01/2017 

(Rec. 

518/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Absorción y compensación de 

"complemento personal" aplicándose el 

Convenio de Consultoría. ATOS SPAIN. PUNTOS 

ABORDADOS.-1) Alcance de la compensación 

contemplada en los arts. 26.5 y 3.1.c ET.2) 

Interpretación de los artículos 7 y 8 del XVI 

Convenio Colectivo Estatal de Empresas 

Consultoras de Planificación, Organización de 

Empresas y Contable, Empresas de Servicios de 

Informática y de Estudios de Mercado y de la 

Opinión Pública.3) Posibilidad de que una 

condición retributiva más beneficiosa surja siendo 

intrínsecamente compensable, incluso respecto 

de magnitudes heterogéneas.4) Evolución de la 

doctrina de la Sala: inicial rechazo de la 

neutralización en SSTS 19 abril 2012 (rec. 526/2011) 

y 20 julio 2012 (rec. 43/2011).Actual viabilidad de 

la compensación conforme a SSTS 03 julio 2013 

(rec. 279/2011), 21 enero 2014 (rec. 99/2013), 13 

marzo 2014 (rec. 122/2013), 8 mayo 2015 (rcud. 

1347/2014) y 9 marzo 2016 (rec. 138/2015). FALLO.- 

STS  

155/2017 
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De acuerdo con Fiscal, desestima recurso frente a 

STSJ Madrid 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

10/01/2017 

(Rec. 

3282/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestaciones de desempleo. Determinación 

acerca de si deben computarse para el cálculo 

de la prestación de desempleo cotizaciones que 

ya habían sido computadas para el 

reconocimiento de la invalidez. Falta de 

contradicción 

STS  

252/2017 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN/ 

DESEMPLEO 

10/01/2017 

(Rec. 

3747/2015) 

BLASCO 

PELLICER 

Prestación por desempleo. Diferencias en la base 

reguladora derivadas del modo de cálculo de la 

misma cuando la cotización ha sido efectuada 

por días. Cuantía insuficiente para recurrir 

Incompetencia funcional: inexistencia de recurso 

de suplicación contra la sentencia de instancia. 

Reitera doctrina (entre otras: SSTS 23 de junio de 

2015, Rec. 2325/2014; de 24 de junio de 2015, rec. 

1470/2014, de 29 de junio de 2015, rec. 1626/2014 

y 29 de junio de 2016, rec. 245/2015, entre otras) 

STS  

253/2017 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

10/01/2017 

(Rec. 

307/2016) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Prestación de desempleo. Reposición de dichas 

prestaciones en el supuesto de que, con 

anterioridad a la extinción del contrato por auto 

del Juzgado de lo Mercantil, se hayan percibido 

prestaciones por desempleo por suspensiones 

temporales del contrato de trabajo en virtud de 

un ERTE. El trabajador, por haber estado incluido 

en sucesivos ERTES percibió prestaciones de 

desempleo en los años 2008, 2009 y 2010, 

habiéndose extinguido su contrato de trabajo por 

auto del Juzgado de lo Mercantil de 19 de abril 

de 2013, en el seno de un procedimiento 
concursal. En la sentencia de contraste el 

trabajador ha estado incluido en un ERTE con 

anterioridad a la extinción del contrato que se 

produjo el 2 de enero de 2013. Falta de 

contradicción atendiendo al dato esencial de la 

fecha de extinción de los contratos 

STS  

254/2017 

SALARIO 10/01/2017 

(Rec. 

327/2016) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

ATOS SPAIN SA. Absorción y compensación de 

complementos personales retributivos. Convenio 

Colectivo Estatal de Empresas de Consultoria. Es 

posible que la compensación o absorción operen 

sobre conceptos heterogéneos, cuando así está 

previsto en el convenio colectivo o cuando ese 

complemento personal fue reconocido con esa 

condición Reitera doctrina 

STS  

255/2017 

SALARIO 10/01/2017 

(Rec. 

3199/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

ATOS SPAIN SA. Absorción y compensación de 

complementos personales retributivos. Convenio 

Colectivo Estatal de Empresas de Consultoría. Es 

posible que la compensación o absorción operen 

sobre conceptos heterogéneos, cuando así está 

previsto en el convenio colectivo o cuando ese 

complemento personal fue reconocido con esa 

condición Reitera doctrina 

STS  

256/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS/ 

TIEMPO DE 

TRABAJO 

10/01/2017 

(Rec. 

98/2016) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Conflicto Colectivo (empresa "BRIDGESTONE 

HISPANIA, SA"). Interpretación sobre el modo de 

aplicar la denominada "flexibilidad positiva" 

prevista en el art. 101 del Convenio Colectivo de 

empresa (BOE 3-3-2014) y las facultades que al 

respecto competen a la Comisión Paritaria de 

Seguimiento e Interpretación de la propia norma 

convencional según su art. 8º. La sentencia de la 

AN estima en parte la demanda y declara que la 

empresa, al variar unilateralmente la jornada 

pactada, ha infringido la disposición 

convencional, pero desestima la pretensión 

sindical que postulaba la condena a la empresa 

a abonar a los trabajadores afectados, como 

horas extraordinarias, los excesos de jornada 

STS  

257/2017 
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derivados de dicha variación. La Sala IV del TS 

desestima los recursos de casación interpuestos 

por empresa y sindicatos y confirma en su 

integridad la sentencia de instancia. La 

adecuación a derecho de los principales 

preceptos convencionales que se vuelven a 

cuestionar en este recurso, ahora desde la 

perspectiva empresarial, ya fue reconocida por 

otra SAN, también confirmada por esta Sala IV en 

la sentencia nº 416/2015, de fecha 11-5-2016, R. 
76/2015 

DESEMPLEO/ 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

10/01/2017 

(Rec. 

3900/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Diferencias en la prestación de desempleo. 

Incompetencia funcional: La cuantía es inferior a 

3000 € y no hay afectación general. Nulidad de 

actuaciones 

STS  

261/2017 

CESIÓN ILEGAL DE 

TRABAJADORES 
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

10/01/2017 

(Rec. 

1670/2014) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Cesión ilegal. Sucesión de empresas. Revisión 

hechos probados. No existe cesión ilegal de 

mano de obra cuando la subcontratista es una 

empresa real que aporta medios materiales, 

organiza el trabajo sin injerencias de la empresa 

que la contrató y ejerce el poder de dirección 

sobre sus empleados. Sucesión empresa. Falta de 

contradicción porque en el caso de la recurrida 

la nueva contratista empleó a la mayor parte de 

los trabajadores de la empresa anterior y en la de 

contraste no. Falta de interés casacional en 

cuanto a la revisión de los hechos probados. Voto 

particular 

STS  

276/2017 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS/ 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

10/01/2017 

(Rec. 

2684/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

Ejecución definitiva de sentencia de 

impugnación de alta médica. No cabe recurso 

de suplicación contra el auto dictado por el 

juzgado de lo social en ejecución de la 

sentencia. Falta de competencia funcional. Se 

declara la nulidad de la sentencia recurrida y de 

las actuaciones posteriores a la resolución de 

instancia que queda confirmada. Reitera 

doctrina STS 25/2/2016, rec. 3721/2014 

STS  

340/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO 

11/01/2017 

(Rec. 

2270/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

Despido objetivo. Delimitación entre el despido 

objetivo y el colectivo. Extinciones computables y 

modo de hacer el cómputo."Dies ad quem" para 

el cómputo del periodo de 90 días. La fecha del 

despido constituye el "dies ad quem" para el 

cómputo del periodo de noventa días y el "dies a 

quo" para el cómputo del periodo siguiente. 

Reitera doctrina (entre otras, SSTS 23-4-12, r. 

2724/11, 23-1-2013, r. 1362/12, 25-11-2013, pleno, r. 

52/13, 26-11-2013, r. 334/13, 11-2-2014, r. 323/13, 9-

4-2014, r. 2022/13). Se casa y anula la sentencia 

recurrida y se confirma la de instancia 

STS  

258/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE LAS 

CONDICIONES DE 

TRABAJO/ RECURSO 

DE SUPLICACIÓN 

11/01/2017 

(Rec. 

1626/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Recurribilidad de la sentencia de instancia 

dictada en un proceso sobre modificación 

sustancial de condiciones de trabajo individual y 

tutela de derechos fundamentales, reclamando 

una indemnización por daños y perjuicios. Cabe 

recurso porque contra las sentencias dictadas en 
materia de derechos fundamentales procede "en 

todo caso" la suplicación. Reitera doctrina STS de 

3 de noviembre de 2015 (rcud. 2753/2014). STS 10 

de marzo de 2016 (RCUD.- 1887/2014), 22 de junio 

de 2016 (R. 399/2015) y TC 19 de septiembre de 

2016 

STS  

259/2017 

CONVENIOS 

COLECTIVOS 

11/01/2017 

(Rec. 

24/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Impugnación convenio colectivo de empresa 

con varios centros de trabajo en todo el territorio 

nacional. En algunos de ellos carece de 

representantes de los trabajadores. En 

representación de los trabajadores negoció el 

convenio y sus revisiones una comisión 

negociadora nombrada por los representantes 

unitarios de los centros que cuentan con 

STS  

260/2017 
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JURISDICIÓN SOCIAL 
 

representación. Falta de correspondencia entre 

el ámbito funcional del convenio (todos los 

trabajadores de la empresa de todo el territorio 

nacional) y el ámbito de la representación de los 

trabajadores (algunos centros de trabajo). 

Delimitación de lo que constituye centro de 

trabajo. Nulidad del convenio colectivo al 

carecer de legitimación negociadora la parte 

social. Se confirma la sentencia recurrida de la 

sala de lo social de la Audiencia Nacional. 

Reitera doctrina (SSTS de 20 de mayo de 2015, 

rec. 6/2014; de 10 de junio de 2015, rec. 175/2014 

y de 21 de diciembre de 2015, rec. 6/2015, entre 

otras) 

COMPETENCIA Y 

JURISDICCIÓN/ 

PROCEDIMIENTO 

CONCURSAL/ 

SUCESIÓN DE 

EMPRESAS  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

11/01/2017 

(Rec. 

1689/2015) 

LOPEZ GARCIA 

DE LA 

SERRANA 

Jurisdicción social. Competencia. Concurso de 

Acreedores. Sucesión de empresa. La jurisdicción 

social es competente para resolver si ha existido 

sucesión de empresa cuando bienes de la 

concursada son adquiridos por un tercero ajeno 

al concurso 

STS  

456/2017 

EMPLEADOS 

PÚBLICOS/ 

CONVENIOS 

COLECTIVOS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

12/01/2017 

(Rec. 

3440/2015) 

MORALO 

GALLEGO 

XUNTA DE GALICIA. La trabajadora demandante 

pretende la aplicación de la disposición 

transitoria décima del Convenio Colectivo único 

del personal laboral de la Xunta de Galicia, que 

la sentencia recurrida desestima porque la 

resolución judicial que le reconoce la condición 

de indefinida no fija es posterior a 17 de 

septiembre de 2007. La referencial conoce de un 

asunto en el que lo peticionado es la reserva de 

la plaza para el proceso extraordinario de 

consolidación de empleo temporal al que se 

refieren la disposición transitoria cuarta de la Ley 

7/2007 del Estatuto Básico del Empleado Público, 

y la disposición transitoria decimocuarta del 

Decreto Legislativo 1/2008, por el que se aprueba 

el texto refundido de la función pública de 

Galicia. Inexistencia de contradicción. En la 

sentencia de contraste se impugnaba 

parcialmente la convocatoria de un concurso 

para cubrir una plaza concreta 

STS  

339/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS  
SENTENCIA 

DESTACABLE 
 

18/01/2017 

(Rec. 

108/2016) 

BLASCO 

PELLICER 

Ejecución definitiva de despido colectivo en 

asunto Coca Cola. Recurren UGT y CC.OO. el 

Auto de la Sala de lo Social de la Audiencia 

Nacional que, en síntesis, contiene cinco 

pronunciamientos distintos: .- Declara la 

inadecuación del procedimiento respecto de 

varios trabajadores que discutían la regularidad 

de su readmisión por cuestiones individuales 

(salario, antigüedad, circunstancias personales o 

cuestiones acaecidas después de la constitución 

del título ejecutivo). Se estima parcialmente este 

motivo del recurso puesto que, por un lado, la 

ejecución colectiva de un despido colectivo 

impide el ejercicio de acciones individuales 

declarativas que, en el fondo, tienen la misma 
finalidad; y, por otro, la normativa vigente 

contiene instrumentos procesales para poder 

pronunciarse sobre estas cuestiones particulares 

en el seno de la ejecución colectiva, siempre que 

se refieran al hecho propio de la readmisión o a 

circunstancias básicas de la misma. 2.- Declara el 

desistimiento de varios trabajadores por cuanto 

que los mismos han llegado a acuerdos 

transaccionales homologados por la sala 

STS  

281/2017 
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ejecutante. Pronunciamiento firme por no 

combatido. 3.- Declara la estimación parcial de 

la pretensión ejecutiva referida a los trabajadores 

cuya readmisión se produjo en centros distintos 

(alejados geográficamente) de aquellos en los 

que prestaban servicios y que fueron cerrados 

antes de la sentencia que estableció la nulidad 

del despido colectivo. Se declara que la 

readmisión fue irregular y, ante la imposibilidad 

de efectuarla en las mismas condiciones, se 
declaran extinguidos sus contratos de trabajo con 

derecho a la indemnización por despido y a los 

salarios de tramitación calculados a la fecha del 

auto. Se confirma: -No procede la readmisión in 

natura al resultar imposible por estar los centros 

de origen cerrados, cierre ajeno al ejercicio del 

derecho de huelga y previo a la sentencia que 

declaró la nulidad del despido. -No procede la 

indemnización adicional por no haberse 

solicitado y no acreditarse perjuicios específicos 

derivados de la readmisión irregular. 4.- Declara 

la estimación de la ejecución relativa a seis 

trabajadores que prestaban servicios en el centro 

de Valencia y fueron readmitidas en el centro de 

Martorell. Se declara la irregularidad de la 

readmisión y se ordena la readmisión en el centro 

de Valencia, con abono de salarios de 

tramitación hasta a la fecha del auto. 

Pronunciamiento que quedó firme al no ser 

impugnado en esta sede. 5.- Declara la 

estimación parcial de la pretensión ejecutiva 

interpuesta por CC.OO. respecto de trabajadores 

del centro de Fuenlabrada. La sala de lo social 

de la Audiencia Nacional estableció la 

regularidad de la readmisión, pero condenó a 

salarios de tramitación hasta la fecha del auto. Se 

confirma: -La movilidad funcional que han sufrido 

los trabajadores con motivo de su readmisión se 

considera válida por cuanto que resulta 

plenamente adecuada a las previsiones del 

artículo 39 ET y, por tanto, no constituye 

modificación sustancial de condiciones de 

trabajo. -La readmisión regular no impide la 

aplicación de las facultades directivas del 

empresario siempre que se ejecuten dentro de los 

límites legales. Voto Particular 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS FIRMES 

19/01/2017 

(Rec. 

16/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

MATERIA: Demanda de revisión frente STSJ 

Granada declarando improcedencia en despido 

objetivo de Consocio UTEDL de cinco 

trabajadores. CRITERIOS: 1) El plazo de tres meses 

para interponer demanda no puede arrancar el 

día en que el Tribunal responde a la solicitud de 

que certifique una sentencia propia.2) El fraude o 

maquinación que permite la revisión (510.4º LEC) 

se refiere a la obtención de la sentencia, en 
modo alguno a los hechos enjuiciados.3) No 

puede fundamentarse la revisión en la 

circunstancia de que el Tribunal Supremo en una 

posterior sentencia, haya considerado nulos los 

despidos acordados en tales circunstancias por el 

mismo organismo público empleador.4) 

Aplicación de doctrina precedente sobre 

demanda de revisión. FALLO: Desestimación, 

conforme a Ministerio Fiscal. Reitera doctrina de 

SSTS 21 enero 2016 (rev. 24/2015) y 20 (2) octubre 

2016 (rev. 17/2015 y rev. 26/2015) 

STS  

145/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS FIRMES 

24/01/2017 

(Rec. 7/2015) 

CALVO 

IBARLUCEA 

Recurso Extraordinario de Revisión. Falso 

testimonio que sirvió de fundamento a la 

sentencia. Artículo510.3 LEC. Se estima 

STS  

458/2017 
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REVISIÓN DE 

SENTENCIAS FIRMES 

25/01/2017 

(Rec. 

45/2015) 

SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

Demanda de revisión frente a sentencia que 

apreció la excepción de caducidad de la acción 

de despido. La actora invoca dos documentos 

de mayo de 2012 que manifiesta se le entregaron 

el 31 de octubre de 2014. Se desestima la 

demanda. La acción está caducada porque la 

parte no acredita con prueba concluyente la 

fecha en la que se le entregaron dichos 

documentos. Aún cuando no estuviera 

caducada, se desestimaría la demanda ya que 

la actora no ha alegado ni probado que haya 

estado impedida para disponer de los 

documentos aportados, como fundamente de la 

demanda de revisión, por fuerza mayor ni 

tampoco por obra de la parte en cuyo favor se 

hubiera dictado la sentencia. A mayor 

abundamiento, los citados documentos no son 

decisivos para la solución del proceso 

STS  

459/2017 

REVISIÓN DE 

SENTENCIAS FIRMES 

25/01/2017 

(Rec. 

36/2014) 

VIROLES PIÑOL Demanda de revisión.- Carácter excepcional y 

extraordinario del proceso de revisión de 

sentencias firmes. No concurre la causa del art. 

510.1º LEC, al no tener el carácter de "decisivo" 

los documentos aportados, ni ningún otro. La 

revisión es extemporánea al formularse 

transcurrido el plazo de tres meses. No concurre 

la causa del art. 510.4ª LEC de maquinación 

fraudulenta 

STS  

463/2017 

MODIFICACIÓN 

SUSTANCIAL DE LAS 

CONDICIONES DE 
TRABAJO/ RECURSO 

DE SUPLICACIÓN 

26/01/2017 

(Rec. 

115/2016) 

SEMPERE 

NAVARRO 

MATERIA.- Consecuencias de anularse una MSCT 

colectiva encauzada como pacto individual. 

MOTIVO PRIMERO.- Existiendo sentencia firme que 
anula la conducta empresarial por considerarla 

MSCT introducida irregularmente, no es posible 

cuestionar si estamos ante una verdadera 

modificación sustancial. Desestimación. Cosa 

juzgada y virtualidad del art. 160.5 LRJS. Aplica 

doctrina. MOTIVO SEGUNDO.- Si en suplicación no 

se ha cuestionado la naturaleza salarial de las 

primas de seguro abonadas por la empresa, 

tampoco procede plantear el casación 

unificadora el tema. Desestimación. Naturaleza 

de salario en especie de las primas. Aplica 

doctrina. MOTIVO TERCERO.- Si el trabajador no 

combate la sentencia estimatoria del Juzgado 

que omite condena al pago de interés moratorio 

por pago tardío de salarios, no cabe que la 

sentencia de suplicación lo incluya al amparo del 

carácter objetivo con que opera el art. 29.3 ET. 

Estimación. Reformatio in peius. Aplica doctrina. 

FALLO.- Se conformidad con Informe del 

Ministerio Fiscal, estima el tercer motivo del 

recurso, quedando firme la sentencia del 

Juzgado en sus propios términos 

STS  

461/2017 

DESPIDO OBJETIVO/ 

EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS/ 

RECURSO DE 

CASACIÓN Y RCUD 

27/01/2017 

(Rec. 

2432/2015) 

GILOLMO 

LOPEZ 

RCUD. Empresa AGADER (Agencia Gallega de 

Desenvolvimiento Rural). Ejecución definitiva de 

sentencia de despido declarado nulo. La 

sentencia recurrida acordó la extinción 

indemnizada "por sustitución". Falta de alegación 

adecuada, en el escrito de interposición del 

recurso de casación unificadora, de la concreta 

infracción de Ley o doctrina legal que se imputa 

a la sentencia impugnada. Se desestima el 

recurso por este motivo aunque, de entenderse 

correctamente formulado, se llegaría a la misma 

solución desestimatoria 

STS  

457/2017 

DESPIDO 

COLECTIVO/ 

EMPLEADOS 

27/01/2017 

(Rec. 

430/2013) 

GULLON 

RODRIGUEZ 

Ceses en el Ayuntamiento de Parla que fueron 

declarados ajustados a derecho por la primera 

sentencia dictada por la Sala en este recurso el 

STS  

464/2017 
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PÚBLICOS  
SENTENCIA 

DESTACABLE 

 

 

13 de enero de 2014, después anulada por STC 

147/2016, de 19 de septiembre, por vulneración 

del derecho a la tutela judicial efectiva, artículo 

24 CE, en su variante de acceso al recurso, lo que 

exige que se dicte otra sentencia por la Sala en la 

que se ha de resolver sobre una segunda causa 

de nulidad que se afirma por el TC que existe en 

la sentencia del TSJ de Madrid -que se refiere a la 

incompetencia de la Junta de Gobierno para 

acordar los ceses, en lugar del Pleno-- lo que 
determina que ante la inexistencia de un motivo 

en el recurso de casación para la unificación de 

doctrina que interpuso el Ayuntamiento en el que 

se combata esa causa de nulidad, debamos 

confirmar la sentencia recurrida en ese punto y 

por ello confirmar la nulidad del despido por esa 

segunda causa acogida por la Sala de lo Social 

del TSJ de Madrid, aunque la otra causa de 

nulidad -necesidad de acudir al expediente de 

regulación de empleo para acordar los ceses-- 

pudiera ser neutralizada por la doctrina unificada 

que se contiene en la sentencia inicial anulada, 

que excluía esa interpretación 

CONTRATOS 

TEMPORALES/ 

DESPIDO 

COLECTIVO 

30/01/2017 

(Rec. 

2780/2015) 

VIROLES PIÑOL SAE: promotores y asesores de empleo. Se 

declara improcedente el despido y se rechaza la 

nulidad del mismo. Reitera doctrina de Pleno 

STS/IV de 21 abril 2015 (rollo 1235/2014). y otras 

SSTS/IV posteriores 

STS  

460/2017 

FONDO DE 

GARANTÍA 

SALARIAL/ 

RECURSO DE 

SUPLICACIÓN 

31/01/2017 

(Rec. 

2147/2015) 

SEMPERE 

NAVARRO 

TEMA.- Acceso a suplicación por "afectación 

masiva" cuando está en juego un criterio 

interpretativo del FOGASA.CUESTIONES 

EXAMINADAS1.- Cuantía litigiosa inferior a 3.000 € 

y posible suplicación al amparo del art. 191.3.b) 

LRJS. Examen de oficio de la competencia 

funcional. Aplica doctrina.2.- Que la sentencia de 

instancia verse sobre un criterio interpretativo de 

Entidad Gestora no comporta que haya 

litigiosidad masiva. Aplica doctrina. FALLO.- 

Conforme a Ministerio Fiscal, estima recurso, 

anulando actuaciones posteriores a la sentencia 

de instancia, por ser irrecurrible. Reitera doctrina 

de SSTS 23 junio 2015, rec. 2325/2014; 24 junio 

2015, rec. 1470/2014; 29 junio 2015, rec. 1626/2014; 

29 junio 2016, rec. 245/2015; 8/2017 de 10 enero, 

rec. 3747/2015; etc.) 

STS  

462/2017 

 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

MATERIA CONTENIDO 

MUERTE Y 

SUPERVIVENCIA 

El TSJ de Murcia declara que no procede la pensión de viudedad por 

maltrato si éste se produce un año después de la separación o divorcio 

(STSJ Murcia 04.07.2016): IUSTEL: 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=116230

7&utm_source=DD&utm_medium=email&nl=1&utm_campaign=7/2/201

7 

TIEMPO DE 

TRABAJO 

El TSJ de Galicia establece cómo ha de calcularse la indemnización de 

daños y perjuicios si la empresa solapa el descanso diario y el semanal 

de los trabajadores (STSJ Galicia 28.07.2016): IUSTEL: 

http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=116284

4&utm_source=DD&utm_medium=email&nl=1&utm_campaign=22/2/20

17  

 

IR A INICIO 
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COLABORACIONES DOCTRINALES 

 
 

 

RECOPILACIÓN DE RECIENTE DOCTRINA CASACIONAL (febrero 2017) 

MANUEL DÍAZ DE RÁBAGO 
Sala de lo Social del TSJ del País Vasco 

1.- STS de 12 de noviembre de 2016 (RC 12/2016).- Sr. Salinas 

 

Doctrina: 1) confirma que no hay vulneración del derecho de libertad sindical por el hecho de 

que determinados órganos de un sindicato (en el caso, de Comisiones Obreras) no reconozcan la 

condición de secretario general de una determinada federación por haber sido elegido por un 

cuerpo electoral arbitrariamente formado; 2) no cabe acusar la infracción de preceptos 

estatutarios del sindicato como motivo de casación, dado que no son normas jurídicas 

2.- STS de 16 de noviembre de 2016 (RC 27/2016).- Sr. Salinas 

 

 Doctrina: confirma que los trabajadores, personal jubilado, viudos y familiares del grupo 

ENDESA en las Islas Baleares no tienen derecho a los beneficios sociales de cestas de Navidad, 

regalos de Reyes, viajes de jubilados, colonias de verano, grupos de teatro y actividades 

deportivas, como condición más beneficiosa en términos distintos a los que reconoce el convenio 

colectivo de la empresa, ni a que exista una comisión de beneficios sociales en la que se 

debatan los derechos de esa naturaleza existentes en dicho Grupo 

**3.- STS de 16 de noviembre de 2016 (RC 59/2016).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: revoca la nulidad de la reducción salarial adoptada por Altrad Rodisola SAU ex 

art. 41 ET, iniciada el 13-Jl-15 y sin acuerdo, confirmándola, dado que: 1) no hay vulneración del 

derecho fundamental de huelga por el hecho de que, durante el desarrollo de la huelga 

convocada para evitarla, dos de sus clientes, no integrantes de su mismo grupo de empresa y 

carentes de especial vinculación con ella, hayan encargado los trabajos a otras empresas del 

sector, ya que es una actitud ajena a ella y de la que no se beneficia, lo que entraña una 

diferencia esencial con la doctrina de la Sala en los casos del Grupo Prisa y de Coca-Cola 

(sentencias de 11-Fb-15 y 20-Ab-15, RC 95/2014 y 354/2014 respectivamente); 2) están acreditadas 

las causas económicas alegadas, consistentes en descenso de ventas en los cuatro últimos 

trimestres consecutivos, con pérdidas ordinarias superiores a cuatro millones de euros, en una 

empresa con salarios superiores a la media del sector, respetando la reducción salarial aplicada 

los salarios establecidos en convenio colectivo . 

4.- STS de 17 de noviembre de 2016 (RCUD 3994/2014).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: revoca el porcentaje del 126% sobre la base reguladora de pensión de 

jubilación confirmado por el TSJ, en revisión de cuantía de pensión pedida en noviembre de 2012, 

por quien se había jubilado en mayo de 2004 a los 50 años de edad, con un coeficiente reductor 

de 16 años por discapacidad, al que el INSS le había reconocido desde un primer momento un 

porcentaje del 102%, ya que con independencia de que deba estarse a lo reconocido por éste, 

no tiene derecho a porcentaje superior al 100%, conforme al art. 163.1.2º LGSS ni al incremento 

adicional previsto en el art. 163.2 LGSS, ya que éste solamente se aplica a quienes se jubilan a una 

edad real  superior a 65 años.  

 NOTA: la sentencia recuerda sus precedentes de 27-Mz-13 (RCUD 2379/2012) –nº 26 de mi 

resumen de junio de 2013- y 19-Dc-13 (RCUD 1077/2013) –ésta, citada como contradictoria-, pero 

leyendo la sentencia que comento, no parece que el demandante pidiera el 126% al amparo del 



art. 163.2 LGSS sino del art. 163.1 LGSS, precepto conforme al cual, por lo demás, no le daba 

derecho a más del 100%. 

5.- STS de 18 de noviembre de 2016 (RC 234/2015).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: confirma que no es tiempo de presencia el de los técnicos de mantenimiento de 

aeronaves de Iberia LAE en tiempo de guardia “on call” y, por ello, no es computable a efectos 

del descanso entre jornadas de 12 horas y el límite máximo de 20 horas de tiempo de presencia 

semanal en promedio mensual, regulado en el acuerdo de 14-Mz-13, ya que únicamente exige 

estar localizado y atender la llamada en 0:50 minutos, con una compensación económica 

específica 

6.- STS de 21 de noviembre de 2016 (RC 191/2015).- Sra. Calvo.- Voto particular 

 

 Doctrina: confirma que no constituye modificación sustancial de condiciones de trabajo el 

nuevo sistema de clasificación profesional de sus servicios centrales adoptado unilateralmente 

por Kutxabank SA, en 2015, al estar amparado para hacerlo por el art. 23 del I convenio colectivo 

de dicha entidad (resultante de la fusión del sector financiero de BBK, Kutxa y Caja Vital), 

publicado el 14-Fb-14. 

 NOTA: el voto particular de la Sra. Virolés defiende que era una modificación sustancial de 

condiciones nula por afectar al nivel retributivo y estructura del salario, que debió ampararse en 

el art. 41 ET 

**7.- STS de 22 de noviembre de 2016 (RC 8/2016).- Sra. Calvo 

 

 Doctrina: confirma que si se impugna mediante demanda de conflicto colectivo una 

decisión empresarial que la parte demandante (en el caso, UGT) considera que suprime una 

condición más beneficiosa sin haber seguido el trámite de la modificación sustancial de 

condiciones de trabajo de carácter colectivo del art. 41.4 ET, como en el caso (celebración de 

fiesta infantil para los hijos menores de edad de los empleados de determinados centros de 

trabajo de Nex Continental Holding SLU),  debió interponerse dentro del plazo de veinte días del 

art. 138 LJS, lo que no se hizo, confirmando la apreciación, de oficio, de la caducidad de la 

acción, a lo que no obsta que formalmente se pidiese en la demanda el mero reconocimiento 

de la condición más beneficiosa 

8.- STS de 22 de noviembre de 2016 (RC 20/2016).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma, ex art. 87.1 ET, la nulidad del convenio colectivo de ESC Servicios 

Generales SL publicado en el BOE del 13-Mz-13 y su modificación publicada en el de 14-Ab-14, 

que afecta a 29 centros de trabajo, dado que se negoció por un banco social integrado por tres 

delegados de personal de tres centros de trabajo, cada uno de ellos afiliado a un sindicato (en el 

caso, CCOO, UGT y USO), que afirmaban actuar en nombre de éstos y: 1) no cabe admitir esa 

condición representativa sindical suya, ya que no ha quedado acreditada, sin que tampoco 

estuvieran constituidas sus secciones sindicales en la empresa; 2) tampoco como representantes 

unitarios, por existir otros en varios centros más de trabajo. 

**9.- STS de 22 de noviembre de 2016 (RCUD 566/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: confirma el derecho a pensión de vejez del régimen SOVI, con responsabilidad 

repartida entre el INSS y la cooperativa demandada, por ser computable, a efectos de reunir el 

período de carencia de 1.800 días cotizados, el transcurrido entre el 1 de julio de 1963 (día 

siguiente a aquél en que dejó de cotizar al mismo un socio trabajador de dicha cooperativa) y el 

31 de diciembre de 1966, dado que no constando que optara por pasar a hacerlo a la 

Mutualidad Laboral de Trabajadores Autónomos en ejercicio de la opción prevista en la OM de 

25-Mz-63 (BOE 11-Ab), ha de entenderse, conforme a su art. 4, que eligió continuar cotizando al 

mismo. 

**10.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RCUD 3692/2014).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: reconoce debidamente percibida la prestación no contributiva por hijo a cargo 

en el caso de beneficiario-causante por orfandad absoluta con discapacidad superior al 66% del 

art. 182.2 LGSS1994, aún cuando tenga ingresos anuales superiores al límite establecido en el art. 

182.1.c) de dicha norma (en el caso, por ser funcionario), al ser de aplicación en este singular 

supuesto la regla específica de su art. 182.3, que no exige límite de recursos económicos. 

11.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RCUD 3818/2014).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: reconoce que quien, como la demandante, cumple la edad de 23 años en 

2012, año de la muerte del causante (en el caso, su padre, fallecido el 29 de octubre), tiene 
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derecho a percibir pensión de orfandad por aplicación de la disposición transitoria sexta bis LGSS, 

en su redacción dada por Ley 27/2011. 

 NOTA: recuerda sus precedentes de 18-Sp-14 (RCUD 3217/2013), 4-Mz-15 (RCUD 1382/2014) 

y 22-Jn-15 (RCUD 3147/2014) –recogidas bajo los números 9 de mi resumen de diciembre de 2014, 

28 del de mayo de 2015 y 35 del correspondiente a octubre de 2015-. 

**12.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RCUD 3842/2014).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que para fijar la responsabilidad subsidiaria del Fondo de Garantía 

Salarial en el pago de la parte de la indemnización por despido colectivo a cargo del empresario 

declarado insolvente vigente ya el RDL 20/2012, de 13-Jl, que limita el salario módulo al doble del 

salario mínimo interprofesional, ha de descontarse la totalidad de lo abonado por dicho 

Organismo en concepto de responsabilidad directa suya y sujeto el salario módulo, entonces, al 

límite del triple del salario mínimo interprofesional que regía a la fecha del despido (y no 

solamente el importe de esa responsabilidad directa calculado sobre un salario módulo limitado 

al doble de dicho salario mínimo), dado que el límite del art. 33.2 ET opera para la suma de 

ambas responsabilidades.  

 NOTA: la sentencia menciona, como precedente, la STS de 18-Nv-05 (RCUD 3472/2004), 

aunque en ese caso, en realidad, no se planteaba esa cuestión sino únicamente si procedía 

deducir o no, a efectos de la responsabilidad subsidiaria, todo lo abonado como responsabilidad 

directa del FOGASA. 

13.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RCUD 795/2015).- Sr. Souto 

 

 Doctrina: reconoce que no es un supuesto de sucesión de empresa del art. 44 ET, en su 

vertiente de sucesión de plantillas, y, por ello, absuelve de toda responsabilidad en el despido del 

trabajador demandante a la contratista entrante del servicio de construcción de obras y 

mantenimiento de las instalaciones de Iberdrola SA en la provincia de Guadalajara, dado que no 

hay transmisión de los medios patrimoniales con los que realiza esa labor (maquinaria propia, aún 

cuando el material, postes y transformadores los proporciona Iberdrola) y tampoco hay deber de 

subrogación impuesto por el convenio de aplicación (el de la industria siderometalúrgica de 

Guadalajara) o exigido por Iberdrola. 

**14.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RCUD 815/2015).- Sala General.- Sr. De Castro.- Voto 

particular 

 

 Doctrina: absuelve a Poliseda SL (empresario del trabajador demandante) y a Henares de 

Desarrollos Integrales SL (garante del acuerdo de prejubilación alcanzado el 12-Jl-05 en el ERE de 

Poliseda SL 106/05 que afectó a dicho trabajador), dado que, conforme a lo acordado, se 

formalizó un seguro para hacer frente al pago de las rentas complementarias de las prestaciones 

públicas a percibir por los prejubilados y se abonó la prima, lo que implica el desplazamiento de 

la responsabilidad empresarial a la aseguradora (en el caso, Apra Leven SA, belga, en situación 

de quiebra, cuya condena se mantiene), conforme al art. 8.6 y disposición adicional primera del 

R. Decreto legislativo 1/2002, de 29-Nv, y el art. 1206 CC, siendo irrelevante que en el acuerdo no 

se hiciera esa previsión específica ni que el complemento de prestaciones lo fuese en sustitución 

de la indemnización legal derivada de la extinción del contrato de trabajo. 

 NOTA: el voto particular de la Sra. Segoviano, al que se adhieren tres magistrados más, 

mantuvo que el RCUD debió desestimarse por falta de contradicción. 

El criterio citado se reitera en otras cuatro sentencias de Sala General, de 12, 15, 19 y 21-Dc-16 

(RCUD 1514/2015, 3674/2014, 965/2015 y 616/2015), deliberadas en la misma fecha que la que 

ahora comento, pero en las que concurren los siguientes elementos diferenciales: 1) en las cuatro, 

el acuerdo de prejubilación se alcanzó en enero de 2008, en el marco de otro ERE posterior, 

aunque con contenido esencialmente análogo; 2) en la primera, se desestima el RCUD de uno de 

los demandantes, que pretendía la condena de las dos empresas junto a la no cuestionada de la 

aseguradora, pero se las absuelve de la condena de ambas que sí había mantenido el TSJ en el 

caso del otro demandante, estimando el RCUD de la garante y beneficiándose de ello Poliseda 

SL, cuyo RCUD fue inadmitido por falta de legitimación (no había recurrido en suplicación su 

condena), con voto particular de los mismos cuatro magistrados por discrepar únicamente de 

que exista contradicción en el RCUD de la garante; 3) en la segunda y en la cuarta (sin votos 

particulares), se desestiman los RCUD del trabajador demandante que pretendían extender a 

ambas empresas la condena dispuesta para la aseguradora; 4) en la tercera (sin voto particular), 

se estiman los RCUD interpuestos por ambas empresas. Una nueva sentencia, de 3-En-17 (RCUD 

1849/2015), que ya no es de Sala General, es similar a la última citada. 



15.- STS de 23 de noviembre de 2016 (RC 94/2016).- Sala General.- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: confirma que no es nulo por fraude de ley ni por insuficiencia de la documental 

aportada el despido colectivo de 142 trabajadores de Tourline Express Mensajería SLU por causas 

económicas, productivas y organizativas, iniciado el 6-Jl-15 y sin acuerdo, dado que: 1) no es 

preciso aportar la contabilidad intragrupo de los arts. 18 y 19 del Reglamento del Impuesto de 

Sociedades si, como en el caso, no han sido demandadas más empresas que dicha sociedad ni 

se pretende la condena solidaria de aquélla por concurrir grupo laboral; 2) tampoco es preciso 

que se especifique el número de despedidos por cada tipo de causa; 3) las previas 

contrataciones temporales no son reveladoras de fraude de ley, ya que en su mayor parte 

obedecen a necesidades puntuales de la empresa. 

16.- STS de 29 de noviembre de 2016 (RCUD 676/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: reconoce que el trabajador de Iberia LAE SA que ha adquirido la condición de 

fijo tiene acción para pretender la declaración de que se le computen, a efectos de antigüedad, 

los servicios previamente prestados bajo contratos temporales (en el caso, doce, bien de obra o 

servicio determinado, bien por circunstancias de la producción), dado que Iberia se lo niega y 

tiene un interés legítimo para ello por repercutir en determinados derechos derivados de la 

relación laboral (indemnización por extinción del contrato, movilidad geográfica, excedencia, 

etc), por lo que resulta mal apreciada por el TSJ la excepción de falta de acción, dejando sin 

juzgar dicha cuestión, debiendo reponer el curso del litigio al momento previo a dictarse 

sentencia por el TSJ para que resuelva la cuestión de fondo planteada por Iberia en su recurso de 

suplicación. 

 NOTA: sigue el criterio de SSTS de 20-En-15 (RCUD 2230/2013) –nº 72 de mi resumen de 

marzo de 2015- y 7-Jl-16 (RCUD 615/2015) –nº 47 del resumen de octubre de 2016-, aunque en el 

caso de ésta, el TS además de revocar la falta de acción, resolvió el tema de fondo. 

17.- STS de 29 de noviembre de 2016 (RCUD 1880/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que debe excluirse del anexo II de la Orden de 2-My-12 que convoca 

concurso ordinario de empleo público entre trabajadores de la Xunta de Galicia la plaza que 

ocupa la demandante desde antes del 1 de enero de 2005, aunque ésta se reclasificara en 

febrero de 2007, dado que conforme a la disposición transitoria decimocuarta del texto refundido 

de la Ley de la Función Pública de Galicia aprobado por Decreto legislativo 1/2008, de 13-Mz, son 

plazas reservadas para un proceso específico y extraordinario de consolidación de empleo las 

cubiertas desde antes del 1 de enero de 2005. 

18.- STS de 29 de noviembre de 2016 (RCUD 1235/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: revoca la responsabilidad subsidiaria impuesta al INSS y la TGSS en el pago de 

prestaciones de incapacidad temporal derivadas de accidente de trabajo que el empresario del 

trabajador, responsable directo de las mismas por sus prolongados descubiertos de cotización, le 

ha abonado en pago directo y ha procedido, indebidamente (por esa responsabilidad suya), a 

descontar su importe de las cuotas de seguridad social, por lo que la Mutua demandante no ha 

hecho pago alguno de la prestación (sin perjuicio de que pueda exigir al empresario el pago de 

las cuotas descontadas indebidamente) y, por ello, no opera esa responsabilidad subsidiaria. 

 NOTA: menciona sus precedentes de 30-Sp-02 (RCUD 223/2002), 29-Nv-11 (RCUD 372/2011) 

–nº 29 de mi resumen de febrero de 2012- y 16-Fb-12 (RCUD 1895/2011). 

**19.- STS de 30 de noviembre de 2016 (RCUD 825/2015).- Sr. Moralo 

 

 Doctrina: la responsabilidad solidaria del art. 44.3 ET, en su párrafo primero, no limita su 

alcance a las deudas del empresario sucedido sino a sus obligaciones laborales, que incluyen las 

propias del despido y, por ello, confirma la condena solidaria del empresario sucesor a los efectos 

propios del despido disciplinario improcedente (incluida la opción entre readmisión más salarios 

de trámite o indemnización) de un trabajador efectuado por el empresario sucedido antes de la 

transmisión. 

 NOTA: recuerda sus tres sentencias, de Sala General, de 15-Jl-03 (RCUD 3442/2001, 

1878/2002 y 1973/2002) y la de 4-Oc-03 (RCUD 585/2003), pero cabe advertir que en todas ellas la 

responsabilidad solidaria se pronunciaba respecto a las indemnizaciones y, en su caso, salarios de 

tramitación adeudados por el empresario saliente, debido a despidos previos a la transmisión. La 

sentencia que ahora comento no acota esa responsabilidad del sucesor exclusivamente a la 

indemnización ni al pago de salarios de tramitación (en su totalidad o los previos a la transmisión) 

y es la razón por la que destaco su relevancia, que habrá que ver si se confirma con posteriores 

decisiones. 
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20.- STS de 30 de noviembre de 2016 (RCUD 2018/2015).- Sr. Salinas 

 

 Doctrina: reconoce que la base reguladora de la pensión de jubilación contributiva, en el 

caso de trabajador con bases de cotización en fraude de ley ex 162.2 LGSS, debe calcularse con 

las bases de cotización que correspondan con arreglo al salario propio del trabajo efectivamente 

realizado según el convenio colectivo de aplicación, al ser de obligado cumplimiento. 

**21.- STS de 1 de diciembre de 2016 (RCUD 2110/2015).- Sr. López García de la Serrana.- Voto 

particular 

 

 Doctrina: confirma que interrumpe la prescripción la denuncia de impago de horas extras 

cursada a la Inspección de Trabajo desde el momento en que conoce ésta el empresario. 

 NOTA: el voto particular de la Sra. Calvo defiende que no interrumpe por no ser 

reclamación al deudor. 

22.- STS de 1 de diciembre de 2016 (RCUD 2164/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: no concurre el requisito de contradicción si el despido del art. 52.c) ET se declara 

improcedente por realizarse la notificación del mismo a los representantes legales de los 

trabajadores dieciocho días después  del cese efectivo y en la de contraste, que lo declara 

procedente, la demora fue de un día. 

 NOTA: si destaco esta sentencia que formalmente no unifica doctrina es porque, pese a 

ello, parece sugerir que un breve retraso en esa notificación puede no ser relevante para la 

calificación del despido. 

23.- STS de 1 de diciembre de 2016 (RC 267/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: reconoce el derecho de los profesores de religión que imparten docencia en 

centros de educación secundaria dependientes de la Consejería de Educación, Cultura y 

Deporte de la Junta de Andalucía, al devengo y retribución del complemento específico para la 

formación permanente (sexenios) en las condiciones y cuantía que corresponda a los 

funcionarios interinos docentes de la Junta de Andalucía. 

 NOTA: reitera, con algún matiz en la línea argumental, la doctrina de sus sentencias de 9-

Fb-16 (RC 152/2015) –número 25 de mi resumen de abril de 2016- y dos del 21-Ab-16 (RCUD 

3531/2014 y 3533/2014) –números 41 de mi resumen de junio de 2016 y 9 del relativo a julio de ese 

año-. Se reitera en STS de 20-Dc-16 (RCUD 2290/2015) 

**24.- STS de 2 de diciembre de 2016 (RCUD 431/2014).- Sala General.- Sr. Blasco.- Votos 

particulares 

 

 Doctrina: reconoce que estuvo bien apreciada por el Juzgado de lo Social, de oficio, la 

inadecuación del procedimiento ordinario seguido por el trabajador demandante reclamando el 

pago de una diferencia en la indemnización por el despido de que fue objeto ex art. 52.c) ET, 

que sustentaba en la existencia de un previo pacto que le garantizaba una indemnización de 45 

días/año en caso de cualquier despido que no fuese disciplinario procedente, dado que debió 

formularse dicha pretensión demandando por despido contra dicha extinción. 

 NOTA: la sentencia recuerda que es la doctrina tradicional de la Sala, citando cinco 

sentencias suyas, sin que se oponga a la misma la última de ellas, de 26-Ab-16 (RCUD 1360/2014) –

nº 15 de mi resumen de julio de 2016, a cuya nota me remito-. El voto particular de la Sra. Virolés, 

al que se adhieren tres magistrados más, proponía desestimar el RCUD por falta de contradicción 

y, en todo caso, por ser adecuado el procedimiento, al no cuestionarse la calificación del 

despido y siguiendo el precedente de 26-Ab-16. El voto particular del Sr. Sempere proponía 

desestimarlo sólo por razón de fondo, al considerar que no se ejercita acción de despido sino el 

cumplimiento de un pacto indemnizatorio que tiene como presupuesto del mismo el despido. 

25.- STS de 2 de diciembre de 2016 (RCUD 959/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: reconoce que no tiene derecho a la reposición de las prestaciones por 

desempleo consumidas durante dos ERTES suspensivos en 2009 y 2010, aplicados en varios meses 

de esos años, a quien ve extinguido su contrato de trabajo por despido colectivo el 8-Mz-13, 

dado que rige la legislación vigente en esta última fecha, que al ser el art. 16.a) de la Ley 3/2012, 

de 6 de julio,  ex art. 3 del RDL 1/2013, únicamente repone desempleo consumido en 2012. 

 NOTA: sigue el criterio de la STS de 5-Jl-16 (RCUD 1851/2015) –nº 34 de mi resumen de 

octubre de 2016-. 

**26.- STS de 2 de diciembre de 2016 (RC 14/2016).- Sala General.- Sr. Sempere 



 

 Doctrina: reconoce la validez de la denuncia del II convenio colectivo estatal del sector 

de contact center, efectuada por CGT el 28-Oc-14 y que no incluía promoción de la negociación 

de otro, ya que reúne, en tal momento, la legitimación inicial para negociar el convenio, que 

basta para la mera denuncia, sin que sea preciso cumplir entonces con la legitimación plena 

requerida para esa negociación, máxime cuando así lo contempla el art. 6 del propio convenio 

denunciado, en previsión amparada en el art. 85.3.d) ET. 

 NOTA: considera no aplicable la doctrina de la STS de 21-My-97 (RC 3312/1996), que 

queda afectada por el cambio normativo del art. 89.1.1 ET efectuado por RDL 7/2011. La 

sentencia, de gran interés en el campo de la negociación colectiva, se encarga de diferenciar la 

denuncia del convenio con la promoción de la negociación de otro de la misma unidad, que no 

tienen por qué ir de la mano y de ahí las diferentes legitimaciones para ambos actos. 

27.- STS de 5 de diciembre de 2016 (RC 289/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma que el art. 59.b) del cuarto convenio colectivo del grupo Endesa debe 

interpretarse, en razón a criterios hermenéuticos sistemáticos, históricos y teleológicos en 

detrimento del canon de literalidad, en el sentido de entender que las compensaciones por 

traslado previstas en dicho precepto han de calcularse teniendo en cuenta el incremento de 

distancia, entre el centro de trabajo antiguo y el nuevo con respecto al domicilio del trabajador. 

28.- STS de 7 de diciembre de 2016 (RCUD 1599/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: reconoce que es recurrible en suplicación la sentencia que dirime litigio sobre 

modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual al acumularse 

pretensión de tutela de derechos fundamentales, dado lo dispuesto en el art. 178.2 LJS. 

 NOTA: recuerda su precedente de 22-Jn-16 (RCUD 399/2015) –nº 12 de mi resumen de 

octubre de 2016-, aunque aquí ya no se aduce, como razón añadida, que también proceda por 

acumularse pretensión indemnizatoria de daños y perjuicios superior a 3.000 euros. Y el criterio lo 

considera reforzado tras STC 149/2016, de 16-Sp 

29.- STS de 9 de diciembre de 2016 (RCUD 743/2015).- St. Agustí 

 

 Doctrina: confirma la extinción del contrato de trabajo ex art. 50.1.b) ET pedida en 

demanda interpuesta cuando se adeudaban las nóminas de tres mensualidades (básicamente, 

prestaciones de incapacidad temporal) y una paga extra por constituir un incumplimiento con 

gravedad suficiente para ello, sin que obste el pago de esa deuda en la semana siguiente de 

presentarla, dado que esta circunstancia no enerva el éxito de la acción resolutoria del contrato. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 25-Fb-13 (RCUD 380/2012) –nº 7 de mi resumen de mayo 

de 2013-, 25-Mz-14 (RCUD 1268/2013) –nº 18 del resumen de junio de 2014-, 19-En-15 (RCUD 

569/2014) –nº 64 del resumen de marzo de 2015- y 27-En-15 (RCUD 14/2014). 

30.- STS de 12 de diciembre de 2016 (RCUD 3352/2014).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: reconoce que, conforme a lo dispuesto en el art. 38 del Decreto 3158/1966, de 

23 de diciembre, en su redacción dada por el art. 2.2 del RD 296/2009, de 6 de marzo, el 

beneficiario de pensión de orfandad no tiene derecho a acrecerla con el importe de la pensión 

de viudedad no reconocida al progenitor superviviente conocido (en el caso, pareja de hecho 

no “oficializada” del causante) y cuya falta de disfrute no provenga de haberla perdido por 

violencia de género, ya que para causarlo se requiere que la orfandad sea absoluta (salvo en los 

dos supuestos expresamente mencionados en su apartado 2, lo que no es el caso). 

 NOTA: sigue el nuevo criterio, iniciado en SSTS de 29-En-14 -2- (RCUD 1122/2013 y 

3119/2012) –nº 4 de mi resumen de mayo de 2014-, de Sala General, seguido por otras ocho que 

cita, incluida, como última, la de 13-Jl-15 (RCUD 2668/2014) –nº 67 de mi resumen de octubre de 

2015-. 

31.- STS de 13 de diciembre de 2016 (RCUD 3774/2014).- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: reconoce como despido nulo el de trabajadora de la Xunta de Galicia con 

contrato de interinidad por vacante, cesada el 16-My-13 por amortización de su plaza mediante 

modificación de la RPT, junto a otros 178 trabajadores en similar situación, dado que estamos ante 

un despido tácito colectivo, ya que no puede extinguirse válidamente al amparo del art. 49.1.c) 

ET. 

 NOTA: recuerda el cambio de criterio adoptado en STS de 24-Jn-14 (RC 217/2013), de Sala 

General, con cita de otras muchas sentencias en similar sentido y, como última, la de 9-Jn-16 

(RCUD 25/2015) –nº 79 de mi resumen de julio de 2016-. El criterio se reitera en STS de 20-Dc-16 

(RCUD 103/2015), en el caso de catorce trabajadores indefinidos no fijos del Ayuntamiento de 
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Calpe (únicos recurrentes en casación de los cuarenta y demandantes en similar situación). La 

reiteración del criterio me lleva a no volver a recoger sentencias análogas, que no tengan algún 

elemento diferencial relevante. 

32.- STS de 13 de diciembre de 2016 (RCUD 2059/2015).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma la nulidad del despido de un trabajador con sentencia que le 

reconoce como indefinido no fijo de la Xunta de Galicia desde mayo de 2003 por cesión ilegal, y 

es cesado el 20-Fb-14 por haberse adjudicado la plaza de funcionario que ocupaba y en relación 

a lo cual tenía litigio pendiente solicitando se le asignase plaza laboral y su derecho a participar 

en el proceso de consolidación previsto en el convenio colectivo, ya que dicho cese no puede 

ampararse en la causa del art. 49.1.b) ET porque tenía derecho a participar en el proceso de 

consolidación de plazas, conforme a la disposición transitoria décima del V convenio colectivo 

general único del personal laboral de la Xunta, y al no haberse desvirtuado los indicios de que el 

cese obedece a represalia por ese litigio pendiente, lo que vulnera su garantía de indemnidad. 

 NOTA: aunque cita como precedentes suyos las sentencias de 7-Jl-15 (RCUD 2598/2014) y 

9-Jn-16 (RCUD 25/2015), esta última no trata esas cuestiones. 

**33.- STS de 14 de diciembre de 2016 (RC 17/2016).- Sr. Blasco 

 

 Doctrina: confirma: 1) la validez, parcial, del acuerdo alcanzado el 19-My-15 por la 

comisión negociadora del I convenio colectivo de Panrico SAU sobre distribución irregular de 

jornada y disponibilidad horaria por ser un acuerdo propio del art. 34.2 ET (cuyo alcance no se 

limita a lo negociado en la renovación de un convenio de la misma unidad negociadora sino 

también a lo convenido en la negociación del convenio de una nueva unidad de negociación) y 

no un pacto de inaplicación de los diversos convenios de centro de trabajo en ultractividad ni un 

pacto de modificación colectiva de condiciones de trabajo; 2) su validez, al amparo de esa 

misma norma, en cuanto su vigencia pueda sobrepasar la de esos convenios de centro que no 

regulen dicha cuestión; 3) la nulidad de la cláusula que establece su aplicación en sustitución de 

la regulación de esas materias contenida en dichos convenios de centro, dado que la naturaleza 

del acuerdo es extraestatutaria, al no haberse depositado ni publicado, por lo que no puede 

afectar a lo regulado en convenios estatutarios aún estando éstos en régimen de ultractividad 

legal o convencional. 

 NOTA: sobre el punto 1) menciona la STS de 31-Mz-10 (RC 77/2009). 

34.- STS de 15 de diciembre de 2016 (RC 287/2015).- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma que no vulneran los derechos fundamentales al honor, a la propia 

imagen y a la libertad sindical de UGT el contenido de los panfletos repartidos por el sindicato 

FASGA a las puertas de un centro de El Corte Inglés en el marco de la campaña de elecciones 

sindicales en ese centro, estando amparado por sus libertades de expresión e información. 

**35.- STS de 15 de diciembre de 2016 (RC 264/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: 1) la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, no se aplica directa ni 

supletoriamente a los arbitrajes laborales, dada la expresa exclusión de su art. 1.4; 2) confirma el 

laudo arbitral dictado el 23-Mz-15, en el marco de la impugnación por la autoridad laboral del I 

convenio colectivo estatal del sector agroalimentario, declarando que las siete asociaciones 

empresariales que lo han negociado no han acreditado su legitimación para negociarlo, 

teniendo ésta la CEOE y la CEPYME, dado que: a) la inclusión del árbitro designado en el elenco 

del SIMA no comporta parcialidad en orden a decidir qué patronales poseen legitimación 

negocial; b) el laudo no se extralimita cuando aprecia que las patronales firmantes del convenio 

no acreditan válidamente su implantación y añade las consecuencias previstas en el art. 87.3.c) 

ET (legitimación de las más representativas); c) no se transforma en arbitraje de equidad 

(prohibido en el compromiso arbitral) que valore las acreditaciones de representatividad 

aportadas al procedimiento y extraiga sus consecuencias legales; d) la jurisprudencia sobre 

presunción de la representatividad empresarial ya reconocida opera respecto de la renovación 

del mismo convenio (y no en otros ámbitos), siendo compatible con la acreditación de lo 

contrario; e) la representatividad institucional reconocidas por las Leyes 10/2009 y 12/2004 a 

ciertas organizaciones agrarias no es trasladable a la negociación de convenios colectivos. 

36.- STS de 15 de diciembre de 2016 (RCUD 4177/2015).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: confirma la nulidad del acuerdo de modificación sustancial de condiciones de 

trabajo de carácter colectivo alcanzado en Ombuds, Cia. de Seguridad SA el 16-Jn-14 con sus 



propios representantes de los trabajadores al mes de asumir a los trabajadores de la contratista 

saliente de un determinado servicio de seguridad, cuyo objeto es modificar determinadas 

condiciones laborales de los trabajadores de ese servicio subrogados, cuyos representantes no 

intervinieron en esa negociación. 

 NOTA: recuerda sus sentencias de 14-My-14 -2- (RCUD 2232/2013 y 2143/2013) –recogidas 

en el nº 58 de mi resumen de julio de 2014- y 11-Fb-15 (RCUD 2613/2013) –nº 47 del resumen de 

abril de 2015-, aunque éstas se referían a un acuerdo anterior en la misma empresa, en relación a 

otro proceso de cambio de contratista en junio de 2012, que considera sustancialmente similar. Se 

reitera en dos sentencias de 21-Dc-16 (RCUD 3245/2015 y 4010/2015). 

37.- STS de 16 de diciembre de 2016 (RC 65/2016).- Sala General.- Sr. Agustí 

 

 Doctrina: confirma el ajuste a derecho del despido colectivo de 176 trabajadores del 

Ayuntamiento de Estepona, iniciado el 7-Jn-12 y sin acuerdo, dado que: 1) no cabe anular 

actuaciones porque se haya admitido contrainforme pericial por la parte demandada, tras 

haberse anulado actuaciones por no haberse admitido informe pericial a la parte demandante; 

2) no se han vulnerado el deber de negociar de buena fe ni el de enterga de la documentación 

exigible; 3) concurre insuficiencia presupuestaria persistente y sobrevenida; 4) no es preciso que el 

despido colectivo se realice a través de la RPT ni lo invalida que en el Ayuntamiento no exista 

ésta; 5) no vicia el despido el carácter defectuoso del plan de recolocación; 6) no ha vulnerado 

el principio de igualdad y no discriminación. 

38.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RCUD 3522/2014).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: 1) aprecia la existencia de contradicción en base a los documentos aportados 

al amparo del art. 233 LJS y admitidos por ser posteriores y relevantes (sentencia firme que 

declara indebida el alta médica y resolución del INSS reconociendo al trabajador en 

incapacidad permanente total, en juicio por despido disciplinario debido a ausencias 

injustificadas al trabajo tras el alta médica); 2) dado que el Tribunal Supremo no puede revisar 

hechos probados en trámites de un RCUD, repone el curso del litigio al momento de dictar 

sentencia el Juzgado de lo Social, a fin de que dicte otra que valore los documentos referidos. 

 NOTA: reitera el criterio de su sentencia de 9 de mayo de 2011 (RCUD 2408/2008) –numero 

23 de mi resumen de julio de 2011-. 

**39.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RC 217/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: 1) confirma, con la salvedad del punto 2, la obligación de Air Europa LA SAU de 

aplicar íntegra (y no selectivamente), hasta la firma del IV convenio colectivo de dicha empresa 

para sus tripulantes técnicos de vuelo, el III convenio colectivo, tras haber perdido su vigencia 

ultractiva el 8-Jl-13, con carácter contractual, sin que sea lícito que la empresa seleccione las 

materias del mismo cuya aplicación se mantiene; 2) revoca, sin embargo, que subsista la 

aplicación de sus anexos IV (representación de los tripulantes técnicos) y XII (reconocimiento a la 

representación sindical), dado que sobre esos extremos hubo notificación escrita de su 

inaplicación a los representantes de los trabajadores y, por ello, opera el plazo de caducidad del 

art. 138.1 LJS, que ha transcurrido, estimando así la excepción de caducidad de la acción 

planteada, pero sólo con ese concreto alcance; 3) confirma que no era preciso haber 

codemandado al sindicato UPPA, ya que no participó en la negociación de esos dos convenio, ni 

de sus anexos. 

40.- STS de 20 de diciembre de 2016 (RCUD 3194/2015).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: reconoce que, pese al art. 115.3 LJS, cabe recurso de suplicación, tanto por el 

motivo del art. 193.a) LJS como por los restantes vinculados a lesión de derecho fundamental, 

contra la sentencia que dirime impugnación de sanción por falta grave, a la que se acumula 

pretensión de tutela de derechos fundamentales, dado lo dispuesto en el art. 191.3.d) y f) LJS. 

41.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 142/2015).- Sala General.- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: revoca la nulidad del despido de un trabajador afectado por el despido 

colectivo por causas económicas, con acuerdo, en Dédalo Heliocolor SA, desestimando su 

demanda, ya que consta la falta de liquidez, a la fecha del despido (que es la relevante a estos 

efectos), para abonar las indemnizaciones derivadas del mismo (que se mencionaba en la carta 

de despido), sin que pueda deducirse lo contrario de que, declarado improcedente en instancia 

por insuficiente explicación de esa falta de liquidez en la carta, se declare nulo por el TSJ por falta 

de liquidez que éste deduce, indebidamente, de que consignó la indemnización objeto de 

condena. 

42.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 3508/2015).- Sr. Blasco 
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 Doctrina: reconoce que la carta de despido a los trabajadores afectados por un despido 

colectivo (en el caso, el de Congelados y Derivados SA, sin acuerdo), ex art. 53.1.a) ET por 

remisión del art. 51.4 ET, no tiene por qué explicar la forma de aplicar los criterios de selección 

entregados individualmente al inicio del período de consultas y adoptado con relación 

nominativa de afectados, dado que la carta de despido, en estos casos, sólo tiene que 

comunicar las causas que determinan el despido en términos que le permitan defenderse.  

 NOTA: recuerda sus precedentes de 24-Nv-15 (RCUD 1681/2014), 15 y 8 –Mz-16 (RCUD 

2507/2014 y 3788/2014) –las dos primeras, de Sala General (nº 12 de mi resumen de marzo de 2016 

y 34 del correspondiente a mayo de ese año)-. Se reitera en otra sentencia de la misma fecha 

(RCUD 3181/2015). 

**43.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 2433/2015).- Sr. Luelmo 

 

 Doctrina: confirma que la compensación de prestaciones por desempleo como cauce 

para que el trabajador reintegre la anteriormente revocada, con la nueva prestación por 

desempleo causada está sujeta al límite de las pensiones mínimas no contributivas. 

 NOTA: sigue el criterio de su sentencia de 11-My-06 (RCUD 1236/2005), que aún sin ser de 

Sala General, modificó el criterio previo de la Sala y es la razón por la que ahora, al reiterarlo, la 

destaco. 

44.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 2255/2015).- Sr. López García de la Serrana 

 

 Doctrina: reconoce que no tiene derecho a la prestación por familiares del art. 176.2 

LGSS1994 por no ser divorciada a la muerte del causante, la hija de éste que, junto a su esposo 

convivían con él en tal momento, aunque hubiera presentado demanda de divorcio un mes 

antes del fallecimiento y firmasen el convenio regulador cuatro meses después. 

45.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 3373/2015).- Sr. Gilolmo 

 

 Doctrina: reconoce que, conforme al art. 43.1 LGSS1994, el pago del recargo en las 

prestaciones económicas derivadas del accidente se inicia desde tres meses antes al de iniciarse 

el expediente administrativo de recargo a instancias de la Inspección de Trabajo o el de petición 

del mismo al INSS por el beneficiario, sin que proceda su pago respecto al período anterior de 

devengo de las mismas. 

 NOTA: recuerda sus cinco precedentes de 13, 15, 16, 20 y 27-Sp-16 (RCUD 3770/2015, 

3272/2015, 1411/2015, 3346/2015 y 1671/2015) –recogidas bajo el nº 14 de mi resumen de 

noviembre de 2014-. En este caso, se fija en tres meses antes del escrito de iniciación de la 

Inspección (y no tres meses antes de la resolución del INSS que impuso el recargo). Se reitera en 

otra sentencia de la misma fecha (RCUD 4225/2015), que lo fija en tres meses antes a la fecha de 

inicio del expediente por el trabajador afectado. 

46.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RC 131/2016).- Sala General.- Sra. Virolés 

 

 Doctrina: confirma que no se ajusta a derecho el despido colectivo de 67 trabajadores de 

Seguridad Integral Canaria SA, iniciado el 8 de mayo de 2015 y sin acuerdo, dado que: 1) no es 

nulo porque no se aprecia falta de la documentación exigible al haberse entregado la 

legalmente requerida y la pedida salvo el informe de prevención de riesgos laborales o el 

demostrativo de las sanciones impuestas por el cliente Metro de Madrid por descubiertos en 

alguna estación, cuya ausencia no vicia el proceso negociador, en el que tampoco cabe atribuir 

a la empresa mala fe por no aceptar determinadas posiciones; 2) no se ajusta a derecho por no 

ser las medidas extintivas adecuadas, razonables ni proporcionales teniendo en cuenta que se 

invoca como causa la deficitaria situación atravesada en los servicios de vigilancia del Metro y, 

sin embargo, no prestan servicios en éste 58 de los 67 despedidos, los 9 despedidos de ese servicio 

realizaban habitualmente horas extras y en ese servicio, además, entre el 1-Nv-14 y el 17-Sp-15 se 

han realizado 104 contrataciones. 

47.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 1868/2015).- Sra. Segoviano 

 

 Doctrina: confirma: 1) que no ha prescrito la acción de la autoridad laboral para que se 

califique el carácter laboral o no de la prestación de servicios de alterne, con carácter prejudicial 

para la sanción administrativa por falta de alta en seguridad social, ya que no rige el plazo de un 

año del art. 59 ET sino el de cuatro años del art. 21.1.c) de la LGSS; 2) el carácter laboral de la 

relación por falta de contradicción, dado que en la sentencia de contraste existe un elemento 

diferencial relevante para negar esa naturaleza como es que se ejercía la prostitución. 



 NOTA: el criterio se reitera en otra sentencia de la misma fecha (RCUD 1778/2015). 

48.- STS de 21 de diciembre de 2016 (RCUD 706/2015).- Sr. De Castro 

 

 Doctrina: confirma que el trabajador del ente público Madrid, Infraestructuras del 

Transporte (MINTRA) que se integra en la plantilla de la Consejería de Transportes e Infraestructuras 

de la Comunidad de Madrid con ocasión de la extinción de aquél por Ley de la CAM 4/2011, de 

28 de julio, no tiene derecho a seguir cobrando, tras la integración, el plus de actividad que vino 

cobrando durante un tiempo no determinado, aún sin reunir los requisitos establecidos para ello 

en el convenio colectivo aplicable en dicho ente, por no constituir esta circunstancia una 

condición más beneficiosa y, en todo caso, porque la disposición adicional cuarta de la Ley de la 

CAM, de 23-Dc, dispone que en ese tipo de integración, el trabajador sólo cobrará el salario de 

aplicación en la Comunidad de Madrid, con independencia del que percibía. 

 NOTA: sigue su precedente, de 5-Jl-16 (RCUD 3841/2014) –nº 36 de mi resumen de octubre 

de 2016-. 

**49.- STS de 22 de diciembre de 2016 (RC 10/2016).- Sala General.- Sra. Arastey.- Voto particular 

 

 Doctrina: confirma el auto del TSJ que, a la presentación de la demanda, declara su falta 

de competencia para enjuiciar demanda de despido colectivo tácito y tutela del derecho 

fundamental de libertad sindical por la extinción de más de treinta contratos de obra o servicio 

determinado de monitores escolares extinguidos por la Delegación de Educación, Cultura y 

Deporte en Sevilla de la Junta de Andalucía invocándose la finalización del servicio, que los 

representantes de los trabajadores y sindicato demandantes reputan realizados en fraude de ley 

y sin haber terminado dicho servicio, estando impugnados individualmente esos ceses por los 

trabajadores afectados, dado que el cauce procesal adecuado para conocer de esa pretensión 

es el procedimiento por despido individual, del que corresponde conocer a los Juzgados de lo 

Social. 

 NOTA: la sentencia deja claro que no cuestiona que pueda impugnarse por la vía del art. 

124 LJS un despido colectivo tácito, pero sí uno en estas concretas circunstancias. 

 El voto particular de los Sres. De Castro y Sempere, al que se adhieren otros tres 

magistrados, defiende que ese pronunciamiento no puede realizarse a la presentación de la 

demanda, ya que menoscaba el derecho a la tutela judicial efectiva, y resultar contrario a la 

doctrina previa de la Sala (STS de 12-Ab-16, RC 91/2015, -nº 28 de mi resumen de junio de 2016-) 

**50.- STS de 27 de diciembre de 2016 (RCUD 3132/2015).- Sr. Gullón 

 

 Doctrina: reconoce que el coeficiente de parcialidad aplicable para determinar los 

importes mínimo y máximo de la prestación por desempleo causada bajo la vigencia del RDL 

20/2012, de 13 de julio, previsto en el art. 211.3 LGSS, en su redacción dada por el art. 17.4 de ese 

RDL, se determina en función del promedio de  las horas trabajadas en los ciento ochenta días 

últimos que determinan su base reguladora. 

 NOTA: aplica ya el nuevo criterio anticipado en STS de 20-My-15 (RCUD 2382/2014) –nº 70 

de mi resumen de julio de 2015-, fruto de ese cambio legislativo. 

51.- STS de 10 de enero de 2017 (RC 283/2015).- Sra. Arastey 

 

 Doctrina: reconoce que es contraria a derecho, por constituir discriminación por razón de 

sexo encubierta contraria al art. 14 CE, la práctica empresarial (en el caso, de Centro de 

Asistencia Telefónica SA –CATSA-) consistente en computar como ausencias la baja maternal así 

como la baja por riesgo de embarazo a los efectos de días productivos para tener derecho a las 

retribuciones por incentivos, declarando el derecho de los afectados a las diferencias retributivas 

ocasionadas por esa práctica. 

 NOTA: recuerda su sentencia de 27-My-15 (RC 103/2014) –nº 83 de mi resumen de julio de 

2015-. 

52.- STS de 10 de enero de 2017 (RCUD 518/2016).- Sr. Sempere 

 

 Doctrina: confirma que se ajusta a derecho, conforme al art. 26.5 ET y el art. 7 del XVI 

convenio colectivo estatal de empresas de consultoría y estudios de mercado, que una empresa 

sujeta al mismo (en el caso, Atos Spain SA) reduzca el importe del denominado “complemento 

personal convenido” que venía abonando, en igual cuantía con que les incrementa el 

complemento de promoción profesional y antigüedad por aplicación de lo previsto en el art. 25 

de ese convenio, pese a que la naturaleza del complemento absorbido no sea homogénea con 

la del complemento absorbente, ya que la absorción y compensación también cabe entre 

conceptos heterogéneos cuando, como es el caso, el propio convenio generador del 

complemento salarial “absorbente” permite la absorción sin ese límite (en el caso, “con las 
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mejoras de cualquier tipo que vinieran anteriormente satisfaciendo”) y el complemento 

absorbido estaba reconocido expresamente como absorbible, en conclusión a la que tampoco 

se opone el art. 8 del referido convenio que impone el respeto de los derechos adquiridos.  

 NOTA: reitera el criterio aplicado, en el caso de otras cinco empresas, en SSTS de 3-Jl-13 

(RCUD 279/2011) –nº 3 de mi resumen de noviembre de 2013-, 21-En-14 (RC 99/2013) –nº 25 del 

relativo a abril de 2014, citada de contraste-, 13-Mz-14 (RC 122/2013) –nº 43 de mi resumen de 

marzo de 2014-, 8-My-15 (RCUD 1347/2014) –nº 49 de mi resumen de julio de 2015) y 9-Mz-16 (RC 

138/2015) –nº 9 de mi resumen de junio de 2016-, que vino a rectificar el criterio de signo opuesto 

aplicado en sus sentencias de 12-Ab-12 (RC 132/2010) y 20-Jl-12 (RC 43/2011) –recogidas con el nº 

20 del resumen de julio de 2012 y nº 43 del correspondiente a noviembre de 2013-. 

 El criterio se reitera en otras tres sentencias de la misma fecha (RCUD 3199/2015, 4255/2015 

y 327/2016), de otros trabajadores de la misma empresa. 

IR A INICIO 
 

 

RESUMEN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA SOCIAL (ENERO 2017) 
CARLOS HUGO PRECIADO DOMÈNECH 

Magistrado especialista TSJ Cataluña 

I.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

COMPETENCIAS SOBRE ORDENACIÓN GENERAL DE LA ECONOMÍA Y FUNCIÓN PÚBLICA 

STC 193/2016, de 16 de noviembre 

Procedimiento: conflicto positivo de competencia 
Ponente: Ricardo Enri ́quez Sancho  

Resumen: competencias sobre ordenación general de la economía y educación. Convocatoria 

de plaza de profesores por la Junta de Andalucía que supera en 1.097 plazas la tasa de 

reposición de efectivos fijada por el Real Decreto Ley 20/11 

 No es conforme con el orden constitucional de competencias la Orden de 13 de febrero de 
2012, de la Consejeri ́a de Educación de la Junta de Andaluci ́a, por la que se convocan 

procedimientos selectivos para el ingreso en los cuerpos de profesores de ensen ̃anza secundaria, 

profesores técnicos de formación profesional, profesores de escuelas oficiales de idiomas, 

profesores de música y artes escénicas y profesores de artes pla ́sticas y diseño y acceso a los 

cuerpos de profesores de ensen ̃anza secundaria y profesores de artes Pla ́sticas y diseño (Orden 

2012).  
La limitación de la oferta de empleo público de nuevo ingreso ‘‘a los sectores, funciones y 

categorías profesionales que se consideren absolutamente prioritarios’’ y, sobre todo, al 25 por 

100, como máximo, de la tasa de reposicio ́n de efectivos constituye ‘‘una medida que tiene 

relación directa con los objetivos de poli ́tica económica’’ (SSTC 171/1996, de 30 de octubre, FFJJ 

2 y 3; 62/2001, de 1 de marzo, FJ 4; y 24/2002, de 31 de enero, FJ 5)  
El  art. 3.1 del Real Decreto-ley 20/2011, decía que, en 2012, no se procederi ́a a la incorporación 

de nuevo personal en el sector pu ́blico (con las únicas excepciones enumeradas en el apartado 

5, en las que se permiti ́a una tasa de reposicio ́n del 10 por 100 y entre las que se inclui ́an los 

cuerpos de funcionarios docentes) solo podría entenderse que la orden impugnada no vulnera 

este precepto si, las 2.389 plazas que la misma convocaba en dicho ejercicio, no superaban este 
límite cuantitativo. Sin embargo, el informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones 

públicas que se acompaña con el escrito de promocio ́n del conflicto, que no ha sido 

cuestionado por la Junta de Andaluci ́a, acredita la superacio ́n de dicho límite en 1.097 plazas 

(no en 2.071 plazas como dice el Abogado del Estado puesto que 974 plazas eran de promocio ́n 

interna). Por tanto, existe la contradiccio ́n efectiva e insalvable entre la norma ba ́sica estatal y la 

norma autonómica impugnada que hemos exigido para declarar la inconstitucionalidad de esta 

última 

STC 194/2016,  de 16 de noviembre 

Procedimiento: Recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: José González-Trevijano Sánchez  

Resumen: competencias sobre ordenación general de la economía y educación: el Estado 

puede fijar tasas de reposición de efectivos por ser competencia suya. 
 Recurso de inconstitucionalidad que se interpone por el Gobierno de la Comunidad Auto ́noma 

del País Vasco contra los arts. 22.3 [«Bases y coordinacio ́n de la planificacio ́n general de la 

actividad económica en materia de gastos de personal al servicio del sector público»] y 23.1.2 



[«Oferta de empleo público u otro instrumento similar de gestio ́n de la provisio ́n de necesidades 

de personal»] y las disposiciones adicionales octoge ́sima primera [«Gestión de las acciones, 

medidas y programas establecidos en la letra h) del arti ́culo 13 de la Ley 56/2003, de 16 de 

diciembre, de empleo»] y octogésima cuarta [«Suspensión de la aplicación de determinados 

preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promocio ́n de la autonomi ́a personal y 

atención a las personas en  situacio ́n de dependencia»] de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, 

de presupuestos generales del Estado para el an ̃o 2013.  

La limitación de la oferta de empleo pu ́blico a través de la técnica del tope máximo porcentual, 

así como la utilizacio ́n de criterios genéricos como el carácter absolutamente prioritario de los 

sectores, funciones y categorías en que debe concentrarse no predeterminan un resultado 

singular». En este caso se emplea también el criterio del carácter prioritario, indicándose  además 

expresamente los sectores afectados. Por tanto, la norma resulta compatible con las 
competencias de autoorganizacio ́n que tiene asumidas la Comunidad Auto ́noma del País Vasco 

en el art. 10.2 EAP. De esta forma la Comunidad Auto ́noma, en el marco diseñado por la norma 

básica, dispone de margen de actuacio ́n para decidir, dentro de los sectores definidos, la 

aplicación de la tasa de reposicio ́n prevista en la ley estatal 

COMPETENCIAS SOBRE  SANIDAD 

STC 210/2016, de 15 de diciembre 

Procedimiento: recurso de inconstitucionalidad 

Ponente: Ricardo Enríquez Sancho 
Resumen: competencias sobre sanidad: recurso de inconstitucionalidad contra el arti ́culo único 

del Decreto-ley 3/2011, de 13 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes sobre 
prestación farmacéutica del sistema sanitario pu ́blico de Andaluci ́a, en cuya virtud  se aprueba 

la selección por el Servicio Andaluz de Salud, mediante convocatoria pu ́blica, y de entre los 

medicamentos y/o productos sanitarios comercializados con precio autorizado igual o inferior al 
precio menor correspondiente establecido por el Sistema Nacional de Salud, de aquel que sera ́ 

dispensado por las oficinas de farmacia en el marco de la prestacio ́n farmacéutica del sistema 

sanitario público de Andaluci ́a cuando se les presente una receta médica u orden de 

dispensación en las que el medicamento o producto sanitario se identifique exclusivamente por 

la denominación oficial de sus principios activos o por su denominacio ́n genérica.  

No se vulneran las competencias del Estado en materia de sanidad, igualdad, farmacia y 
Seguridad social, entre otras razones  , porque el destinatario de la prestacio ́n farmacéutica va a 

recibir en todo caso el medicamento de precio ma ́s bajo, tal y como prevé la norma estatal, la 

única diferencia es que en Andaluci ́a la selección del precio más bajo la hace el Servicio 

Andaluz de Salud y en el resto del Estado la hace el farmace ́utico, sin que ello suponga perjuicio 

alguno para el destinatario, por lo que no establece diferencias en las condiciones de acceso a 
los medicamentos financiados por el Sistema Nacional de Salud, cata ́logo y precios.  

A nivel estatal no existe regla especi ́fica en materia de dispensacio ́n de productos sanitarios. No 

hay una norma básica que condicione o limite las medidas que en materia de dispensacio ́n de 

productos sanitarios pueden adoptar las Comunidades Auto ́nomas y, en consecuencia, no 

podemos entender que la norma andaluza al aprobar una medida como la descrita, que tiende 

a racionalizar el gasto en materia de productos sanitarios al seleccionar el producto sanitario que 
debe ser dispensado por la oficina de farmacia cuando se prescriba por denominacio ́n 

genérica, haya producido diferencias en las condiciones de acceso a los productos sanitarios 

financiados por el Sistema Nacional de Salud, ni en el cata ́logo ni en los precios 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

STC 215/2016, de 15 de diciembre  

Procedimiento: recurso de inconstitucionalidad 
Ponente: Pedro González-Trevijano Sánchez  

Resumen: Tribunal constitucional: constitucionalidad de la Ley Orga ́nica 15/2015, de 16 de 

octubre, de reforma de la Ley Orga ́nica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, 

para la ejecución de las resoluciones del Tribunal Constitucional como garanti ́a del Estado de 

Derecho  

Se desestima por el TC la existencia de los siguientes vicios de inconstitucionalidad, respecto de 

cada uno de los preceptos impugnados:  

Cuestiones generales: «[e]l Tribunal Constitucional ha sido configurado en el texto constitucional 
como un verdadero órgano jurisdiccional que tiene conferido en exclusiva el ejercicio de la 

jurisdicción constitucional, de modo que, en cuanto cualidad inherente a la función de 

administrar justicia, también de la justicia constitucional, ha de postularse del Tribunal la titularidad 

de una de las potestades en que el ejercicio de la jurisdiccio ́n consiste, cual es la de la ejecucio ́n 

de sus resoluciones, pues quien juzga ha de tener la potestad de obligar al cumplimiento de sus 
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decisiones». Conclui ́amos este razonamiento con la consideracio ́n de que «[s]i ello no fuera asi ́, el 

Tribunal, único en su orden, careceri ́a de una de las notas esenciales del ejercicio de la función 

jurisdiccional y con ello de la potestad necesaria para garantizar la supremaci ́a de la 

Constitución (art. 9.1 CE), en tanto que supremo inte ́rprete y garante de la misma (art. 1.1 LOTC)» 

(FJ 9) 
La forma o el modo en que pueda articularse la ejecución de las resoluciones del Tribunal 

Constitucional, asi ́ como las medidas o instrumentos puestos a su disposicio ́n para garantizar el 

cumplimiento y efectividad de aquellas resoluciones son cuestiones que «el constituyente ha 
dejado a disposición del legislador orgánico del Tribunal Constitucional ex art. 165 CE». De modo 

que «la regulacio ́n de la ejecución de sus resoluciones es materia que encuentra cobertura en la 

reserva de ley orgánica del art. 165 CE» (ibídem).  

-Sobre las multas coercitivas:  art. único, apartado Tres, en la nueva redaccio ́n que da al art. 92.4 

a), b) y c) y 92.5 de la LOTC que faculta al Tribunal para imponer multas coercitivas, no vulnera los 
arts. 9.3, 25 y 165 CE, al no establecer para ́metro alguno de gradación de las multas ni de los 

plazos para reiterarlas. Una cosa (...) «es que las sanciones tengan, entre otras, una finalidad 

disuasoria, y otra bien distinta que toda medida con una finalidad disuasoria de determinados 
comportamientos sea una sancio ́n... pues resulta claro que la funcio ́n disuasoria de una figura 

jurídica no determina sin más su naturaleza sancionadora» (STC 164/1995, FJ 4; en el mismo 

sentido STC 276/2000, FJ 4). En el caso de estas multas, no se trata de una medida sancionadora 
en sentido propio, pues no se impone con una finalidad represiva o retributiva por la realizacio ́n 

de una conducta antijuri ́dica, sino como coercio ́n o estímulo para el cumplimiento de un deber 

jurídico o, lo que es lo mismo, como disuasio ́n para su incumplimiento.  

 
-Sobre la suspension de funciones:  Art.92.4b) LOTC que contempla  la medida de suspensio ́n en 

sus funciones de autoridades o empleados pu ́blicos no  resulta contraria a los arts. 25 y 161.1 CE, 

por no satisfacer las exigencias del principio de legalidad penal y exceder del a ́mbito de la 

jurisdicción constitucional. No tiene naturaleza sancionadora o punitiva porque por ma ́s que la 

medida de suspensio ́n controvertida tenga una consecuencia gravosa para la autoridad o 

empleado público al que se le imponga durante el tiempo preciso para asegurar la observancia 

de los pronunciamientos del Tribunal, no responde a una finalidad propiamente represiva, 
retributiva o de castigo, caracteri ́sticas de las medidas punitivas, sino a la finalidad de garantizar 

la efectividad y cumplimiento de las resoluciones del Tribunal Constitucional, al que todos los 
poderes públicos y ciudadanos están obligados.  

-Ejecución sustitutoria por el Gobierno: El art. 92.4 c) LOTC, que preve ́ que el Tribunal pueda 

requerir la colaboración del Gobierno de la Nacio ́n para la ejecucio ́n sustitutoria de sus 

resoluciones, no infringe los arts. 137, 153, 161 y 165 CE, al posibilitar el ejercicio de potestades que 
corresponden constitucionalmente a otros o ́rganos. No se infringe la imparcialidad porque no se 

atribuye en exclusiva al Gobierno.  
Es cierto que el art. 92.4 c) LOTC u ́nicamente preve ́ de manera expresa la posibilidad de requerir 

la colaboración del Gobierno de la Nacio ́n, circunstancia a la que el recurrente anuda la 

infracción de los principios de imparcialidad judicial e igual procesal.  

Sin embargo, el precepto no impide que el Tribunal pueda requerir la colaboracio ́n de otros 

órganos o administraciones pu ́blicas en los supuestos en que opte por la ejecucio ́n sustitutoria 

como medida de ejecución ante incumplimientos de resoluciones dictadas en el ejercicio de su 

jurisdicción. Y esta posible ampliacio ́n del ámbito de los órganos cuya colaboracio ́n puede 

requerir el Tribunal encuentra cobertura en el art. 92.2 LOTC, que le faculta con carácter general 

para «recabar el auxilio de cualquiera de las administraciones y poderes pu ́blicos para garantizar 

la efectividad de sus resoluciones que lo prestara ́n con carácter preferente y urgente». Una 

interpretación sistemática de los dos apartados ahora concernidos del art. 92 LOTC permite 

sostener que la expresa mencio ́n al Gobierno de la Nacio ́n en el art. 92.4 c) LOTC no resulta 

necesariamente excluyente de la posibilidad de que el Tribunal Constitucional pueda requerir, si 
lo considera preciso, la colaboracio ́n de otros poderes o administraciones pu ́blicas en los 

supuestos de ejecución sustitutoria de sus resoluciones.  

-Medidas asegurativas de la suspension de disposiciones, actos o actuaciones impugnados: el art. 

92.5 LOTC, que atribuye al Tribunal la facultad de adoptar las medidas necesarias para asegurar 
el debido cumplimiento de las resoluciones que acuerden la suspensio ́n de disposiciones, actos o 

actuaciones impugnados, no contraviene los arts. 161 y 165 CE, por conferirle funciones 
jurisdiccionales que exceden de los li ́mites proscritos por los citados preceptos constitucionales.  

La medida contemplada en el art. 92.5 LOTC encuentra cobertura, por lo tanto, al igual que el 

resto de las medidas impugnadas en este proceso, en el art. 165 CE y su finalidad no es otra, 



también, que la de garantizar el debido y efectivo cumplimiento de las resoluciones del Tribunal, 

al que están obligados todos los ciudadanos y poderes pu ́blicos [STC 185/2016, FJ 17 a), y ATC 

170/2016, FJ 6], estando concernidas en este caso las que acuerdan la suspensio ́n de las 

disposiciones, actos y actuaciones impugnados, dictadas por el Tribunal Constitucional en el 

ejercicio de sus atribuciones jurisdiccionales (AATC 107/2009, de 24 de marzo, FJ 3, y 177/2012, de 

2 de octubre, FJ 2) 
Votos particulares: Adela Asua Batarrita;  Fernando Valde ́s Dal-Ré y Juan Antonio Xiol Ri ́os  

 II. TRIBUNAL SUPREMO 
CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA 

STS 16/11/2016 

( ROJ: STS 5646/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5646 ) 

Sentencia: 952/2016 Recurso: 27/2016 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

Resumen: Condición más beneficiosa: inexistencia. Existe una Comisión de Beneficios Sociales 

nacida de los Convenios Colectivos de empresa que rigen las relaciones entre las partes. Existen 

beneficios sociales cuyo régimen de concesión será el establecido en el seno de dicha Comisión  

y los beneficios sociales responden al contenido determinado en los Convenios Colectivos, 

negándose que la obtención de otros beneficios suponga, por la vía de la condición más 

beneficiosa, su elevación a la categoría de Beneficios Sociales que deban ser gestionados por la 

misma Comisión que asume sus competencias con base en los Convenios Colectivos 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5772/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5772 ) 

Sentencia: 1096/2016 Recurso: 706/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Condición más beneficiosa: inexistencia. indebida percepción de un plus durante un 

periodo de tiempo inconcreto que por obligada aplicación de la   DA Cuarta de la Ley 8/2010 

(CAM) -tras la integración en la DG de Infraestructuras- determinaba retribuir al trabajador con el 

exclusivo salario debido y colectivamente pactado, prescindiendo -en todo caso- del que el 

empleado « viniera percibiendo » hasta entonces y no se correspondiese colectivamente 

pactado, de forma que aquel temporal e improcedente disfrute del complemento no podía ser 

obstáculo para que el nuevo ente público en que se integraron los trabajadores de la extinguida 

«MINTRA» pasase a remunerar a la accionante en la forma -correcta- que prescribía el Convenio 

Colectivo para el personal laboral de la CAM [aplicable igualmente en MINTRA, conforme al 

contrato de trabajo], sin necesidad de aludir como argumento -por innecesario e inaplicable al 

caso- al carácter no consolidable del cuestionado plus de «actividad», ex art. 26.3 ET . 

 no estamos en presencia de una condición más beneficiosa, con el argumento de que la misma 

«no puede confundirse con las situaciones de mera tolerancia o liberalidad empresarial, por muy 

duraderas que éstas se presenten en el tiempo. Para que el beneficio ingrese en el patrimonio 

jurídico del trabajador no basta - más aún, no es necesaria- la persistencia o repetición en su 

disfrute, de modo que es preciso que la ventaja concedida responda inequívocamente a la 

voluntad empresarial de mejorar lo dispuesto en las normas legales y/o convencionales». 

Reitera doctrina: STS 05/07/16 [rcud 3841/14 

CONTRATO EN PRÁCTICAS 
STS 23/11/2016 

( ROJ: STS 5354/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5354 ) 

Sentencia: 993/2016 Recurso: 249/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Contrato en prácticas: interpretación del artículo 27.a.3) del Convenio Colectivo de 

trabajo para las empresas y trabajadores de enfermos y accidentados en ambulancia de 

Cataluña. No se reconoce el derecho de los trabajadores y trabajadoras que prestan servicios 

bajo la modalidad del contrato en prácticas a percibir, durante el primer año de la vigencia del 

contrato, el 75% del salario que establece el convenio para la categoría profesional de que se 

trate y, durante el segundo año, el 85% del salario que establece el convenio para la categoría 

profesional de que se trate, siempre que se trate de contratos a tiempo completo y, en caso de 

contratada, así como el derecho a percibir de sus respectivas empresas los atrasos con efectos 

retroactivos desde el 03-07-2013 y la obligación de las mismas de efectuar las cotizaciones 

complementarias a la SS que resulten, condenando a la demanda a estar y pasar por dichas 

declaraciones a todos los efectos»  

Se confirma la interpretación efectuada en la instancia, de que ante la imposibilidad de efectuar 

una interpretación estrictamente literal del precepto, por cuanto su redacción es ininteligible, 

confusa, contradictoria y manifiestamente incorrecta, los criterios tendentes a la averiguación de 
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la voluntad conjunta de las partes firmantes, atendiendo a las actas de la negociación del 

convenio; e, igualmente, teniendo cuenta los antecedentes convencionales para llegar a la 

conclusión de que las partes han querido incorporar al convenio autonómico la garantía de 

mínimos establecida en el convenio colectivo estatal, para que no pudiere llegar darse el caso 

de que las retribuciones en Cataluña fuesen inferiores al 75% de las retribuciones previstas en el 

convenio estatal el primer año y el 85% el segundo, es decir, introducir en el convenio 

autonómico la misma garantía de mínimos ya prevista en el convenio estatal y que no estaba sin 

embargo contemplada en el convenio autonómico 

CONFLICTO COLECTIVO 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5761/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5761 ) 

Sentencia: 1089/2016 Recurso: 30/2016 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: conflicto colectivo:  se desestima la pretensión de los demandantes  de que se 

declaren nulas o subsidiariamente no ajustadas a derecho las cláusulas del acuerdo de 6 de junio 

de 2013, afectando a todo el colectivo de trabajadores de BMN  o  alternativamente, a los 

empleados de dicha empresa procedentes de la Caja de Baleares/Sa Nostra 

Se trata de un proceso de despido colectivo de 863 trabajadores cuyo período de consultas se 

inició el 29/04/2013 con cinco reuniones, habiéndose debatido las medidas sociales de 

acompañamiento, a las que se opuso Unión Obrera Balear (UOB), que se negó a negociar 

ninguna medida distinta de despidos, suspensiones y reducciones de jornada. El 28/05/13 se llegó 

a un acuerdo sobre el particular (modificación de condiciones de trabajo, movilidad geográfica 

y otras a aplicar en el BMN), que se completó después con un acta de 06/06/2013 de aclaración, 

subsanación y corrección de errores. Tras un procedimiento judicial en que se dictó sentencia de 

la AN de 25/11/2013 declarando la caducidad de la acción de impugnación de despido 

colectivo, que fue atacada en casación por UOB, cuyo recurso fue acogido parcialmente por el 

TS en sentencia de 22/04/2015 ordenándose que se diese el curso que correspondiera a las 

actuaciones en la modalidad procesal de conflicto colectivo, se interpone la nueva demanda 

de ese sindicato (mayoritario en Sa Nostra) y del presidente y secretario del Comité Intercentros 

de la Caixa de Balears/Sa Nostra, que es la que da origen a las presentes actuaciones, en 

solicitud de que se declaren nulas o subsidiariamente no ajustadas a derecho las cláusulas que se 

relacionan (en tres apartados divididos en subapartados) en su suplico, del mencionado acuerdo 

de 6 de junio de 2013 (suscrito por el 85,71% de los integrantes de la comisión negociadora que 

acreditan una representatividad del 86,55% en los comités de empresa y delegados de personal 

de Banco Mare Nostrum (BMN), que son las secciones sindicales de CCOO, UGT, SELG, SECP, SIC y 

ACCAG, según consta en el propio acuerdo) afectando a todo el colectivo de trabajadores de 

BMN o, "alternativamente, a los empleados de dicha empresa procedentes de la Caja de 

Baleares/Sa Nostra". La pretensión anulatoria se redujo a cuatro puntos en el acto del juicio. La 

sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional desestima la demanda y dichos 

actores recurren en casación ordinaria con tres motivos de infracción normativa o jurisprudencial 

en los que se cita y repite la vulneración del art 28.1 de la CE y la doctrina de las SSTS de 5 de 

junio de 2011 y 6 de julio de 2006 , instando en el suplico, en lo que cabe entender, la anulación 

en la medida primera del Acuerdo de la derogación de los acuerdos anteriores y lo referente a 

las suspensiones de contratos en territorios que no fuera posible la aplicación de los límites 

geográficos pactados en relación con los supuestos de movilidad geográfica, así como la 

anulación de la medida cuarta respecto de las excedencias con la misma previsión referente a 

la aplicación de los límites geográficos pactados en relación con los supuestos de movilidad 

geográfica. Impugna Banco Mare Nostrum (BMN), fruto de la "fusión" de varias Cajas de Ahorro, 

entre ellas la balear SA Nostra 

El TS confirma la sentencia de la AN, y desestima el RCUD 

CONVENIO COLECTIVO 
STS 02/12/2016 

( ROJ: STS 5619/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5619 ) 

Sentencia: 1035/2016 Recurso: 14/2016 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Convenio colectivo: legitimación para la denuncia del convenio. Convenio contact 

center. La CGT denuncia el convenio, sin adjuntar al escrito correspondiente una plataforma o 

propuesta sobre "las materias objeto de negociación" para el nuevo convenio 

Denuncia del convenio y su diferencia con la iniciativa para negociar : En el caso del convenio 

colectivo la denuncia confirma que ha transcurrido el tiempo pactado originariamente. No 



comporta, por sí misma, la desaparición del convenio sino que su vigencia "se producirá en los 

términos que se hubiesen establecido en el propio convenio" ( art. 86.3 ET). Se trata de una 

institución relevante para que el legislador pueda conjugar finalidades bien diversas: evitar la 

petrificación de lo pactado tiempo atrás, estimular le renegociación y actualización de 

contenidos, evitar vacíos regulatorios bruscos, aumentar la seguridad jurídica, etc. 

El efecto de la denuncia no depende de lo querido por quien la formula sino que deriva de lo 

previsto en la Ley (el Título III del ET) y el convenio a que se refiere. Quienes firman el convenio 

colectivo (no quienes lo denuncian) son los que tienen a su alcance determinar cuáles son los 

efectos de dicha actuación. La vigencia temporal del convenio denunciado será la querida por 

quienes lo suscribieron, sin que la denuncia pueda alterar esas previsiones originarias. 

B) La denuncia comporta que se desbloquea la unidad de negociación. Por eso la Ley ampara 

la negativa a negociar «cuando no se trate de revisar un convenio ya vencido» ( artículo 89.1.II 

ET). Por el contrario, en tanto se carece de esa manifestación de voluntad advirtiendo de que ha 

llegado a su término (inicial o sucesivo) el convenio se prorroga "de año en año", salvo pacto en 

contrario ( art. 86.2 ET). 

C) Es muy relevante que se identifique de manera correcta la institución de referencia. En 

particular, para advertir que no se confunde con la iniciativa para negociar el convenio. 

Denuncia del convenio e iniciativa para negociar son actos diferenciados: 

El primero es de tipo excluyente (de la prórroga automática), admonitivo (del deseo de que el 

convenio finalice realmente) y posee un régimen específico de formalidades. 

La segunda es de tipo preparatorio (para constituir una comisión negociadora), propositivo (de 

contenidos) y posee su propio régimen específico de formalidades. 

Temporalmente es posible que ambos actos acaezcan de forma separada, incluso distante, o 

que se superpongan. 

Legitimación para denunciar y legitimación para negociar: Para denunciar el convenio colectivo 

no es imprescindible contar con la representatividad plena sino que basta con la inicial; esa 

exigencia sí opera cuando se desea poner en marcha el procedimiento para la renegociación 

del convenio en cuestión. 

Nueva doctrina que rectifica la anterior: Nuestra STS 21 mayo 1997 (rec. 3312/71996) considera 

que quien denuncia un convenio colectivo y promueve su renegociación debe contar con la 

representatividad propia de lo que venimos llamando legitimación plena. Con la actual 

regulación legal (especialmente, tras los cambios habidos en el artículo 89.1 ET) y reglamentaria 

(RD 713/2010, de 28 mayo) entendemos que denuncia y promoción de la nueva negociación del 

convenio colectivo son actos distintos. 

Quien promueve simultáneamente ambos actos debe contar con legitimación plena, tal y como 

la STS de 1997 advierte. Pero la mera denuncia del convenio puede activarse por cualquiera de 

los sujetos con legitimación inicial, siempre controlada por referencia al momento en que se lleva 

a cabo 
STS 22/11/2016 

( ROJ: STS 5625/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5625 ) 

Sentencia: 974/2016 Recurso: 20/2016 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN  

Resumen: Convenio colectivo: nulidad convenio de empresa de 959 trabajadores con 29 centro 

de trabajo a nivel estatal. Falta de legitimación para negociar de los representantes sociales, "por 

haber sido negociado por una omisión negociadora irregularmente constituida por estar 

integrada por solo tres representantes de los trabajadores de tres centros de trabajo cuando el 

ámbito territorial de aplicación que establece es estatal, con inclusión de todos los centros de 

trabajo con los que cuenta la empresa", subrayándose el hecho de que el 13/12/2012 se 

constituyó la comisión negociadora y durante la tarde del mismo día se dan por concluídas las 

negociaciones con la firma del texto del convenio. La sentencia de la Sala de lo Social de la AN 

estima la demanda, al carecer la empresa de secciones sindicales y ostentar los delegados de 

personal que negociaron el convenio únicamente la condición de representantes unitarios de los 

trabajadores adscritos a los tres centros de trabajo por los que fueron elegidos; recurre en 

casación la empresa e impugnan separadamente CCOO y UGT. El Mº Fiscal considera 

improcedente el recurso 
STS 14/12/2016 

( ROJ: STS 5725/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5725 ) 

Sentencia: 1057/2016 Recurso: 17/2016 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Convenios colectivos: modificación parcial del convenio (art.86.3 ET) 

Nos encontramos ante un pacto específico que encaja plenamente en los acuerdos que regula 

el artículo 86.3 ET , dado que tales pactos, que se producen en el marco de la negociación de un 
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convenio, tienen por objeto la modificación anticipada de algún aspecto del régimen 

convencional aplicable; y, para ello, poco importa que se trate de renegociar el mismo convenio 

como que se esté en presencia de una negociación que tiene como objeto, entre otros, el 

cambio en la unidad de negociación que es lo que ocurre en el supuesto que aquí se 

contempla. La previsión del artículo 86.3 ET 

es plenamente aplicable a un supuesto, como el presente, en el que en una empresa 

multicentros en la que se aplican -en función del centro de trabajo- diferentes convenios que han 

sido denunciados y que se encuentran en ultraactividad legal o convencional, está en período 

de negociación de un nuevo convenio de empresa con la pretensión de que sustituya a los 

convenios hasta entonces de aplicación, habiéndose constituido la correspondiente comisión 

negociadora de conformidad con las reglas establecidas en el propio Estatuto de los 

Trabajadores. 

En esas condiciones, el acuerdo negociado por quienes tenían legitimación para hacerlo se 

incardina en la posibilidad de adopción de acuerdos parciales durante la negociación de un 

nuevo convenio que habilita claramente el artículo 86.3 ET y que permite expresamente la 

modificación de algunos aspectos de la regulación convencional que pretende cambiarse y 

que, por mor de la ultraactividad legal o convencional, resultaban de aplicación. 

Consecuentemente, el contenido del pacto impugnado no puede considerarse ni como un 

pacto de inaplicación del convenio; ni como un pacto o acuerdo de modificación sustancial de 

condiciones de trabajo; al contrario, su esencia y naturaleza conecta con la necesaria presencia 

de la negociación de un nuevo convenio colectivo, en cuyo seno, la única legitimación para 

suscribir estos acuerdos reside en la propia comisión negociadora del convenio, que de esta 

forma sustituye parte de los convenios hasta entonces aplicables y anticipa parte de lo que va a 

acabar resultando -si fructifican las negociaciones- un nuevo convenio colectivos 
STS 15/12/2016 

( ROJ: STS 5736/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5736 ) 

Sentencia: 1060/2016 Recurso: 264/2015 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Convenio Colectivo: impugnación del laudo dictado por árbitro designado mediante 

compromiso surgido, a su vez, en el seno de un procedimiento de impugnación de convenio 

colectivo 

- Inaplicación de la Ley 60/03 de arbitraje a los arbitrajes laborales: A) La regulación sobre 

arbitraje contenida en la Ley 60/2003 no es aplicable al arbitraje laboral enjuiciado en este caso. 

Ello en modo alguno comporta que la exigencia de imparcialidad del árbitro desaparezca, que 

la igualdad y defensa de las partes carezcan de virtualidad o que el laudo pueda extralimitarse. 

Esas y otras muchas características inherentes a todo arbitraje (comenzando por el concepto, 

que la propia Ley 60/2003 presupone) estarán presentes pero sin que deriven de una norma que 

expresamente descarta su proyección sobre los asuntos laborales. El recurso de casación, por 

tanto, yerra cuando denuncia la infracción directa de preceptos albergados en esta norma. 

B) La sumisión de los arbitrajes laborales a sus propias reglas, sin que ello excluya la remisión 

voluntaria a determinados preceptos de la Ley 60/2003, o incluso la aplicación analógica de 

algunas previsiones, aparece indirectamente confirmada por la Ley 36/2011, Reguladora de la 

Jurisdicción Social, como apuntan las citadas SSTS 4 abril 2014 (rec. 184/2013 ) y 8 abril 2014 (rec. 

218/2013 ) 

Mientras el artículo 42.1 de la Ley de Arbitraje prescribe que la acción de anulación se 

sustanciará por los cauces del juicio verbal, sin perjuicio de ciertas especialidades que enumera, 

el artículo 65.4 LRJS dispone que la impugnación de laudos se sustancia por los trámites del 

procedimiento ordinario (salvo que exista uno especial, como es el caso de laudos sustitutivos de 

convenios o laudos dictados en materia electoral) y lista los motivos en que puede basarse 

("exceso sobre el arbitraje, haber resuelto aspectos no sometidos a él o que no pudieran ser 

objeto del mismo, vicio esencial de procedimiento o infracción de normas imperativas"). Mientras 

que el artículo 42.3 de la Ley de Arbitraje advierte que " frente a la sentencia que se dicte no 

cabrá recurso alguno ", la LRJS abre el recurso de casación frente a la sentencia de instancia y 

las organizaciones recurrentes lo interponen. 

- Parcialidad del árbitro: inexistencia. los argumentos desplegados al efecto en modo alguno 

vienen a restar imparcialidad a la persona designada por mutuo acuerdo entre las partes y solo 

recusada a la vista de su decisión. En fin, la extralimitación en el contenido del laudo aparece 

denunciada a lo largo de este motivo, pero debe ser examinada de forma separada e 

inmediata. 

-Objeto y alcance del arbitraje: se confirma la SAN, que compara los términos en que fue 



redactado el compromiso arbitral con lo dispuesto en el laudo, integrado con su 

fundamentación jurídica, y llega a la conclusión de que no hay ultra vires . Considera que el 

árbitro designado se limita a proporcionar una respuesta según su criterio jurídico respecto de las 

cuestiones planteadas, razonando que como no existe asociación que en el seno del 

procedimiento arbitral haya acreditado la representatividad suficiente como para participar en 

la negociación colectiva sectorial a nivel estatal, las únicas asociaciones con legitimación inicial 

han de ser las que ostenten la cualidad de más representativas de forma general, ya sea a nivel 

estatal ya a nivel de comunidad autónoma 

-Arbitraje en derecho y no en equidad: El laudo dictado el 23 de marzo de 2015 no se basa en la 

equidad sino en las exigencias legales para constituir la comisión negociadora de los convenios 

colectivos contemplados en el Título III del ET. 

La sentencia recurrida no valida una decisión equitativa, sino la interpretación que del artículo 

87.3 ET 

-Presunción de rerpresentatividad por reconocimiento recíproco: inexistente. la doctrina sobre 

dispensa de carga probatoria de la representatividad no es aplicable al presente caso porque la 

representatividad de las organizaciones recurrentes nunca se ha reconocido en el ámbito de un 

convenio estatal para el sector agroalimentario. 

 -Representatividad: A la hora de determinar quién puede negociar un convenio colectivo hay 

que estar a las reglas del estatuto de los Trabajadores. No resulta posible extender la 

representatividad reconocida a las organizaciones profesionales agrarios a efectos de la 

Administración Consultiva 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5709/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5709 ) 

Sentencia: 1068/2016 Recurso: 217/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Convenio colectivo: AIR EUROPA LÍNEAS AÉREAS SAU, transcurrido el plazo de 

ultraactividad del Convenio Colectivo, el 8 de julio de 2013 comunica a la representación legal 

de los trabajadores que el III Convenio Colectivo de empresa ha perdido vigencia y que se 

dejará de aplicar todo lo contenido en el Anexo IV -representación de los tripulantes técnicos- y 

en el Anexo XII -reconocimiento a la representación sindical- siendo de aplicación lo establecido 

en la normativa legal vigente.  

La AN declara la obligación de la entidad demandada de aplicar íntegra y no selectivamente-

hasta la firma del IVCC de pilotos-el contenido material del texto refundido del III CC, cuya 

eficacia ultractiva finalizó el 8 de julio de 2013, así como de reparar las consecuencias jurídicas 

negativas, producidas entre el 8 de julio de 2013 y la fecha de esta sentencia, 

El TS Estima  en parte la excepción de caducidad alegada por AIR EUROPA LÍNEAS AÉREAS SAU, 

apreciándola respecto al contenido del Anexo IV -representación de los tripulantes técnicos y del 

Anexo XII reconocimiento a la representación sindical- y declaramos la obligación de la 

demandada de aplicar íntegra y no selectivamente -hasta la firma del IV Convenio Colectivo de 

pilotos- el contenido material del texto refundido del III Convenio Colectivo, excepto el Anexo IV 

y el Anexo XII, en el recurso de casación interpuesto por la representación letrada de AIR EUROPA 

LÍNEAS AÉREAS SAU, contra la sentencia dictada por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 

el 23 de marzo de 2015 , en el procedimiento número 283/2014, seguido a instancia de 

SINDICATO ESPAÑOL DE PILOTOS DE LÍNEAS AÉREAS -SEPLA 

DERECHOS FUNDAMENTALES 
STS 15/12/2016 

( ROJ: STS 5748/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5748 ) 

Sentencia: 1058/2016 Recurso: 287/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Derechos fundamentales: honor, propia imagen y libertad sindical. UGT denuncia a 

FASGA, por utilizar en el marco de unas elecciones sindicales el mismo diseño de la hoja editada 

por UGT, cambiar su contenido atribuyéndole diversas informaciones, en concreto las siguientes: 

a) Beneficios de UGT cientos de miles de millones de euros gastados por los delegados de UGT 

para viajes, comidas, regalos, etc.- Tarjetas de crédito sin límites a disposición de los delegados 

sindicales y consejeros de UGT; b) Recortes sociales, más de un millón de trabajadores de este 

país en el paro gracias a los ERES firmados por UGT; c) Los delegados de UGT se lo llevan 

calentito, mientras los trabajadores del país en pero están pasando frío; y d) Entre todos podemos 

pararlos 

Si bien el contenido de las expresiones utilizadas por el Sindicato FAGSA con respecto al Sindicato 

UGT de Cataluña, en hojas informativas distribuidas a los trabajadores durante la campaña 

electoral sindical en los centros de trabajo de "El Corte Inglés", constituyen una crítica acerba, al 

hacerse eco de informaciones recogidas en medios de comunicación pero de forma más 
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exagerada -y por ello, añadimos, conducta reprobable-, dichas expresiones, en el marco y 

contexto expuestos -no constituyendo un insulto "informal" de suficiente gravedad-, quedan 

también disminuidas en su carácter ofensivo, por lo que a juicio de la Sala no se ha producido la 

vulneración de los derechos y libertades fundamentales puestos en cuestión; y, 

4ª) No obstante ello, la Sala no puede pasar por alto, las circunstancias -acreditadas- de que el 

Sindicato demandado FAGSA ha utilizado el logo y el diseño de la hoja editada por Sindicato 

UGT, cambiando su contenido por el de las ya señaladas "expresiones" origen de las presentes 

actuaciones, lo que no sólo es reprobable, sino también ilegítimo, por lo que, sin perjuicio de la ya 

señalada inexistencia de vulneración de derechos fundamentales, cabe reservar al Sindicato 

recurrente la acción que en su caso pudiera ejercer por la vía del procedimiento ordinario. 

Aplica doctrina Sala I sobre colisión libertad de expresión y derecho al honor: sentencia de la 

misma Sala I de este Tribunal de 29/02/2012 (recurso 1378/2010 ) 

DESEMPLEO 

STS 02/12/2016 

( ROJ: STS 5691/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5691 ) 

Sentencia: 1037/2016 Recurso: 959/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Desempleo: No procede la reposición en su totalidad de los días consumidos en 

concepto de prestaciones por desempleo, cuando éstas se han percibido en ERTES anteriores a 

la fecha de la extinción de la relación laboral, producida ésta, en vigor el Real Decreto-ley 

1/2013, de 25 de enero, sino únicamente los días que se hayan consumido conforme a la norma 

aplicable en el momento de dicha extinción 

Reitera doctrina:   SSTS 24/02/16 -rcud 2493/14 -; 24/02/16 -rcud 2920/14 -; y 15/03/16 -rcud 39/15 -) 
STS 27/12/2016 

( ROJ: STS 5745/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5745 ) 

Sentencia: 1118/2016 Recurso: 3132/2015 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: Desempleo: cálculo de la prestación de desempleo en supuestos de contrato de 

trabajo a tiempo parcial tras el RDL 20/2012. 

Procesos lógico-normativos que han de conducir a la determinación del importe de la prestación 

contributiva de desempleo del trabajador demandante y de esa manera conocer si la sentencia 

recurrida se ajusta a la buena doctrina. 

1.- El primer paso para conocer el alcance de la prestación contributiva por desempleo total (no 

parcial) viene dado por el establecimiento del tiempo de su duración, aplicándose para ello la 

escala del artículo 210.1 LGSS . En el caso del demandante, aunque inicialmente se discutió este 

punto, al final existió conformidad en la atribución de 1321 días cotizados, a lo que se 

corresponden 420 de prestación. 

2.- A continuación procede determinar el importe la base reguladora de la prestación, en la 

forma que se desprende del art. 211.1 LGSS , esto es, obteniendo el promedio de la base por la 

que se haya cotizado por dicha contingencia durante los últimos 180 días del período a que se 

refiere el apartado 1 del artículo 210. Y de ello en este caso se obtiene una base no discutida de 

35 euros diarios. 

3.- Hallados esos dos parámetros, la operación inmediatamente subsiguiente es la de establecer 

el importe de la prestación y aquí es donde se halla la discrepancia entre la sentencia recurrida y 

la de contraste. El artículo 211.2 nos dice con total claridad que "la cuantía de la prestación se 

determinará aplicando a la base reguladora los siguientes porcentajes: El 70 por 100 durante los 

ciento ochenta primeros días y el 50 por 100 a partir del día ciento ochenta y uno". 

De ello se deduce que en este caso si la demandante hubiese tenido un contrato de trabajo y 

cotizaciones a tiempo completo tendría derecho a que la cuantía de la prestación fuese de 

24,50 euros diarios -el 70% de la base reguladora- durante los primeros 180 días, y de 17,50 euros 

diarios a partir del día 181 (50% de la base), sin que en tales preceptos se incluya todavía en la 

dinámica del precepto ningún elemento de reducción como consecuencia de la prestación de 

servicios, salvo lo que resulte de la aplicación de los días por los que se ha cotizado precisamente 

como consecuencia de esa parcialidad en la actividad. 

4.- Pero existe un tercer elemento que, en su caso, habrá de tenerse en cuenta para el cálculo 

del importe y que parte de la base de que en las prestaciones por desempleo contributivo 

existen unos topes o límites máximos y mínimos, que no pueden ser ignorados o rebasados y que 

se regulan en el número 3 del art. 211 LGSS. 

En ese caso y desde la literalidad del precepto antes transcrita, la cuantía máxima de la 

prestación será el 175 por 100 calculada desde el indicador público de rentas de efectos 



múltiples (IPREM) salvo cuando el trabajador tenga uno o más hijos a su cargo, en tal caso, la 

cuantía será, respectivamente, del 200 por 100 o del 225 por 100 de dicho indicador. El mínimo de 

la prestación por desempleo será del 107 por 100 o del 80 por 100 del IPREM, según que el 

trabajador tenga o no, respectivamente, hijos a su cargo. 

En el supuesto de que no existan hijos a cargo -como es el caso-- el tope mínimo que le resultaría 

de aplicación sería el 80% del IPREM de 2013, año en el que se reconoció la prestación, 17,75 

euros, más 1/6, lo que hace 20,70 euros diarios sobre los que ha de aplicarse el 80% para obtener 

los 16,56 euros de tope mínimo. Así se desprende del último párrafo del número 3 del art. 211 LGSS 

: " A los efectos de lo previsto en este apartado, se tendrá en cuenta el indicador público de 

rentas de efectos múltiples mensual vigente en el momento del nacimiento del derecho, 

incrementado en una sexta parte". 

Por la misma razón técnica, el tope máximo sería el 175% de 20,70 euros diarios (IPREM más 1/6) 

36,23 euros diarios. 

5.- A partir de aquí es donde entraría en juego el cuarto elemento para el cálculo del importe de 

la prestación en el caso de la existencia de un contrato de trabajo a tiempo parcial, y como 

novedad, desde la reforma introducida por el RDL 20/2012 también para los contratos a tiempo 

completo con periodos trabajados a tiempo parcial, desde el momento en que la norma 

establece los siguiente: "En caso de desempleo por pérdida de empleo a tiempo parcial o a 

tiempo completo, las cuantías máximas y mínimas de la prestación, contempladas en los párrafos 

anteriores, se determinaran teniendo en cuenta el indicador público de rentas de efectos 

múltiples calculado en función del promedio de las horas trabajadas durante el período de los 

últimos 180 días, a que se refiere el apartado 1 de este artículo, ponderándose tal promedio en 

relación con los días en cada empleo a tiempo parcial o completo durante dicho período". 

Aunque la redacción del precepto exige una lectura reposada para su entendimiento, la 

realidad prevista por la norma es que en los casos de contratos a tiempo parcial o mixtos, habrá 

que establecer ese índice de temporalidad de los últimos 180 días trabajados para proyectarlos 

únicamente sobre el cálculo del IPREM aplicable, y después observar si se rebasan los topes 

previstos en los dos párrafos anteriores, de forma que no se trata de aplicar ese índice sobre la 

base reguladora, lo que implicaría una doble reducción (la del número 2 del 70% para los 

primeros 180 días y del 50% para el resto, y sobre ella el 60% --en el caso de autos-- de índice de 

temporalidad correspondiente a los 180 últimos días cotizados), sino de observar esos topes 

máximos en función de los periodos, los tiempos cotizados. 

En consecuencia, en el caso que hemos de resolver el importe del tope máximo de la prestación 

vendría determinado en primer lugar por el cálculo del IPREM "en función del promedio de horas 

trabajadas durante el periodo de los últimos 180 días". Si el IPREM más 1/6 era en 2013, como 

antes dijimos, de 20,70 euros diarios, sobre esa cifra habrá de aplicarse el porcentaje de 

reducción del 60% para obtener a estos efectos del número 3 del art. 211 la cantidad de 12,42 

euros como valor especifico del IPREM, para analizar después si el tope máximo se encuentra por 

debajo de la cantidad que le correspondería a la actora desde su base reguladora de 35 euros 

diarios y sobre el 70 o el 50% a que se refiere el número 2 del art. 211. 

De esta forma tenemos que el tope máximo resultaría ser en este caso el 175% del IPREM 

obtenido con la parcialidad, 12,42 euros diarios, lo que supone la cifra de 21,735 euros diarios, 

que por redondeo ha aplicado el SPEE en la cifra de 21,74 euros que se reconoció en la 

resolución inicial, aunque sin introducir en ella ni un solo parámetro, argumento o razonamiento a 

través del que pudiera comprenderse como se llegaba al referido guarismo, como tampoco se 

hizo a la hora de resolver la reclamación previa, dando lugar al equívoco que puede inducir a 

confusión, en el sentido de creer que el 60% de temporalidad se aplica sobre la base reguladora 

para determinar el importe de la prestación, como se deduce de los argumentos utilizados en la 

sentencia recurrida y lo que se decide en su parte dispositiva 

DESPIDO COLECTIVO 

STS 13/12/2016 

( ROJ: STS 5728/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5728 ) 

Sentencia: 1052/2016 Recurso: 3774/2014 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Despido colectivo: la extinción del contrato de interinidad por vacante de la actora 

por amortización de la plaza como consecuencia de la modificación dela RPT constituye un 

despido nulo por no seguirse los trámites de los arts. 51 

 Reitera doctrina STS 24 de junio de 2014 (R. 217/2013) 
STS 16/11/2016 

( ROJ: STS 5696/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5696 ) 

Sentencia: 1064/2016 Recurso: 65/2016 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 
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Resumen: Despido colectivo: buena fe en período de consultas: existencia: Durante el período de 

consultas, que se inició el 7 de junio de 2012, se celebraron reuniones del Ayuntamiento de 

Estepona con los representantes de los trabajadores los días 12, 20 y 26 de junio, y 3 y 7 de julio de 

2012, si bien no se llegó a firmar el Acta de constitución de la Mesa Negociadora al haberse 

negado a ello los representantes legales de los trabajadores", y en el fundamento de derecho 

décimo, se analiza con el detalle el período de consultas, a través del contenido de las Actas de 

las reuniones, y como se valoraron, distintas posibilidades para evitar o reducir el número de 

trabajadores afectados por el despidos, afirmándose -con valor de hecho probado- " negándose 

en todo momento los representantes legales de los trabajadores a mostrar su conformidad a que 

fuese despedido ningún trabajador, por lo que no fue posible discutir las medidas para atenuar 

las consecuencias del despido colectivo" 

Documentación en período de consultas: la documentación entregada a la representación legal 

de los trabajadores en el período de consultas, cumple con las exigencias de los artículos 51.2 y 

51.10 del Estatuto de los Trabajadores y 6 y 7.1 del Real Decreto 801/2011 , teniendo en cuenta 

que el despido afectaba a una Administración Pública, en cuanto que ponía de manifiesto de 

manera detallada la situación económica y organizativa del Ayuntamiento de Estepona. 

Causas económicas: existen causas económicas que justifican el despido colectivo efectuado 

por la Corporación local empleadora, al ser la insuficiencia persistente, partiendo de los datos 

económicos 

Competencia del alcalde para acordar los despidos:   sin lugar a dudas, se exige al Alcalde la 

dación de cuenta al Pleno de los despidos del personal laboral, pero no la ratificación ante el 

Pleno, que ha desaparecido por derogación expresa operada por la Ley 57/2003, aunque 

"modificando" de nuevo los arts. 21 y 22 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, se exprese tal atribución 

en los mismos términos establecidos por la Ley 11/1999 -que ya los había modificado -" y " en 

consecuencia, atendiendo a la normativa vigente, la falta de ratificación ante el Pleno ...no 

puede dar lugar a la improcedencia del despido por defecto de forma como postula el 

recurrente " 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5694/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5694 ) 

Sentencia: 1076/2016 Recurso: 103/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN  

Resumen: Despido colectivo:  cese por amortización de la plaza de los trabajadores interinos por 

vacante en el sector público. La Administración debe seguir en estos casos los trámites de los arts. 

51 y 52 del Estatuto de los Trabajadores (ET ), por mor de lo dispuesto en la Disp. Ad. 20ª ET 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5727/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5727 ) 

Sentencia: 1073/2016 Recurso: 128/2016 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Despido colectivo: documentación en período de consultas: la empresa aportó toda 

la documental exigida por el art. 51 del ET y por los artículos 4 y 5 del RD 1483/2012 , sin que en la 

reunión de 22 de junio de 2015 ningún miembro de la RLT formulara protesta alguna por la falta 

de información, según el acta que fue firmada por todos los componentes de la comisión 

negociadora a quienes se facilitó documental resumida sobre el contrato de Mercadona y se les 

dió en esa reunión explicación detallada del contenido del contrato que coincide con lo 

pactado en el documento finalmente aportado, razones todas por las que no da importancia a 

la falta de aportación inicial del documento requerido por sólo dos de los diez miembros de la 

RLT. 

En atención a ello procede desestimar el motivo examinado, por cuanto los miembros de la 

comisión negociadora de la RLT tuvieron cabal conocimiento de la situación económica de la 

empresa 

Causa económica: el motivo de recurso no reúne los requisitos establecidos por el artículo 210-2 

LRJS para su viabilidad, pues no precisa en que ha consistido la infracción que denuncia e incurre 

en contradicciones sobre la aplicación de la doctrina del TS  sobre el grupo de empresas laboral, 

para, finalmente, acabar sin combatir los argumentos en que se funda la resolución impugnada 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5734/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5734 ) 

Sentencia: 1090/2016 Recurso: 131/2016 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Despido colectivo: ajustado a Derecho. No existe causa de nulidad por falta de 

aportación de documentación en período de consultas. En relación a la insuficiencia de 



documentación, que se entregó la exigida por la ley y la complementaria requerida por la 

comisión siendo irrelevante que negara el informe de prevención de riesgos laborales o las 

sanciones impuestas por Metro de Madrid. Respecto a la buena fe negocial, señala que tuvieron 

lugar 4 reuniones y se realizaron ofertas. Respecto a la denuncia de fraude de ley, estima la 

sentencia que no es tal el hecho de que se incluyera en el ERE a empleados no adscritos a los 

servicios de vigilancia del Metro. Respecto a la denunciada incorrección en el establecimiento 

de criterios de selección, señala que no existe tal incorrección, puesto que afecta a trabajadores 

mayores de 55 años por tener mayor protección social. El ERE se basa en la deficitaria situación 

de los servicios de vigilancia de Metro de Madrid, no obstante lo cual 58 de los 67 despedidos no 

prestaban servicios para el Metro, y se despide solo a 9 adscritos a ese servicio en el que realizan 

con habitualidad horas extras y se producen frecuentes descubiertos comprometidos por su 

peligrosidad y, se ha hecho 104 contrataciones entre el 1-11-14 y el 17-11-14, por todo lo cual 

concluye la sentencia señalando que la medida extintiva ha de calificarse como no ajustada a 

derecho, lo cual argumenta con referencia a la doctrina jurisprudencial que estima aplicable 

sobre el control judicial, y el análisis sobre la adecuación, razonabilidad y la proporcionalidad de 

la medida extintiva 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5740/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5740 ) 

Sentencia: 1103/2016 Recurso: 3181/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Despido colectivo: suficiencia de la carta de despido individual:  

.- Innecesaria reproducción -en la comunicación- de los criterios de selección.- Siendo ello así, 

parece razonable entender que en la comunicación individual del despido colectivo no es 

necesaria la reproducción de los criterios de selección fijados o acordados durante las 

negociaciones: 

Inexigible constancia -en la carta de despido- de la concreta aplicación de los criterios al 

personal afectado.- Por estas mismas consideraciones -y alguna más- también excluimos la 

necesidad de que en la referida comunicación se lleve a cabo la justificación individualizada del 

cese que se comunica, con detallada referencia a la singular aplicación de los criterios de 

selección utilizados en el PDC de que se trate 

Resumen de doctrina: 

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación - 

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, 

técnica o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los 

que más arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], 

proporcionando -como indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento 

claro e inequívoco de los hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de 

una posible contextualización de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar 

el acceso a elementos fácticos que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. 

apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente 

considerado, solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de 

que se cuestionen en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o 

su específica aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada 

o precedida de aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de 

aportación de documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada 

defensa de sus derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y 

art. 256 LECiv ]. 

Reitera doctrina: as SSTS/IV en sentencias de 24 de noviembre de 2015 -pleno- (rcud. 1681/2014 ); 

15 de marzo de 2016 -pleno- (rcud. 2507/2014 ), 8 de marzo de 2016, (rcud. 3788/201 ); 15 , 20 y 27 

de abril de 2016 ( rcud. 3223/2014 STS, Sala de lo Social, Sección 1ª, 15-04-2016 (rec. 3223/2014) ); 

3221/2014 y 3410/2014 ) y 21 de junio de 2016 (rcud. 138/2015 ) 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5722/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5722 ) 

Sentencia: 1094/2016 Recurso: 52/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Despido colectivo: Notificación a los representantes de los trabajadores de los despidos 

individuales realizados en el marco de un despido colectivo 

Las garantías formales que el ET ha introducido en los casos de despido objetivo (individual, 

plural) no se trasladan de manera absoluta, sino que existen determinados matices cuando se 

trata de extinciones contractuales enmarcadas en un despido colectivo. La copia a los 

representantes de los trabajadores, por expreso mandato legal, solo procede entregarla en los 
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supuestos del artículo 52.c) ET y no en los de despido colectivo..  

Reitera doctrina: lta por la Sala en múltiples resoluciones [SSTS 16/03/16 -rcud 832/15 -; 30/03/16 -

rcud 2797/14 -; 07/04/16 -rcud 426/15 -; 20/04/16 - rcud 130515-; 16/06/16 -rcud 251/15 -; 06/05/16 -

rcud 3020/14 -; 12/05/16 -rcud 3667/14 -; 14/06/16 -rcud 3938/14 -; y 07/07/16 - rcud 759/15 -], STS 

30/03/16 -rcud 2797/14 
STS 21/12/2016 

ROJ: STS 5719/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5719 ) 

Sentencia: 1105/2016 Recurso: 3508/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Despido colectivo: suficiencia de la carta de despido individual:  

.- Innecesaria reproducción -en la comunicación- de los criterios de selección.- Siendo ello así, 

parece razonable entender que en la comunicación individual del despido colectivo no es 

necesaria la reproducción de los criterios de selección fijados o acordados durante las 

negociaciones: 

Inexigible constancia -en la carta de despido- de la concreta aplicación de los criterios al 

personal afectado.- Por estas mismas consideraciones -y alguna más- también excluimos la 

necesidad de que en la referida comunicación se lleve a cabo la justificación individualizada del 

cese que se comunica, con detallada referencia a la singular aplicación de los criterios de 

selección utilizados en el PDC de que se trate 

Resumen de doctrina: 

a).- La comunicación individual al trabajador afectado tiene por obligada indicación - 

exclusivamente- la expresión de la concreta «causa motivadora» del despido [económica, 

técnica o productiva], en términos compatibles con el derecho de defensa del interesado a los 

que más arriba nos hemos referido [precedente apartado «1.a)» de este mismo FJ], 

proporcionando -como indicamos- detalles que permitan al trabajador tener un conocimiento 

claro e inequívoco de los hechos generadores de su despido; y ello -además- en el marco de 

una posible contextualización de las previas negociaciones colectivas, que puedan proporcionar 

el acceso a elementos fácticos que complementen los términos de la comunicación escrita [vid. 

apartado 1.b) de este mismo FJ]. Y 

b).- Los criterios de selección y su concreta aplicación al trabajador individualmente 

considerado, solamente han de pasar al primer plano de documentación para el supuesto de 

que se cuestionen en oportuna demanda -por los afectados- los propios criterios de selección y/o 

su específica aplicación a los singulares trabajadores; demanda que bien pudiera ser preparada 

o precedida de aquellas medidas -diligencias preliminares; actos preparatorios; solicitud de 

aportación de documental- que autoriza la Ley y que permiten al trabajador la adecuada 

defensa de sus derechos e interese legítimos [nos remitimos a los ya citados arts. 76 y 77 LRJS ; y 

art. 256 LECiv ]. 

Reitera doctrina: as SSTS/IV en sentencias de 24 de noviembre de 2015 -pleno- (rcud. 1681/2014 ); 

15 de marzo de 2016 -pleno- (rcud. 2507/2014 ), 8 de marzo de 2016, (rcud. 3788/201 ); 15 , 20 y 27 

de abril de 2016 ( rcud. 3223/2014 STS, Sala de lo Social, Sección 1ª, 15-04-2016 (rec. 3223/2014) ); 

3221/2014 y 3410/2014 ) y 21 de junio de 2016 (rcud. 138/2015 ) 

DESPIDO OBJETIVO 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5763/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5763 ) 

Sentencia: 1088/2016 Recurso: 142/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Despido objetivo: despido individual derivado de despido colectivo. Falta de puesta a 

disposición del trabajador despedido de la indemnización debida por falta de liquidez de la 

empresa. Existencia de falta de liquidez. En previo despido colectivo por causas económicas (y 

organizativas y productivas), al que se llegó tras un acuerdo entre la empresa y los representantes 

de los trabajadores (hecho segundo de la relación fáctica) se precisó en la propia carta de 

despido que la empresa "no puede poner a su disposición la indemnización por despido referida 

pues atendidas las causas económicas concurrentes y motivadoras del presente procedimiento 

de despido colectivo, la empresa carece de manera absoluta de la liquidez necesaria para 

hacer frente al pago"   

A partir de ahí, la conclusión que se impone, es apreciar la falta de liquidez,   no bastando de 

contrario la argumentación de la sentencia recurrida que se basa en una presunción (la 

consignación del importe de la condena para recurrir en suplicación como evidencia de que 

hay liquidez), toda vez que se trata de dos momentos diferentes y distanciados (desde el 

31/08/2012, fecha de la carta, al 28 de junio de 2013, fecha de presentación del recurso, o 



incluso la fecha de 30 de abril de 2013 que menciona la empresa en su recurso) contando al 

respecto sólo el primero conforme al art 53.1.b) del ET , sin que, en fin, y de todos modos, sea 

tampoco posible aceptar al efecto -como argumento asimismo en tal sentido- la falta de 

constancia de un hecho (la del impago de la nómina mensual del resto de los trabajadores), sin 

mayores argumentos sobre el particular 

EXTINCIÓN DEL CONTRATO POR VOLUNTAD DEL TRABAJADOR 
STS 09/12/2016 

( ROJ: STS 5689/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5689 ) 

Sentencia: 1044/2016 Recurso: 743/2015 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Extinción del contrato por voluntad del trabajador: se estima.  Los retrasos en el abono 

de los salarios, pagas extraordinarias y pagos delegados por Incapacidad Temporal, tienen 

entidad suficiente para ser considerados como causa justa para que proceda a la extinción del 

contrato de trabajo ( artículo 50 ET )  

Los pagos ulteriores a la demanda y efectuados antes de la celebración del acto del juicio no 

pueden enervar dicha acción resolutoria,  

Reitera doctrina: STS  25 de febrero de 2013 (rcud. 380/2012 ) - cuya doctrina hemos reiterado en 

las sentencias más recientes de 25-03-2014 (rcud. 1268/2013 

FOGASA 
STS 23/11/2016 

( ROJ: STS 5622/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5622 ) 

Sentencia: 991/2016 Recurso: 3842/2014 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Fondo de garantía salarial:  

FOGASA  Los demandantes interpusieron demanda de cantidad frente a la empresa por diversos 

conceptos así como la indemnización legalmente establecida del 60% por el ERE, dado que la 

empresa contaba con una plantilla inferior a 25 trabajadores. La empresa fue condenada y 

posteriormente declarada insolvente, por decreto de 14 de abril de 2013;  

El Fondo de Garantía Salarial abonó a los trabajadores el 40 % de la indemnización, aplicando el 

límite del triple del salario mínimo interprofesional, incluyendo la parte proporcional de las pagas 

extraordinarias, atendiendo a la regulación vigente del art. 33.2 y 8 del ET;  

Los demandantes solicitaron del FOGASA el abono de salarios y del 60% de la indemnización, al 

haber sido declarada la insolvencia de la empresa;  

Para el cálculo del 60% de la indemnización, FOGASA dedujo la cantidad del 40% abonada que 

excedía del cálculo con el límite del duplo del salario mínimo interprofesional, incluyendo la parte 

proporcional de las pagas extraordinarias, lo que se considera correcto, puesto que no existen 

dos indemnizaciones separadas, sino una única, que se hace efectiva, una de forma directa y 

otra subsidiariamente, sin que en ningún caso puedan la suma de ambas superar los topes 

máximos previstos en el artículo 33-2 del ET  

Reitera doctrina: STS 18-11-2005 (rcud 3472/2004) 

GARANTÍA DE INDEMNIDAD 
STS 13/12/2016 

( ROJ: STS 5749/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5749 ) 

Sentencia: 1053/2016 Recurso: 2059/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Garantía de indemnidad: el cese del actor -indefinido no fijo- fundado en la 

ocupación de la plaza de funcionario que venía ocupando a pesar de ser trabajador laboral de 

carácter fijo discontinuo debe calificarse como despido. El trabajador tenía derecho a ocupar 

una plaza de personal laboral que, (...), estaba reservada para el proceso extraordinario de 

consolidación y tenía derecho a ser adscrito a una plaza en tales circunstancias; lo que implica 

que su extinción no puede entenderse sino como un incumplimiento del derecho derivado de 

aquella situación, lo que determina que la calificación adecuada para el cese producido sea la 

que la sentencia recurrida establece: la de despido 

Garantía de indemnidad: no hay duda de que el actor fue cesado cuando tenía en trámite su 

demanda de reconocimiento de derecho a ocupar una plaza de personal laboral reservada 

para el proceso extraordinario de consolidación y a ser adscrito a una plaza de tales 

características, por lo que es claro que su cese ha podido producirse también como represalia 

frente a una actuación o actuaciones encaminadas a obtener la tutela de sus derechos, máxime 

cuando, ya con anterioridad había obtenido otra sentencia declarando la nulidad de un 

despido precedente. En tales circunstancias, correspondía a la Xunta de Galicia acreditar que el 

cese fue ajeno a todo propósito de represalia o de lesión de un derecho fundamental, y esa 
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prueba desvirtuadora de tales indicios no se ha producido, por cuanto no es lícito desconocer la 

existencia de un litigio pendiente sobre el reconocimiento del actor a ocupar una plaza de 

personal laboral, adscribiéndola a una plaza de funcionario cuya amortización posterior se utiliza 

como cobertura para extinguir una relación laboral declarada indefinida en virtud de sentencia 

firma». 

Reitera doctrina:   SSTS/IV 18-febrero-2008 (rcud. 1232/2007 ), 26-febrero-2008 (rcud 723/2007 ), 29-

mayo-2009 (rcud 152/2008 ), 13-noviembre-2012 (rcud 3781/2011 ), 29-enero-2013 (rcud 349/12 

INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5773/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5773 ) 

Sentencia: 1069/2016 Recurso: 535/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Incapacidad permanente total:reconocimiento de incapacidad permanente en el 

grado de total para la profesión habitual derivada de accidente de trabajo reconocida por la 

sentencia de instancia y denegada en suplicación por la sentencia recurrida en razón a la edad 

del demandante futbolista de profesión de 30 y pocos años de edad es inadmisible, por cuanto 

no existe norma alguna que impida el acceso a la incapacidad en cualquiera de sus grados a los 

deportistas profesionales a partir de una determinada edad, "debiéndose aplicar el clásico 

brocardo ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus" 

ante un supuesto de un futbolista que ve agravada una lesión sufrida años antes como 

consecuencia de accidente profesional y que se encuentra en activo cuando solicita la 

prestación de incapacidad permanente total, por cuanto está en plantilla para un Club de 

fútbol, y cumple los requisitos para el reconocimiento de la incapacidad solicitada, lo cual no se 

discute, por lo que no puede utilizarse en su contra una presunción acerca del fin de su actividad 

laboral por razones de edad. Y ello a mayor abundamiento, por cuanto tampoco ha sido causa 

de la denegación de la incapacidad por el INSS según resulta de su resolución administrativa de 

28/02/2012 que decretó que no procedía declarar al actor en ninguna situación de incapacidad 

permanente derivada de accidente de trabajo, por no reunir el requisito de incapacidad 

permanente 

JUBILACIÓN 

STS 17/11/2016 

( ROJ: STS 5627/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5627 ) 

Sentencia: 964/2016 Recurso: 3994/2014 

Ponente: JESUS SOUTO PRIETO 

Resumen: jubilación: cálculo de porcentaje de la pensión de jubilación, con anterioridad a los 65 

años, de quien tiene reconocida una minusvalía superior al 65%. habiendo sido reconocidos al 

actor 17.060 días cotizados, en aplicación del nº 1 del artículo 163, el porcentaje aplicable sería, 

50% durante los 15 primeros años, un 3% durante los años 16 a 25 y un 2% por cada año adicional 

a partir del vigésimo quinto, sin que el porcentaje aplicable a la base reguladora pueda superar 

el 100%, salvo en el supuesto del apartado siguiente, que se refiere a la pensión de jubilación a 

una edad superior a los 65 años, que no es aplicable al supuesto enjuiciado, al haberse jubilado 

el actor a los 50 años, no correspondiéndole en consecuencia el incremento del 2% anual al que 

se refiere el apartado 2 del artículo 163 de la LGSS 

Reitera doctrina: STS 19/12/13 (rcud 1077/13) 
STS 30/11/2016 

( ROJ: STS 5630/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5630 ) 

Sentencia: 1020/2016 Recurso: 2018/2015 

Ponente: FERNANDO SALINAS MOLINA 

Resumen: Jubilación: cuando se aprecia fraude en el incremento de las bases de cotización (BC) 

que el actor había realizado a efectos de la prestación contributiva de jubilación resultan 

subsidiariamente de aplicación las tablas salariales previstas en el convenio colectivo 

correspondiente para el trabajo realmente desempeñado por el beneficiario y las derivadas 

cotizaciones a efectos de fijar la base reguladora (BR) de la prestación 

MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO 

STS 23/11/2016 

ROJ: STS 5355/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5355 ) 

Sentencia: 984/2016 Recurso: 285/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: MSCT: la empresa procedió unilateralmente a modificar el sistema de retribución 



variable implantado en la empresa como práctica habitual.  La decisión empresarial de rebajar 

el porcentaje del 10% al 4% sin seguir el procedimiento previsto en el art, 41.4 ET aboca a la 

nulidad de la medida 

Lo que efectuó la empresa incumpliendo lo dispuesto en el art. 41.4 del Estatuto de los 

Trabajadores , que fija el trámite para adoptar esta medida. Como dice la propia sentencia de la 

Sala IV del TS que anula la anterior, "En el caso presente, aunque la representación legal de los 

trabajadores conocía la intención empresarial, puesta de relieve en el periodo de consultas, lo 

cierto es que no hubo acto expreso de notificación de la decisión definitiva, por más 

contundentes que fueran las manifestaciones de la empresa en la última de las reuniones 

llevadas a cabo (la de 19 de diciembre). Por ello, cabía esperar una notificación posterior que 

pusiera en conocimiento del Comité de empresa la decisión definitivamente adoptada, así 

como la ulterior comunicación individualizada a los trabajadores afectados" 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5759/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5759 ) 

Sentencia: 1087/2016 Recurso: 4010/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: MSCT: nulidad de modificación sustancial de las condiciones de trabajo operada, tras 

un expediente colectivo, en el seno de la empresa el 16/06/2014 con efectos desde el 

01/07/2014. El actor prestaba servicios en la misma como escolta y antes, sucesivamente, y con 

igual categoría en otras dos, en cuyo último lugar se había subrogado la demandada. En el 

proceso no intervino ningún representante de las anteriores empresas a cuyo personal acogió la 

demandada.  

Se declara nula la MSCT porque pacto es el fruto de un proceso negociador iniciado antes de 

que se produjera la subrogación de la demandada en la plantilla de la saliente , tal y como la 

propia parte recurrente pone de relieve en su escrito de formalización del recurso: se inició el 22 

de mayo de 2012 y las reuniones se celebraron los días 22 y 30 de mayo, 4, 7 y 17 de junio de 212. 

A mayor abundamiento, no sólo se trata de un acuerdo cerrado en un cortísimo lapso de tiempo 

inmediato posterior a dicha subrogación, sino que, además, incluye un efecto retroactivo que 

hace que, a la plantilla objeto de la subrogación, se le apliquen las nuevas condiciones desde el 

primer día de la prestación de servicios para la empresa entrante. El TS concluye que de este 

modo se elude una de las garantías inherentes al mecanismo subrogatorio. De esta forma la 

sucesión empresarial se produce con alteración de las condiciones para los trabajadores, 

contraviniendo así las disposiciones convencionales y legales que consagran aquellas garantías. 

En segundo lugar, no consta que el acuerdo hubiera sido adoptado tras incluir la negociación 

con la representación de la plantilla subrogada; circunstancia, por otra parte difícil, dada la 

premura en su adopción 

MOVILIDAD GEOGRÁFICA 
STS 05/12/2016 

( ROJ: STS 5610/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5610 ) 

Sentencia: 1040/2016 Recurso: 289/2015 

Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: movilidad geográfica: se trata de  determinar si, a efecto de abono de las 

compensaciones previstas por movilidad geográficas en el artículo 59.b del Cuarto Convenio 

Colectivo Marco del Grupo Endesa (BOE de 13 de febrero de 2014), ha de tenerse en cuenta la 

distancia entre el domicilio habitual del trabajador y el nuevo centro de destino o, por el 

contrario, la distancia a tener en cuenta es la que media entre ambos centros de trabajo (el de 

procedencia y el de destino). Se resuelve que el derecho a la percepción de compensaciones, 

en los importes que establece el artículo 59 del Convenio, procederá cuando la distancia entre el 

domicilio habitual del trabajador y el nuevo centro de trabajo de destino sea superior a la que 

existía entre dicho domicilio y el centro de trabajo de origen. La distancia se valorará de 

conformidad con los términos previstos en el Laudo Arbitral, es decir se calcula teniendo en 

cuenta el incremento de distancia, entre el centro de trabajo antiguo y el nuevo centro de 

trabajo con respecto al domicilio del trabajador 

NÓMINA 
STS 01/12/2016 

( ROJ: STS 5602/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5602 ) 

Sentencia: 1023/2016 Recurso: 3690/2014 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Nómina: Es válida decisión unilateral de la empresa de sustituir la entrega de la nómina 

a los trabajadores en el tradicional formato papel por la entrega a través de soporte informático. 

El nuevo sistema permite a los trabajadores el acceso a su nómina mediante un terminal 
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informático situado junto a los buzones -en los que antes se depositaba la nómina papel- para lo 

cual deben introducir su DNI y su clave de acceso personal. 

Dl art.29 ET y la Orden de 27 de diciembre de 1994  resulta que se exige la entrega al trabajador 

de recibo individual justificativo del pago del salario, en el modelo aprobado por el Ministerio de 

Empleo y Seguridad Social, pero no se establece el soporte en el que ha de entregarse dicho 

recibo. Podría parecer que se exige que la entrega haya de realizarse en soporte papel, al 

disponer el artículo 2 de la Orden de 27 de diciembre de 1994: "El recibo de salarios será firmado 

por el trabajador al hacerle entrega del duplicado del mismo y abonarle en moneda de curso 

legal o mediante cheque o talón bancario, las cantidades resultantes de la liquidación. La firma 

del recibo dará fe de la percepción por el trabajador de dichas cantidades, sin que suponga su 

conformidad con las mismas". 

Sin embargo, tal apariencia queda desvirtuada por lo que, a renglón seguido, dispone el 

apartado 2 del precepto: "Cuando el abono se realice mediante transferencia bancaria, el 

empresario entregará al trabajador el duplicado del recibo sin recabar su firma, que se 

entenderá sustituida, a los efectos previstos en el apartado anterior, por el comprobante del 

abono expedido por la entidad bancaria" 

ORFANDAD 
STS 23/11/2016 

ROJ: STS 5604/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5604) 

Sentencia: 990/2016 | Recurso: 3818/2014 | Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PELLICER 

Resumen: Orfandad: la actora tiene derecho a la prestación de orfandad de acuerdo con la 

nueva redacción del artículo 175 LGSS introducido por la Ley 27/11, de 1 de agosto, de 

conformidad con la Disposición Transitoria sexta bis LGSS (en la redacción dada por la citada 

Ley). En la actualidad la normativa aplicable se encuentra en el artículo 224 del vigente texto de 

la LGSS.  

La demandante y recurrente nació el NUM000 de 1989 y contaba 23 años en la fecha de 

fallecimiento de su padre y causante ocurrida el 29 de octubre de 2012. 

Interpretación de la DT 6 bis de la LGSS (art.224): Indagar en la voluntad del legislador ante su 

complejo diseño del beneficio lleva a sentar una primera afirmación y es la de que en el artículo 

175-2 de la L.G.S.S. lo que se establece es el momento idóneo para adquirir la condición de 

beneficiario, y ese momento es el anterior a cumplir 25 años. El hecho causante deberá 

producirse antes de esa fecha, una vez aclarado ese extremo, la Disposición Transitoria Sexta bis 

de la L.G.S.S. nos dice cual es la fecha límite y desde cuando, por lo tanto es el 1-1-2014 cuando 

se establece el límite de edad de 25 años durante el cual se adquiere la condición de huérfano y 

solo hasta esa fecha. Hasta llegar al 1 de enero de 2014, podrán acceder al beneficio quienes 

cumplan 24 años durante 2014 y quienes cumplan 23 durante 2012 y el deceso del causante se 

produzca antes de cumplir los 24 o los 23 

STS 12/12/2016 

( ROJ: STS 5737/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5737 ) 

Sentencia: 1048/2016 Recurso: 3352/2014 

Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: Orfandad: tiene derecho a acrecer o incrementar su pensión de orfandad, el 

beneficiario de esa pensión en el caso de que, fallecido el padre causante, la madre no ha 

accedido a la pensión de viudedad porque no estuvo casada, ni constituyó pareja de hecho 

con el causante en los términos establecidos en el artículo 174.3 de la Ley General de la 

Seguridad Social  

Reitera doctrina: SSTS 29 de enero de 2014 (rcud. 1122/2013 y 3119/2012 ), y que ha sido seguida 

por sentencias, entre otras, de 2 de febrero de 2014 (rcud. 1088/2013 ), 6 de febrero de 2014 (rcud 

621/2013 ), 3º de abril de 2014 (rcud. 584/2013 ), 12 de mayo de 2014 (rcud. 2424/2013 ) 17 de 

diciembre de 2014 (R. 1987/2013 ), 24 y 25 de febrero de 2015 ( rcud 1134/2014 y 929/2014 , y 13 

de julio de 2015 (rcud. 2668/2014 

STS, Sala de lo Social, Sección 1ª, 13-07-2015 (rec. 2668/2014) 

PENSIÓN EN FAVOR DE FAMILIARES 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5757/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5757 ) 

Sentencia: 1101/2016 Recurso: 2255/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: Pensión en favor de familiares: no tiene derecho a pensión en favor de familiares la hija 

que convivía con el padre desde hacía dos años y que estaba tramitando su divorcio, sin 



derecho a pensión compensatoria cuando el padre falleció el 14 de enero de 2014, antes de 

transcurrir un mes desde la presentación de las demandas de divorcio por quienes con él 

convivían.  

Es cierto que esta Sala en su sentencia de 14 de marzo de 2016 ha suavizado la exigencia del 

requisito de tener reconocida pensión compensatoria a la viuda, cuando la demanda de 

divorcio, tras la suscripción del oportuno convenio regulador, se presentó antes de enero de 2008 

y su resolución posterior por sentencia afectaba a la aplicación de la transitoria 18ª de la LGSS, 

pero el supuesto es diferente al que nos ocupa. En efecto, aparte que las prestaciones 

reclamadas en uno y otro pleito son diferentes (favor de familiares y viudedad), resulta que la 

transitoria 18ª de la LGSS regula un supuesto diferente, derivado de un cambio normativo, con el 

fin de subsanar la indefensión en que quedaban las divorciadas que no hubieran llegado a 

conocer el nuevo requisito de haber pactado pensión compensatoria, razón por la que se le 

aplicó el beneficio de la transitoria a quien antes de 2008 presentó demanda de divorcio con el 

oportuno convenio regulador en el que se ratificaron en el juzgado, lo que reducía la actuación 

del juez a dictar, seguidamente, sentencia aprobando o denegando el divorcio o el convenio 

regulador ( art. 777-6 de la LEC ). Esa doctrina no sería de aplicar en el presente caso, no sólo 

porque regula situaciones transitorias concretas, sino porque, además, las demandas de divorcio 

se presentaron sin que existiera previo acuerdo y porque el convenio regulador se suscribió meses 

después del fallecimiento del causante de la prestación en favor de familiares, convenio en el 

que la demandante renunció a la pensión compensatoria por razones no acreditadas, hecho 

que facilitaba su acceso a la prestación en favor de familiares, situación a la que no puede 

aplicarse nuestra doctrina por tratarse de supuestos distintos 

PRESTACIÓN FAMILIAR POR HIJO CARGO 
STS 23/11/2016 

ROJ: STS 5621/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5621) 

Sentencia: 989/2016 | Recurso: 3692/2014 | Ponente: JORDI AGUSTI JULIA 

Resumen: prestación familiar por hijo a cargo: en el supuesto de huérfano absoluto, con 

discapacidad mayor de 65% no es exigible, al beneficiario-causante, para percibir la prestación 

por hijo a cargo, no percibir ingresos por encima del porcentaje establecido en la ley para los 

causantes de la prestación 

PROFESORES DE RELIGIÓN 
STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5732/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5732 ) 

Sentencia: 1080/2016 Recurso: 2290/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Profesores de religión: la equiparación en la correspondiente Comunidad Autónoma 

(en el presente caso, el Principado de Asturias) entre los profesores de religión católica y los 

profesores funcionarios interinos, comporta el que los primeros tengan derecho al percibo de los 

denominados " sexenios " en función de los años de servicio y por las actividades de formación 

efectuadas.  

No existe razón alguna por las que negarles el derecho que reclaman, pero no porque les sea de 

aplicación el art. 25 del EBEP en cuanto reconoce el derecho a percibir trienios a los funcionarios 

interinos, ni siquiera por aplicación de lo previsto en la Disposición transitoria tercera de la LOE , 

sino, porque si perciben de la Administración unos salarios como si fueran funcionarios interinos sin 

serlo, habrá de abonarles las mismas retribuciones a las que tienen derecho los funcionarios 

interinos mientras esta situación subsista. 

Reitera doctrina: STS 7 julio 2014 RCO 204/2013 

RECARGO DE PRESTACIONES 

RECARGO DE PRESTACIONES 

STS 21/12/2016 

ROJ: STS 5742/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5742 ) 

Sentencia: 1106/2016 Recurso: 4225/2015 

Resumen: recargo de prestaciones: los efectos económicos del recargo se deben retrotraer tres 

meses desde la fecha en que se produjo el reconocimiento del recargo por el INSS, o su solicitud 

por el interesado o a iniciativa de la inspección de trabajo en su caso, aplicando la 

retroactividad establecida en el artículo 43.1 LGSS/1994 (hoy artículo 53.1 LGSS /2015) respecto 

de las prestaciones de Seguridad Social,  

El art.53.1 LGSS 2015 es de aplicación al recargo de prestaciones  y, en consecuencia, los efectos 

económicos del mismo no  quedan vinculados a los de las prestaciones causadas por 

contingencia profesional, sino que se deben retrotraer sólo 3 meses 

STS 21/12/2016 
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( ROJ: STS 5731/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5731 ) 

Sentencia: 1104/2016 Recurso: 3373/2015 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: recargo de prestaciones: los efectos económicos del recargo se deben retrotraer tres 

meses desde la fecha en que se produjo el reconocimiento del recargo por el INSS, o su solicitud 

por el interesado o a iniciativa de la inspección de trabajo en su caso, aplicando la 

retroactividad establecida en el artículo 43.1 LGSS/1994 (hoy artículo 53.1 LGSS /2015) respecto 

de las prestaciones de Seguridad Social,  

El art.53.1 LGSS 2015 es de aplicación al recargo de prestaciones  y, en consecuencia, los efectos 

económicos del mismo no  quedan vinculados a los de las prestaciones causadas por 

contingencia profesional, sino que se deben retrotraer sólo 3 meses 

Reitera doctrina: esta Sala, entre otras, en las SSTS4ª 13 , 15 , 16 , 20 y 27 de septiembre de 2016 ( 

RR núms. 3770/2015 ; 3272/2015 ; 1411/2015 ; 3346/2015 ; y 1671/2015 ) 

RECLAMACIÓN PREVIA 

STS 29/11/2016 

ROJ: STS 5615/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5615) 

Sentencia: 1004/2016 | Recurso: 3828/2014 | Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 17/11/2016 

( ROJ: STS 5626/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5626 ) 

Sentencia: 967/2016 Recurso: 1548/2015 

Ponente: JESUS SOUTO PRIETO  

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 13/12/2016 

ROJ: STS 5741/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5741 ) 

Sentencia: 1051/2016 Recurso: 1742/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 



3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 15/12/2016 

 ( ROJ: STS 5754/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5754 ) 

Sentencia: 1063/2016  Recurso: 2972/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 20/12/2016 

ROJ: STS 5721/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5721 ) 

Sentencia: 1078/2016 Recurso: 1309/2015 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5733/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5733 ) 

Sentencia: 1098/2016 Recurso: 1678/2015 

Ponente: ROSA MARIA VIROLES PIÑOL 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 21/12/2016   

( ROJ: STS 5744/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5744 ) 

Sentencia: 1092/2016 Recurso: 1816/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 
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Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 
STS 27/12/2016   

( ROJ: STS 5762/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5762 ) 

Sentencia: 1117/2016 Recurso: 2834/2015 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: Reclamación previa: la no impugnación de una resolución del INSS en el plazo previsto 

por el art. 71.2 LRJS , impide que la Mutua Patronal a la que por aquella decisión se le imputó 

responsabilidad en el abono de una EP, pueda reclamar en vía judicial frente a aquella 

imputación antes de que haya prescrito el derecho sustantivo.  

La previsión del referido art. 71.4 LRJS significa una excepción al régimen común administrativo, 

en el que en aras al principio de seguridad jurídica, al interés general en juego y a la 

«ejecutividad» propia del acto administrativo [ arts. 56 y 57 LRJAP /PAC], se dispone la 

inatacabilidad del acto que gana firmeza por haber sido consentido [al no haberse recurrida en 

tiempo y forma] o por ser reproducción de otro consentido [ art. 28 LJCA ]. 

Reitera doctrina: STS/4ª/Pleno de 15 junio 2015 (rcud. 2648/2014 y 2766/2014 ), con doctrina 

reiterada por las STS/4ª de 14 y 15 septiembre 2015 ( rcuds. 3775/2014 , 3477/2014 y 96/2015 , 

3745/2014), 15 y 20 octubre 2015 (rcud. 3852/2014 y 3927/2014 ) 

RECURSO DE CASACIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA 

STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5752/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5752 ) 

Sentencia: 1075/2016 Recurso: 3522/2014 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA 

Resumen: Recurso de casación para la unificación de doctrina: Admisión de documentos 

aportados al recurso y declaración de nulidad de la sentencia de instancia para que vuelva a 

dictarse teniéndolos en cuenta en al redacción de los hechos probados. 

Procede decretar la nulidad de actuaciones, aunque no haya existido infracción procesal, ya 

que puede producirse indefensión material del recurrente, en virtud de una circunstancia 

sobrevenida que no le es imputable -la fecha de la sentencia del Juzgado de lo Social número 1 

de Alicante, autos 309/2011 y de la resolución de la Dirección Provincial del INSS- lo que 

determina que se acuerde la nulidad de lo actuado desde el momento en que se dictó la 

sentencia de instancia por el Juzgado de lo Social, devolviendo los autos para que se repongan 

las actuaciones a aquel momento procesal y que, integrando los hechos probados con el 

contenido de la sentencia del Juzgado de lo Social número 1 de Alicante, autos 309/2011 y de la 

resolución de la Dirección Provincial del INSS de 24 de octubre de 2014, se proceda a dictar 

nueva sentencia de acuerdo con la valoración jurídica que los mismos merezcan al juzgador 

RECURSO DE SUPLICACIÓN 

STS 07/12/2016 

( ROJ: STS 5753/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5753 ) 

Sentencia: 1043/2016 Recurso: 1599/2015 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

Resumen: Recurso de suplicación: Cabe recurso de suplicación frente a sentencia dictada en 

resolución de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual tramitada  

por el art. 138 LRJS , acumulada a la pretensión de que se declare que con dicha modificación 

se ha producido una vulneración de derechos fundamentales y que, en consecuencia, se 

condene a la parte demandada a la indemnización de daños y perjuicios en cuantía de 8000 €.  

Reitera doctrina:  STS/4ª de 10 marzo 2016 (rcud. 1887/2014 ) STS/4ª de 10 de diciembre de 1999 

(rcud. 517/1999); STS 10-12-1999 (rec. 517/1999); STS/4ª de 22 junio 2016 (rcud. 399/2015 )  y cita la 

doctrina del TC:  STC 149/2016, de 16 de septiembre 

STS 20/12/2016 

( ROJ: STS 5739/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5739  

Sentencia: 1074/2016 Recurso: 3194/2014 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE NAVARRO 

Resumen: Recurso de suplicación: cabe recurso de suplicación frente a una sentencia que 

confirma sanción empresarial impuesta a delegada sindical en la que se alega vulneración de la 

libertad sindical.  

Los preceptos de la LRJS deben interpretarse en el sentido de que siempre es posible el acceso a 

la suplicación cuando mediante ese recurso se denuncian las infracciones procesales 



contempladas en el artículo 191.3.d) o cuando la persona que trabaja impugna una sanción 

empresarial y denuncia simultáneamente la vulneración de un derecho fundamental en los 

términos permitidos por el art. 26 LRJS 

En nuestro caso, por tanto, la demandante que ve fracasada su demanda frente a la sanción 

impuesta como consecuencia de lo que ella considera ejercicio de la libertad sindical debe 

tener abiertas las puertas de la suplicación; cosa diferente, claro está, es el mayor o menor éxito 

que su recurso merezca. (...) 

Son recurribles las sentencias recaídas en el seno de un tipo de proceso que no permite la 

suplicación siempre que se haya anudado a la demanda la vulneración de derechos 

fundamentales o se denuncie en el recurso un grave defecto procedimental. 

La literalidad de los artículos 115.3 LRJS y 191.2.a) abocaría a la imposibilidad de recurso, pero su 

interpretación contextual y sistemática con los artículos 191.3.f) y 191.3.d) conduce a solución 

contraria, asimismo exigida por el obligado respeto a las garantías constitucionales 

RESPONSABILIDAD EN EL PAGO DE PRESTACIONES 

STS 29/11/2016 

ROJ: STS 5606/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5606) 

Sentencia: 1008/2016 | Recurso: 1235/2015 | Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: Responsabilidad en el pago de prestaciones: supuesto  de responsabilidad directa de 

la empresa por prolongado incumplimiento de la obligada cotización, en que se declara la 

inexistencia de responsabilidad subsidiaria de las Entidades Gestoras [INSS/TGSS] para el caso de 

que la empresa hubiese abonado la prestación de IT por contingencias profesionales y 

descontase luego su importe en los TC2, por tratarse de una responsabilidad propia y no de un 

pago delegado 

SEGURO EN PREJUBILACIONES 
STS 12/12/2016 

( ROJ: STS 5715/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5715 ) 

Sentencia: 1047/2016 Recurso: 1514/2015 

Ponente: LUIS FERNANDO DE CASTRO FERNANDEZ 

Resumen: seguro en prejubilaciones: la existencia del «aseguramiento» -así llamado- que se 

concierta en el ERE respecto de las cantidades comprometidas en el «Pacto de Prejubilación» 

produce el efecto de desplazar la responsabilidad, desde la empleadora que promueve el 

despido colectivo  a la compañía aseguradora «Apra Leven NV», de manera que la posterior 

insolvencia de esta última no puede reactivar la originaria obligación de pago que correspondía 

a «Poliseda, SL». Y ello es así porque, por bajo contrato la figura del «seguro» que por expresa 

disposición legal [citado art. 8.6] voluntariamente suscriben las partes, subyace -como 

adelantamos- una legítima asunción de deuda, con todas las consecuencias que ello comporta 

de acuerdo a las disposiciones del Código Civil 

 La configuración del pacto como asunción de deuda «convenida» comporta -como 

adelantamos- la necesaria consecuencia de que la insolvencia posterior del deudor cesionario 

[«Apra Leven NV»] corre de cuenta del acreedor [los trabajadores], conforme al apotegma 

«periculum est emptori» -funcionalmente aplicado a la asunción- que deriva de los arts. 1205 y 

1206 CC ; a menos -pero éste no es el caso- que el deudor cedente garantice expresamente al 

acreedor la solvencia del deudor cesionario. Así lo proclama contundentemente el citado art. 

1206 CC , al prescribir que «la insolvencia del nuevo deudor, que hubiese sido aceptado por el 

acreedor, no hará revivir la acción de éste contra el deudor primitivo» 

STS 15/12/2016 

( ROJ: STS 5712/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5712 ) 

Sentencia: 1059/2016 Recurso: 3674/2014 

Ponente: JOSE LUIS GILOLMO LOPEZ 

Resumen: seguro en prejubilaciones: la existencia del «aseguramiento» -así llamado- que se 

concierta en el ERE respecto de las cantidades comprometidas en el «Pacto de Prejubilación» 

produce el efecto de desplazar la responsabilidad, desde la empleadora que promueve el 

despido colectivo  a la compañía aseguradora «Apra Leven NV», de manera que la posterior 

insolvencia de esta última no puede reactivar la originaria obligación de pago que correspondía 

a «Poliseda, SL». Y ello es así porque, por bajo contrato la figura del «seguro» que por expresa 

disposición legal [citado art. 8.6] voluntariamente suscriben las partes, subyace -como 

adelantamos- una legítima asunción de deuda, con todas las consecuencias que ello comporta 

de acuerdo a las disposiciones del Código Civil 

 La configuración del pacto como asunción de deuda «convenida» comporta -como 

adelantamos- la necesaria consecuencia de que la insolvencia posterior del deudor cesionario 

[«Apra Leven NV»] corre de cuenta del acreedor [los trabajadores], conforme al apotegma 
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«periculum est emptori» -funcionalmente aplicado a la asunción- que deriva de los arts. 1205 y 

1206 CC ; a menos -pero éste no es el caso- que el deudor cedente garantice expresamente al 

acreedor la solvencia del deudor cesionario. Así lo proclama contundentemente el citado art. 

1206 CC , al prescribir que «la insolvencia del nuevo deudor, que hubiese sido aceptado por el 

acreedor, no hará revivir la acción de éste contra el deudor primitivo» 

STS 19/12/2016 

( ROJ: STS 5730/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5730 ) 

Sentencia: 1066/2016 Recurso: 965/2015 

Ponente: JESUS GULLON RODRIGUEZ 

Resumen: seguro en prejubilaciones: la existencia del «aseguramiento» -así llamado- que se 

concierta en el ERE respecto de las cantidades comprometidas en el «Pacto de Prejubilación» 

produce el efecto de desplazar la responsabilidad, desde la empleadora que promueve el 

despido colectivo  a la compañía aseguradora «Apra Leven NV», de manera que la posterior 

insolvencia de esta última no puede reactivar la originaria obligación de pago que correspondía 

a «Poliseda, SL». Y ello es así porque, por bajo contrato la figura del «seguro» que por expresa 

disposición legal [citado art. 8.6] voluntariamente suscriben las partes, subyace -como 

adelantamos- una legítima asunción de deuda, con todas las consecuencias que ello comporta 

de acuerdo a las disposiciones del Código Civil 

 La configuración del pacto como asunción de deuda «convenida» comporta -como 

adelantamos- la necesaria consecuencia de que la insolvencia posterior del deudor cesionario 

[«Apra Leven NV»] corre de cuenta del acreedor [los trabajadores], conforme al apotegma 

«periculum est emptori» -funcionalmente aplicado a la asunción- que deriva de los arts. 1205 y 

1206 CC ; a menos -pero éste no es el caso- que el deudor cedente garantice expresamente al 

acreedor la solvencia del deudor cesionario. Así lo proclama contundentemente el citado art. 

1206 CC , al prescribir que «la insolvencia del nuevo deudor, que hubiese sido aceptado por el 

acreedor, no hará revivir la acción de éste contra el deudor primitivo» 

SUCESIÓN DE EMPRESAS 

STS 30/11/2016 

ROJ: STS 5601/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5601 ) 

Seleccionar Sentencia: 1014/2016 Recurso: 825/2015 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Sucesión de empresas: la empresa cesionaria que sucede a la cedente en una 

determinada actividad, está obligada a responder solidariamente de las obligaciones derivadas 

de un despido disciplinario anterior al momento de la sucesión empresarial, de un trabajador 

adscrito a la contrata sobre la que opera la transmisión. 

En el caso de autos la relación laboral del actor se había extinguido por la empresa cedente 

varios meses antes de la sucesión y a consecuencia de un despido disciplinario, sin que concurra, 

ni haya sido siquiera invocado, el más mínimo elemento que pudiere hacer pensar que se estaba 

actuando en fraude de ley o con la voluntad de eludir de futuro las consecuencias derivadas de 

una próxima subrogación empresarial. No hay el menor atisbo que permita tomar en 

consideración esa posibilidad. 

Lo anterior no es óbice para que, sin embargo, deba asumir solidariamente las obligaciones 

laborales derivadas de ese despido y que no hubieren sido satisfechas. 

El art. 44 ET impone a la empresa sucesora en su apartado tercero, ".... el cedente y el cesionario, 

en las transmisiones que tengan lugar por actos inter vivos, responderán solidariamente durante 

tres años de las obligaciones laborales nacidas con anterioridad a la transmisión y que no 

hubieran sido satisfechas ". 

Y aquí es donde surge en el caso de autos la responsabilidad solidaria de la empresa cesionaria,  

Reitera doctrina: SSTS de 4 de octubre de 2003, rec. 585/2003, y las tres de 15 de julio de 2003, 

recs. 3442/2001, 1878/2002 y 1973/2002, dictadas en Sala General 

STS 15/12/2016 

( ROJ: STS 5724/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5724 ) 

Sentencia: 1061/2016 Recurso: 4177/2015 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA DE LA SERRANA 

Resumen: sucesión de empresas (art.44 ET): nulidad de un acuerdo cerrado en un cortísimo lapso 

de tiempo inmediato posterior a la subrogación que, además, incluye un efecto retroactivo que 

hace que, a la plantilla objeto de la subrogación, se le apliquen las nuevas condiciones desde el 

primer día de la prestación de servicios para la empresa entrante. Nulidad del acuerdo, puesto 

que de este modo se elude una de las garantías inherentes al mecanismo subrogatorio. De esta 

forma la sucesión empresarial se produce con alteración de las condiciones para los 



trabajadores, contraviniendo así las disposiciones convencionales y legales que consagran 

aquellas garantías. » 

STS 21/12/2016 

( ROJ: STS 5760/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5760 ) 

Sentencia: 1086/2016 Recurso: 3245/2015 

Ponente: MIGUEL ANGEL LUELMO MILLAN 

Resumen: sucesión de empresas (art.44 ET): nulidad de un acuerdo cerrado en un cortísimo lapso 

de tiempo inmediato posterior a la subrogación que, además, incluye un efecto retroactivo que 

hace que, a la plantilla objeto de la subrogación, se le apliquen las nuevas condiciones desde el 

primer día de la prestación de servicios para la empresa entrante. Nulidad del acuerdo, puesto 

que de este modo se elude una de las garantías inherentes al mecanismo subrogatorio. De esta 

forma la sucesión empresarial se produce con alteración de las condiciones para los 

trabajadores, contraviniendo así las disposiciones convencionales y legales que consagran 

aquellas garantías 

TIEMPO DE TRABAJO 
STS 18/11/2016 

ROJ: STS 5623/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5623) 

Sentencia: 970/2016 | Recurso: 234/2015 | Ponente: JESUS SOUTO PRIETO 

Resumen: Tiempo de trabajo: se desestima la pretensión de ASETMA formulada en conflicto 

colectivo frente a IBERIA  LAE SA, consistente en que se declare. 1) que el tiempo de espera de 

activación del servicio de guardia (on call) es tiempo de presencia. 2) que se condene a Iberia a 

respetar las consecuencias inherentes a tal pronunciamiento en sus programaciones respetando 

el descanso entre jornadas de 12 horas, entendiendo por jornada tanto el trabajo efectivo como 

el servicio de guardia (on call) activada o no, respetando el límite de 20 horas en tiempo de 

presencia semanales en promedio mensual 

El conflicto a dirimir gira en torno a un acuerdo colectivo que instaura y regula un sistema de 

guardias no presenciales por períodos de 18 horas, durante-las cuales los técnicos de 

mantenimiento de aeronaves se mantienen a disposición de la empresa con un margen de 

reacción que, con carácter general, es de un máximo de 50 minutos. Si durante la guardia se 

realiza un servicio, el tiempo dedicado a este último computa a efectos de la jornada anual, 

pero la mera guardia sin servicio es tratada por la empresa como tiempo de descanso. Tanto la 

mera guardia como los servicios reciben compensación económica específica. El TS confirma la 

sentencia de la AN y concluye que ese tiempo de guardia sin servicio que viene considerándose 

por la empresa como tiempo de descanso no debe contabilizarse en realidad como tiempo de 

presencia 

III. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 
DESPIDO COLECTIVO 
STJUE 21/12/2016 

Procedimiento prejudicial — Directiva 98/59/CE — Aproximación de las legislaciones de los 

Estados miembros que se refieren a los despidos colectivos — Artículo 49 TFUE — Libertad de 

establecimiento — Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Artículo 16 — 

Libertad de empresa— Normativa nacional que confiere a una autoridad administrativa la 

facultad de oponerse a despidos colectivos después de valorar las condiciones del mercado de 

trabajo, la situación de la empresa y el interés de la economía nacional — Crisis económica 

grave — Tasa de desempleo particularmente elevada» 
En el asunto C‑201/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con 

arreglo al artículo 267 TFUE, por el Symvoulio tis Epikrateias (Consejo de Estado, Grecia), mediante 

resolución de 7 de abril de 2015, recibida en el Tribunal de Justicia el 29 de abril de 2015, en el 

procedimiento entre Anonymi Geniki Etairia Tsimenton Iraklis (AGET Iraklis) e Ypourgos Ergasias, 

Koinonikis Asfalisis kai Koinonikis Allilengyis, en el que interviene: Enosi Ergazomenon Tsimenton 

Chalkidas, 

el Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara: 

La Directiva 98/59/CE del Consejo, de 20 de julio de 1998, relativa a la aproximación de las 

legislaciones de los Estados miembros que se refieren a los despidos colectivos, debe interpretarse 

en el sentido de que no se opone, en principio, a una normativa nacional, como la controvertida 

en el litigio principal, en virtud de la cual, a falta de acuerdo con los representantes de los 

trabajadores sobre un proyecto de despido colectivo, un empresario únicamente podrá efectuar 

dicho despido si la autoridad pública nacional competente a la que debe notificarse el proyecto 

no adopta, dentro del plazo previsto por dicha normativa y después de examinar el expediente y 

valorar las condiciones del mercado de trabajo, la situación de la empresa y el interés de la 

economía nacional, una resolución motivada por la que se deniegue la autorización para realizar 
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la totalidad o una parte de los despidos programados. Sin embargo, no sucede lo mismo si resulta 

que, atendiendo a los tres criterios de evaluación indicados en la mencionada normativa y al 

modo concreto en que los aplica esa autoridad pública bajo el control de los tribunales 

competentes, tal normativa tiene como consecuencia privar de efecto útil a lo dispuesto en 

dicha Directiva, extremo que, en su caso, corresponderá comprobar al órgano jurisdiccional 

remitente.El artículo 49 TFUE debe interpretarse en el sentido de que, en una situación como la 

del litigio principal, se opone a una normativa nacional como la referida en la primera frase del 

primer párrafo del presente punto.La posible existencia, en un Estado miembro, de un contexto 

caracterizado por una crisis económica grave y una tasa de desempleo particularmente 

elevada no afecta a las respuestas que figuran en el punto 1 del presente fallo 

LIBRE CIRCULACIÓN DE TRABAJADORES 

STJUE 21/12/2016 

Procedimiento prejudicial — Acuerdo de Asociación CEE-Turquía — Decisión n.º 1/80 — Artículo 7, 

párrafo primero — Derecho de residencia de los miembros de la familia de un trabajador turco 

que forma parte del mercado legal de trabajo de un Estado miembro — Requisitos — Ausencia 

de necesidad de que el trabajador turco forme parte del mercado legal de trabajo durante los 

tres primeros años de la residencia del miembro de la familia»  
En los asuntos acumulados C‑508/15 y C‑509/15, 

que tienen por objeto sendas peticiones de decisión prejudicial planteadas, con arreglo al 

artículo 267 TFUE, por el Verwaltungsgericht Berlin (Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de 

Berlín, Alemania), mediante resoluciones de 9 de julio de 2015, recibidas en el Tribunal de Justicia 
el 24 de septiembre de 2015, en los procedimientos entre Sidika Ucar (asunto C‑508/15), Recep 

Kilic (asunto C‑509/15) y Land Berlin, 

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

El artículo 7, párrafo primero, primer guion, de la Decisión n.º 1/80 del Consejo de Asociación, de 

19 de septiembre de 1980, relativa al desarrollo de la Asociación, debe interpretarse en el sentido 

de que confiere un derecho de residencia en el Estado miembro de acogida al miembro de la 

familia de un trabajador turco, que por razón de reagrupación familiar fue autorizado a entrar en 

tal Estado miembro y que, desde su entrada en el territorio de ese Estado miembro ha 

cohabitado con dicho trabajador turco, aun cuando el período de al menos tres años durante el 

que este último formó parte del mercado legal de trabajo no fuera consecutivo a la llegada del 

miembro de la familia de que se trata al Estado miembro de acogida, sino posterior a ella 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
ATJUE 11/01/2017 

 Cuestión prejudicial, Carta de los derechos fundamentales de la UE. Arts,7,8 y/o 47. Gobención 

de datos de carácter personal. Falta de cuestión relativa a una norma de derechos de la UE 

distinta de la propia CDFUE. INcompetencia del TJUE.  

Caso Karim Boudjellal c.Rauwers Contrôle SA, 

Asunto: C-508/16 

IV. TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
DERECHO A UN JUEZ IMPARCIAL 

STEDH 10/01/2017. Caso Korzeniak c. Polonia 

Resumen: Derecho a un juez imparcial: violación existente 

El demandante, Sanislaw Korzeniak, a finales de los años 1990, terminó lo trabajos de construcción 

para una sociedad polonesa en Alemania. En julio de 1999 demandó a su antiguo empresario 

ante la jurisdicción civil, reclamando que su trabajo hubo de haber sido remunerado a un precio 

por hora mayor. 

Durante casi diez años, el proceso navegó entre diversos grados del sistema jurisdiccional 

polonés, hasta que la decisión definitiva la dio el TS el 124 de mayo de 2008. El Demandante sólo 

obtuvo una estimación parcial de sus pretensiones.  

Al amparo del art.6.2 (derecho a un proceso equitativo en un tiempo razonable) el demandante 

afirmó en particular que el TS encargado del recurso definitivo no había sido imparcia, dado que 

uno de los jueces que lo comonían había ya seguido y conocido este proceso en un estadio 

anterior, en el seno del Tribunal de apelación, antes de su promoción al TS.  

El TEDH aprecia la existencia de violación del art.6.1 (Tribunal imparcial) 

DERECHO A UN PROCESO JUSTO 
STEDH 08/12/2016. Caso Frida, LLC c. Ucrania 

Resumen: Derecho a un proceso justo. Acceso al proceso. Vulneración existente 

La sociedad demandante, Frida LLC, es una SL con sede en Kiev desde 2004  



El caso se refiere al rechazo por la jurisdicción de entrar a resolver un recurso sobre el fondo 

interpuesto por la demandante. En octubre de 2006 , la demandante interpuso un recurso sobre 

el fondo, en un asunto de naturaleza mercantil ya resuelto en la instancia, y el Tribunal Superior 

de comercio de Ucraina no admitió el recurso porque las costas judiciales debidas no habían 

sido íntegramente satisfechas. En noviembre de 2006, la demandante presenta nuevamente su 

recurso, en el cual adjuntaba la prueba de la satisfacción total de las costas judiciales y una 

petición de ampliación de plazo, formulada en una carta adjunta, habiendo ya expirado el 

plazo en ese momento. . 

El tribunal no tuvo en cuenta la carta adjunta y declara que el recurso sobre el fondo era 

inadmisible por no haber solicitado una ampliación de plazo la demandante. Esta decisión fue 

confirmada en febrero de 2007 por el Tribunal Supremo.  

El TEDH declara que existe violación del derecho de acceso al proceso y condena a 200 euros 

por daños morales y a 1000 por costas y gastos 
STEDH 17/01/2016. Caso C.M. c. Suisse (no 7318/09) 

Resumen: derecho a un proceso justo.  

El caso trata de un procedimiento de pensión de invalidez obtenida por C.M 

En mayo de 2001, el Tribunal de seguridad social condenó a la caja de pensiones a pagar 

retroactivamente a C M las prestaciones de invalidez a contar desde 11/06/93 

C.M fue informado de la suma de su pensión y de los atrasos, intereses incluidos, en agosto de 

2003. En diciembre de 2003 CM interpuso ante el Tribunal de seguridad social una acción contra 

la caja de pensiones, pidiendo un nuevo cálculo de los intereses.  A consecuencia de ello, firmó 

una transacción extrajudicial y retiró su acción.  

En septiembre de 2007, interpuso una nueva acción contra la caja de pensiones, a fin de obtener 

una pensión de invalidez completa a partir de 11/06/93 y el pago de los intereses a un tipo del 5% 

sobre el último a contar de 11/06/98 

La caja de pensiones, en su contestación escrita de 19/12/07 pidió la desestimación de la acción 

en base a la transacción extrajudicial 

En marzo de 2008 el tribunal de seguridad social desestimó la pretensión de CM, que recurrio la 

decisión, en base a no haber podido presentar sus observaciones en respuesta a las de la caja 

de pensiones efectuadas el 19/10/07, sin haberlas recibido hasta el 10/03/08, es decir, dos días 

antes del pronunciamento de la sentencia pro el tribunal de seguridad social de 12/03/08 

El TEDH considera que se ha violado el derecho a un proceso justo del art.6.1 CEDH 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA 
STEDH 19/01/2017. Caso Kulykov et autres c. Ukraine 

Resumen: derecho a la vida privada (art.8 CEDH); cese de 18 jueces ukranianos, con vulneración 

de su derecho a un juez imparcial (art.6.1 CEDH) y su derecho a la vida privada (art.8.1 CEDH) 

Los demandantes son 18 jueces ucranianos que denuncian su cese indebido. Fueron cesados de 

sus funciones de jueces en los tribunales ucranianos a consecuencia de procedimientos dirigidos 

contra ellos. Los hechos origen de sus ceses habían sido fijados por el Consejo Superior de la 

Magistratura. En cada asunto, entre 2004 y 2014 el CSJ concluyó que el juez había infringido su 

juramento judicial.  

Las decisiones del CSM fueron sometidas bien al parlamento, bien al presidente ucraniano, según 

cuál de ellos fuera el que nombró al juez, que adoptaron las decisiones definitivas de cese. Los 

jueces intentaron sin éxito recurrir tal decisión ante el Tribunal administrativo superior o ante otras 

jurisdicciones.  

 El TEDH considera que ha habido vulneración del art.6 ( derecho a un juez imparcial) y del art.8 

(derecho al respeto a la vida privada) 
STEDH 26/01/2017. Caso Surikov c. Ukraine 

Resumen: Protección de la vida privada (art.8 CEDH): violación del derecho a la protección de 

datos personales: utilización indebida de datos personales sobre salud en un proceso de 

promoción interna de  personal al servicio de la administración, por razón de su ineptitud 

declarada para el servicio militar por problemas de salud mental.  

El caso se refiere a un rechazo de solicitud de promoción en una empresa estatal a causa de 

que en 1981 el demandante fue declarado inútil para el servicio militar por motivos de salud 

mental. En agosto de 1990 el demandante mpezo a trabajar para Tavrida, editora del Estado. En 

1997, dado que había sido contratado como obrero,  pidió al director de Tavfida que lo 

inscribiera en una lista de reserva para la promoción a un puesto de ingeniero correspondiente a 

su cualificación. En 2000, sin haber obtenido respuesta alguna, presentó por segunda vez su 

candidatura y fue rechazado. Interpuso demanda ante el tribunal central de distrito de 

Simferopol para condenar a su empresario a estudiar su candidatura para un puesto de 

ingeniero.  
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Durante el proceso, la editora Tavrida indicó que su rechazo estaba relacionado con la salud 

mental del demandante, en particular por el hecho de que en 1981 había sido declarado inútil 

para el servicio militar. En 1997, el servicio de recursos humanos de la empresa había obtenido de 

la oficina de reclutamiento de la armada un certificado que confirmaba este extremo. El tribunal 

rechazó la demanda al considerar que la promoción en el empleo es un poder discrecional del 

empleador. Esta sentencia se confirmó en apelación por el Tribunal Superior de la República 

autónoma de Crimea.  

En 2002, a petición de Tavrida, el demandante se sometió a exámenes médicos y se libró un 

certificado firmado por 6 especialista que constataban su aptitud para un puesto de ingeniero. 

En agosto de 2003 fue nombrado jefe de equipo, en abril de 2006, ingeniero tecnológico.  De 

2000 a 2006 el demandante siguió un proceso civil contra Tavrida referido a la obtención, 

utilización y difusión supuestamente ilegales de los datos relativos a su salud. El Sr. Surikov 

denunciaba que el motivo de su rechazo para el servicio militar en 1981 no era suficientemente 

específico para fundar un rechazo posterior para su promoción, y que en todo caso los 

informaciones que obraban en la causa estaban desfasados. Afirmó que asumiendo que la 

empresa tenía datos de su estado de salud, debería haberle pedido un certificado médico 

reciente. No se estimó su pretensión a ningún nivel.  

 En 2006 el demandante formuló demanda civil contra el director de Tavrida, el responsable de 

RRHH y su superior jerárquico , por tratamiento indebido de sus datos relativos a la salud. Se 

desestimó su acción y los ulteriores recursos.  

 El TEDH considera que ha existido vulneración del derecho a la vida privada (tratamiento de 

datos personales) (art.8 CEDH), así como vulneración del derecho a un proceso justo (art.6 CEDH) 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

STEDH 13/12/2016. Caso  Kunitsyna c. Rusia 

Resumen: Libertad de expresión: la Sra. Kunitsyna, periodista independiente, escribió en 

diciembre de 1999 un artículo en el periódico Tomskaya Nedelya, que fue publicado en la región 

de Tomsk. El artículo describía la vida cotidiana de los residentes de un asilo de jubilados, en el 

que estaba la madre de un antiguo diputado de la Duma. El diputado fue identificado por su 

nombre completo en el título y en el texto del artículo. La periodista exponía en el mismo las 

dificultades del personal del asilo para ocuparse de los residentes, por falta de medios 

adecuados. Explicaba que un número importante de residentes habían sido abandonados por 

sus parientes. El artículo señalaba lo siguiente: " Un buen número de personas respetables han 

llevado a sus familiares enfermes al asilo de jubilados a fin de evitarse problemas inútiles". Citaba 

así mismo al médico jefe que había hablado de "falta de compasión", de los familiares por haber 

llevado a un miembro de su familia a este establecimiento.  

 Los familiares la demandaron por difamación y la periodista fue condenada como responsable 

civil a abonar la indemnización de 10.000 rublos 

El TEDH considera que hay violación del art.10 CEDH (libertad de expresión), porque los tribunales 

internos han vulnerado la libertad de expresar una opinión sobre un problema importante de 

interés social y público, a saber, la falta de establecimientos de cuidados especializados en la 

región de Tomsk 

STEDH 17/01/2017. Caso Tavares de Almeida Fernandes et Almeida Fernandes c. Portugal 

Resumen: Libertad de expresión (art.10 CEDH). Los demandantes están casados y residen en 

Colares (Portugal). El asunto trata sobre una acción por difamación ejercitada por un juez contra 

la pareja . 

 El Sr. Tavares es un conocido periodista en Portugal. En el momento de los hechos era el redactor 

jefe del periódico Público. El 20/09/06, Público publicó un editorial escrito por él y titulado "La 

estrategia de la araña", que trataba sobre la elección, el día anterior, del Juez N.N para la 

presidencia del Tribunal Supremo de Justicia. En diciembre de 2007, en respuesta a este artículo, 

el juez N.N. interpuso ante el Tribunal civil de Lisboa una acción por difamación contra la pareja 

Ameida-Fernandez. pidiendo 150.000 euros por daños y perjuicios morales. El tribunal falló a su 

favor, considerando que el artículo había atentado contra su reputación y y condenó al Sr. 

Tavares a indemnizarle en 35.000 euros y absolvió a la Sra. Ameida por falta de legitimación 

pasiva para el caso.  

El sr. Tavares recurrió esta decisión en base a su libertad de expresión, y el tribunal de apelación 

de Lisboa confirmó la sentencia. También recurrió la decisión el Juez N.N que consideró baja la 

suma de la indemnización y que la Sra. Almeida debió ser parte. El tribunal de apelación 

confirmó la sentencia recurrida, sin embargo consideró que la Sra. Almeida tenía legitimación 

pasiva y condenó a la pareja a indemnizar al Juez NN en 60.000 euros, más intereses, a título de 

indemnización  



 El TEDH considera que se ha vulnerado el art.10 CEDH del Sr. y Sra. De Almeida Fernandez y que 

la suma obtenida por el Juez N.N en concepto de daños morales es desproporcionada 

LIBERTAD DE MANIFESTACIÓN 

STEDH 13/12/2016. Caso Kasparov y otros c. Rusia 

Resumen: libertad de manifestación: violación existente.  El caso se refiere a la detención de Garri 

Kasparov, antiguo campeón mundial de ajedrez, que es también un militante político; así como a 

la detención de otro militante, Aleksandr Averin, con ocasión de una manifestación en Moscú. El 

caso se refiere también a su detención posterior. Como en otros muchos otros casos rusos 

idénticos que ha resuelto el TEDH, la manifestación, incontestablemente pacífica en la que se 

hallaban los demandantes fue dispersada y ellos fueron arrestados y condenados a una pena de 

5 días de prisión, en virtud de un procedimiento administrativo, sin ninguna consideración de los 

problemas que les causaron y sin darlos posibilidad alguna de practicar pruebas que sostuvieran 

su versión de los hechos. 

De esta forma, las medidas impuestas a los demandantes pueden claramente disuadir a otros 

partidarios de la oposición y al público en general de participar en manifestaciones y, más en 

general, de un debate político abierto.  

 Por ello, el TEDH (gran sala) declara que ha habido violación del art.11 (libertad de reunión y 

asociación)  , del art.6 (derecho a un proceso justo, del art. 5 (derecho a la libertad y la 

seguridad , en este caso en relación a la detención administrativa del Sr. Averin en una comisaría 

de policía de Moscú durante 48 horas, duración que superó el máximo de 3 horas previstas por el 

derecho interno, sin embargo no se aprecia violación del art.5 por razón de la detención del Sr. 

Kasparov 

LIBERTAD RELIGIOSA 

STEDH 10/01/2017. Caso Osmanoǧlu et Kocabaş c. Suiza 

Resumen: Libertad religiosa vs. derecho a la educación 

El caso trata sobre la negativa de unos padres de confesión musulmana de enviar a sus hijas, que 

aún no habían alcanzado la pubertad, a las clases de natación mixtas obligatorias en el marco 

de su escolarizción, así como  sobre al rechazo de las autoridades competentes de dispensarlas 

de tal asistencia.  

El TEDH considera que está en juego el derecho de los demandantes a manifestar su religión y 

constata que la negativa de las autoridades de conceder una dispensa relativa a los cursos de 

natación se analiza como una injerencia en el derecho de los interesados a la libertad religiosa; 

injerencia que estaba prevista por la ley y que perseguía un fin legítimo (la protección de los 

alumnos extranjeros contra todo fenómeno de exclusión social).  

El TEDH subraya, sin embargo, la trascendental posición que la escuela ocupa dentro del proceso 

de integración social, y más particularmente para los niños de origen extranjero; precisando, de 

un lado, que el interés de los menores a una escolarización completa, permitiendo una 

integración social completa conforme a los usos y costumbre locales, prima sobre el deseo de los 

padres de eximir a sus hijas de las clases de  natación mixtas; y por otro lado, que el interés en la 

enseñanza de la natación no se limita sólo a aprender a nadar, sino que reside -sobre todo- en el 

hecho de practicar esta actividad en común con todos los otros alumnos, con independencia 

de toda excepción ligada al origen de los niños o a sus convicciones religiosas o filosóficas de sus 

padres.  El TEDH constata igualmente que han sido ofrecidas a los demandantes  importantes 

opciones, dirigidas a reducir el impacto litigioso de la participación de sus hijas en los cursos de 

natación mixtos sobre las convicciones religiosas de sus padres, en particular la posibilidad de 

llevar burkini. 

El TEDH también considera que el proceso seguido en este caso ha sido accesible y susceptible 

de permitir un examen razonado de la petición de dispensa.  

El TEDH considera que poniendo en primer lugar y priorizando la obligación de los niños de seguir 

integralmente la escolarización y el logro de su integración, por encima del interés privado de sus 

padres de lograr la dispensa de las clases de natación mixtas por motivos religiosos, las 

autoridades internas no han sobrepasado el margen de apreciación del que gozan en lo que se 

refiere a la escolarización obligatoria 

PROHIBICIÓN DE  DISCRIMINACIÓN 

STEDH 12/01/2017. Caso Saumier c. Francia  

Resumen: prohibición de discriminación (art.14 CEDH y Protocolo nº 1). Inexistencia de violación  

El caso trata de una persona cuya enfermedad ha sido causada por culpa de su empresario y 

que no ha podido obtener la reparación integral de su perjuicio. 

El TEDH observa que los trabajadores víctimas de un accidente de trabajo o de una enfermedad 

profesional causadas por culpa del empresario no se hallan en situaciones análogas o 

comparables a las personas víctimas de daños corporales o atentados a su salud causados por 



JURISDICIÓN SOCIAL 
 

culpa de una persona que no es su empresario. El régimen especial de responsabilidad en caso 

de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales difiere del régimen de derecho común 

en que no se basa en la prueba de la culpa y de una relación causal entre la culpa y el daño, 

con la intervención de un juez, sino que responde a la solidaridad y la automaticidad. Además, la 

reparación del perjuicio causado por culpa inexcusable del empresario complementa la 

compensación de los daños automáticamente percibida por la víctima, lo que singulariza esta 

situación en relación a la propia de derecho común.  Así, la situación de un trabajador víctima 

de un AT o EP, siendo diferente que la de una persona víctima de un daño producido en otro 

contexto, no hay discriminación contraria a la CEDH. 

La demandante, Sra. Laure Saumier, se queja de que por razón de una enfermedad causada por 

culpa de su empresario, no ha podido obtener la reparación integral del perjucio 

El 03/05/07, el tribunal de Seguridad social de Créteil reconoció el carácter profesionar de su 

enfermedad. En julio de 2008, el Caja básica de seguros de enfermedad (CPAM) le reconoció un 

porcentaje de incapacidad del 70% y le reconoció una pensión de incapacidad de 11.377,22 

euros anuales. El 15 de octubre de 2010, el Tribunal de seguridad social de Créteil reconoció la 

culpa del empresario y fijo la pensión en su cuantía máxima de 12.749,74 euros /año.   

Ordenó una perito para evaular los perjuicios extrapatrimoniales. En base al dictamen de la 

experta, la Sra. Saumier demandó la indemnización por todos sus daños en la suma de 1 211 

664,90 EUR. La CPAM  rechazó adelantar la reparación de la totalidad de los daños reclamados 

por la demandante.  

El TEDH observa que en Francia un trabajador víctima de un AT o una EP , goza de un régimen 

especial de cobertura y de indemnización. Este régimen comprende la asunción automática de 

los cuidados médicos hasta la fecha de la curación, así como, en su caso, el pago durante el 

período de IT, de las indemnizaciones diarias destinadas a compensar la pérdida de salario. De 

otro lado, cuando el trabajador sufra una IP, puede, sin haber de demostrar la culpa del 

empresario, obtener una indemnización destinada a compensar la pérdida de salario. Esta 

indemnización está ingegrada por un capital cuando el grado de incapacidad es inferior al 10% 

y de una renta vitalicia cuando la incapacidad es igual o superior a tal porcentaje. En 

contrapartida de la responsabilidad sin culpa (objetiva) del empleador, la indemnización que se 

abona al trabajador está topada y no cubre los denominados daños extrapatrimoniales.  

Cuando el accidente o la enfermedad profesional se deben a la culpa inexcusable del 

empleador, el trabajador tiene derecho a una indemnización complementaria, en forma de un 

aumento del capital o de la renta antes citadas, independientemente de este aumento de la 

renta, el trabajador puede también obtener la reparación del perjuicio causado por los daños 

psíquicos y morales, el perjuicio estético, pérdida de disfrute, y del perjuicio resultante de la 

pérdida o disminución de sus posibilidades de promoción profesional.  Resulta de la doctrina del 

Conseil Constitutionnel de 18/06/10 que esta enumeración no es tasada, pudiendo el trabajador 

pedir al empresario la reparación del conjunto de los daños no cubiertos por el Libro IV del 

Código de la Segurdad Social 

PROHIBICIÓN DE TRABAJO FORZOSO 

STEDH 17/01/2016. Caso J. y otros c. Austria 

Resumen: prohibición de trabajo forzoso (art.4 CEDH), prohibición de tratos inhumanos o 

degradantes (art.3 CEDH). Inexistencia de vulneración.  

El asunto se refiere a una investigación desarrollada por las autoridades austriacas de una 

denuncia de trata de seres humanos. En concreto, dos filipinos, que habían ido a trabajar a los 

Emiratos árabes unidos, como empleados ou pair en una casa alegaban que sus empresarios les 

habían quitado su pasaporte y les habían explotado, y que les habían tratado de esta forma 

durante una corta estanca en Viena, a donde les habían llevado.  En Viena, finalmente, 

consiguieron escaparse. Acto seguido, interpusieron una querella criminal en Austria contra sus 

empleadores. Las autoridades se consideraron incompetentes para conocer de las infracciones 

cometidas según los querellantes en el extranjero, y rechazaron la denuncia por lo que había 

ocurrido en Austria. Ante el Tribunal, los demandantes alegaron concretamente que lo que les 

había ocurrido en Austria no podía considerarse aisladamente y que las autoridades austriacas 

tenían conforme al derecho internacional la obligación de investigar sobre lo ocurrido en le 

extranjero.  

El TEDH considera que la CEDH no impone a Austria la investigación sobre la contratación de los 

demandantes en Filipinas ni sobre sus alegaciones según las cuales habían sido explotados en los 

Emiratos Arabes Unidos, puesto que el art. 4 no exige que los Estados que establezcan una 

competencia universal en materia de trata de seres humanos cometida en el extranjero.   

En lo que atañe a lo sucedido en Austria, el TEDH considera que las autoridades han tomado 



todas las medidas que razonablemente estaban a su alcance en las circunstancias del caso.  Los 

demandantes, asistidos por una ONG subvencionada por el Estado, han sido atendidos por 

policías especialmente formados y han recibido un permiso de residencia y trabajo regularizando 

su situación en Austria. Para protegerlos, se prohíbe divulgar sus informaciones personales. De otro 

lado, la investigación llevada a cabo sobre lo relativo a su estancia en Viena ha sido suficiente, 

teniendo en cuenta los hechos y las pruebas disponibles y la conclusión a que han llegado las 

autoridades es razonable.  

Si se hubieran tomado en este caso otras medidas, como interrogar a los empleadores sobre las 

acusaciones formuladas contra ellos, estas medidas no habrían tenido perspectiva razonable 

alguna de éxito: de un lado, no existía Tratado alguno de auxilio judicial entre Austria y los 

Emiratos Arabes Unidos, y por otro lado, los demandantes no se dirigieron a la policía sino un año 

después de los hechos, momento en que los empleadores habían abandonado  hacía ya  

tiempo el país.   

 El TEDH considera que no hay vulneración ni del art 3 ni del art.4 CEDH 
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ACCESO A LA SENTENCIA (CENDOJ) 

 
“La marginación es la forma más peligrosa de opresión...queda sujeta a privaciones materiales y de derechos, y 

rápidamente a medidas paternalistas.” I.Young 

 

La prostitución es un fenómeno antiguo, unido a la historia de la humanidad. Ya en el año 533 d.c., 

Justiniano definió en su "Digestum", a las prostitutas como "las mujeres que se entregan a los hombres 

por dinero y no por placer". 

Ha sido históricamente aquella actividad fantasma, utilizada por un sector de la población, y 

reconocida como "un mal necesario" por el otro. La diferencia última (de los cuatro modelos legales 

utilizados hasta el momento para abordar la cuestión) se asientan en la consideración de la prostituta, 

bien como una víctima de la violencia de género (en el sistema abolicionista), como la creadora de 

un riesgo para otros bienes jurídicos (en el reglamentarista), como una delincuente (en el sistema 

prohibicionista) o como una legítima trabajadora (en el sistema laboralizador). 

La prostitución, y voy a referirme exclusivamente a la que está fuera del tipo delictivo y por tanto se 

ejerce voluntariamente por persona mayor de edad y sin limitaciones cognoscitivas, ha sido tratada 

en nuestro ordenamiento jurídico de forma patológicamente “bipolar”. 

De un lado, tenemos a la patronal de la prostitución a la que se le reconocen derechos 

expresamente.  La Generalitat de Catalunya promulgó el Decreto 217/2002, que regula los locales de 

pública concurrencia donde se ejerce la prostitución, y como desarrollo, la Orden 335/2003, que 

aprueba la Ordenanza Municipal Tipo sobre los locales de pública concurrencia donde se ejerce la 

prostitución. Dicha Orden, llegó a superar el filtro del máximo órgano judicial cuando el Tribunal 

Supremo, en Sentencia de su Sala Tercera, de 22 de abril de 2010 (siendo ponente el Excmo. Sr.  Carlos 

Lesmes Serrano, actual presidente del Consejo General Judicial), convalidó, con alguna pirueta 

jurídica, la legalidad de la citada Orden, entre otras razones, al entender que la norma administrativa 

se dictó , "para minimizar o disminuir, los efectos perjudiciales de una actividad que, siendo indeseable, 

se consiente por los poderes públicos por derivarse de su estricta prohibición, unos efectos aún más 

perniciosos que los que se derivan de su tolerancia". 

Seis años antes la Sala de lo Social del Tribunal Supremo reconocía, en sentencia de 27 de noviembre 

de 2004 (asunto Mesalina), el derecho de una asociación de empresarios (Mesalina) a ser inscrita en el 

Registro de Asociaciones Empresariales de ámbito nacional. Nada habría que objetar, en principio, si 

no fuera por la circunstancia de que esta concreta asociación tenía como objeto social, “la 

explotación de locales públicos hoteleros en los que terceras personas se dedican al ejercicio del 

alterne y la prostitución por cuenta propia”. 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7914770&links=&optimize=20170123&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7914770&links=&optimize=20170123&publicinterface=true
http://notin.es/wp-content/uploads/2010/10/STS-24-Abril-2010.pdf
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A la halagüeña regulación administrativa para esta peculiar patronal, hay que añadir la fiebre 

reglamentista, en la que a modo de pandemia, han incurrido los distintos Consistorios de este país, uno 

tras otro, con la clara pretensión de barrer literalmente el ejercicio de la prostitución de las calles, 

mediante la imposición de sanciones pecuniarias a clientes y  también a las mujeres  que ejercen tal 

actividad en los espacios públicos. 

La curiosidad de tales regulaciones administrativas, que  desde mi punto de vista, contravienen la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 1, es que en la mayoría de los casos, se 

sanciona la simple "negociación" de prestación de servicios sexuales en espacios públicos”, (las calles), 

condenando a las prostitutas, al acuartelamiento en los prostíbulos, regentados por ellos, y no ellas.  

Y las cosas han mejorado notablemente para los explotadores de este tipo de locales, ante el nuevo 

panorama legislativo instaurado  tras la entrada en vigor de la Ley  Orgánica 4/2015 de 30 de marzo  

de protección de la seguridad Ciudadana , en cuyo art.36.11º, se califica de infracción grave  (con 

multa de 1.000 a 30.000 euros), “La solicitud o aceptación por el demandante de servicios sexuales 

retribuidos en zonas de tránsito público”, presumiendo una especie de "estado de peligrosidad", en la 

actividad de la prostitución, al igual que hizo hace décadas, la "ley de vagos y maleantes" o "la ley de 

peligrosidad y rehabilitación social", esta última, establecía como estado peligroso, entre otros, "... a los 

rufianes y proxenetas, y a los que habitualmente ejerzan la prostitución". 

Y de otro lado, ¿qué pasa con las Prostitutas? El posicionamiento histórico de nuestros tribunales 

laborales en la calificación de laboral o no de esta actividad puede calificarse  de verdadera  

acrobacia jurídica diseñada por nuestra justicia social para amparar laboralmente, aunque sea de 

forma parcial, la actividad de las meretrices, por la vía del alterne, fijando la frontera con la actividad 

de la prostitución en “el acceso carnal”. 

Para ello, de un lado se descarta de forma radical que la actividad de la prostitución, (como 

prestación de servicios sexuales a cambio de un precio), pueda ser objeto de un contrato laboral, al 

ser su causa  ilícita, y por tanto el contrato  nulo; pero de otro lado,  se admite la laboralidad, siempre 

que reúna las notas características del artículo 1 del Estatuto de los Trabajadores (ET.), de la actividad 

de alterne, esto es,  “la captación de clientes varones mediante el atractivo sexual con el propósito de 

que consuman el mayor número de bebidas posibles”. De esta manera la Sala social del Tribunal 

Supremo, desde los años ochenta, ha venido declarándose competente para analizar jurídicamente 

la relación contractual mantenida entre las alternadoras y la persona física o jurídica sobre la que 

recae los beneficios económicos de tal actividad. Y así se recoge en la su  Sentencia de 3 de marzo 

de 19812, en la que la demandante prestaba servicios  en una sala de fiestas a horario fijo, consistiendo 

sus funciones en animar al baile y alternar con los clientes, tarea por la cual percibía una cantidad fija 

mensual y otra variable a razón de un porcentaje sobre las consumiciones de la clientela captada.   

Idéntica posición se mantiene por el Alto Tribunal en su sentencia de 25 de febrero de 19843, en esta 

ocasión la alternadora era también bailarina de Top-less, sentencia de 14 de mayo de 19854, 

sentencia de 21 de octubre de 19875 y sentencia de 4 de febrero de 19886. Estas sentencias recogen, 

sin pudor, un radical cambio jurisprudencial que abstrae de la actividad de la prostitución, aquella 

parte que no exige la prestación de un “servicio sexual” y que por regla general antecede a éste, o 

sea el alterne, para darle protección laboral, e igualarlo a cualquier otro tipo de actividad, 

cambiando de esta forma el criterio judicial contenido  en la añeja sentencia de fecha 30 de mayo de 

1962 dictada por el extinto  Tribunal Central de Trabajo, en la que se declara nulo, por ilicitud de su 

causa, el contrato celebrado por un camarero para prestar servicios  en un “meublé” dedicado a la 

cohabitación de parejas. El abrazo judicial que se otorga a la actividad del alterne, supone  una 

extensión de la protección social a las mujeres prostitutas pues es inescindible el alterne  de la 

prostitución , porque sin alterne no hay prostitución, a pesar de su ficticia delimitación judicial que se 

ha traducido en sentencias como la dictada por el Juzgado Social nº1 de Granollers (Barcelona)  de 

22 de noviembre de 2002 y ratificada por la Sala Social catalana  el 17 de septiembre de 20037 , en la 

que se estima parcialmente la acción de despido planteada por una alternadora-prostituta, sólo por 

                                                
1 La prostitución  es calificada de actividad económica por el Tribunal de Justicia  de las Comunidades Europeas, en su sentencia de fecha 20 de 
noviembre de 2001, ponente : A. La Pérgona  (TJCE 2001\314, “asunto Jany y otras”) 
2 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 3 de marzo de 1981  
(RJ 1981\1301). 
3 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 25 de febrero de 1984 (RJ 1984\923). 
4
 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 14 de mayo de 1985  

(RJ 1985\2712). 
5 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 21 de octubre de 1987 (RJ 1987\7172). 
6 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 4 de febrero de 1988  
(RJ 1988\571). 
7 STSJ de Cataluña (Sala Social), de 17 de septiembre (AS 2003/3211). 



lo que respecta la actividad (a tiempo parcial) realizada como alternadora y excluyéndose la parte 

de la jornada en la que ejercía la prostitución. Y con un criterio radicalmente diferente, fue dictada la 

mediática sentencia del Juzgado de lo Social nº10 de Barcelona  de 18 de febrero de 2015, en la que 

tras un exhaustivo análisis jurídico , se declara la inexistencia de obstáculo legal o de 

constitucionalidad para el reconocimiento de laboralidad  del ejercicio de la prostitución y alterne  en 

el caso enjuiciado , aún desde la obligada perspectiva de género. 8 

La  reciente sentencia del Tribunal Supremo de 21 de diciembre de 2016 9 vuelve a analizar el alterne y 

la prostitución, aunque fugazmente y sin variar el rumbo jurisprudencial marcado. 

Se trata de un procedimiento de oficio  estimado en la instancia  e impulsado por el jefe de la 

Inspección de trabajo y Seguridad Social (ITSS), en el que se declaró la existencia de relación laboral  

entre la empresa explotadora de local de alterne   y varias  mujeres  que venían ejerciendo en el dicho 

local (centro de trabajo) la actividad del alterne , consistente en captación y entretenimiento de 

clientes  induciéndoles a realizar consumiciones y obteniendo por ello una contraprestación 

económica de las propias consumiciones, todo ello sometidas a un horario  (coincidente con la 

apertura del local), con un día de descanso semanal y a cambio de una remuneración  a comisión 

consistente en una parte  del importe de la consumición del cliente. Recurrida la sentencia en 

suplicación  por el empresario, fue desestimada por la Sala del TSJ de Castilla La Mancha , en 

sentencia de  12 de marzo de 201510. No satisfecho con esta resolución el demandado  formalizó 

recurso de casación sostenido sobre dos concretas cuestiones jurídicas. Se invocaron  dos sentencias 

contradictorias para cada uno de los motivos. La primera cuestión que se discute es el plazo de 

prescripción que debe aplicarse al procedimiento de oficio, declarando el Alto Tribunal  que la 

prescripción no es la prevista en el art. 59 del ET, como defiende el recurrente, sino  la que se regula en 

el art. 21.1º c) de la Ley General de la Seguridad Social, a cuyo tenor prescribe  a los cuatro años “la 

acción para imponer sanciones por incumplimiento de normas  de seguridad Social”. 

La segunda cuestión que se plantea entra de lleno en el análisis de la frontera entre prostitución y 

alterne, pretendiéndose la estimación del recurso  sobre la base de que las mujeres ejercían la 

prostitución y siendo un objeto ilícito, no puede proceder la calificación de laboralidad. Se aporta 

como contradictoria la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 12 de marzo de 2008 11 

en la que en un supuesto muy similar se  entendió que no procedía la calificación de laboral de 

porque las alternadoras  también ejercían la prostitución, siendo esta  actividad ilícita y por tanto no 

encuadrable en el seno de una relación laboral. No obstante , el Tribunal Supremo no aprecia la  

concurrencia de las identidades establecidas en el art. 219 de la LRJS , porque en la sentencia 

recurrida las mujeres codemandadas ejercían la actividad de alterne y en cambio en la sentencia  de 

contraste se ejercía , además del alterne, la prostitución, desestimándose el  recurso planteado por la 

empresa. 

En base a lo expuesto, no se atisban cambios relevantes en la vieja  jurisprudencia fijada en los años 

ochenta  que resulta de rabiosa actualidad , cuarenta años después. Es plausible la idea judicial de  

extraer de entre las distintas tareas de la prostituta, aquellas menos “sexuales”, y por ende, menos 

censuradas por la moral social, para acogerlas en el seno de un derecho tan tuitivo como el laboral , 

pero ello es una muestra más de la hipocresía social que se cierne sobre todo aquello relacionado con 

la  prostitución.  

El pánico moral no independiza, no liberaliza, sino que infantiliza a las mujeres. La mayoría de las 

vulneraciones padecidas por este colectivo procede de la ausencia de reconocimiento de derechos 

sociales o del desconocimiento de que disponen de  derechos, bien como alternadoras o bien como 

trabajadoras sexuales autónomas. 

La frontera legal no debe fijarse en el carácter altruista o remuneratorio del intercambio sexual, sino en 

la libertad con la que el mismo se presta. 

 

Véase también: ROJO TORECILLA, E.; “Existencia de relación laboral. Sobre la frontera jurídica entre el 

“alterne” y la “prostitución”. Nota breve a la sentencia del TS de 21 de diciembre de 2016”; Blog del 

autor: http://www.eduardorojotorrecilla.es/2017/02/existencia-de-relacion-laboral-sobre-la.html 
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8 Sentencia firme nº 50/2015 de 18 de febrero de 2015 del Juzgado de lo Social nº10 de Barcelona ,magistrado: Ilmo. Sr.  Joan Agustí.   
9 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Social), de 21 de diciembre de 2016 (ROJ STS 5723/2016), ponente: Excma. Sra. Mª Luisa Segoviano  
10 Sentencia del TSJ de castilla la mancha de fecha  12 de marzo de 2015 (recurso nº 1148/2014). 
11 Sentencia del TSJ de Galicia de fecha  12 de marzo de 2008 (Recurso nº 6467/2007) 
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DE LA STS 22 DE DICIEMBRE DE 2016 
CARLOS HUGO PRECIADO DOMÉNECH y MIQUEL ÁNGEL FALGUERA BARÓ 

Magistrados especialistas TSJ Cataluña 
STS 22/12/2016 (ROJ: STS 5795/2016 - ECLI:ES:TS:2016:5795). Sentencia: 1108/2016 Recurso: 10/2016. 

Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SAHUN 

 

ACCESO A LA SENTENCIA (CENDOJ) 

 

1, CONTENIDO DE LA SENTENCIA ANALIZADA.  

 

Resumen: Despido colectivo: la demandante entiende que, ante la suma de extinciones de contratos 

temporales que, a su entender, habían de considerarse celebrados en fraude de ley, la parte 

empleadora debió de haber acudido al trámite del despido colectivo y, no habiéndolo hecho, 

debería declararse la nulidad de todas las extinciones. 

Sin embargo, tal planteamiento parte de una premisa que no está confirmada con carácter previo, 

cual es la de que, efectivamente, los contratos temporales de los trabajadores afectados por los ceses 

habrían de calificarse de fraudulentos y que, al no tener naturaleza de relaciones laborales de 

duración determinada, las extinciones habrían de considerase despidos improcedentes. A ello anuda 

además la parte actora la conclusión de que la presumible improcedencia en masa provoca en este 

caso la superación de los umbrales previstos en el art. 51.1 ET y, en consecuencia, sitúa el sustrato 

fáctico sobre el que asienta su pretensión en el marco del despido colectivo y, por tanto, en el ámbito 

procesal del art. 124 LRJS 

No cabe duda de que el despido colectivo puede producirse al margen de que la empresa utilice el 

procedimiento del art. 51 ET (despido colectivo irregular) o que, incluso, se oculte su carácter colectivo 

(despido colectivo de hecho); y, tanto en un caso como en el otro, la decisión empresarial puede ser 

impugnada por la vía del art. 124 LRJS ( STS/4ª/Pleno de 25 noviembre 2013 -rec. 52/2013- y 21 julio 2015 

-rec. 370/2014-); mas en el presente caso la demanda se construye sobre unas afirmaciones no 

meramente fácticas -las que se refieren a la existencia de la comunicación empresarial de cese de un 

determinado número de trabajadores-, sino sobre una calificación jurídica -el fraude de ley en la 

contratación y la inexistencia de justificación de la terminación de los contratos- que necesariamente 

individualiza la situación de los trabajadores haciendo necesarios unos pronunciamientos previos que 

no pueden ser incluidos en el objeto del proceso regulado en el precitado art. 124 LRJS 

Para determinar si se sobrepasa el umbral numérico del art. 51.1 ET y comprobar si, efectivamente, se 

había alcanzado aquél, el órgano judicial no podría entrar a examinar si los contratos de trabajo 

afectados eran o no fraudulentos, pues es ésta una cuestión previa de la que habría de depender que 

estuviéramos o no ante un despido colectivo irregular o de hecho. 

Voto particular: Sres. D. Luis Fernando de Castro Fernandez y D. Antonio V. Sempere Navarro, y al que 

se adhieren los Excmos. Sres/as Magistrado/as Dª. Maria Luisa Segoviano Astaburuaga, Dª. Rosa Maria 

Viroles Piñol y D. Jordi Agusti Julia. 

Considera que la Sala del TSJ es la competente para conocer de la demanda puesto que: 

1º).- En la presente litis es de colectiva afectación la posible existencia de fraude en la contratación 

como temporales de todo un colectivo (Monitores Escolares). La propia demanda indica que se 

habría acudido a la figura de obra o servicio determinado para atender necesidades que se dicen 

permanentes [tesis actora, con soporte del informe de la Inspección de Trabajo]; cuestión de fondo 

que es precisamente la que la Sala ha rechazado enjuiciar. Compartimos con la mayoría de la Sala la 

apreciación de que esto comporta una cuestión prejudicial a la determinación de si ha habido un 

despido colectivo, pero consideramos que ello no aboca a declinar su conocimiento (art. 4.2 LRJS). 

2º).- La remisión de la litis -de treinta y dos trabajadores afectados- a diversos Juzgados de lo Social 

comporta una innegable -y muy factible, por lo que la experiencia enseña- posibilidad de divergencia 

de resoluciones judiciales con lo que también parece palmario que con la solución adoptada se ven 

frustrados los dos objetivos propios -antes reseñados- de la reforma procedimental en materia de 

despido colectivo. 

3º).- No compartimos la inconveniencia de que el órgano competente para conocer de lo presentado 

como un despido colectivo deba examinar, a título prejudicial, la regularidad de diversos contratos de 

trabajo mientras que, sin embargo, esa misma tarea resulte adecuada para cada uno de los Juzgados 

de lo Social ante los que penden las demandas individuales. 

 

2. JURISPRUDENCIA ANTERIOR VINCULADA CON ESTE PRONUNCIAMIENTO 

La cuestión analizada en la referida sentencia ha sido hasta ahora abordada por la doctrina judicial 

http://www.poderjudicial.es/search_old/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7923469&links=&optimize=20170201&publicinterface=true


desde dos perspectivas distintas. En primer lugar, desde una vertiente de derecho substantivo; por 

tanto, en la determinación del ámbito objetivo de los límites cuantitativos del art. 51.1 ET. Y, asimismo, 

se ha analizado desde una perspectiva procesal; esto es: si en aquellos casos en los que han existido 

extinciones colectivas dentro del período legal de referencia sin haberse seguido los trámites del art. 51 

ET era posible acudir a la modalidad procesal del despido colectivo (art. 124 LRJS) 

 

a) En relación a la inclusión de los contratos temporales a efectos de determinación de la 

concurrencia de un despido colectivo 

Por lo que hace al ámbito objetivo de los despidos colectivos, es criterio casacional la inclusión en los 

límites del art. 51.1 ET la finalización de los contratos temporales en fraude de ley o finalizados ante 

tempus, (no así por lo que hace a los contratos temporales que no incurran en dichos ilícitos, tanto por 

expresa regulación del artículo 5.1.1 TRLET, como por el contenido del art. 1 de la Directiva 98/59/CEE). 

Así se deriva de la STS UD 03.07.2012 –Rec. 1744/2011-, en la que se afirma: “si se trata de 

contrataciones temporales fraudulentas, como en este caso, o resulta que la obra o el servicio 

concertados no han finalizado en absoluto, es decir, ni siquiera de alguna forma parcial que pudiera 

afectar a la actividad del trabajador, no cabe excluir en del cómputo tales trabajadores a los efectos 

discutidos, pues en otro caso se dejaría al arbitrio del empleador la utilización de la vía del despido 

colectivo, excluyendo de los referidos umbrales las contrataciones de esta clase”. Hay que indicar, en 

todo caso, que dicho pronunciamiento contó con un significado voto particular, que consideraba que 

el artículo 49 TRLET, al regular las distintas causas de extinción del contrato, tipifica en forma 

diferenciada los supuestos de finalización de los contratos temporales y el despido colectivo por 

causas económicas, técnicas, organizativas o de la producción. El criterio mayoritario ha sido asimismo 

aplicado en la STS UD 08.07.2012 (rec. 2341/2011). Hallaremos también sentencias de la denominada 

“jurisprudencia menor” aplicando idéntica conclusión a las Administraciones públicas (STSJ Castilla y 

León –Valladolid- 02.05.2013 –Rec. 715/2013-). 

Sin embargo, ese criterio de adscripción no resulta de aplicación en el caso de la finalización de 

contratos temporales al término del plazo pactado o por finalización de la obra o de la cobertura de 

vacante, como se ha sustentado –en relación a la Directiva de despidos colectivos por el TJUE en la 

Sentencia de 13 de mayo de 2015 (asunto C-392/13, Rabal Cañas) Lo mismo ocurre –esta vez, en el 

ámbito de una Administración pública- cuando la finalización del vínculo contractual deriva de una 

Ley que pone fin a un plan especial, aunque el contrato pueda ser calificado como fraudulento (SSTS 

UD 21.04.2015 –(5) Recs. 683/2014, 1004/2014, 1235/2014, 1238/2014 y 1071/2014 -, 22.04.2014 –(3) Recs . 

1205/2014, 1026/2014 y 1161/2014-, 23.04.2015 –Rec. 141/2014-, 27.04.2015 – (2) Recs. 1458/2014 y 

2417/2014-, 28.04.2015 –(3) Recs. 1234/2014, 2089/2014 y 2522/2014-, 07.05.2014 –Rec. 325/2014-, 

20.05.2015 –Rec. 2273/2014-, 08.07.2015 –Rec. 1604/2014-, 13.07.2015 –Rec. 2405/2014-, 17.07.2015 –Rec. 

2248/2014-, 21.07.2015 –Rec. 1407/2014-, 14.09.2015 –Recs. 2272/2014 y 2416/2014-, 30.06.2016 –Rec. 

596/2016-, 06.07.2016 –Rec. 313/2015-, 19.07.2016 –Rec. 679/2016-, 05.10.2016 –Rec. 1738/2015-, 

13.10.2016 –Rec. 3138/2015-, 20.10.2016 –Rec. 3250/2015-, etc). 

 

b) Sobre la acción procesal aplicable a los denominados “despidos colectivos de hecho” 

La aplicación de todos esos criterios conlleva un problema hermenéutico importante que puede 

enunciarse con la pregunta siguiente: ¿qué ocurre si existe una extinción colectiva que supera los 

límites legales y en la que, sin embargo, no se han seguido los trámites legales del artículo 51.1 TRLET? 

Paradójicamente la Ley substantiva guarda silencio; y la Ley procesal se limita a responder que en ese 

caso el despido ha de ser calificado judicialmente como nulo, tanto en la regulación de las 

extinciones objetivas por concurrencia de fraude de ley (Vid la STS UD 17.05.2016 –Rec. 3037/2014-), 

como de los despidos colectivos (arts. 122.2 b) y 124 LRJS, respectivamente) De ahí que quepa 

preguntarse si, aun no acudiendo el empleador a los trámites del artículo 51 TRLET es posible instar una 

demanda colectiva de despido colectivo. La doctrina del TS en casación ordinaria ha venido a dar 

una respuesta positiva a partir de las figuras del “despido colectivo de hecho” y del “despido colectivo 

irregular”. 

Ese criterio se fija a partir de la STS 25.11.2013 –Rec. 52/2013-. En ella, analizando un supuesto de 

variadas extinciones contractuales por la vía del artículo 52 c) que excedían del tope legal en el 

período de referencia de noventa días, el TS parte de la diferenciación entre aquellas situaciones en 

las que superándose los límites legales de afectados no se siguen los trámites establecidos en el 

artículo 51 TRLET –esencialmente, el período de consultas- y aquellas otras en las que existe un 

ocultamiento fraudulento del carácter colectivo. Por tanto, entre los despidos por causas económicas, 

técnicas, organizativas y productivas más o menos coetáneos notificados esencialmente como 

objetivos (ex art. 52 c) TRLET) o los típicos cierres de empresa y aquellos otros en los que por distintas 

motivaciones –a lo largo del período de noventa días- se ultrapasan los límites legales (computando 

todas las extinciones por iniciativa del empresario “en virtud de otros motivos no inherentes a la 

persona del trabajador”) El primero de dichos escenarios se califica en la citada sentencia como un 
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“despido colectivo irregular”, mientras que el segundo se imputa como “despido colectivo de hecho” 

(“que también podría calificarse en determinados casos como un despido fraudulento”). 

Y en relación con los efectos procesales, parece obvio que en el caso del “despido colectivo irregular” 

podrá acudirse a la demanda colectiva del artículo 124 LRJS, en tanto que ha existido una extinción 

que reúne la naturaleza de colectiva sin haberse seguido los trámites del período de consultas y 

notificaciones legales. Así se prevé tanto en la regulación de las pretensiones procesales de la parte 

actora en la letra b) del apartado 2 del citado artículo 124 LRJS (por tanto, cuando “no se ha realizado 

el período de consultas o entregado la documentación prevista en el artículo 51.2 del Estatuto de los 

Trabajadores o no se ha respetado el procedimiento establecido en el artículo 51.7 del mismo texto 

legal”), como en la calificación de nulidad de la sentencia, conforme al apartado 11 del mismo 

artículo (“la sentencia declarará nula la decisión extintiva únicamente cuando el empresario no haya 

realizado el período de consultas o entregado la documentación prevista en el artículo 51.2 del 

Estatuto de los Trabajadores o no haya respetado el procedimiento establecido en el artículo 51.7 del 

mismo texto legal”). Y no empece dicha conclusión procesal que no se haya seguido por el 

empleador el preceptivo período de consultas: el carácter colectivo del despido (y, por tanto, la vía 

procesal de impugnación) viene fijada por la Ley y no por la autonomía individual de aquél. Una 

conclusión que, sin excesivo desarrollo doctrinal, se extiende también a los despidos “de hecho”, los 

que, asimismo, deben ser calificados como nulos. 

Esta interpretación se ha seguido, si bien en forma implícita, en otros posteriores pronunciamientos 

casacionales que han abordado la cuestión relativa a la integración de otras extinciones 

contractuales, en los términos previamente analizados, como es de ver en las SSTS 18.11.2014 -Rec. 

65/2014-, 19.05.2015 –Rec. 358/2014- y UD 26.11.2013 -Rec. 334/2013-. 

Cabe añadir a ello otro problema hermenéutico, como es el relativo a los efectos de la sentencia que, 

por la vía de la acción colectiva, declara la nulidad sobre las extinciones previas, con la consecuente 

condena a la empresa a que readmita en su puesto de trabajo a los trabajadores afectados, como se 

contempla en el apartado 11 del art. 124 LRJS. En efecto, si la suma de todas las finalizaciones 

efectuadas en el período de noventa días supera los umbrales legales –por tanto, un despido 

colectivo “de hecho” en los términos a los que se acaba de hacer mención- y la vía de impugnación 

es la colectiva del artículo 124 LRJS surgen obvias dudas en aspectos como la caducidad aplicable a 

esas previas extinciones (en tanto que es perfectamente posible que cuando alcance firmeza la 

sentencia derivada de la acción colectiva haya transcurrido con creces el período temporal regulado 

en los artículos 59.3 TRLET y 103.1 y 121.1 LRJS). Como también surgen en cuanto a la eficacia de cosa 

juzgada de la posible sentencia o conciliación que haya recaído en el ínterin respecto a esos otros 

previos despidos individuales. Estas cuestiones han sido abordadas –aunque en forma incidental- en la 

STS de 18.11.2014 (Rec. 65/2014) En ella se salva el óbice de la posible caducidad de los despidos 

previos en el supuesto analizado por razones meramente procesales formales, en tanto que en el 

relato fáctico no constan la fecha de los mismos. Y en cuanto a los efectos de la cosa juzgada 

negativa se recuerda la posibilidad de acudir a la demanda de revisión de sentencias firmes o, en su 

caso, a la impugnación de las transacciones judiciales, indicándose que es ésa una cuestión ajena a 

la acción colectiva de impugnación del despido colectivo. 

Por otra parte, se ha planteado también si la opción del empleador de acudir a extinciones 

individuales en lugar de a colectivas no debe tener efectos procesales, al ser superiores las posibles 

indemnizaciones legales aplicables en el caso de despidos “ordinarios” (a lo que cabrá añadir una 

posible legitimidad de opción del empleador por vía extintiva (como parecía desprenderse de las SSTS 

UD 26.10.2009 -Rec. 2945/2008- y 21.09.2010 -Rec. 635/2010-)). Esa hermenéutica ha sido rechazada en 

la STS UD 08.07.2012 (Rec. 2341/2011) al considerar que, al margen del mandato legal al respecto y la 

concurrencia de intereses sociales, la existencia de un período de consultas tiene como finalidad 

atenuar las consecuencias del despido. 

 

3. BREVE COMENTARIO FINAL 

Es evidente que la figura del “despido colectivo de hecho” (de conformación jurisprudencial como se 

ha dicho) tiene problemas prácticos significativos ante el silencio de la ley (y la conocida mala técnica 

legislativa que ha caracterizado las distintas reformas laborales de 2012 y 2013). Y ello es 

especialmente destacable en los supuestos de fraude de ley de contratos temporales o finalización 

“ante tempus” de los mismos. 

Desde nuestro punto de vista la solución más adecuada es la dada en el voto particular. Carece de 

sentido en el supuesto planteado (máxime cuando concurría una posible ilicitud contractual de tipo 

colectivo) obligar a acciones individuales con posibles pronunciamientos diferenciados en función del 

órgano judicial (con la posibilidad añadida que si el despido colectivo afecta a más de una 

comunidad autónoma los respectivos recursos de suplicación sean sustanciados por diferentes TSJ). A 



lo que cabrá añadir la evidente complejidad de mezclar la calificación de concurrencia de despido 

colectivo en acciones individuales por ilicitud de la finalización temporal (téngase en cuenta que no 

tienen por qué coincidir idénticos motivos de fraude de ley o finalización extemporánea y que ello 

puede afectar a distintos territorios). Aunque es cierto que el análisis prejudicial contrato por contrato 

por los respectivos TJS o la AN actuando como primer grado jurisdiccional puede resultar ciertamente 

complejo, no lo es menos que la solución adoptada por el TS comporta que en la práctica resulte una 

quimera el éxito de las demandas individuales. Es más: la “complejidad” de la que se absuelve a los 

TSJ o a la AN se traspasa ahora a los juzgados de lo social, mucho más colapsados que dichos 

tribunales. Lo que genera un problema añadido de importante calibre: que un juez o jueza de lo social 

considere que un determinado contrato era fraudulento, contra la opinión posterior de otro órgano 

judicial o sin que haya existido acción de despido. Esa problemática –de efectos ciertamente 

diabólicos- podía haber sido soslayada a través del reconocimiento de la acción colectiva. 

 

Véase también: ROJO TORECILLA, E.; “Sobre los despidos colectivos de hecho y su protección vía art. 

124 LRJS. ¿Cambio de rumbo en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y regreso a las demandas 

individuales? Nota crítica a la sentencia de 22 de diciembre de 2016 (con voto particular discrepante 

de cinco magistrados y magistradas)”; 

Blog del autor: http://www.eduardorojotorrecilla.es/2017/02/sobre-los-despidos-colectivos-de-

hecho.html y http://www.eduardorojotorrecilla.es/2017/02/sobre-los-despidos-colectivos-de-

hecho_2.html 
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EFECTOS DE LAS “REPARACIONES” O MODIFICACIONES DE SENTENCIA 

SOBRE LOS PLAZOS DEL RECURSO 
MIQUEL ÁNGEL FALGUERA BARÓ 

Magistrado especialista TSJ Cataluña 
En ocasiones el cómputo del plazo a efectos de anuncio de resurso de suplicación genera conflictos 

aplicativos en relación a la incidencia que al respecto puedan tener las solicitudes de parte o las 

actuaciones de oficio de aclaración, subsanación y complemento de sentencias (arts. 267 LOPJ y 247, 

248 y 448.2 LEC). Hecha dicha constatación cabrá hacer una referencia, en primer lugar, al marco 

aplicativo de esos sistemas de “reparaciones” de errores de las sentencias, para pasar a continuación 

al análisis de sus efectos sobre el cómputo de plazos en materia de recurso de suplicación. 

 

1. Aclaración, subsanación y complementos de sentencias: marco aplicativo y criterios generales 

 

Es notorio que el derecho a la tutela judicial efectiva integra el denominado principio de intangibilidad 

de los pronunciamientos judiciales, conexo con la garantía de seguridad jurídica y los efectos de cosa 

juzgada (entre otras muchas: SSTC 119/1988, de 20 de junio, 231/1991, de 10 de diciembre, 19/1995, de 

24 de enero,  23/1996, de 13 de febrero,  48/1999, de 22 de marzo,  218/1999, de 29 de noviembre, 

352/1993 de 29 noviembre, 69/2000, de 13 de marzo, 111/2000, de 5 de mayo, 262/2000, de 30 de 

octubre,  286/2000, de 27 de noviembre,  140/2001, de 18 de junio,  216/2001, de 29 de octubre, 

187/2002, de 14 de octubre, 224/2004, de 29 de noviembre,  15/2008, de 31 de enero, etc). Sin 

embargo, en tanto que el error es inevitable, nuestro marco legal ha venido observando desde 

antiguo la posibilidad de enmienda por el órgano judicial que ha dictado una resolución en aquellos 

supuestos en los que concurre fallo o desacierto material. De esta forma, el artículo 363 LEC 1881 

preveía (como también ocurría ya en Las Partidas) en forma expresa el impropiamente denominado 

“recurso” de aclaración de las sentencias, cuando existiera “algún concepto oscuro” o para “suplir 

cualquiera omisión que contenga sobre punto discutido en el litigio” (de oficio o a instancia de parte, 

en el día hábil siguiente a la publicación). 

Se ha afirmado así por la doctrina constitucional (por todas, STC 286/2006, de 9 de octubre) que esos 

remedios procesales de modificación de la sentencia o de “reparación” de errores son compatibles 

con el principio de invariabilidad o inmodificabilidad, en tanto que “no forma parte del derecho a la 

tutela judicial efectiva la facultad de beneficiarse de oscuridades, omisiones o errores materiales que 

con toda certeza pueden deducirse del propio texto de la resolución judicial” (en el mismo sentido y 

entre otras: SSTC 380/1993, de 20 de diciembre, 23/1996, de 13 de febrero, 111/2000 de 5 mayo, etc.). 

Ahora bien, como también se señala por la doctrina constitucional,  “la vía de la aclaración no puede 

utilizarse como remedio de la falta de fundamentación jurídica, ni tampoco para corregir errores 
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judiciales de calificación jurídica o subvertir las conclusiones probatorias previamente mantenidas, 

resultando igualmente inadecuada para anular y sustituir una resolución judicial por otra de signo 

contrario, salvo que excepcionalmente el error material consista en un mero desajuste o contradicción 

patente e independiente de cualquier juicio valorativo o apreciación jurídica entre la doctrina 

establecida en sus fundamentos jurídicos y el fallo de la resolución judicial” (STC 187/2002, de 12 de 

noviembre; en el mismo sentido: SSTC 23/1994, de 27 de enero, 19/1995, de 24 de enero, 82/1995, de 5 

de junio, 180/1997, de 28 de noviembre, 48/1999, de 22 de marzo, 218/1999, de 29 de noviembre, 

286/2006, de 9 de octubre, y  ATS 17.09.2014 –Rec. 151/2013). 

Con todo, no deja de ser significativa para explicar la diferenciación de esos distintos mecanismos 

reparatorios el análisis de su evolución histórica en los últimos años. 

Así, la entrada en vigor de la LOPJ (art. 267) en su redactado inicial mantuvo esencialmente incólume 

el marco aplicativo del referido artículo 363 LEC 1881, tanto en materia de impulso como respecto a 

los plazos, aunque añadiendo que “los errores materiales manifiestos y los aritméticos podrán ser 

rectificados en cualquier momento” (en una lógica ya previamente aceptada por algunas Salas del 

TS). 

Sin embargo, el cambio más significativo en cuanto a las reparaciones judiciales se produjo en la LEC 

2000. De esta forma se introdujeron las siguientes novedades: 

a) En la tipología causante de la aclaración se siguió manteniendo la concurrencia de “conceptos 

oscuros”, añadiéndose –con el precedente del texto previo de la LOPJ en cuanto a plazos- como 

motivo adicional la rectificación de “cualquier error material” (art. 214.1). 

b) Se amplió el plazo para solicitar –o efectuar de oficio- dicha aclaración de uno a dos días (art. 

214.2). Sin embargo, como ya ocurría en el texto inicial de la LOPJ, cuando se trataba de reparar un 

“error material manifiesto” (añadiéndose también una referencia al “aritmético”) la rectificación podía 

hacerse en “cualquier momento” (art. 214.3). 

c) Se singularizó el supuesto de concurrencia de “omisiones o defectos”  de las resoluciones judiciales, 

aunque con remisión plena a la tramitación procesal de la aclaración, con la única salvedad de 

hacer mención al auto como instrumento procesal solutorio (art. 215.1). Del referido precepto, empero, 

parece diferirse que no nos hallamos ante una “aclaración”, sino ante una “subsanación”. 

d) Se introdujo como novedad el denominado “complemento de sentencia”, por tanto, la posibilidad 

de dictar un auto que enmendara el defecto de “omisión manifiesta” de “pronunciamientos relativos 

a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso” (art. 215.2). A dichos efectos 

se vino a contemplar un procedimiento específico, manteniendo la dobla activación –de oficio o a 

instancia de parte o, en su caso, del Ministerio Fiscal-, estableciendo un plazo de cinco días –ya no, de 

dos- y regulando la audiencia a la otra parte en el caso de que el complemento no se realizara de 

oficio (apartados 2 y 3 del art. 215). 

e) Tanto en el caso de aclaración, subsanación como complemento de sentencias o autos se 

estableció el principio de irrecurribilidad (arts. 214.4 y 215.4 en el texto inicial, actual art. 215.5 tras la Ley 

13/2009). 

f) Y, finalmente, se regularon los efectos de las tres figuras (en la Ley 13/2009, no en el texto inicial) en 

cuanto a los plazos de recurso (art. 215.5), previéndose su interrupción desde el momento de la 

solicitud y, “en todo caso”, su reinicio “desde el día siguiente a la notificación del auto que 

reconociera o negase la omisión de pronunciamiento y acordase o denegara remediarla”. Cabe 

observar, en todo caso, que ese efecto interruptor del plazo de recurso estaba ya contemplado en el 

art. 407 LEC 1881 y se reitera en el art. 448.1 LEC  vigente y en el art. 267 LOPJ. 

Con posterioridad, la LO 19/2003 vino a modificar el artículo 267 LOPJ introduciendo las novedades 

establecidas en la LEC 2000. 

Por su parte, la actual LRJS (a diferencia del art. 87 LPL 68 y el art. 188 LPL 80) no contempla referencia 

alguna a la aclaración (como también ocurría en la LPL 90), aunque lógicamente, por el tenor del 

artículo de la DF 4ª LRJS, la LEC resulta de aplicación supletoria; y, por su parte, la LOPJ es de 

aplicación directa. 

A todo ello cabe añadir que existen otros remedios procesales, sin unos rasgos distintivos nítidos (salvo 

la firmeza de la sentencia y los distintos plazos concurrentes); es especial, el incidente de nulidad de 

actuaciones de los artículos 241 LOPJ y 228 LEC. 

Con todas esas medidas emerge la constatación que la voluntad del legislador es evitar que los meros 

errores judiciales comporten una recurribilidad artificial, dotando a los jueces y tribunales del primer 

grado jurisdiccional de competencias que remedien aquéllos. 

Sin embargo, la práctica de los más de tres lustros transcurridos comporta que la indeterminación de 

las distintas figuras contempladas en el vigente marco jurídico conlleve evidente problemas 

aplicativos, que no siempre han tenido una respuesta unívoca por la doctrina judicial. De hecho, la Ley 

no está contemplando tres figuras (aclaración, subsanación y complemento), sino cuatro, en tanto 



que la aclaración por “error material o aritmético” tiene evidentes singularidades en cuanto al plazo. 

Y en relación al error material, se ha indicado por la doctrina constitucional (STC 286/2006, de 9 de 

octubre) que hay que atender por tal, desde la perspectiva constitucional “sólo «aquellos errores cuya 

corrección no implica un juicio valorativo, ni exige operaciones de calificación jurídica o nuevas y 

distintas apreciaciones de la prueba, ni supone resolver cuestiones discutibles u opinables por 

evidenciarse el error directamente al deducirse, con toda certeza, del propio texto de la resolución 

judicial, sin necesidad de hipótesis, deducciones o interpretaciones (SSTC 231/1991, de 10 de 

diciembre, F. 4;  142/1992, de 13 de octubre , F. 2)”; para proseguir: “en suma, «el órgano judicial 

puede legítima y excepcionalmente proceder a la rectificación «ex» art. 267 LOPJ,  (…) cuando el error 

material que conduce a dictar una resolución equivocada «sea un error grosero, manifiesto, 

apreciable desde el texto de la misma sin necesidad de realizar interpretaciones o deducciones 

valorativas, deducible a simple vista, en definitiva, si su detección no requiere pericia o razonamiento 

jurídico alguno». Distinto «es que la rectificación, con alteración del sentido del fallo, entrañe una 

nueva apreciación de valoración, interpretación o apreciación en Derecho, en cuyo caso, de llevarla 

a efecto, se habría producido un desbordamiento de los estrechos límites del citado precepto legal y 

se habría vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva (  SSTC 48/1999, de 22 de marzo, F. 

3;  218/1999, de 29 de noviembre , F. 3;  69/2000, de 13 de marzo, F. 2;  111/2000, de 5 de mayo , F. 

12;  262/2000, de 30 de octubre, F. 3;  140/2001, de 18 de junio, FF. 5, 6 y 7)» [STC 187/2002, F. 6 c)”. 

Por el contrario, en el caso de la aclaración de “puntos oscuros de una sentencia” (una eficacia 

práctica casi nula), conforme a la doctrina casacional “se trata de una facultad para cuyo uso se ha 

de atender «más que a la semántica, al proceso lógico contenido en la propia sentencia, de tal 

manera que la aclaración o suplencia de omisión no desorbite lo que podría deducirse de la 

resolución aclarada». Se trata, en definitiva de que la sentencia sea una unidad, en la que haya 

coherencia entre todos sus elementos estructurales; también, por lo tanto, entre la fundamentación 

jurídica y el fallo. Por ello se ha afirmado que no hay mayor oscuridad, precisada de aclaración, que la 

contradicción entre los propias elementos que configuran y estructuran la resolución judicial -sentencia 

de esta Sala de 19 de septiembre de 1989-, y que la aclaración es procedente «siempre que la 

discordancia o contradicción resulte de los propios términos de la sentencia, comparando lo resuelto 

con sus razonamiento ...» -sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 2 de julio de 1987-” 

(SSTS 15.02.1991 –RJ 1991\1491- y 26.12.1990 - RJ 1990\9839-). 

Podemos, por tanto, efectuar el siguiente cuadro expositivo de las diversas situaciones contempladas 

en la Ley:  
TIPO DE REPARACIÓN FINALIDAD INSTANCIA PLAZO TRAMITACIÓN TIPO DE 

RESOLUCIÓN 

EFECTOS SOBRE 

RECURSO 

ACLARACIÓN 

ORDINARIA 

“conceptos oscuros” 

- De oficio 

- Solicitud de 

parte 

2 DÍAS NO SE ESTABLECE 

SINGULARI-DAD 

- - - - 

INTERRUPTIVO DEL 

PLAZO 

ACLARACIÓN 

EXTRAORDI-

NARIA 

“error material 

manifiesto y 

aritmético” 

EN 

CUALQUIER 

MOMENTO 

- - - - 

SUBSANACIÓN “omisiones o 

defectos” 

2 DÍAS AUTO 

COMPLEMENTO “omisión manifiesta” 

de 

“pronunciamientos 

relativos a 

pretensiones 

oportunamente 

deducidas y 

sustanciadas en el 

proceso” 

5 DÍAS SI ES A 

SOLICITUD DE 

PARTE 

AUDIENCIA A LA 

CONTRAPAR-TE 

AUTO 

  

Esos diversos mecanismos actualmente vigentes comportan una inevitable pregunta, en relación a si a 

través de ellos puede afectarse al fallo de la sentencia. Aunque antes de todas esas modificaciones la 

respuesta judicial era negativa, en la actualidad es ése un resultado posible, como se difiere de la  STC 

286/2006, de 9 de octubre. Sin embargo, ello no puede comportar que se modifique “el sentido y 

espíritu del fallo, toda vez que el órgano judicial, al explicar el sentido de sus palabras o adicionar lo 

que falta, debe moverse en el marco interpretativo de lo anteriormente manifestado o razonado”, 

como se afirma en las.- SSTC 23/1996, de 13 de febrero, 140/2001, de 18 de junio, 216/2001, de 29 de 

octubre, 55/2002, de 11 de marzo, etc. Por su parte, la STC 23/1994, de 27 de enero afirma: ““En 

principio, dado que la vía de aclaración no puede utilizarse como remedio de falta de 

fundamentación de la resolución judicial aclarada [STC 138/1985], ni para corregir errores indiciales de 

calificación jurídica [SSTC 119/1988 y 16/1991 o subvertir las conclusiones probatorias anteriormente 

mantenidas [STC 231/1991, habría que deducir que esta vía es inadecuada para anular y sustituir una 

sentencia firme por otra de fallo contrario [STC 352/1993]. Sin embargo, tradicionalmente la 
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jurisprudencia del Tribunal Supremo viene admitiendo la operatividad de esta técnica cuando el error 

material consiste en mero desajuste o contradicción patente e independiente de cualquier juicio 

valorativo o apreciación jurídica, entre la doctrina establecida en los fundamentos jurídicos y el fallo 

de la resolución judicial. En efecto, no puede descartarse este remedio, aunque comporte revisión del 

sentido del fallo, si se hace evidente, por deducirse con toda certeza del propio texto de la sentencia, 

sin necesidad de hipótesis, deducciones e interpretaciones, que el órgano judicial simplemente se 

equivocó al trasladar el resultado de su juicio al fallo. Esta declaración tiene en cuenta, por lo demás, 

que la inmodificabilidad de las resoluciones firmes no es -como se dijo en la STC 119/1988- un fin en sí 

mismo, sino un instrumento para garantizar la efectividad de la tutela judicial y que no integra el 

derecho a la tutela judicial beneficiarse de simples errores materiales o de evidentes omisiones en la 

redacción o transcripción del fallo”. Véase también la STC 111/2000 de 5 mayo.. 

Por otra parte, hay que resaltar que en el caso de aclaración “ordinaria”, subsanación y complemento 

de sentencia concurren plazos muy limitados de tiempo. La doctrina judicial ha venido entendiendo 

que el incumplimiento de los mismos en relación a la solicitud de aclaración de parte conlleva la 

ineficacia de dicha solicitud e, incluso, en su caso, la nulidad de actuaciones si el órgano judicial 

efectuó la aclaración extemporánea (entre otras, SSTS 25.09.1982 -RJ 1982\5275-, 22.02.1984 -

RJ\1984\917-, etc.).   

Sin embargo, esa preclusión no opera cuando la aclaración es “extraordinaria” (por denuncia de error 

material o aritmético), en tanto que aquí la posibilidad de rectificación puede efectuarse “en 

cualquier momento”, de conformidad con los arts. 267.3 LOPJ y 215.3 LEC (25.04.2011 –Rec. 4/2010, RJ 

2011\4494-, en demanda por error judicial). Ahora bien, ello sólo ocurre cuando existe un efectivo error 

con dicha caracterización y no cuando se pretende, de facto, aunque así no se exprese por la parte, 

la aplicación de otra medida procesal reparatoria. Se afirma en ese sentido en la STS UD 07.03.1996 –

Rec. 1777/1995-: “el atípico recurso de aclaración que interpuso el INSS, además de haber sido 

presentado fuera del plazo establecido por el artículo 267.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no 

obedecía a la finalidad de aclarar concepto oscuro, corregir error material o suplir omisión en que 

hubiera incurrido la sentencia sobre el que aquél versaba, sino a la de que se modificase su claro 

pronunciamiento, sustituyendo lo que establecía -pensión con cargo al Régimen General y en cuantía 

del setenta y cinco por cien de la base reguladora- por otra condena que imputara tal pensión al 

Régimen Especial de Trabajadores Autónomos y fijara su cuantía en el cincuenta y cinco por cien de 

la mencionada base reguladora. A la fecha en que tal escrito fue presentado, dicha sentencia había 

alcanzado firmeza, por lo cual la única posibilidad impugnatoria que tenía el INSS sería la eventual 

formulación de un recurso de revisión. El auto del Juzgado de lo Social tampoco podía ser dictado de 

oficio, dado que mediante el mismo no se actuaba dentro de los límites de la aclaración, sino que, 

olvidando la seguridad jurídica y el principio de la invariabilidad de la sentencia, modificaba su 

pronunciamiento en términos incompatibles con su fundamentación jurídica y con la estimación plena 

del «petitum» que acordaba, en frase, por cierto, que no fue eliminada por la aclaración” (en el mismo 

sentido: STS UD 23.05.2000 –Rec. 2658/1999) 

La casuística posible de los límites de todos esos remedios es apreciable en forma más o menos clara 

en los diversos pronunciamientos. Así, se ha afirmado que existe “error material” en los que consta 

certificada como definitiva una sentencia que no es más que un borrador (STC 187/1992, de 16 de 

noviembre) o por concurrencia de fallo informático que comporta la inclusión de fundamentos 

jurídicos y fallo de otro pronunciamiento (STC 48/1999, de 22 de marzo) o en relación a un error en la 

valoración del recurso que confundiendo la base de cotización con la reguladora en materia de 

prestaciones de la Seguridad Social al régimen de responsabilidades legales (STC 111/2000, de 5 de 

mayo). A idéntica conclusión se ha llegado respecto a una condena en costas cuando no 

correspondía (Auto TS 26.02.1992 -Rec. 1294/1990-), o en relación a la determinación del período 

computable a efectos de cálculo de indemnización por despido en ejecución definitiva (ATS 

18.02.2016 –Rec. 1412/2014). 

Por el contrario, se ha negado la posibilidad de aclaración por inexistencia de error material, sino 

sustantivo (incongruencia al margen), en supuestos como la modificación de una sentencia por 

constatarse que la normativa aplicada estaba derogada (STC 16/1991, de 28 de enero); o por la 

apreciación indebida de la condición de funcionarios de los trabajadores (STC 142/1992, de 13 de 

octubre); o por aclaración de los hechos probados en forma tal que esa modificación afecte también 

al fallo (STC 23/1994, de 27 de enero); o por la mera alegación de concurrencia de un error de 

transcripción que comporta la modificación de la parte dispositiva (STC 19/1995, de 24 de enero) o de 

un error informático que, en realidad, obedece a un error conceptual (STC 56/2002, de 11 de marzo); o 

una rectificación de un pronunciamiento que declaró inicialmente la gran invalidez respecto a 

lesiones que constituían una incapacidad permanente total (STC 286/2006, de 9 de octubre); o, 

también respecto a una incapacidad permanente, el cambio fáctico relativo al carácter consolidado 



o no de unas lesiones (STC 187/2002, de 14 de octubre); o la afectación al régimen de condena del 

interés legal aplicable por error conceptual de la sentencia (STC 55/2002, de 11 de marzo); o un 

supuesto en que el tribunal del segundo grado jurisdiccional consideró inicialmente que existía una 

incongruencia suprapetita respecto a las alegaciones en juicio de la parte actora rebajando la 

cantidad, acreditándose luego en aclaración que nunca existió dicho rebaje (STC 82/1995, de 5 de 

junio); o cuando se establece en la sentencia una limitación a los salarios de tramitación en un 

despido por el período de duración de la incapacidad temporal y posteriormente se dicta aclaración 

modificando el fallo con integración de los mismos (STS UD 17.06.2016 –Rec. 3406/2014-). 

Hay que recordar que el hecho de que una sentencia de un juzgado social incurra en un error 

sustantivo y no meramente material no determina su irrecurribilidad. Lo podrá ser en suplicación si se 

está en plazo. Y, en su caso, podrá acudirse al incidente extraordinario de nulidad de actuaciones. 

Por otra parte, hay que destacar la singularidad concurrente en materia de procesos de despidos y 

más en concreto si con la reparación puede modificarse la indemnización inicialmente fijada, caso de 

improcedencia. La respuesta judicial ha sido afirmativa, al considerarse que el objeto central de la 

condena no es ese aspecto, que deviene accesorio y ope legis, sino la calificación del acto extintivo. 

Así, la STS UD 18.04.2016 –Rec. 1921/2014, RJ 2016\2692-, en la que se afirma: “la doctrina correcta es la 

de la sentencia de contraste, y ello porque, en primer lugar, se trata de un procedimiento por despido 

en el que lo que se discute es únicamente, como se ha dicho, su calificación, siendo la indemnización 

una mera consecuencia o añadido al pronunciamiento que se insta del órgano jurisdiccional. En 

segundo lugar, en la sentencia no hay razonamiento alguno acerca del mencionado cálculo 

indemnizatorio sobre la base de una específica norma en la materia, sino exclusivamente y, en 

términos generales, la cita de la del propio despido que ha sido la misma en todo momento, aunque 

se haya modificado. En tercer y último lugar, en fin, es evidente que el error se ha producido y que 

consiste tan solo en ese cálculo, cuyo defecto no se niega por la Sala en el auto mencionado, de 

modo que ha de deducirse que ha errado en la aplicación del texto de la norma a la fecha del 

despido, al no tener en cuenta ésta y la redacción de la misma en tal momento”. Por su parte, el Auto 

TS 18.02.2016 –Rec. 1412/2014, RJ 2016\1195- procede a la aclaración de una sentencia en la que se 

había omitido el período computable a efectos indemnizatorios. Sin embargo, ello no es posible 

cuando ha existido un error en la determinación de la indemnización, por aplicación incorrecta del 

tipo de despido practicado (STC 304/1993, de 25 de octubre). 

 

 

2. La interrupción del plazo recursal en los supuestos de aclaración, subsanación y complemento de 

sentencia 

 

Cabe recordar que –ya desde la doctrina del extinto TCT- la doctrina judicial ha sido unánime 

entendiendo que las aclaraciones forman parte de la propia sentencia (por todas, STC 32/1996, de 27 

de febrero, SSTS UD 05.06.2000 –Rec. 2469/1999-, 24.09.2014 –Rec. 1522/2013,- y las que allí se citan.). De 

ahí que obviamente cabe considerar que los plazos recursales  se interrumpen por la solicitud en 

tiempo y forma de aclaración o cualquier otro medio de reparación asimilado y se reinicia a partir del 

momento en que se dicta el correspondiente auto, estimatorio o desestimatorio (entre otras: STS 

29.12.2014 –Rec. 93/2012- y Autos TS 07.01.2000 –Rec. 3692/1999-, 23.04.2001 –Rec. 4305/2000-, etc.). Así 

se desprende –al margen de los antecedentes históricos- del art. 248.2 LEC (conforme al cual ”los 

plazos para recurrir se contarán desde el día siguiente al de la notificación de la resolución que se 

recurra, o, en su caso, a la notificación de su aclaración o de la denegación de ésta”). Por su parte, el 

artículo 215.5 LEC afirma: “los plazos para estos recursos, si fueren procedentes, se interrumpirán desde 

que se solicite su aclaración, rectificación, subsanación o complemento, continuando el cómputo 

desde el día siguiente a la notificación de la resolución que reconociera o negara la omisión de 

pronunciamiento y acordara o denegara remediarla”. Y, por su parte, el artículo 267.9 LOPJ indica que 

“los plazos para los recursos que procedan contra la resolución de que se trate se interrumpirán desde 

que se solicite su aclaración, rectificación, subsanación o complemento y, en todo caso, comenzarán 

a computarse desde el día siguiente a la notificación del auto o decreto que reconociera o negase la 

omisión del pronunciamiento y acordase o denegara remediarla”. En consecuencia, es evidente que 

la solicitud de parte de cualquiera de dichos remedios procesales interrumpe el plazo para recurrir. 

Obsérvese que la Ley no habla de “suspensión”, sino de “interrupción”, lo que comporta que tras 

dictarse el correspondiente auto, aceptando la modificación o denegándola, vuelva a computar un 

nuevo plazo de cinco días, Y cabrá tener en cuenta a este respecto la conocida doctrina casacional 

en relación a la diferencia entre “interrupción” y “suspensión” respecto al art. art. 65.1 LRJS. 

Pese a lo expuesto, son destacables algunos pronunciamientos de la doctrina casacional –aunque 

anteriores a la LEC- en los que se deniega que la aclaración formulada, si es manifiestamente 

temeraria y se ha efectuado con ánimo dilatorio, tenga efectos interruptivos a efectos de recurso (STS 

26.05.1987). Sin embargo, pronunciamientos del TS más cercanos en el tiempo parece optar por una 
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interpretación rigurosa de esa posibilidad, limitándola a supuestos excepcionales y manifiestos. Así, el 

Auto TS 25.04.2013 –Rec. 43/2002, RJ 2003\7294-: “no es posible imputar a la empresa quejosa que 

solicitara la aclaración de la sentencia con ánimo dilatorio o defraudatorio de los plazos legales, ni 

con la intención de reabrir uno ya precluido. Cuando se presentó la solicitud de aclaración, el plazo 

para preparar el recurso de casación unificadora, sólo acaba de comenzar. Los plazos que, para la 

solicitud y tramitación de la aclaración, concede el art. 267.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 

que la empresa cumplió por su parte, son tan breves que es muy difícil imputar ánimo dilatorio 

fundado sólo en la propia petición de aclaración. Finalmente, la única causa que presume el auto 

recurrido, la necesidad de ampliar el plazo para preparar el recurso de casación unificadora, con la 

finalidad de tener más tiempo para obtener los necesarios avales bancarios, se muestra claramente 

errónea. En el testimonio de particulares remitido por la Sala consta que la sentencia se notificó a la 

empresa «Naipes Heraclio Fournier SA» el día 24 de mayo y que ésta había ya obtenido los tres avales 

bancarios, que luego se acompañaron con el escrito de preparación, el 30 de mayo de 2002, dos de 

ellos y el 31 siguiente el restante. Es decir, mucho antes de que concluyeran los 10 días hábiles con que 

contaba tanto para preparar el recurso (art. 218 LPL ), como para presentar los avales (art. 228 LPL)”. 

En todo caso, la posibilidad de que la solicitud de aclaración no comporte siempre la interrupción de 

los plazos para recurrir ha sido validada por algún pronunciamiento constitucional –en relación al 

recurso de amparo-. Así, la STC 186/2014, de 17 de noviembre, considera que el recurrente en amparo 

ultrapasó el plazo legalmente previsto al efecto, en tanto que previamente instó un recurso de 

aclaración que pretendía modificar el contenido sustantivo de la sentencia. Se afirma a este respecto: 

“En el particular caso que nos ocupa, consta en las actuaciones que la  Sentencia de 8 de marzo de 

2011  fue objeto de una solicitud de aclaración por la demandante de amparo, si bien en dicho 

escrito de aclaración se alegaban, antes que conceptos oscuros, omisiones o errores materiales, 

verdaderas discrepancias de fondo en cuanto a la fundamentación de la Sentencia, que son 

reiteradas ahora en la demanda de amparo, relativas a la irrazonabilidad de aquélla, a cuyo 

razonamiento se achacaba haber incurrido en un error en sus premisas. Tal solicitud de aclaración fue 

rechazada por la Sala al entender que lo que se pretendía era una rectificación tanto de los 

fundamentos como del fallo de la Sentencia, lo que no es posible por la vía de la aclaración del art. 

267 de la  Ley Orgánica del Poder Judicial  (LOPJ). Pues bien, del propio contenido del escrito de 

aclaración y de la respuesta al mismo dada por el Tribunal Supremo podemos concluir que su 

improcedencia se infiere de modo claro, ya que la demandante solicitaba en el suplico de su escrito 

un contenido imposible como objeto de la aclaración, pues no denunciaba en su solicitud la 

existencia de conceptos oscuros ni errores materiales o aritméticos, u omisiones, ni tampoco solicitaba 

el complemento de la resolución a que se refiere al apartado quinto de aquel precepto sino que 

estaba formulando una pretensión de modificación de la fundamentación y del sentido del fallo de la 

resolución recurrida, sobre la base de la irrazonabilidad de su argumentación. 

Por tanto, con el “escrito o recurso de aclaración” presentado frente a la  Sentencia de 8 de marzo de 

2011, que ponía fin a la vía judicial ordinaria, la recurrente prolongó artificialmente la misma, y esa 

prolongación no puede interrumpir el plazo de treinta días que el art. 44.2 de la  Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional  (LOTC) concede para promover el recurso de amparo constitucional. En el 

cómputo del plazo ha de tenerse en cuenta, pues, como fecha inicial, la de la notificación de la 

Sentencia, esto es, el día 15 de marzo de 2011, y, comoquiera que la demanda de amparo quedó 

registrada en este Tribunal el 23 de mayo de 2011, en el momento de su presentación ya había 

expirado aquel plazo, por lo que, de acuerdo con el art. 50.1 a)  LOTC , procede declarar la 

inadmisibilidad del recurso de amparo por este óbice” (en sentido similar, SSTC 52/1991, de 11 de 

marzo y 352/1993 de 29 noviembre). 

Pese a esa línea hermenéutica cabe indicar que de la STC 60/2009, de 9 de marzo, parece 

desprenderse (aunque no se afirme en forma expresa y se trate en todo caso del cómputo del plazo 

para acceder al amparo constitucional) que si ha existido una tramitación de un complemento de 

sentencia sin que se haya inadmitido de entrada el remedio instado por la parte, se producen los 

efectos suspensivos oportunos, por lo que no cabe apreciar temeridad o ánimo dilatorio. 

Sin embargo, esa interrupción de los plazos sólo se produce en el caso de  solicitud de aclaración de 

parte si se efectúa dentro del lapso temporal de dos  días (aclaración “ordinaria” o subsanación) o 

cinco (en el caso de complemento de sentencia); no así, cuando la solicitud es extemporánea, 

supuesto en el que ya  no cabe el reinicio del plazo (lo que se denomina “efecto Lázaro”), como es de 

ver en los Autos TS 03.10.2001 –Rec. 1097/2001- y 23.05.2002 –Rec. 1/2002-. 

Por tanto, el efecto interruptor del plazo de recurso no es universal, concurriendo dos concretas 

salvedades: a) cuando la aclaración, subsanación y complemento se solicite en forma 

extemporánea; y b) excepcionalmente y en supuestos extraordinarios: cuando del contenido del 

escrito postulando el remedio modificativo se deriva en forma diáfana la existencia de un ánimo 



dilatorio. 

En todo caso, la denegación por dichos motivos del remedio procesal solicitado no es recurrible en 

reposición (arts. 267.8 LOPJ y 214.4 y 215.5 LEC) y tampoco lo podrá ser, en principio, en suplicación (en 

tanto que en la práctica cuando se notifique el auto denegatorio ya habrá transcurrido el plazo de 

cinco días del art. 194 LRJS desde la notificación de la sentencia incólume). Ello no impide, 

lógicamente, que la parte solicitante presente el correspondiente anuncio y que, en su caso, tras la 

inadmisión, formule queja. 

Pero ocurre que la Ley sólo regula un concreto supuesto entre los distintos escenarios posibles. Así, los 

preceptos indicados parecen referirse, como luego veremos, a aquellos casos en los que existe 

solicitud de parte de aclaración, subsanación o complemento de sentencia. Ese limitado redactado 

comporta, de entrada, una necesaria pregunta: ¿el efecto interruptivo es también invocable por la 

parte que no ha peticionado esos remedios? Desde mi punto de vista ello no es así cuando quién 

pretenda beneficiarse del nuevo plazo no sea la misma que haya formulado la pretensión 

modificativa y ésta haya sido denegada. Así, si quién por ejemplo solicitó una aclaración fue el 

trabajador, la interrupción del plazo para recurrir sólo a él le afecta, no así a la empresa para quién –

en la inmensa mayoría de los casos- el plazo de cinco días habrá transcurrido una vez se le notifique el 

correspondiente auto denegatorio. 

Ahora bien, parece evidente que si el juzgado accede a la modificación postulada podrá abrirse 

también para la contraparte un nuevo plazo de recurso, siempre que ello le comporte un gravamen 

efectivo. Por volver a la ejemplarificación: la modificación del salario o de la indemnización de una 

sentencia de despido reabre el plazo de recurso para la empresa, aunque quién haya solicitado la 

aclaración o subsanación sea el trabajador. Sin embargo, si existe un mero error de transcripción en la 

fecha de inicio contractual por mero “baile de cifras” en el relato fáctico, sin efectos en la cuantía 

indemnizatoria, parece dudosa una conclusión similar. 

En todo caso, es del todo evidente que no es simple fijar en esta materia reglas generales, por lo que 

deberá estarse a la concreta casuística concurrente y a su valoración judicial. 

La menguada regulación legal conlleva también un segundo interrogante: ¿opera esa lógica también 

cuando la aclaración se efectúa de oficio por el juez? Parece claro que, en principio, la respuesta 

debe ser positiva: aunque los artículos 215.5 LEC y 267.9 LOPJ se refieren en todo momento a supuestos 

de solicitud de parte (como también implícitamente el art. 248.2 LEC, al remitirse a “la notificación de 

su aclaración o de la denegación”), el tratamiento legal de ese escenario y la actuación de oficio 

aconseja dicha conclusión. Ahora bien, esa afirmación ha de ser matizada, de nuevo, en función de 

la casuística. El “efecto Lázaro” sólo opera cuando la modificación acordada por el juez es 

trascendente y, como tal, tiene un cierto gravamen sobre una o ambas partes. Verbigracia: si el juez 

motu proprio aprecia, dentro del plazo legal, que ha dado respuesta denegatoria a la petición de 

declaración de incapacidad permanente absoluta, pero ha omitido el pronunciamiento respecto a la 

subsidiaria también contenida en la demanda de incapacidad permanente total, se abre un nuevo 

plazo para quién ha resultado vencido en relación al complemento- Así, si se inadmite esa petición 

subsidiaria es claro que el beneficiario puede anunciar el recurso a partir del auto modificativo, en 

relación a la ambas pretensiones; en el supuesto contrario, por tanto, si se declara la IPT, la entidad 

gestora podrá recurrir, pero resulta ciertamente problemático reconocer al trabajador idéntico 

derecho respecto a su pretensión principal (IPA), en tanto que la declaración original al respecto ha 

resultado incólume. Con todo, es ésta una hermenéutica que –reconozco- resulta ciertamente 

discutible, en función de la indeterminación que genera nuestro limitado marco legal. 

Sigamos planteando interrogantes: cabe ahora preguntarse qué ocurre si el auto declarando de oficio 

la aclaración “ordinaria”, subsanación o complemento es extemporáneo (por dictarse transcurridos 

dos o cinco días tras la sentencia). Desde mi punto de vista en estos supuestos –y teniendo siempre 

presente la necesidad de afectación negativa y la transcendencia de la modificación- cabe siempre 

suplicación. Lo que ocurre es que el objeto del recurso no versará tanto  sobre los aspectos 

modificados, sino sobre la infracción de los plazos legalmente fijados para la actuación remedial 

como tal. A lo que cabrá añadir que, como hemos visto, es éste un aspecto apreciable de oficio por 

el tribunal “ad quem”. En consecuencia, la parte afectada por el cambio no atacará en suplicación 

tanto los contenidos jurídicos o fácticos introducidos, sino la plena eficacia de la sentencia inicial, en 

los términos en que fue en su momento dictada. 

Y por fin, respecto a la variada gama de problemas hermenéuticos, resta por analizar qué ocurre en el 

caso de la denominada “aclaración extraordinaria” (por errores materiales o aritméticos), en tanto 

que ésta siempre es posible, con independencia del plazo transcurrido. En principio parece que en 

estos supuestos no cabe nunca suplicación, en tanto que por definición dicho tipo de aclaración no 

afecta al contenido de la sentencia, sino únicamente a cuestiones incidentales. Sin embargo, no 

resulta descartable que si una de las partes considera que la medida tiene relevancia no meramente 

incidental, pueda anunciar recurso y si su tramitación es denegada pueda formular queja. 
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En todo caso, no concurre interrupción del plazo para el anuncio de recurso en el supuesto de que el 

litigante inste indebidamente en el plazo de cinco días –puesto que la sentencia no es firme- incidente 

de nulidad de actuaciones (véase STSJ Islas Canarias -Santa Cruz de Tenerife- 26.04.2007 –Rec. 

197/2007) 
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CUADRO-RESUMEN COMPARATIVO: Real Decreto-ley 4/2017, 

de 24 de febrero, por el que se modifica el régimen de los 

trabajadores para la prestación del servicio portuario de 

manipulación de mercancías dando cumplimiento a la 

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 11 

de diciembre de 2014, recaída en el asunto C-576/13 

(procedimiento de infracción 2009/4052) (BOE 25 de febrero) 

1. NUEVO RÉGIMEN CONTRACTUAL 

ÁMBITO DE 

APLICACIÓN 

Artículo 1. Objeto 

El objeto del presente real decreto-ley es establecer el 

régimen de los trabajadores para la prestación del servicio 

portuario de manipulación de mercancías, que dé 

cumplimiento a lo dispuesto en la Sentencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea de 11 de diciembre de 2014, 

recaída en el asunto C-576/13 

LIBERTAD DE 

CONTRATACIÓN 

Artículo 2. Libertad de contratación de trabajadores 

portuarios para la prestación del servicio portuario de 

manipulación de mercancías 

1. La contratación de trabajadores para la prestación del 

servicio portuario de manipulación de mercancías es libre, 

previo cumplimiento de los requisitos establecidos que 

garanticen la profesionalidad de los trabajadores portuarios. 

2. Para la prestación del servicio portuario de manipulación 

de mercancías no es necesario que los titulares de la 

correspondiente licencia participen en ninguna empresa 

cuyo objeto social sea la puesta a disposición de 

trabajadores portuarios 

REQUISITOS DE 

FORMACIÓN DE LOS 

TRABAJADORES. 

EXCEPCIONES 

Artículo 3. Requisitos de capacitación de los trabajadores 

para la prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías 

1. Las actividades incluidas en el servicio de manipulación de 

mercancías deberán ser realizadas por trabajadores que 

cuenten con alguna de las titulaciones de formación 

profesional de grado medio o superior previstas en la Orden 

FOM/2297/2012, de 23 de octubre, por la que se determinan 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=160562&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1534931


las titulaciones de formación profesional exigibles para la 

prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías o en aquella orden del Ministerio de Fomento 

que la sustituya, a propuesta de Puertos del Estado, previa 

audiencia de las organizaciones sindicales y empresariales 

más representativas y representativas de este sector y oídas 

las Autoridades Portuarias y los Ministerios competentes en 

educación y trabajo, así como aquellas titulaciones que se 

declaren equivalentes con arreglo a lo dispuesto en la 

disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 

de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional 

o aquellas que, en su caso, las sustituyan, y sus equivalentes 

en el ámbito de la Unión Europea. También podrán ser 

realizadas por aquellos trabajadores que hayan obtenido el 

certificado de profesionalidad establecido en el Anejo VIII 

(Operaciones portuarias de carga, estiba, descarga, 

desestiba y transbordo) del Real Decreto 988/2013, de 13 de 

diciembre, por el que se establecen nueve certificados de 

profesionalidad de la familia profesional marítimo-pesquera. 

2. No serán exigibles los requisitos de titulación a los que se 

refiere el apartado anterior a los trabajadores que se 

encuentren en los siguientes supuestos a la entrada en vigor 

de este real decreto-ley: 

a) Los que acrediten haber realizado con anterioridad a la 

entrada en vigor de este real decreto-ley más de 100 

jornadas de trabajo en el servicio portuario de manipulación 

de mercancías en cualquier Estado miembro de la Unión 

Europea, así como en tareas de carga, estiba, desestiba, 

descarga y transbordo de mercancías que hubieran estado 

excluidas del servicio al amparo del artículo 2.g) del Real 

Decreto-ley 2/1986, de 23 de mayo. Dicha acreditación 

deberá ser homologada por Puertos del Estado. 

b) El personal del buque que realice a bordo dichas 

actividades en las situaciones y condiciones permitidas en el 

texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 

Mercante 

CREACIÓN DE 

CENTROS PORTUARIOS 

DE EMPLEO COMO 

EMPRESAS CEDENTES 

DE TRABAJADORES 

(con posibilidad de 

actuación de ETTs) 

Artículo 4. Centros portuarios de empleo 

1. Con el objeto de permitir una rápida adaptación al 

carácter irregular de la prestación de los trabajos portuarios, y 

sin perjuicio de las empresas de trabajo temporal u otras que 

estén constituidas o puedan constituirse a estos efectos con 

arreglo a la legislación vigente, podrán crearse centros 

portuarios de empleo por personas naturales o jurídicas o 

uniones y entidades sin personalidad jurídica cuyo objeto sea 

el empleo de los trabajadores portuarios en el servicio 

portuario de manipulación de mercancías, así como su 

cesión temporal a empresas titulares de licencia de 

prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías o de autorización de servicios comerciales 

portuarios. Su ámbito geográfico de actuación podrá 

extenderse a todo el territorio nacional, pudiendo coexistir 

más de un centro portuario por puerto. 

2. La creación de centros portuarios de empleo requerirá la 

obtención de la autorización exigida en el artículo 2 de la Ley 

14/1994, de 1 de junio, que regula las empresas de trabajo 

temporal, que les será de plena aplicación, así como la 

restante normativa aplicable a dicha clase de empresas 

2. SITUACIONES TRANSITORIAS 
INAPLICACIÓN  DE LA 

CUOTA ADICIONAL 

DEL 36 % (art. 151. 

Disposición adicional primera. Contratos de carácter 

temporal. 

En los contratos laborales de carácter temporal cuya 
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LGSS) DE LOS 

CONTRATOS 

TEMPORALES CUYA 

DURACIÓN SEA 

INFERIOR A 7 DÍAS 

duración efectiva sea inferior a siete días, que tengan por 

objeto la prestación del servicio portuario de manipulación 

de mercancías por medio de centros portuarios de empleo, 

empresas de trabajo temporal o directamente por las 

empresas titulares de licencia del servicio portuario de 

manipulación de mercancías, a que se refiere este real 

decreto-ley, no será de aplicación el incremento de la cuota 

empresarial a la Seguridad Social por contingencias comunes 

establecido en el artículo 151 del texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, relativo a la cotización 

en contratos de corta duración 

PLAZO DE 

ADAPTACIÓN DE 

CONVENIOS 

VIGENTES, EFECTOS Y 

POSIBILIDAD 

EXTINTIVA DE 

CONTRATOS 

Disposición adicional segunda. Normativa convencional. 

1. En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor 

de este real decreto-ley las normas convencionales vigentes 

deberán adaptarse a lo dispuesto en el mismo y en el artículo 

49 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

Transcurrido dicho plazo, las disposiciones de los convenios 

colectivos que incumplan lo previsto en el párrafo 

precedente, restrinjan la libertad de contratación en el 

ámbito del servicio portuario de manipulación de mercancías 

o de los servicios comerciales, o limiten la competencia, serán 

nulas de pleno derecho. 

2. En el plazo de tres meses a contar desde la entrada en 

vigor de las normas convencionales de adaptación a este 

real decreto-ley, siempre que se produzca en el plazo 

señalado en el apartado precedente, los trabajadores 

tendrán derecho a rescindir su contrato de trabajo, cuando 

la modificación del convenio colectivo les cause un perjuicio 

sustancial, con una indemnización en la cuantía prevista en 

el artículo 41 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, 

de 23 de octubre, con aplicación del régimen de pagos 

previsto en el apartado 4 de la disposición transitoria primera 

de este real decreto-ley 

SAGEPS ACTUALES. 

RÉGIMEN DE 

EXTINCIÓN O 

CONVERSIÓN EN ETT 

(3 AÑOS): ASUNCIÓN 

DE LAS 

INDEMNIZACIONES DE 

DESPIDO POR LA 

AUTORIDAD 

PORTUARIA  

Disposición transitoria primera. Sociedades anónimas de 

gestión de estibadores portuarios. 

1. Se establece un periodo transitorio de adaptación de tres 

años a contar desde la entrada en vigor de este real 

decreto-ley, durante el cual las actuales SAGEP subsistirán, 

salvo que se extingan con anterioridad, manteniendo su 

objeto social de puesta a disposición de trabajadores 

portuarios a los titulares de licencias del servicio portuario de 

manipulación de mercancías o de autorizaciones para la 

prestación de servicios comerciales, independientemente de 

que sean o no accionistas de la sociedad. 

Hasta su finalización, se regularán por lo previsto en este real 

decreto-ley y supletoriamente por el texto refundido de la Ley 

de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/2010, de 2 de julio. 

Expirado el periodo transitorio, las SAGEP que permanezcan 

podrán extinguirse o continuar su actividad, obteniendo la 

autorización exigida en el artículo 2 de la Ley 14/1994, de 1 

de junio, que regula las empresas de trabajo temporal, que 

les será de plena aplicación, así como la restante normativa 

de dicha clase de empresas. 

Hasta su regulación como empresas de trabajo temporal o 

hasta su extinción, los accionistas de la SAGEP responderán 

de la totalidad de los pasivos y obligaciones de la sociedad, 

personal y mancomunadamente entre sí, en proporción a su 



participación en el capital social. 

Aquellas SAGEP que subsistan después del periodo transitorio 

lo harán en régimen de libre concurrencia, en su caso, con 

los centros portuarios de empleo y las demás empresas de 

trabajo temporal. 

2. Los trabajadores que tengan un contrato vigente con las 

SAGEP a la entrada en vigor de este real decreto-ley, en el 

caso de que su contrato se extinga por cualquier causa 

durante el periodo transitorio, no podrán volver a ser 

contratados por las SAGEP hasta su regulación como 

Empresas de Trabajo Temporal. 

3. En el plazo máximo de los primeros seis meses del periodo 

transitorio, los accionistas de la SAGEP deberán decidir, de 

manera individual, si desean continuar en la SAGEP o 

separarse de la misma. Los accionistas que deseen separarse 

podrán hacerlo antes de la finalización de dicho periodo, 

procediendo a la venta de sus acciones a los que deseen 

continuar, a prorrata de la participación de cada uno de 

ellos; y los accionistas que decidan continuar deberán 

adquirirlas por su valor neto contable. Si la venta no pudiese 

efectuarse en todo o en parte en el plazo máximo de seis 

meses desde la comunicación de separación, las 

correspondientes acciones serán amortizadas con cargo a la 

SAGEP, con la consiguiente reducción del capital. 

Una vez finalizado este proceso, los accionistas que 

permanezcan en la SAGEP podrán acordar una nueva 

distribución del capital social y admitir nuevos accionistas que 

voluntariamente decidan adherirse con la participación 

libremente acordada. 

Si no hubiera ningún accionista que deseare continuar con la 

SAGEP, ésta se disolverá de acuerdo con las reglas generales 

establecidas en la Ley de Sociedades de Capital. 

4. Con el objeto de igualar la posición competitiva entre los 

actuales titulares de licencias de prestación del servicio 

portuario de manipulación de mercancías con aquellos 

nuevos que accedan a la prestación, en el caso de que en 

cualquier momento posterior a la entrada en vigor del 

presente real decreto-ley se produjera la extinción de 

contratos laborales de los trabajadores de las SAGEP vigentes 

antes del 11 de diciembre de 2014, o de los suscritos en 

régimen laboral común por las empresas titulares de licencia 

de prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías con trabajadores procedentes de las SAGEP por 

imperativo legal con anterioridad a dicha fecha, por 

cualquiera de las causas contempladas en los artículos 51 y 

52 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, en los términos previstos en los mismos, la 

Autoridad Portuaria correspondiente al ámbito geográfico de 

la SAGEP donde dichos trabajadores estuvieron contratados 

asumirá obligatoriamente el 100 por ciento de las 

indemnizaciones procedentes por esta causa en la cuantía 

prevista en el artículo 53 del texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, generadas desde la celebración 

de los contratos hasta su extinción o hasta la finalización del 

periodo transitorio si fuera anterior. 

Esta medida no será de aplicación si el trabajador no hubiera 

mantenido sin solución de continuidad su trabajo como 

estibador portuario, ni para los trabajadores que alcancen la 

edad de jubilación, de acuerdo con el régimen especial de 

los trabajadores del mar, durante los tres años siguientes a la 

extinción contractual. 

Dichos importes serán necesariamente satisfechos por la 
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Autoridad Portuaria correspondiente previa su solicitud, que 

deberá estar acompañada de documentación justificativa y 

acreditativa. Serán desembolsados por la Autoridad Portuaria 

para cada uno de dichos trabajadores al empleador de los 

mismos en el momento de la extinción contractual, 

distribuidos en un periodo de tres años a partir de la solicitud 

una vez examinada la documentación presentada y 

determinada su adecuación a lo previsto en este real 

decreto-ley. En el caso de empleadores que sean sujetos 

pasivos de las tasas portuarias, la Autoridad Portuaria 

acordará que las indemnizaciones asumidas por la misma 

minoren los importes de las cuotas de dichos tributos. 

El coste asumido no tendrá efectos para el cálculo de 

rentabilidades para el establecimiento de los coeficientes 

correctores de las tasas portuarias según lo dispuesto en el 

artículo 166 del texto refundido de la Ley de Puertos del 

Estado y de la Marina Mercante 

RÉGIMEN 

CONTRACTUAL 

APLICABLE AL 

PERÍODO 

TRANSITORIO 

Disposición transitoria segunda. Utilización del personal de la 

SAGEP durante el periodo transitorio de adaptación. 

1. Durante el periodo transitorio de adaptación previsto en la 

disposición transitoria primera, todas las empresas titulares de 

licencias del servicio portuario de manipulación de 

mercancías, excepto aquellas que se les haya autorizado el 

régimen de autoprestación, deberán cubrir en cómputo 

interanual con trabajadores de la SAGEP del puerto 

correspondiente existentes a la entrada en vigor de este real 

decreto-ley, durante el primer año como mínimo el 75 por 

ciento de las actividades de la empresa integradas en el 

servicio portuario de manipulación de mercancías y las 

actividades comerciales que no tengan la consideración de 

servicio portuario de manipulación de mercancías de 

acuerdo con lo previsto en el inciso final del artículo 130.3.c) 

del texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 

Marina Mercante, en este último caso siempre y cuando su 

oferta sea igual o más ventajosa en términos de calidad y 

coste en el sector de la estiba. 

Dicho porcentaje será del 50 por ciento durante el segundo 

año del referido periodo transitorio y del 25 por ciento 

durante el tercer año. La asignación de trabajadores y su 

coste se hará en igualdad de condiciones para todas las 

empresas, sean o no accionistas de la SAGEP. 

2. Estos porcentajes se podrán alcanzar por cualquiera de las 

siguientes modalidades o la suma de ambas: 

a) Mediante utilización de dicho personal puesto a 

disposición por la SAGEP o, proveniente de la SAGEP, por un 

centro portuario de empleo o empresa de trabajo temporal 

de los que no sea partícipe la empresa obligada. 

b) Mediante contratación de trabajadores provenientes de 

las SAGEP. 

En este último caso, se computarán los contratos de trabajo 

suscritos con trabajadores de las SAGEP, realizados por las 

empresas titulares de licencias de prestación del servicio 

portuario de manipulación de mercancías, o por centros 

portuarios de empleo o empresas de trabajo temporal de los 

que formen parte, en estos dos últimos casos en proporción a 

su participación. 

A los efectos de la letra b), se computarán como válidas las 

ofertas nominativas o innominadas realizadas que, siendo 

adecuadas, hayan sido rechazadas por los trabajadores que 

se mantengan en la SAGEP y a los efectos de la letra a) 



aquéllas que no se hayan cubierto por insuficiencia de dichos 

trabajadores puestos a disposición por la SAGEP. 

3. Durante el periodo transitorio de adaptación se 

considerará infracción grave, a los efectos sancionadores del 

texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 

Mercante, el incumplimiento de lo previsto en esta disposición 

transitoria 

PARTICULARIDADES DE 

LA SEED DEL PUERTO 

DE CARTAGENA 

Disposición transitoria tercera. Sociedad Estatal de Estiba y 

Desestiba del Puerto de Cartagena. 

En el plazo máximo de seis meses desde la finalización del 

periodo transitorio la Sociedad Estatal de Estiba y Desestiba 

del Puerto de Cartagena podrá extinguirse o continuar su 

actividad, debiendo obtener en este caso la autorización 

exigida en el artículo 2 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, que 

regula las empresas de trabajo temporal, que le será de 

plena aplicación, así como la restante normativa aplicable a 

dicha clase de empresas. 

Lo dispuesto en la disposición transitoria primera respecto de 

las SAGEP y en la disposición transitoria segunda a propósito 

del mantenimiento durante el periodo transitorio de la 

obligación de seguir contratando trabajadores procedentes 

de las SAGEP será asimismo de aplicación a la Sociedad 

Estatal de Estiba y Desestiba del Puerto de Cartagena, con 

excepción de lo que se dispone en el párrafo siguiente. 

La Autoridad Portuaria dejará de formar parte del capital de 

la sociedad en el plazo máximo de seis meses a contar desde 

la entrada en vigor de este real decreto-ley, mediante la 

enajenación de sus acciones o, en su defecto, por reducción 

del capital social, teniendo derecho al reembolso de su valor 

neto contable 

3. DEROGACIÓN DE NORMAS VIGENTES 
Disposición derogatoria única. Alcance de la derogación normativa. 

Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones: 

a) Los artículos 82.2.d), 98.1.l), 117.1.n), 130.5, 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 

151, 152, 153, 154, 155, 245.6, disposición adicional octava, disposición adicional 

novena, disposición adicional decimonovena, disposición adicional trigésima primera, 

el apartado 2.b) de la disposición transitoria segunda y disposición transitoria quinta 

del texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre. 

b) El artículo 2.1.h) del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 

c) Quedan, asimismo, derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo establecido en este real decreto-ley 

A) PRECEPTOS DEROGADOS DEL REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2011 

Artículo 82. Plazo de 

las concesiones 

2. El vencimiento del plazo de la concesión deberá coincidir 

con el de la autorización de actividad o el de la licencia de 

prestación del servicio, y será improrrogable salvo en los 

siguientes supuestos: 

(…) 

d) Cuando el concesionario que sea titular de una licencia 

para la prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías, incremente el porcentaje de trabajadores 

contratados en relación laboral común por encima del 

mínimo establecido, el plazo inicial de la concesión podrá ser 

prorrogado, a criterio de la Autoridad Portuaria, sin que en 

ningún caso se supere en total el plazo máximo de 50 años, y 

siempre que el concesionario se encuentre al corriente en el 

cumplimiento de las obligaciones derivadas de la concesión, 

independientemente de que la posibilidad de prórroga esté 

o no contemplada en el título concesional. 

El citado incremento en el plazo de vigencia de la concesión 
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podrá ser, como máximo, de un 35 por ciento para el caso 

de que el número de trabajadores contratados en relación 

laboral común cubra el ciento por ciento de las actividades 

integrantes del servicio portuario, reduciéndose 

proporcionalmente para porcentajes inferiores, y siempre que 

dicho aumento porcentual no se haya producido como 

consecuencia de la disminución del tráfico de la concesión, y 

se mantengan durante el plazo ampliado las condiciones 

que dieron lugar a la prórroga 

Artículo 98. 

Caducidad 

1. Serán causa de caducidad de la autorización o concesión, 

los siguientes incumplimientos: 

(…) 

) Persistencia en el incumplimiento del compromiso de 

superar el número mínimo de trabajadores que deben 

contratarse en relación laboral común adquirido por la 

empresa prestadora del servicio de manipulación de 

mercancías, si hubiera sido considerado como criterio en los 

Pliegos de Bases de los concursos para la adjudicación de 

concesiones de dominio público, tras haber mediado sanción 

con arreglo a lo que se dispone en el artículo 307.1.c) 

Artículo 117. 

Contenido de la 

licencia de 

prestación del 

servicio portuario 

1. La licencia deberá incluir, al menos: 

(…) 

n) En las licencias del servicio portuario de manipulación de 

mercancías, porcentaje mínimo de trabajadores que se 

deben tener contratados en régimen laboral común 

Artículo 130. 

Definición y ámbito 

del servicio portuario 

de manipulación de 

mercancías 

5. Las actividades incluidas en el servicio de manipulación de 

mercancías, deberán ser realizadas por trabajadores que 

cuenten con la cualificación exigida en esta ley 

Artículo 142. Modelo 

de gestión de la 

puesta a disposición 

de trabajadores 

portuarios 

1. En los puertos de interés general podrá constituirse, sin 

perjuicio de la conversión de las Sociedades Estatales de 

Estiba y Desestiba y las Agrupaciones Portuarias de Interés 

Económico existentes a la entrada en vigor de la Ley 33/2010, 

de 5 de agosto, una sociedad anónima mercantil privada 

que tendrá por objeto social la gestión de la puesta a 

disposición de sus accionistas de los trabajadores, por ella 

contratados, que dichos accionistas demanden para el 

desarrollo de las actividades y tareas del servicio portuario de 

manipulación de mercancías que no puedan realizarse con 

personal propio de su plantilla, como consecuencia de la 

irregularidad de la mano de obra necesaria para la 

realización de las actividades incluidas en dicho servicio 

portuario. Además, podrá poner a disposición de los 

accionistas, trabajadores para desarrollar actividades 

comerciales sujetas a autorización en la zona de servicio de 

los puertos, siempre que dichos socios estén debidamente 

autorizados para realizarlas. Igualmente, será objeto de estas 

sociedades la formación continua de los trabajadores que 

garantice la profesionalidad en el desarrollo de las 

actividades que integran el servicio de manipulación de 

mercancías. 

También incluirá en su objeto social la puesta a disposición de 

trabajadores a las empresas que estén autorizadas para la 

realización de actividades comerciales que no tienen la 

consideración de servicio portuario de manipulación de 

mercancías de acuerdo con lo previsto en el artículo 130.3.c) 

de esta ley. 

2. Dicha sociedad se regirá por lo dispuesto en esta ley y 

supletoriamente por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 



de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Sociedades de Capital y, en su caso, por la legislación que lo 

modifique o sustituya. 

3. La denominación de cada Sociedad será la que se 

establezca en los estatutos de la misma, debiendo figurar en 

ella la expresión «Sociedad Anónima de Gestión de 

Estibadores Portuarios» o las siglas SAGEP, que serán exclusivas 

de esta clase de sociedades 

Artículo 143. Capital 

social y su 

distribución 

1. Todas las empresas que deseen prestar el servicio portuario 

de manipulación de mercancías y obtengan la 

correspondiente licencia deberán, en su caso, integrarse 

como partícipes en el capital de la Sociedad Anónima de 

Gestión de Estibadores Portuarios. Se exceptúan de esta 

exigencia las empresas con licencia para autoprestación. 

El titular de una licencia del servicio portuario de 

manipulación de mercancías que quede exento de 

participar como accionista en la SAGEP de acuerdo con el 

supuesto anterior deberá: 

Contratar en régimen laboral común un número de 

trabajadores de la SAGEP que se corresponda a las jornadas 

trabajadas en el último año para dicho titular en las 

actividades del servicio portuario de manipulación de 

mercancías. Las ofertas de trabajo consideradas adecuadas 

de acuerdo con lo previsto en el artículo 151.3 que sean 

rechazadas por los trabajadores se computarán como 

válidas a estos efectos. 

En el caso de que el solicitante de una licencia de 

autoprestación no formara parte de la SAGEP o, en su caso, 

de la APIE o SEED correspondiente, previamente a dicha 

solicitud deberá en primer lugar ofertar la contratación en 

régimen común de los trabajadores necesarios para el 

desarrollo de las actividades y tareas de dicho servicio a 

través de ofertas nominativas o innominadas a los 

trabajadores de dicha Sociedad. Las ofertas de trabajo 

consideradas adecuadas de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 151.3 que sean rechazadas por los trabajadores se 

computarán como válidas a estos efectos. 

2. El capital social inicial de la SAGEP se fijará en los Estatutos 

de la Sociedad que se aprueben en el momento de su 

constitución, distribuyéndose entre los titulares de licencias de 

prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías en vigor en ese momento en el puerto, que no 

estén exentos de participación en la citada sociedad 

mercantil de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 1 de 

este artículo, de acuerdo con los siguientes criterios: 

1.º El 50 por ciento del capital se distribuirá 

proporcionalmente entre el número de titulares de licencias 

de prestación del servicio de manipulación de mercancías. 

2.º El restante 50 por ciento se distribuirá entre dichos titulares 

en función del grado de utilización temporal de la plantilla, 

medido en volumen de facturación. 

3. La distribución del capital social se revisará en los plazos y 

términos que establezcan los Estatutos de la Sociedad, con el 

objeto de reajustar periódicamente la composición 

accionarial a los anteriores criterios. En cualquier caso, se 

revisará automáticamente cuando se deba producir el 

ingreso o separación de un accionista de acuerdo con lo 

previsto en esta ley. En el caso de incorporación de nuevos 

accionistas, el 2.º criterio se aplicará considerando las 

estimaciones razonables de los nuevos accionistas sobre sus 

necesidades de trabajadores de la sociedad durante el 

primer año de pertenencia a la misma. 
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En esos casos, la nueva participación de los accionistas en el 

capital de la Sociedad será fijada por el Consejo de 

Administración de la SAGEP en un plazo máximo de 15 días 

desde que la Autoridad Portuaria comunique a la Sociedad 

la obtención de la correspondiente licencia, la pérdida de la 

misma o certifique que su titular está sujeto a alguna de las 

causas de exención de participación en la SAGEP o que deja 

de estarlo. Si el Consejo de Administración de la Sociedad no 

adoptara acuerdo alguno en el citado plazo, la persona 

física o jurídica con derecho y deber de ser miembro de la 

SAGEP, además de los derechos que legalmente le 

correspondan, podrá solicitar y obtener la puesta a 

disposición de trabajadores que necesite. 

4. Los reajustes en la composición accionarial conllevarán 

para los accionistas el derecho a la liquidación y la 

obligación de adquisición de las participaciones sociales que 

correspondan como consecuencia del reajuste efectuado. 

5. En ningún caso, podrán ser accionistas de la SAGEP 

quienes no tengan en vigor una licencia de prestación del 

servicio portuario de manipulación de mercancías, ni 

separarse de la Sociedad ningún titular de una licencia de 

prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías, salvo las exenciones previstas en el apartado 1 

de este artículo. 

6. La SAGEP no podrá poseer directa o indirectamente 

participación en ningún tipo de sociedad 

Artículo 144. Órgano 

de gobierno 

La Sociedad Anónima de Gestión de Estibadores Portuarios se 

regirá por un Consejo de Administración. Los Estatutos de la 

Sociedad determinarán la composición de dicho órgano. 

Dichos Estatutos recogerán que un representante designado 

por la Autoridad Portuaria, en la que la SAGEP desarrolle su 

actividad, forme parte del Consejo de Administración en 

calidad de consejero independiente 

Artículo 145. 

Impugnación de 

acuerdos 

1. Podrán ser impugnados los acuerdos de la Junta General 

de Accionistas o del órgano de gobierno de la SAGEP que 

sean contrarios a la ley, atenten contra la libre competencia, 

se opongan a los Estatutos o lesionen en beneficio de uno o 

varios accionistas, o de terceros, los intereses de la Sociedad. 

2. Serán nulos los acuerdos contrarios a la ley. Los demás 

acuerdos serán anulables. La acción de impugnación de los 

acuerdos nulos o anulables deberá ejercitarse dentro del 

plazo de caducidad fijado para las Sociedades Anónimas en 

la Ley de Sociedades de Capital. 

3. Estarán legitimados para la impugnación de los acuerdos 

nulos o anulables todos los accionistas, los miembros de su 

órgano de gobierno, la Autoridad Portuaria en que la SAGEP 

ejerza su actividad y cualquier tercero que acredite interés 

legítimo. 

4. Los acuerdos que resulten gravemente dañosos para el 

interés general del puerto o para los usuarios del mismo, que 

lesionen a algún accionista o que perjudiquen a la libre 

competencia entre los prestadores del servicio portuario de 

manipulación de mercancías, a juicio de la Autoridad 

Portuaria, podrán ser suspendidos preventivamente por su 

Presidente, por iniciativa de éste, del miembro del Consejo de 

Administración en representación de la Autoridad Portuaria o 

a instancias de un accionista, debiendo proceder, en el plazo 

máximo de 20 días a contar desde la adopción de tal 

medida, a la impugnación del acuerdo suspendido, con 

expresa solicitud de ratificación de la medida cautelar 



adoptada. Si no se procediera a la impugnación del acuerdo 

en el plazo señalado, el acuerdo de suspensión quedará sin 

efecto. El acuerdo de suspensión producirá efectos desde la 

fecha en que se adopte y hasta que el órgano jurisdiccional 

civil se pronuncie sobre la procedencia de la medida 

cautelar adoptada. Caso de no procederse a la 

impugnación en el plazo señalado, el acuerdo de suspensión 

quedará igualmente sin efectos. Para la impugnación de los 

acuerdos sociales se seguirán los trámites previstos en la Ley 

de Enjuiciamiento Civil 

Artículo 146. Régimen 

económico 

1. El importe total de las facturas a abonar por los accionistas 

a la SAGEP por la utilización de los trabajadores contratados 

por esta última deberá ser el suficiente para mantener el 

equilibrio económico de la sociedad. 

2. El precio unitario de los servicios de puesta a disposición de 

trabajadores se fijará por el órgano de gobierno de la 

Sociedad de forma que se cumpla el objetivo de equilibrio 

presupuestario anual. 

3. En el caso de que alguno de los accionistas no hiciera 

frente al pago de las facturas que le correspondan en el 

plazo señalado al respecto por el órgano de gobierno, éste 

podrá: 

a) Reclamar por vía ordinaria el cumplimiento de esta 

obligación, con abono del interés legal y de los daños y 

perjuicios causados por morosidad. 

b) Suspender la puesta a disposición del accionista moroso 

de trabajadores de la SAGEP y la posibilidad de incorporar a 

su plantilla trabajadores en relación laboral común hasta que 

se encuentre al corriente de las facturas emitidas más los 

intereses y gastos devengados. Ello no habilitará al accionista 

moroso para poder realizar las actividades del servicio 

portuario de manipulación de mercancías con cualquier otro 

personal que sea ajeno a la propia plantilla del socio moroso 

apta para la prestación del servicio de manipulación de 

mercancías en los términos indicados en el artículo 153 de 

esta ley. 

c) En caso de incumplimiento reiterado podrá, además, 

solicitar de la Autoridad Portuaria la extinción de la licencia 

de prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías por incumplimiento del titular de sus obligaciones 

con la SAGEP 

Artículo 147. 

Garantías 

Los accionistas de la SAGEP responderán de la totalidad de 

los pasivos y obligaciones de la sociedad, personal y 

mancomunadamente entre sí, en proporción a su 

participación en el capital social 

Artículo 148. 

Obligación de 

aportación de 

información 

La SAGEP deberá aportar a la Autoridad Portuaria del puerto 

en el que ejerza su actividad la información que ésta precise 

para el cumplimiento de sus fines y le sea requerida al efecto 

y, en particular, la evolución del personal contratado en 

relación laboral especial, la relación de trabajadores puestos 

a disposición, los contratos en relación laboral común 

realizados por los titulares de las licencias con personal de la 

SAGEP, las ofertas nominadas o innominadas realizadas por 

los titulares de licencias a trabajadores de la SAGEP y sus 

resultados, así como cualquier otra petición interesada por el 

Observatorio Permanente del Mercado de los Servicios 

Portuarios 

Artículo 149. Tipos de 

relaciones laborales 

1. La relación laboral de los trabajadores que desarrollan su 

actividad en el servicio portuario de manipulación de 

mercancías podrá establecerse tanto con las sociedades 

anónimas de gestión de estibadores portuarios (SAGEP), en 

relación laboral especial contemplada en el artículo 2.1.h) 
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del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo , por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 

los Trabajadores, como directamente con las empresas 

titulares de licencias del servicio portuario de manipulación 

de mercancías, en relación laboral común. 

2. Quedan fuera del ámbito de esta relación especial las 

relaciones laborales establecidas entre la SAGEP y el personal 

contratado por ellas para realizar actividades que no 

integren el contenido del servicio portuario de manipulación 

de mercancías 

Artículo 150. Régimen 

laboral común 

1. Los titulares de licencias del servicio portuario de 

manipulación de mercancías pertenecientes a la SAGEP que 

deseen contratar trabajadores en régimen laboral común 

para el desarrollo de las actividades y tareas del servicio 

portuario de manipulación de mercancías, deberán realizarlo 

prioritariamente a través de ofertas nominativas o 

innominadas a los trabajadores de la SAGEP. De no existir en 

la SAGEP el personal portuario adecuado o en número 

suficiente o de que, en caso de existir, se rechacen las ofertas 

recibidas, las contrataciones necesarias podrán realizarse 

libremente por las empresas prestatarias del servicio entre 

trabajadores con la cualificación exigida en los términos de 

los artículos 153 y 154. 

2. Cuando un trabajador procedente de la SAGEP establezca 

un contrato con el titular de una licencia del servicio 

portuario de manipulación de mercancías en relación laboral 

común, incluidos los titulares de licencia exentos de participar 

como accionistas en la SAGEP, la relación laboral con la 

SAGEP quedará suspendida, teniendo el trabajador la opción 

de reanudar esta relación especial de origen si se extingue la 

relación laboral común. La opción de reanudación de la 

relación laboral especial no existirá en los supuestos de 

extinción de la relación laboral común por dimisión del 

trabajador, por despido disciplinario declarado procedente o 

por mutuo acuerdo entre el trabajador y el empresario. 

En los supuestos en que la relación laboral común 

establecida con una empresa estibadora lo sea bajo la 

modalidad de contrato a tiempo parcial no se producirá la 

suspensión regulada en el párrafo anterior, continuando 

produciendo efectos la relación laboral especial, que 

quedará novada en la modalidad de contrato a tiempo 

parcial. 

3. Serán nulos los pactos que prohíban o tengan como 

consecuencia impedir la celebración de un contrato de 

trabajo en relación laboral común entre un trabajador y un 

titular del servicio portuario de manipulación de mercancías. 

4. El número mínimo de trabajadores en régimen laboral 

común que deben tener contratados las empresas titulares 

de una licencia para el servicio portuario de manipulación de 

mercancías quedará determinado en la correspondiente 

licencia, de acuerdo con lo previsto al respecto en los Pliegos 

de Prescripciones Particulares del servicio. En todo caso, 

deberá cubrir, al menos, el 25 por ciento de la actividad de la 

empresa, en cómputo interanual, en el ámbito de este 

servicio. No obstante lo anterior, la Autoridad Portuaria podrá 

incluir en los Pliegos de Prescripciones Particulares del servicio, 

previo informe de Puertos del Estado, causas regladas 

objetivas de excepción total o parcial de este requisito en 

razón de las características, frecuencia y estacionalidad de 

los tráficos que opere la empresa, o, en su caso, resolver a 



petición de la empresa o de la SAGEP, que podrá ser 

formulada en cualquier momento, la excepción total o 

parcial por razones de interés de la competitividad del 

puerto. 

5. En las licencias del servicio portuario de manipulación de 

mercancías se establecerá, como causa de extinción, el 

incumplimiento de la obligación de mantener contratados en 

relación laboral común el número de trabajadores que se 

corresponda con el porcentaje al que se refiere el apartado 

anterior. 

Igualmente, los acuerdos del Consejo de Administración de la 

Autoridad Portuaria sobre el otorgamiento de nuevas 

licencias del servicio de manipulación de mercancías o sus 

prórrogas en los que no se dé cumplimiento a dicha 

obligación serán nulos de pleno derecho. 

Los Pliegos de Bases de los concursos para la adjudicación de 

concesiones de dominio público cuyo titular vaya a prestar el 

servicio de manipulación de mercancías, incluirán, como 

criterio de adjudicación de aquéllas, el compromiso del 

licitador de superar el número mínimo de trabajadores a 

contratar en relación laboral común establecido en el 

apartado 4 de este artículo. El incumplimiento posterior de 

este compromiso determinará la caducidad de la concesión. 

Asimismo, los pliegos condicionarán el otorgamiento de 

prórrogas de las señaladas concesiones a haber alcanzado 

un determinado porcentaje de estibadores portuarios en 

relación laboral común, por encima del porcentaje 

establecido en el apartado 4 de este artículo. 

Reglamentariamente se establecerá el plazo máximo de las 

prórrogas, que en su caso se otorguen, en función del 

porcentaje de estibadores portuarios en relación laboral 

común. 

6. El número mínimo de trabajadores en régimen laboral 

común podrá ser cumplimentado sin suspender la relación 

laboral especial mediante la adscripción a las empresas 

usuarias de trabajadores por tiempo superior a un turno 

laboral 

Artículo 151. Régimen 

laboral especial 

1. La contratación de trabajadores por la SAGEP en régimen 

laboral especial se acordará por su órgano de gobierno de 

acuerdo con sus Estatutos. El contrato de trabajo en el 

ámbito de la relación laboral especial sólo podrá concertarse 

por tiempo indefinido. 

2. La asignación de los trabajadores en régimen laboral 

especial que demanden las empresas accionistas se realizará 

mediante el sistema de rotación. 

3. La relación laboral especial se extinguirá, además de por 

las causas previstas en el artículo 49 del texto refundido del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por voluntad de la SAGEP 

cuando el trabajador rechazase reiteradas ofertas de empleo 

adecuadas a su categoría profesional provenientes de 

empresas titulares de una licencia del servicio portuario de 

manipulación de mercancías que deseasen establecer con 

él una relación laboral común. Para considerar como 

adecuada una oferta de empleo, la misma deberá 

garantizar unos ingresos en cómputo anual y en condiciones 

homogéneas, al menos iguales a los que el trabajador 

percibiría de seguir vinculado a la SAGEP. Se considerará que 

el rechazo de la oferta es reiterado cuando se produzca 

habiendo transcurrido menos de dos años desde el rechazo 

anterior. 

4. Cuando por cualquier causa, incluyendo no haber 
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trabajadores disponibles en el momento en que un buque 

esté listo para recibir el servicio, la SAGEP no pudiese 

proporcionar los trabajadores demandados por los 

accionistas para su puesta a disposición temporal de los 

mismos y no concurrieran las condiciones previstas en sus 

Estatutos para incrementar el número de trabajadores 

contratados por la SAGEP, las empresas usuarias podrán 

contratar directamente, sin que exceda de un turno de 

trabajo, a los trabajadores que reúnan la cualificación 

exigida en esta ley. 

5. Los titulares de licencias del servicio de manipulación de 

mercancías que estén exentos de su participación en la 

SAGEP conforme a lo previsto en esta ley deberán, en primer 

lugar, solicitar la puesta a disposición temporal de 

trabajadores de la SAGEP en los casos en que el personal fijo 

de la empresa no pueda atender la carga puntual de 

trabajo. El coste de la puesta a disposición de los 

trabajadores no será superior al establecido en la SAGEP para 

la actividad equivalente. En el caso de que la SAGEP no 

estuviera en condiciones de poner a disposición el personal 

solicitado, se podrá contratar libremente sin que exceda de 

un turno de trabajo. 

6. Corresponde a la SAGEP el cumplimiento de las 

obligaciones salariales y de Seguridad Social en relación con 

los trabajadores por ella contratados que estén en relación 

laboral especial. 

7. De conformidad con lo establecido en la Ley 31/1995, de 8 

de noviembre , de Prevención de Riesgos Laborales, la 

empresa usuaria será responsable de garantizar la 

efectividad del derecho de los trabajadores a la protección 

en materia de seguridad y salud laboral en el trabajo, así 

como del recargo de prestaciones de Seguridad Social que 

prevea la legislación vigente en caso de accidente de 

trabajo o enfermedad profesional que tenga lugar en su 

centro de trabajo durante el período de puesta a disposición 

del trabajador y traigan su causa de falta de medidas de 

seguridad e higiene, ejerciendo todas las demás 

responsabilidades que se atribuyen a las relaciones de 

trabajo temporales, de duración determinada, en el artículo 

28 de la Ley 31/1995. Igualmente corresponderá a la empresa 

usuaria el cumplimiento de la normativa legal o convencional 

referida a tiempos de trabajo y movilidad funcional, y será 

responsable por los incumplimientos o infracciones de la 

normativa de aplicación, derivada de sus acciones u 

omisiones, pudiendo en tales casos formularse contra ella las 

acciones administrativas o jurisdiccionales correspondientes, 

en los mismos términos previstos en la normativa laboral 

común respecto de los empresarios. 

8. Cuando los trabajadores en relación especial desarrollen 

tareas en el ámbito de la empresa usuaria, la SAGEP 

conservará el carácter de empresario respecto a los mismos. 

Sin embargo las facultades de dirección y control de la 

actividad laboral serán ejercidas por la empresa usuaria 

durante el tiempo de prestación de servicios en su ámbito. En 

tales supuestos, y sin perjuicio del ejercicio por la SAGEP de la 

facultad disciplinaria atribuida por el artículo 58 del Estatuto 

de los Trabajadores, cuando por parte de la empresa usuaria 

se considere que por parte del trabajador se hubiera 

producido un incumplimiento contractual, lo pondrá en 

conocimiento de la SAGEP a fin de que por ésta se adopten 



las medidas sancionadoras correspondientes. La empresa 

usuaria podrá además efectuar una concreta propuesta de 

sanción, que tendrá carácter vinculante 

Artículo 152. 

Formación continua 

La SAGEP estará obligada a destinar anualmente como 

mínimo el uno por ciento de su masa salarial a la formación 

continua de sus trabajadores para garantizar su 

profesionalidad 

Artículo 153. 

Cualificación exigida 

1. Las actividades incluidas en el servicio de manipulación de 

mercancías deberán ser realizadas por trabajadores que 

cuenten con alguna de las titulaciones de formación 

profesional de grado medio o superior que se determinen por 

orden del Ministerio de Fomento, previa audiencia de las 

organizaciones sindicales y empresariales más representativas 

y representativas de este sector y oídas las Autoridades 

Portuarias y los Ministerios competentes en educación y 

trabajo. 

2. Puertos del Estado aprobará, previa audiencia de las 

organizaciones empresariales y sindicales más representativas 

y representativas en el sector y de ámbito nacional, la 

regulación del contenido mínimo de las pruebas de aptitud 

psicofísica que deberán superar quienes deseen prestar sus 

servicios en el desarrollo de las actividades que integran el 

servicio de manipulación de mercancías 

Artículo 154. 

Excepciones a la 

exigencia de 

titulación 

1. Estarán exentos de la exigencia de los requisitos de 

titulación a los que se refiere el artículo anterior, el personal 

del buque que realice a bordo actividades incluidas en el 

servicio portuario de manipulación de mercancías en las 

situaciones y condiciones permitidas por esta ley, sin perjuicio 

de las cualificaciones exigidas por la Administración marítima 

para el personal embarcado. 

2. Tampoco serán exigibles los requisitos de titulación a los 

trabajadores que se encuentren en los siguientes supuestos a 

la entrada en vigor de la orden Ministerial de exigencia de 

titulaciones prevista en el artículo anterior: 

a) Los estibadores portuarios que tengan o hayan tenido un 

contrato de trabajo con las Sociedades Estatales de Estiba y 

Desestiba o con las Agrupaciones Portuarias de Interés 

Económico, incluyendo a los que tengan suspendida la 

relación laboral especial y presten servicios en régimen de 

relación laboral común en empresas titulares de licencias de 

prestación del servicio portuario de manipulación de 

mercancías. 

b) Los estibadores a que se refería la disposición transitoria 

segunda 2, tercer párrafo , del Real Decreto-ley 2/1986, de 23 

de mayo , sobre el servicio público de estiba y desestiba de 

buques, que tuvieran reconocida esta situación. 

c) Los trabajadores que dispongan de un certificado de 

profesionalidad de acuerdo con lo establecido en la 

disposición adicional séptima de la Ley 10/1994, de 19 de 

mayo sobre medidas urgentes de fomento de la ocupación. 

d) Los que vinieran prestando servicios en tareas de carga, 

estiba, desestiba, descarga y transbordo de mercancías que 

hubieran estado excluidas del servicio al amparo del artículo 

2.g) del Real Decreto-ley 2/1986, de 23 de mayo. 

e) Los que pudieran acreditar la posesión de carné de 

conducir clase C1 y la realización de más de 100 jornadas de 

trabajo en tareas de carga, estiba, desestiba, descarga y 

transbordo de mercancías, entrega y recepción, depósito, 

remoción y traslado en el último año natural anterior a la 

primera convocatoria de pruebas de aptitud en cada 

Autoridad Portuaria para el ingreso en la SAGEP tras la 

entrada en vigor de esta ley 
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Artículo 155. Solicitud 

de oferta a la SAGEP 

Las empresas que estén autorizadas para la realización de 

actividades comerciales, que no tienen la consideración de 

servicio portuario de manipulación de mercancías de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 130.3.c) de esta ley, 

deberán atender sus necesidades de personal para estos 

servicios mediante la utilización de personal de la SAGEP 

siempre y cuando su oferta sea igual o más ventajosa en 

términos de calidad y coste en el sector de la estiba 

Artículo 245. 

Bonificaciones de las 

tasas de actividad y 

utilización 

6. A la empresa titular de una licencia de prestación del 

servicio portuario de manipulación de mercancías que 

incremente el porcentaje de trabajadores contratados en 

régimen laboral común de forma continuada, por encima del 

mínimo establecido, se le aplicará una bonificación en la 

cuota en la tasa de actividad que será la resultante de la 

siguiente fórmula: 

b = (2/3) (RLC - RLC mínima) 

donde: 

b es la bonificación a aplicar en tanto por ciento. 

RLC es la relación laboral común real, en tanto por ciento. 

RLC mínima es la relación laboral común mínima establecida, 

en tanto por ciento. 

Para mantener la bonificación o aumentarla debe 

acreditarse de forma fehaciente el cumplimiento de los 

porcentajes citados, medidos en términos de actividad 

desarrollada y con cómputo interanua 

Disposición Adicional 

octava. SAGEP. 

Transformación y 

adaptación 

1. Transformación de las Agrupaciones Portuarias de Interés 

Económico. 

a) En el plazo máximo de seis meses desde la entrada en 

vigor de la Ley 33/2010, de 5 de agosto, las asambleas de 

socios de las Agrupaciones Portuarias de Interés Económico 

constituidas de conformidad con la Ley 48/2003, de 26 de 

noviembre, de régimen económico y de prestación de 

servicios en los puertos de interés general, deberán acordar 

necesariamente la transformación de la Agrupación en una 

Sociedad Anónima de Gestión de los Estibadores Portuarios 

(SAGEP) de las reguladas en esta ley. 

b) La transformación se regirá por lo dispuesto en esta ley y, 

en lo no previsto en la misma, por la Ley 3/2009, de 3 de abril , 

sobre modificaciones estructurales de las sociedades 

mercantiles. 

c) La transformación no cambiará la personalidad jurídica de 

la sociedad, que continuará subsistiendo bajo la nueva 

forma, manteniendo sus relaciones jurídicas y subrogándose 

en sus derechos y obligaciones. 

2. Adaptación de las Sociedades Estatales de Estiba y 

Desestiba. 

a) En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la 

Ley 33/2010, de 5 de agosto, las Juntas Generales de 

Accionistas de las Sociedades Estatales de Estiba y Desestiba 

que aún no se hubieran transformado en Agrupaciones 

Portuarias de Interés Económico, de acuerdo con lo previsto 

en la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen 

económico y de prestación de servicios en los puertos de 

interés general, deberán acordar necesariamente su 

adaptación a las Sociedades Anónimas de Gestión de los 

Estibadores Portuarios (SAGEP) de las reguladas en el capítulo 

VI del título VI del libro primero de esta ley. 

b) La adaptación a que se refiere el apartado anterior se rige 

por lo dispuesto en esta ley, y, en lo no previsto en ella, por lo 

dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, 



de Sociedades de Capital, considerando la adaptación 

como un proceso de modificación de los Estatutos. 

c) La Autoridad Portuaria y el resto de accionistas que no 

tengan la obligación de pertenecer a la SAGEP se separarán 

de la sociedad en el plazo máximo de un mes a contar 

desde la publicación del acuerdo de adaptación en el 

«Boletín Oficial del Registro Mercantil», teniendo derecho al 

reembolso del valor real de su participación en la forma 

prevenida a estos efectos en el artículo 348 del Real Decreto 

Legislativo 1/2010, de 2 de julio, de Sociedades de Capital, 

para los casos de sustitución del objeto social. 

d) En el caso de que el informe del auditor de cuentas que 

determine el valor real de las acciones de la sociedad estatal 

establezca que el patrimonio neto de la sociedad es 

negativo, el acuerdo de adaptación deberá incluir la 

realización previa de aportes suficientes para transformar el 

patrimonio neto negativo en positivo, así como el 

restablecimiento del equilibrio entre el capital social y el 

patrimonio neto de la sociedad 

Disposición Adicional 

novena. Derechos de 

los trabajadores 

1. Los trabajadores que en el momento de tomar el acuerdo 

de transformación o adaptación citado en la disposición 

adicional anterior pertenezcan, respectivamente, a las 

plantillas de las Agrupaciones Portuarias de Interés 

Económico o a las Sociedades Estatales de Estiba y 

Desestiba, continuarán integrados, con los mismos derechos y 

obligaciones anteriores a la transformación o adaptación, en 

las plantillas de las correspondientes Sociedades Anónimas 

de Gestión de los Estibadores Portuarios. Asimismo los 

trabajadores provenientes de las Agrupaciones o de las 

Sociedades Estatales de Estiba y Desestiba, contratados en 

relación laboral común por los titulares de licencias del 

servicio de manipulación de mercancías mantendrán sus 

derechos de reanudar la relación laboral especial en la 

SAGEP. 

2. Si en el plazo de dos años desde la adaptación de la 

Sociedad Estatal de Estiba y Desestiba a SAGEP, el 

empresario diese lugar a la extinción del contrato de trabajo 

del personal no estibador que viniera prestando servicios con 

una antigüedad mínima de un año en la mencionada 

Sociedad Estatal a la entrada en vigor de la Ley 33/2010, de 5 

de agosto, el trabajador afectado tendrá derecho a percibir 

la indemnización legal que le corresponda o, a su opción, 

ingresar como personal laboral en la Autoridad Portuaria en 

cuyo ámbito operase la Sociedad Estatal, en las condiciones 

existentes en la Autoridad Portuaria, que deberán ser acordes 

con su cualificación profesional y con el reconocimiento de 

la antigüedad que tenga acreditada. El trabajador no podrá 

ejercitar este derecho de opción cuando la extinción 

unilateral del contrato de trabajo fuese por despido 

disciplinario declarado procedente o por las causas objetivas 

previstas en los párrafos a), b) o d) del artículo 52 del Estatuto 

de los Trabajadores 

Disposición Adicional 

decimonovena. 

Suspensión de las 

normas que regulan 

el servicio de 

manipulación de 

mercancías para la 

pesca congelada 

El Real Decreto 2541/1994, de 29 de diciembre , mantendrá 

su vigencia y efectos, respecto del régimen jurídico del 

servicio de manipulación de mercancías, con carácter 

indefinido en cuanto a la pesca congelada hasta que el 

Gobierno considere pertinente levantar su suspensión cuando 

la situación económica del sector pesquero lo permita 

Disposición Adicional 

trigésima primera. 

El Gobierno, teniendo en cuenta las circunstancias 

económicas concretas en las que se desarrolla el servicio de 
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Suspensión temporal 

del régimen jurídico 

que regula el régimen 

de gestión de los 

trabajadores para la 

prestación del 

servicio portuario de 

manipulación de 

mercancías 

manipulación de mercancías en cada puerto, así como su 

eventual repercusión negativa sobre la economía nacional o 

sobre distintos sectores económicos afectados por el régimen 

de gestión de los trabajadores para la prestación de dicho 

servicio, podrá suspender temporalmente la aplicación de 

cualquiera de las previsiones contenidas en la presente ley 

respecto a dicho régimen, estableciendo al efecto las 

medidas necesarias para mantener la regularidad y 

continuidad precisas para la prestación del servicio portuario 

de manipulación de mercancías. Tal suspensión se 

mantendrá mientras permanezcan las circunstancias y 

condiciones que la justifiquen, con objeto de garantizar una 

adecuada ordenación y desarrollo de la actividad 

económica en el sector afectado 

Disposición Transitoria 

segunda. Régimen 

transitorio de las 

Leyes 27/1992, de 24 

de noviembre, de 

Puertos del Estado y 

de la Marina 

Mercante, y de la Ley 

48/2003, de 26 de 

noviembre, de 

régimen económico 

y de prestación de 

servicios de los 

puertos de interés 

general, cuya 

vigencia se mantiene 

2. De la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de régimen 

económico y de prestación de servicios de los puertos de 

interés general 

(…) 

b) La disposición transitoria duodécima sobre régimen de 

determinadas empresas exentas del servicio de manipulación 

de mercancías. 

Las empresas titulares de concesiones de dominio público 

exentas del servicio de estiba y desestiba al amparo del 

artículo 2.g) del Real Decreto-ley 2/1986 quedarán excluidas 

de la obligación de participar en las Sociedades Anónimas 

de Gestión de Estibadores Portuarios, hasta el término del 

período concesional, sin perjuicio de lo que se establece en 

los artículos 153 y 154 de esta ley respecto de la capacitación 

de su personal 

Disposición Transitoria 

quinta. Manipulación 

de medios 

mecánicos de las 

Autoridades 

Portuarias 

Con carácter excepcional, podrán mantenerse las tareas de 

manipulación de medios mecánicos propiedad de las 

Autoridades Portuarias que se vinieran realizando por 

estibadores portuarios a la entrada en vigor de la Ley 

33/2010, de 5 de agosto, si así lo acuerda la Autoridad 

Portuaria, en tanto se ultima el proceso de enajenación de 

aquéllos o sean retirados del servicio 

B) PRECEPTOS DEROGADOS TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO DE LOS 

TRABAJADORES, APROBADO POR REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2015, DE 23 DE 

OCTUBRE 

Artículo 2. Relaciones 

laborales de carácter 

especial 

1. Se considerarán relaciones laborales de carácter especial: 

(…) 

h) La de los estibadores portuarios que presten servicios a 

través de sociedades estatales o de los sujetos que 

desempeñen las mismas funciones que éstas en los puertos 

gestionados por las Comunidades Autónomas 

4. MODIFICACIÓN DE NORMAS VIGENTES 
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. MODIFICACIÓN DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE 

PUERTOS DEL ESTADO Y DE LA MARINA MERCANTE, APROBADO POR REAL DECRETO 

LEGISLATIVO 2/2011, DE 5 DE SEPTIEMBRE 

PRECEPTO 

AFECTADO 

ANTERIOR REDACTADO NUEVO REDACTADO 

Artículo 113. 

Pliegos de 

Prescripciones 

Particulares de 

los servicios 

portuarios: 

Modificación del 

4. Dichos Pliegos regularán, 

entre otras, las siguientes 

materias: 

(…) 

n) Causas de extinción de la 

licencia, entre las que deberán 

figurar, además de las previstas 

4. Dichos Pliegos regularán, 

entre otras, las siguientes 

materias: 

(…) 

Causas de extinción de la 

licencia, entre las que deberán 

figurar, además de las previstas 



párrafo n) del 

apartado 4 

en el artículo 119 de esta ley, las 

relativas al incumplimiento de 

las obligaciones de servicio 

público, de los requerimientos 

de seguridad para la prestación 

del servicio, de las obligaciones 

de protección del medio 

ambiente que procedan, y en el 

caso del servicio de 

manipulación de mercancías, el 

incumplimiento reiterado de los 

compromisos con la Sociedad 

Anónima de Gestión de 

Estibadores Portuarios 

en el artículo 119 de esta ley, 

las relativas al incumplimiento 

de las obligaciones de servicio 

público, de los requerimientos 

de seguridad para la 

prestación del servicio y de las 

obligaciones de protección del 

medio ambiente que 

procedan 

Artículo 130. 

Definición y 

ámbito del 

servicio portuario 

de manipulación 

de mercancías: 

Modificación del 

párrafo i) del 

apartado 3 

3. Quedan exentas de su 

consideración como servicio 

portuario de manipulación de 

mercancías las actividades 

siguientes: 

(…) 

i) Las operaciones que se 

realicen en instalaciones 

portuarias en régimen de 

concesión o autorización, 

cuando dichas instalaciones 

estén directamente 

relacionadas con plantas de 

transformación, instalaciones  

de procesamiento industrial o 

envasado de mercancías 

propias que se muevan por 

dichos terminales marítimos de 

acuerdo con su objeto 

concesional, salvo que se 

realizasen por una empresa 

estibadora. 

 

 

 

Las actividades incluidas en el 

servicio de manipulación de 

mercancías que sean  

realizadas en las instalaciones 

otorgadas en concesión o 

autorización citadas en el 

párrafo anterior deberán ser 

realizadas con trabajadores  

que cumplan los requisitos de 

formación y aptitud exigidos por 

los artículos 153 y 154 de esta 

ley, sin que sea exigible la 

participación de la empresa por 

cuya cuenta presten sus 

servicios los trabajadores en el 

capital de la Sociedad de 

Gestión de Estibadores 

Portuarios regulada en el 

capítulo VI del título VI de este 

libro primero 

3. Quedan exentas de su 

consideración como servicio 

portuario de manipulación de 

mercancías las actividades 

siguientes: 

(…) 

Las operaciones que se 

realicen en instalaciones 

portuarias en régimen de 

concesión o autorización, 

cuando dichas instalaciones 

estén directamente 

relacionadas con plantas de 

transformación, instalaciones 

de procesamiento industrial o 

envasado de mercancías 

propias que se muevan por 

dichos terminales marítimos de 

acuerdo con su objeto 

concesional, salvo que se 

realizasen por una empresa 

titular de licencia de 

prestación del servicio 

portuario de manipulación de 

mercancías. 

Las actividades incluidas en el 

servicio de manipulación de 

mercancías que sean 

realizadas en las instalaciones 

otorgadas en concesión o 

autorización citadas en el 

párrafo anterior deberán ser 

realizadas con trabajadores 

que cumplan las condiciones 

establecidas en el artículo 3 

del Real Decreto-ley 4/2017, de 

24 de febrero, por el que se 

modifica el régimen de los 

trabajadores para la 

prestación del servicio 

portuario de manipulación de 

mercancías dando 

cumplimiento a la Sentencia 

del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea de 11 de 

diciembre de 2014, recaída en 

el asunto C-576/13 

Artículo 133. 1. A los efectos de esta ley se A los efectos de esta ley se 



JURISDICIÓN SOCIAL 
 

Concepto de 

autoprestación: 

Modificación del 

apartado 1 

considera autoprestación 

cuando el concesionario o el 

titular de una terminal de 

pasajeros o de mercancías 

dedicada al uso particular se 

presta a sí mismo los servicios al 

pasaje o de manipulación de 

mercancías, respectivamente, 

con personal y material propio, 

sin que se celebre ningún tipo 

de contrato con terceros a 

efectos de tal prestación. 

También se considerará 

autoprestación cuando una 

compañía naviera se presta a   

sí misma uno o varios servicios 

portuarios con personal propio 

embarcado para los servicios a 

bordo y material propio, sin   

que se celebre ningún tipo de 

contrato con terceros a   

efectos de tal prestación. En el 

caso de servicios de transporte 

marítimo de corta distancia 

regulares y de las autopistas   

del mar realizados con buques 

ro-ro puros, ro-pax, con-ro y 

ferries se podrán prestar a sí 

mismo los servicios al pasaje y 

de manipulación de 

mercancías utilizando también 

personal propio en tierra en 

cuyo caso será de aplicación el 

régimen jurídico previsto en los 

artículos 150 y 151.5 de la 

presente ley. En ningún caso se 

podrá autorizar para aquellos 

buques que enarbolen el 

pabellón de un Estado incluido 

en la lista negra que se publica 

en el informe anual del 

Memorandum de París o, 

independientemente de su 

pabellón, que estén 

considerados como de alto o 

muy alto riesgo por el nuevo 

régimen de inspección 

considera autoprestación 

cuando el concesionario o el 

titular de una terminal de 

pasajeros o de mercancías 

dedicada al uso particular se 

presta a sí mismo los servicios al 

pasaje o de manipulación de 

mercancías, respectivamente. 

 

 

 

 

También se considerará 

autoprestación cuando una 

compañía naviera se presta a 

sí misma uno o varios servicios 

portuarios con personal propio 

embarcado para los servicios a 

bordo y material propio, sin 

que se celebre ningún tipo de 

contrato con terceros a 

efectos de tal prestación. En el 

caso de servicios de transporte 

marítimo de corta distancia 

regulares y de las autopistas 

del mar realizados con buques 

ro-ro puros, ro-pax, con-ro y 

ferries se podrán prestar a sí 

mismo los servicios al pasaje y 

de manipulación de 

mercancías utilizando también 

personal propio en tierra. En 

ningún caso se podrá autorizar 

para aquellos buques que 

enarbolen el pabellón de un 

Estado incluido en la lista negra 

que se publica en el informe 

anual del Memorándum de 

París o, independientemente 

de su pabellón, que estén 

considerados como de alto o 

muy alto riesgo por el nuevo 

régimen de inspección 

Artículo 307. 

Infracciones 

graves: 

Modificación del 

párrafo c) del 

apartado 1 

Son infracciones graves las 

acciones u omisiones   

tipificadas en el artículo  

anterior, cuando supongan 

lesión a alguna persona que 

motive baja por incapacidad 

laboral no superior a siete días,  

o daños o perjuicios superiores  

a 1.200 euros e inferiores a   

6.000 euros, las que pongan en 

peligro la seguridad del buque  

o de la navegación, la 

reincidencia en cualquiera de 

Son infracciones graves las 

acciones u omisiones 

tipificadas en el artículo 

anterior, cuando supongan 

lesión a alguna persona que 

motive baja por incapacidad 

laboral no superior a siete días, 

o daños o perjuicios superiores 

a 1.200 euros e inferiores a 

6.000 euros, las que pongan en 

peligro la seguridad del buque 

o de la navegación, la 

reincidencia en cualquiera de 



las faltas tipificadas como leves 

antes del plazo establecido 

para su prescripción y, en todo 

caso, las siguientes: 

1. Infracciones relativas al uso 

del puerto y al ejercicio de 

actividades que se prestan en 

él: 

(…) 

c) El incumplimiento de la 

normativa establecida para las 

operaciones de estiba o 

desestiba, así como el 

incumplimiento de la obligación 

legal o en su caso del 

compromiso, relativo a la 

contratación de determinado 

porcentaje de trabajadores en 

régimen laboral común 

las faltas tipificadas como leves 

antes del plazo establecido 

para su prescripción y, en todo 

caso, las siguientes: 

1. Infracciones relativas al uso 

del puerto y al ejercicio de 

actividades que se prestan en 

él: 

(…) 

El incumplimiento de la 

normativa establecida para las 

operaciones de estiba o 

desestiba El incumplimiento de 

la normativa establecida para 

las operaciones de estiba o 

desestiba 

5. OTRAS DISPOSICIONES FINALES 
Disposición final 

segunda. 

Fundamento 

constitucional 

Este real decreto-ley se dicta al amparo de las competencias 

exclusivas que corresponden al Estado en materia de legislación 

laboral, Hacienda del Estado, puertos de interés general y Marina 

Mercante, de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 149.1.7.ª, 149.1.14.ª y 149.1.20.ª de la Constitución 

Disposición final 

tercera. 

Desarrollo 

reglamentario 

El Gobierno podrá dictar las normas reglamentarias que requiera 

el desarrollo y aplicación de este real decreto-ley, sin perjuicio del 

ejercicio por el Ministro de Fomento de su potestad reglamentaria 

en los términos legalmente establecidos 

Disposición final 

cuarta. 

Incorporación 

del Derecho 

Europeo 

El real decreto-ley da cumplimiento a la Sentencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea de 11 de diciembre de 2014, recaída 

en el asunto C-576/13 

Disposición final 

quinta. Entrada 

en vigor 

1. Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

2. No obstante, el apartado 4 de la disposición transitoria primera 

no entrará en vigor hasta la expresa declaración por la Comisión 

Europea de su compatibilidad con el régimen de ayudas de 

Estado 
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